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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick Piñera; de Desarrollo Social, señor Joaquín Lavín Infante; de Educación, señor Harald Beyer Burgos; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann; de Agricultura, señor Luis Mayol Bouchon, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke Carvallo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 8ª, ordinaria, en 10 de abril del presente año; 9ª, especial, y 10ª, ordinaria, ambas en 11 de abril de 2012, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



2.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07).



Con el tercero hace presente la urgencia, con carácter de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que crea el ingreso ético familiar (boletín Nº 7.992-06).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple” para el despacho del proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Bilateral entre las Repúblicas de Chile y de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011 (boletín Nº 8.037-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de las resoluciones recaídas en la tramitación de tres acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Expide copia autorizada de resolución que salva error de hecho en la sentencia definitiva dictada en la causa rol N° 2.022-11.INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 36 B letra a) de la Ley N° 18.168, de Telecomunicaciones, y 15 y 18 de la Ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a su antecedente.



Del señor Ministro de Hacienda:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, relativa a la factibilidad de proveer recursos para financiar el reajuste del 5 por ciento de las remuneraciones, correspondiente al año 2012, para los funcionarios de la Universidad de Magallanes.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Girardi, Gómez, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Andrés Zaldívar, con el que expresan su solidaridad con el señor Daniel Zamudio, condenan la agresión del grupo neonazi y solicitan a las autoridades actuar con eficiencia para esclarecer los hechos e impulsar con urgencia la iniciativa que sanciona la discriminación (boletín Nº S 1.450-12).



Del señor Ministro de Justicia:



Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Eduardo Frei, sobre posibilidad de considerar el otorgamiento de un incentivo al retiro para los funcionarios del Poder Judicial.


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Envía nómina de las obras de mitigación comprometidas en el proyecto Autopista del Sur, con especificación de su grado de cumplimiento y del cronograma para su total terminación; antecedentes requeridos en nombre de la Senadora señora Alvear.



Responde consultas, dirigidas en nombre de la Senadora señora Rincón, en lo que se refiere a las materias siguientes:



1.- Definición adoptada por esa Secretaría de Estado respecto de los daños sufridos por el Liceo B 30 “Federico Heise Marti”, de la comuna de Parral, y de las mejoras o alternativas consultadas para el año 2011.



2.- Posibilidad de enrolamiento del camino CM-7, denominado “El Mocho”, de la comuna de Colbún.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Informa acerca de curso dado a la petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, para que se aclare un hecho ocurrido durante el servicio de transporte desde la isla Santa María a Coronel, que fue denunciado por los vecinos afectados.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante:



Da a conocer resultado de fiscalizaciones efectuadas a la Central Termoeléctrica Santa María, ubicada en la comuna de Coronel, en lo referente al cumplimiento de la resolución de calificación ambiental que la autorizó; petición expedida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Intendente de Seguros:



Atiende consulta formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a licitud de que las clínicas privadas puedan vender seguros contra accidentes traumáticos a los afiliados a isapres y no a los cotizantes del Fondo Nacional de Salud.



Del señor Alcalde de Chiguayante:



Informa, en respuesta a petición cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre la dotación y el modo de funcionamiento del Centro de Salud Familiar Pinares de esa comuna. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para proponer, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, a parlamentarios y a alcaldes (boletín N° 7.911-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 19.539, a fin de permitir a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional incorporarse a Cajas de Compensación de Asignación Familiar (boletín N° 7.441-13) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.
Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Tuma para ausentarse del territorio nacional entre los días 20 y 27 del mes en curso.



--Se accede.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pido recabar autorización para que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, puedan sesionar simultáneamente con la Sala, de 17 a 19, en virtud de un acuerdo unánime de ambos órganos técnicos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente, sobre lo acordado?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, tengo entendido que el objetivo de la reunión de las Comisiones unidas es saber si ha habido avances concretos entre los equipos técnicos de Gobierno y de Oposición respecto al proyecto sobre el mal llamado “ingreso ético familiar” (en realidad, es un programa especial).



Ello tiene sentido si hay progresos y existe la posibilidad de alcanzar consenso. Porque más importante que se reúnan esos órganos técnicos es que los equipos técnicos lleguen a acuerdo en puntos comunes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, la autorización de la Sala es para que las Comisiones unidas sesionen, sin importar si arriban o no a acuerdos. Eso es materia de su trabajo.

)-------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido requerir la anuencia de la Sala para fijar un brevísimo plazo, hasta las 18 de esta tarde, para presentar indicaciones a la iniciativa que modifica la ley sobre abigeato, que está a punto de ser despachada. Ese tiempo sería suficiente para avanzar en su tramitación.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión del día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Tratar en esta sesión, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos signados con los números 4 y 6 en el Orden del Día. Esto es, el que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (boletín N° 7.449-11), y el relativo al derecho a defensa de los imputados (boletín N° 7.854-07).



2) Colocar en la tabla de la sesión ordinaria de mañana miércoles 18 de abril la iniciativa que otorga al personal de la atención primaria de salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín N° 8.140-11), y autorizar a la Comisión de Hacienda para informarla mediante un certificado.

V. ORDEN DEL DÍA

PROMOCIÓN DE ACTIVIDAD ARTÍSTICA MUSICAL EN VIVO

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7449-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 8ª, en 10 de abril de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es facilitar la actividad artística musical, introduciendo en el artículo 3° de la ley N° 19.925 una nueva categoría denominada “salones de música en vivo”, con una patente de carácter accesorio que se otorgará a los establecimientos con expendio de bebidas alcohólicas y venta de comida donde se realicen presentaciones de música en vivo.



La Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte) en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, esta iniciativa tiene por fin crear una nueva patente llamada “salones de música en vivo”, que es accesoria a las otras patentes que permiten el expendio de alcohol.



Y recalco la palabra “accesoria”. La idea es que locales, cafés, bares, restoranes puedan contar con músicos en vivo. Hoy día ello depende de la patente de cabaret, que es una nomenclatura que en general no gusta mucho en los concejos municipales, lo cual restringe las posibilidades de los músicos para presentarse en el territorio nacional, con mayor énfasis en las Regiones.



Con la creación de esta nueva patente accesoria se favorece el acceso de los músicos a locales donde actuar -hoy día es su principal fuente de ingresos-, en distintos lugares del país. Pero, a la vez, se inhibe el establecimiento de nuevas patentes que permitan el expendio de alcohol, al ser una patente accesoria. Por lo tanto, no prolifera el expendio de alcohol y se soluciona un problema muy importante para los músicos nacionales.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Estamos discutiendo el proyecto como si fuera de Fácil Despacho, por lo que solo cabe conceder la palabra para una intervención de cinco minutos a favor y para otra de cinco minutos en contra.



Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, quiero intervenir en nombre del Senador Chahuán y de quienes votaron favorablemente la iniciativa en la Comisión de Salud para dejar testimonio de la buena noticia que ella significa no solo para los músicos, sino también para los compositores, los creadores.



De verdad, esto va a ser un gran incentivo para la gestión cultural; va a sanear, además, una mala práctica instaurada por ley; y, finalmente, va a abrir más espacios para los propietarios o arrendatarios de locales que puedan brindar un espectáculo de este tipo.



Estamos ante un gran proyecto, que, por lo demás, recoge una moción de distinguidos Senadores -entre ellos, los ahora Ministros señores Chadwick y Longueira- y que viene a hacer justicia a una antigua demanda gremial. Ojalá que vaya unida a otras iniciativas -ya las anunció el propio Ministro-, para hacer más fácil y más compatible la venta del alcohol con la exhibición de algún tipo de espectáculo en vivo.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URIARTE.- Señor Presidente, con cargo a mi tiempo, el Senador Chahuán desea complementar mi intervención.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán por los minutos que le restan al Senador señor Uriarte.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto para cuya discusión se nos convoca en esta oportunidad es muy acertado, por cuanto persigue modificar las disposiciones pertinentes de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el fin de que en los salones de música en vivo se puedan presentar espectáculos de este tipo y expender alcohol. Esto, sin que haya que recurrir a la solicitud de patentes de cabaret, cuyo otorgamiento, como es sabido, es muy resistido por los concejales de los diferentes municipios, porque los locales que funcionan con ellas no gozan siempre de buena reputación.



Se trata, entonces, de la entrega de una patente de expendio de alcoholes, de carácter accesorio, para que los asistentes a esta clase de espectáculos puedan consumir bebidas alcohólicas mientras disfrutan de presentaciones de artistas nacionales en vivo.



El valor de esta patente será de 3,5 UTM.



Tal como lo señaló con mucha claridad el Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y las Artes en la Comisión de Salud, se pretende facilitar la difusión de música en vivo por parte de artistas nacionales, a quienes debe ayudarse en la expresión de su arte. Por ello, y atendiendo a esta loable finalidad, nuestra Comisión aprobó el proyecto en forma unánime.



Por tales razones, señor Presidente, insto a mis colegas a que le demos también nuestro voto favorable.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no voy a votar precisamente en contra, pero lo haré con un grado de observación.



La iniciativa está adecuadamente orientada. La música en vivo puede significar nuevas posibilidades para los artistas locales en momentos en que los espacios públicos están restringidos. 



Quiero, sí, hacerle presente al Ministro que hemos enviado un proyecto de ley para que los artistas puedan presentarse en espacios públicos. Es decir, también en las plazas, en lugares acordados con los municipios, lo cual depende del criterio del alcalde de turno. Hay alcaldes que en época de campañas autorizan tocar música en vivo en la calle y cuando ellas terminan ya no lo hacen. Esto es objeto de constante accionar y enfrentamiento.



Las grandes capitales del mundo promueven la cultura. Quienes han estado en Roma o en París saben que ahí se pinta la Mona Lisa en el cemento; allí están los solistas o los conjuntos interpretando música y contando con la cooperación de la gente. Uno se pregunta, entonces, por qué no hay en nuestro país espacios -restringidos, acotados, efectivamente regulados- para que también la música y la cultura puedan estar en la calle, que es el lugar de más fácil acceso para la ciudadanía en general.



O sea, asistir a los locales de música en vivo requiere pagar un consumo. Y habría que posibilitar la ocupación de espacios abiertos por los músicos en lugares regulados por los municipios. Sobre esto hoy día no existe ninguna regulación y los alcaldes niegan los permisos.



Entonces, me parece bien por los músicos nacionales, para que puedan expresar su arte profesional al interior de estos establecimientos, pero mientras no regulemos la expresión cultural y musical en las calles -y hablo de “regulación”; o sea, no cualquiera, no en cualquier ocasión, no en cualquier horario-, vamos a generar un efecto acotado. 



Siento que es importante autorizar estas actividades dentro de los locales en que se expende alcohol y se consumen alimentos, pero hay una pata coja en cuanto a que no hay una legislación con la misma orientación para los espacios públicos. Existen solistas y grupos de extraordinaria calidad que no pueden actuar en estos últimos, a menos que lo hagan contra la ley. Los obligamos en la práctica a delinquir, a violar la legislación, a estar a la mala, de manera guerrera.



Señor Ministro, voy a votar a favor del proyecto, pero creo que mi intervención recoge también un sentir de músicos profesionales y no profesionales, a lo largo de todo el país, que demandan espacios públicos regulados para poder expresar su arte.



Votaré que sí con esa observación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Correspondería votar.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite intervenir antes, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Es que hay que votar.

El señor PIZARRO.- Es solo una consulta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Es breve, señor Presidente. Estábamos comentando con el Senador Zaldívar que en el número 1) del artículo único se propone incorporar al párrafo primero de la letra C) la siguiente oración: “Los Restaurantes Diurnos que cuenten con este tipo de patentes podrán realizar espectáculos artísticos consistentes en música en vivo, sin amplificación”. 



¡No los va a escuchar nadie, pues, Presidente...!



Yo entiendo que eso lo pueden hacer los cantores con una guitarrita. Pero, de verdad, siguiendo la línea de argumentación del propio Senador Navarro, los artistas populares andan con una pequeña amplificación, que conectan a su guitarra eléctrica o al instrumento necesario. A mí me parece que no es factible colocar la frase “sin amplificación”, porque los vamos a limitar a la nada.



Sé perfectamente que no pueden llevar los equipos de música con que actúa “Luchito” Miguel, pero mantengamos la cultura dentro de lo que corresponde.



Yo le quitaría el concepto “sin amplificación”, señor Presidente, si fuera posible.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hemos entendido, Senador señor Pizarro, pero se necesita la unanimidad de la Sala para ello. Observo que el señor Ministro solicita la palabra. La idea del Fácil Despacho no es hacer la rediscusión en particular.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Deseo aclarar que por el solo imperio de la ley los restaurantes diurnos pueden tener espectáculos en vivo sin amplificación. Sin embargo, en el número 2) se señala que los restaurantes diurnos, cantinas, bares podrán tener, “previo cumplimiento de los requisitos de zonificación y distanciamiento”, la posibilidad de usar una amplificación moderada, cumpliendo aquella normativa.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Entonces, con mayor razón hay que sacar las palabras “sin amplificación”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es que hay que leer todo el proyecto. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, voy a presentar una indicación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se necesita la unanimidad de la Sala para ello.

La señora ALLENDE.- ¿Y no la hay?

El señor NAVARRO.- ¡Si vamos a votar todos a favor!

El señor PIZARRO.- Pídala, pues, señor Presidente; con mayor razón después de la explicación del Ministro.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por unanimidad, se puede hacer.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En votación general el proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo). 

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de la Senadora señora Rincón.



Se ha presentado una indicación para eliminar, en el número 1) del artículo único, en la oración final que se agrega al párrafo primero de la letra C), la expresión “sin amplificación”.



En discusión la indicación.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Senador señor Pizarro dio a conocer las razones por las cuales debía suprimirse dicha frase. No sé si el señor Ministro, quien opinó lo contrario, puede fundamentar su posición, a fin de votar en forma ilustrada esta materia. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, en realidad, por el solo imperio de la ley los restoranes diurnos podrán realizar espectáculos consistentes en música en vivo, sin amplificación.



El numeral 2) del proyecto agrega que a los restoranes diurnos o nocturnos, cantinas, bares, pubs, tabernas, salones de té o cafeterías, se les concederá la patente en la forma que determina el artículo 5º de la Ley sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, previo cumplimiento de 
los requisitos de zonificación y distanciamiento establecidos en el artículo 8° de dicho cuerpo legal, con lo cual aquellos locales que obtengan este permiso podrán usar amplificación...

El señor ESPINA.- Y que cumplan con la ley.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- ... y que cumplan con la ley, efectivamente.



Por lo tanto, la indicación es errónea.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, creo que la propia explicación entregada por el señor Ministro justifica plenamente la eliminación de la expresión “sin amplificación”, al final de la frase en comento. De lo contrario, se pierde todo el sentido de la norma.



El objetivo de la indicación es que los restoranes diurnos que cuenten con este tipo de patentes puedan realizar espectáculos artísticos consistentes en música en vivo. Eso es lo que estamos priorizando: darles facilidades a los artistas para que puedan participar en estos espectáculos, ser contratados y logren desarrollar su actividad. Estamos hablando de personas que, entremedio de las mesas, tocan un instrumento y cantan, ya sea en una tuna o como solistas. ¿Cuál es el problema?



Nos referimos a la amplificación individual que usan muchos de ellos a través de una cajita que, conectada a sus instrumentos, se transforma en parlante. Esa es la amplificación que se les quiere prohibir.



La frase en cuestión carece de todo sentido. 



Ese es el motivo por el cual presentamos la indicación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa, y luego, el Honorable señor Zaldívar.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, ante todo, considero que la indicación está bien fundamentada.




En segundo lugar, si un restorán emite ruidos molestos, existen normas para impedir que ello ocurra. En ese sentido, me parece que estamos ahogándonos en un vaso de agua.



Autoricemos a estos locales para que puedan realizar espectáculos de música en vivo. ¡Punto! Habrá otras normas después para determinar el nivel de ruido, los decibeles u otros aspectos que sean relevantes.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, cuando leí la disposición me saltó a la vista este tema.



Me parece obvio el argumento del Senador Novoa: si se producen ruidos molestos se aplicarán otras normativas. Si no eliminamos la expresión “sin amplificación”, los cantantes no van a poder utilizar el pequeño sistema de amplificación que llevan consigo.



Debemos suprimir dicha frase, por cuanto carece de sentido.



Lo señalado por el señor Ministro se refiere a un tema distinto, que me parece adecuado. Pero -insisto- si dejamos la referida frase en el articulado esos músicos no podrán utilizar su amplificación, aunque metan ruido o no.



Por lo tanto, la indicación es plenamente procedente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación.



Tiene la palabra el señor Secretario para explicar su contenido.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la indicación es eliminar, en el artículo único, número 1), en la oración que se agrega al párrafo primero de la letra C) del artículo 3º, la expresión final “sin amplificación” y la coma que la antecede.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación (25 votos favorables) y, en consecuencia, queda aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Los Senadores señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y señor Tuma solicitan que se consigne también su pronunciamiento a favor. 



Por consiguiente, se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto de Sus Señorías.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hice una consulta al señor Ministro respecto de las ordenanzas municipales que regulan la actuación de los artistas en los espacios públicos, en la calle.



Aun cuando todos votamos a favor de la norma, queda un tema pendiente que ojalá sea objeto de estudio. He conversado este asunto con el señor Ministro, quien me informó que se está trabajando al respecto.



Yo espero que podamos complementar este proyecto con el debido debate acerca de la regulación de las ordenanzas municipales que dicen relación con este tipo de presentaciones callejeras.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, en realidad, nada obliga hoy a las municipalidades a dictar ordenanzas acerca de los artistas callejeros.



Se ha hecho un esfuerzo con Carabineros de Chile, con la Asociación Chilena de Municipalidades y con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para elaborar un registro de artistas urbanos, con la finalidad de que aquellos que cuentan con un carné y cuya actividad se halla en conocimiento de las referidas entidades, no sean detenidos y puedan ejercer su oficio en las calles y en el espacio público.



Efectivamente, estamos trabajando en un proyecto de ley para normar estas actividades y, dado que estas autorizaciones las otorgan las municipalidades, necesitamos obligarlas a contar con ordenanzas que permitan la presentación de artistas en el espacio público. 



Por esa razón, vamos a ingresar una iniciativa en tal sentido.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señor Ministro.

ENMIENDA A CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE FORTALECIMIENTO DE DERECHOS DE IMPUTADOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7854-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Gómez, Larraín (don Hernán), y Walker (don Patricio)):


En primer trámite, sesión 41ª, en 9 de agosto de 2011.


En tercer trámite, sesión 67ª, en 9 de noviembre de 2011.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 41ª, en 9 de agosto de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (tercer trámite): sesión 71ª, en 23 de noviembre de 2011.


Mixta: sesión 10ª, en 11 de abril de 2012.


Discusión:



Sesiones 42ª, en 10 de agosto de 2011 (queda para segunda discusión); 44ª, en 16 de agosto de 2011 (se aprueba en general y en particular); 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba el informe y pasa a Comisión Mixta).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas legislativas, propone lo siguiente:



1.- Respecto del numeral 1) del artículo único, reemplazarlo por una norma que precisa que la designación de abogado se efectuará por el juez antes de la primera actuación judicial del procedimiento que requiera la presencia del imputado.



2.- En cuanto al número 2) del artículo único, consignarlo en los mismos términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados.



3.- En lo referente al numeral 3), sustituirlo por una disposición que suprime, en el inciso primero del artículo 102 del Código Procesal Penal, la frase que establece que si el imputado no tuviere defensor, “el ministerio público solicitará que se le nombre un defensor penal público, o bien”, con lo cual el juez debe proceder al nombramiento en los términos que señale la ley.



4.- En relación con el número nuevo introducido por la Cámara de Diputados, suprimirlo.



La Comisión Mixta adoptó estos acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes, salvo en lo relativo a la sustitución del numeral 3) del artículo único, en que hubo 7 votos a favor, 1 en contra y una abstención. Votaron afirmativamente los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos), Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio) y los Diputados señora Turres y señores Calderón y Cardemil; se pronunció en contra el Diputado señor Burgos, y se abstuvo la Senadora señora Alvear.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus computadores figuran, en la cuarta y quinta columnas, las proposiciones de la Comisión Mixta y el texto final que resultaría de aprobarse el informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Está inscrito el Senador señor Ruiz-Esquide, pero no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Después de que intervenga el señor Senador podrá hacerlo Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Es que deseo plantear un asunto relativo a los acuerdos de Comités, señor Presidente, lo que le va a servir para conformar la tabla. No tiene nada que ver con el proyecto.

El señor ESPINA.- ¡Ah, es para la iniciativa que se verá a continuación!

El señor ESCALONA (Presidente).- Después de que se vote podrá intervenir, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal cual lo señaló el señor Secretario al informar acerca del proyecto, efectivamente se ha producido un acuerdo bastante generalizado en esta materia, que dice relación con una moción de autoría de los Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Walker (don Patricio) y quien habla, cuyo propósito es resolver un tema específico que surge a raíz del momento en que rige el derecho a defensa de los imputados, aspecto que se incorporó por reforma constitucional.



No ha habido una precisión del minuto exacto en que eso deba ocurrir, lo que se ha prestado para los efectos de generar nulidades en los procedimientos, ya que se estaría actuando, en parte de aquello, en determinadas instancias sin que el imputado cuente con derecho a defensa. 



Con el objeto de evitar esa dificultad se propuso esta normativa, que había sido motivo de cuestionamiento. Pero se zanjaron las diferencias al precisar que la designación del abogado la efectuará el juez antes de que tenga lugar la primera actuación judicial del procedimiento que requiera la presencia del imputado. 



Conforme a lo anterior, quedó en evidencia que los procedimientos administrativos deben contar con un abogado que haya sido nombrado con anterioridad -y es deseable que él esté presente desde el primer minuto-, no pudiendo el imputado, sin embargo, iniciar ninguna actuación judicial sin que se lleve a cabo la designación de un profesional que se haga cargo de su defensa.



Por otra parte, también se resolvió la modificación del artículo 102, con el propósito de que quien nombre a dicho abogado sea el juez de la causa y no el Ministerio Público, órgano que tiene esa atribución pero que no ha sido ejercida. Por lo tanto, nos pareció -y ese fue el acuerdo de la Comisión, con la división de votación que mencionó el señor Secretario- que solo aquel magistrado es el que puede asegurar la designación de la defensa del imputado.



Y, finalmente, se había planteado por la Cámara de Diputados la supresión de la facultad de la autodefensa que tienen los imputados. No obstante, en el debate habido en la Comisión llegamos a la conclusión de que, en realidad, carecía de sentido privarlos de ese derecho, porque pareciera ser que este es esencial, sobre todo cuando la ley establece que el juez puede negar tal ejercicio en caso de que esa decisión afecte seriamente su destino judicial. Es decir, si un magistrado ve que la autodefensa puede conducir a una situación muy negativa para el imputado, aquel obliga a que este último tenga defensa a través de un abogado.



En consecuencia, las inquietudes que pudieren surgir por el ejercicio de ese derecho están cauteladas en el propio sistema judicial. Y es por eso que la Comisión Mixta acordó rechazar en forma unánime la solicitud planteada en tal sentido.



Por todos esos motivos, la Comisión Mixta, que me correspondió presidir, pide a la Sala la aprobación de este informe.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como estamos en Fácil Despacho, puede intervenir un señor Senador a favor de lo que se propone y otro que lo impugne.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (23 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña (Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor HORVATH.- Solicito que se consigne también mi pronunciamiento favorable, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto del Honorable señor Horvath.

)------------(

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- En la reunión de Comités se pidió formalmente que el proyecto de ley sobre indulto general (boletín 7.533-07) fuera tratado en la sesión de hoy, pues ya está en la última etapa y hay acuerdo de todos los miembros de la Comisión a ese respecto. Pedí hacer la consulta pertinente a los colegas Soledad Alvear y Patricio Walker, y los dos han aceptado discutirlo ahora. 



Por eso, señor Presidente, desde hace rato quería advertirle acerca de ello e incluir dicha iniciativa en la tabla de la presente sesión, porque se suponía que sería debatida en segundo o tercer lugar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Gracias, señor Senador.

MODIFICACIÓN DE RÉGIMEN DE LIBERTAD CONDICIONAL Y ESTABLECIMIENTO DE PENA ALTERNATIVA DE TRABAJOS COMUNITARIOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- En seguida, corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7534-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


En tercer trámite, sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 36ª, en 20 de julio de 2011.


Mixta: sesión 8ª, en 10 de abril de 2012.


Discusión:



Sesiones 17ª, en 11 de mayo de 2011 (se aprueba en general); 37ª, en 2 de agosto de 2011 (se aprueba en particular); 61ª, en 11 de octubre de 2011 (pasa a Comisión Mixta).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda introducida al artículo 3° por la Cámara de Diputados en el segundo trámite.



Respecto de ese precepto, la Cámara Alta, en el primer trámite, sustituyó el artículo 52 de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, por una disposición que establece, en su primer inciso, que si el sentenciado no pagare la multa impuesta el tribunal podrá imponer, por vía de sustitución, la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



En los incisos siguientes, la norma aprobada en el primer trámite constitucional prescribe que para la sustitución se requerirá el acuerdo del condenado y que en caso contrario el tribunal impondrá, por vía de sustitución y apremio de la multa, la pena de reclusión, remitiéndose a los artículos 49 a 49 sexies del Código Penal para los efectos de la regulación y revocación de la pena de servicios a favor de la comunidad.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, reemplazó dicho artículo 52 por otro que establece que la pena de multa, en cuanto a su imposición, sustitución y apremio, se regirá por lo dispuesto en el Código Penal.



Por su parte, la Comisión Mixta, a objeto de resolver la divergencia producida entre ambas ramas del Congreso, propone reemplazar el artículo 52 por una disposición que, tomando como base el texto aprobado por el Senado, agrega la hipótesis de la asistencia obligatoria a programas de prevención o tratamiento o rehabilitación.



La Comisión Mixta acordó tal proposición por 5 votos a favor y 3 en contra. Se pronunciaron afirmativamente los Senadores señora Alvear y señores Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio) y los Diputados señores Cardemil y Eluchans. Votaron en contra los Senadores señores Larraín (don Carlos) y Espina y el Diputado señor Burgos.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero informar, en mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta, acerca del proyecto en comento y de la forma como se resolvieron las discrepancias que en torno a él hubo entre el Senado y la Cámara de Diputados.



Básicamente, la cuestión surge a partir de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, cuyo artículo 50 establece el sistema de penas aplicables al condenado por las faltas contempladas en ese cuerpo normativo.



En tal situación, el juez tiene una triple opción: aplicarle al condenado una multa; enviarlo a un programa de prevención, o de tratamiento, o de rehabilitación, o imponerle la pena de participación en trabajos comunitarios.



El conflicto se produce cuando el juez aplica multa y el condenado no paga, pues la norma vigente dispone que en tal caso se impone, por la vía de la sustitución, la pena de reclusión.



En el primer trámite constitucional se determinó que en ese evento se fijara, por la vía de la sustitución, la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y que si el condenado no otorgara su acuerdo para la referida sustitución o, dado él, no cumpliere con los servicios comunitarios, se le impusiera la pena de reclusión. 



La Cámara de Diputados no alteró dicho criterio, pero planteó un camino formalmente distinto.



La Cámara Alta objetó la enmienda respectiva -lo hicieron esencialmente los Senadores señor Orpis y señora Alvear-, al objeto de lograr que, habiendo fallado la primera hipótesis, el juez no necesariamente aplicara de inmediato la sanción de privación de libertad, sino que tuviera de nuevo la posibilidad de enviar al condenado a un programa de rehabilitación.



Luego de debatirse el punto al interior de la Comisión, la mayoría (como se expresó) acordó que en la segunda instancia el magistrado volviera a tener la referida posibilidad, con el propósito de testimoniar la voluntad existente en cuanto a que, tratándose de condenados por faltas en materia de drogas, antes de la reclusión, siempre la opción deba ir en la línea de buscar programas de tratamiento, o de rehabilitación, o de realización de trabajos comunitarios.



Por eso, la solución final consiste en que, si se aplica multa y el condenado no paga, el juez recupere la opción de enviarlo a uno de los programas señalados, siempre que cuente con la voluntad de aquel, y que solo si no cumple en ninguno de esos casos pueda privarlo de libertad. Así la norma está manifestando el afán rehabilitador, al que no debe renunciarse cuando se trata de una persona afectada por la situación en comento.



De ese modo se zanjó la diferencia surgida sobre la materia, aunque no por unanimidad, pues hubo votos de minoría, como consta en el informe.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pese a que en la Comisión Mixta voté en contra por discrepar de la solución final, en la Sala me pronunciaré favorablemente, pues no tiene sentido echar abajo el acuerdo de dicho órgano.



Tocante al punto en comento, quiero hacer dos clarificaciones, incluso porque en las últimas semanas ha habido un debate sobre lo que se denomina -entre comillas- penalización del consumo de drogas en Chile.



En realidad, aquí el consumo privado de drogas no tiene pena de cárcel bajo ninguna circunstancia.



Si hay concertación de personas para consumir drogas privadamente, la pena es multa; o sometimiento a programas de rehabilitación para, si existe adicción -eso va a resolverlo el juez-, salir de ella, o realización de trabajos comunitarios o, como se denominan hoy, “trabajos en beneficio de la comunidad”.



Si se consumen drogas en la vía pública, se aplican esas mismas sanciones.



Podrá ser discutible la distinción que hace la ley en cuanto a si se trata de consumo público o privado. Pero lo primero que quiero puntualizar es que en nuestro país el consumo de drogas -es adicción en algunas personas; en otras, consumo abusivo que puede llevar a la adicción; en otras, consumo esporádico- no tiene pena de cárcel en ningún evento: la persona condenada es objeto de una multa; o es sometida a un tratamiento de rehabilitación, o debe realizar trabajos en beneficio de la comunidad.



Nuestra legislación sanciona el tráfico de drogas. Y lo hace duramente.



Entonces, los debates que de repente escucha uno sobre la despenalización del consumo de drogas son bastante teóricos y muy desinformados. Porque quien consume drogas -insisto- es multado; o, con su consentimiento, es sometido a un programa de rehabilitación, o, en definitiva, debe realizar trabajos en beneficio de la comunidad.



Es bueno tener en consideración ese punto, pues el Estado ha de poner el acento fundamentalmente en prevenir el consumo de drogas; en buscar cómo educar a los jóvenes para que se alejen de estas, porque su consumo conduce a un porcentaje importante de ellos a la adicción, la cual en definitiva significa pérdida de la libertad y apertura de la posibilidad de terminar atrapado por bandas de narcotraficantes.



A nuestra sociedad le falta mucho por avanzar en el trabajo de prevención frente al consumo de drogas. Por eso, debe ponerse el acento allí y en la labor de rehabilitación.



Aquí hay un Senador con el que me tocó trabajar durante bastantes años, en áreas distintas. Él, a través de su Fundación de rehabilitación. Yo tenía una Fundación de denuncias; me tocó derivarle muchas personas, y ha hecho en su ámbito una labor maravillosa.



Les recomiendo a Sus Señorías que vayan a la Fundación en comento, porque es emocionante ver lo que hacen allí Jaime Orpis y los jóvenes que se rehabilitan del consumo de drogas.



Señor Presidente, he aprovechado la discusión de este proyecto para clarificar el punto a que me referí. Porque, a decir verdad -efectuada la aclaración en lo referente al consumo-, es del caso subrayar que nuestra sociedad debe poner el acento en educar, prevenir, rehabilitar, y en aplicarles mano dura a los narcotraficantes.



Reitero: mal puede hablarse de la penalización, de la criminalización del consumo de drogas, porque en Chile no la hay: existe para quien trafica, no para el consumidor.



Ahora bien: voy a aprobar la proposición recaída en el artículo 52 de la ley N° 20.000, a pesar de que técnicamente -dejo constancia para cuando nos critiquen a este respecto- no estoy de acuerdo en la solución. Pero creo que al final, aunque a mi juicio no es correcta desde el punto de vista técnico, da una señal en cuanto a nuestro interés por, más que encarcelar al consumidor de drogas, someterlo a la rehabilitación, como medida fundamental.



Conforme al artículo 50 de la ley N° 20.000, si alguien es sorprendido en alguno de los casos en que se sanciona el consumo de drogas, el juez puede aplicarle multa de una a diez unidades tributarias mensuales; determinar su asistencia a programas de prevención, o de tratamiento, o de rehabilitación, u obligarlo a participar en actividades en beneficio de la comunidad.



La cuestión se plantea en el caso del condenado que no paga la multa que se le aplica.



La ley vigente, derivado del desacato cometido por esa persona al no cumplir una resolución judicial, establece su envío a la cárcel.



Ahora, privar de libertad a un consumidor de drogas resulta bastante poco razonable. O tratamos de educarlo o procuramos rehabilitarlo. Pero recluirlo, con el ambiente de contaminación criminológica existente en los penales chilenos, constituye un error, objetivamente.



La verdad, señor Presidente, es que este proyecto de ley se refiere además a la libertad condicional, beneficio al que pueden acceder los presos con buena conducta. Al respecto, elimina la participación de los seremis de justicia, que es un componente político, y deja la decisión exclusivamente a las comisiones de libertad condicional. Ahí estaba el fondo del problema.



En cuanto al punto de discrepancia abordado durante este debate, se dice: “Si usted no paga la multa, en vez de que lo arresten, el juez le dará la oportunidad de, en reemplazo de ella, someterse a un programa de prevención o a uno de rehabilitación para no seguir consumiendo drogas, o bien, la de efectuar trabajos en beneficio de la comunidad”.



A mi juicio, hay allí una especie de doble sentencia. Porque cuando el magistrado condena a multa ya decidió no sancionar con asistencia a un programa de la índole señalada. Y si el condenado no la paga, le renacen las otras dos opciones que tenía al dictar la primera sentencia.



Desde mi punto de vista, técnicamente no es una solución adecuada.



Sin embargo, me convencí de que da lo mismo si la solución resulta o no técnicamente apropiada, pues la señal que se envía es, en cambio, muy potente.



Por eso, me pronunciaré a favor del informe. Porque, después de votar en la Comisión Mixta, analizado el punto en perspectiva, tras mirar los argumentos relativos a la señal que los legisladores debemos enviar, la decisión tomada me parece correcta, ya que significa expresarle a la gente: “Si usted consume drogas, rehabilítese. Hagamos una labor preventiva y dejemos como última instancia, para el evento de que no cumpla ninguna de las otras alternativas, la posibilidad de que, por desacato a la decisión de un juez, permanezca durante algún tiempo en la cárcel”.



Debo aclarar, sí, que aquello no tiene nada que ver con el tráfico de drogas, respecto del cual nuestra legislación prevé normas duras, fuertes. Cuando se trata de delitos contemplados en la Ley de Drogas, hay que focalizarse en el lavado de dinero, en el narcotráfico, pero no en el consumo.



Esa es la explicación que deseaba dar, señor Presidente. Y creo que el Senador Carlos Larraín, quien no se encuentra presente, coincidiría al respecto.



Entonces, no obstante haber votado en contra en la Comisión Mixta, finalmente prefiero sacrificar los aspectos vinculados con la técnica legislativa, en aras de la señal que el Parlamento quiere dar en torno a un flagelo tan dramático como el que afecta, sobre todo, a adictos al consumo de drogas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrito el Senador señor Sabag, quien no se halla en la Sala en este momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en primer término, agradezco los comentarios conceptuosos del Honorable señor Espina.



En seguida, quiero fundamentar por qué con la Senadora señora Alvear consideramos importante insistir en el punto a que se ha hecho referencia.



Parto señalando que el colega Espina, al analizar la Ley de Drogas, tiene toda la razón en el sentido de que distingue entre traficante y consumidor.



Se ha manifestado -lo he escuchado en el debate público durante los últimos días- que la vía penal no resuelve el problema del consumo.



Sobre el particular, deseo reafirmar un concepto.



Si uno examina con detención la ley Nº 20.000, concluye que debe de ser de las pocas normativas penales con un enfoque rehabilitador.



Primero, porque hace la distinción al determinar que el tráfico constituye delito, y el consumo, una falta que no hace merecedor de la pena de cárcel.



Incluso, respecto a las faltas -y aquí quiero colocar el énfasis-, el artículo 54 de la ley Nº 20.000 establece que lo primero que debe hacer el juez es enviar al consumidor a un peritaje en el servicio de salud respectivo a los efectos de medir su nivel de adicción. Si se determina que llega a cierto grado, se colocan los antecedentes en conocimiento del magistrado para que aplique la pena. Y este tiene tres opciones: primero, imponer multa; segundo, determinar la realización de trabajos en beneficio de la comunidad, y tercero, derivar a un tratamiento.



Como se expresó, estamos frente a la hipótesis de que el juez sanciona con multa y el condenado no paga.



La legislación vigente establece que se aplique, en sustitución, la pena de reclusión.



Con la Senadora señora Alvear hemos querido insistir en la necesidad de dar una señal muy potente: al consumidor de drogas hay que rehabilitarlo y, por lo tanto, es menester volver a otorgarle al juez la oportunidad de insistir en los programas de rehabilitación o de realización de trabajos en beneficio de la comunidad, dejando como última instancia la aplicación, por la vía sustitutiva, de la pena de reclusión.



Esa es la señal que deseamos enviar.



¿Y por qué la consideramos relevante?



El consumo y la adicción son esencialmente dinámicos. La adicción a la pasta base, por ejemplo, se registra con gran rapidez. Si se multa a alguien y pasa cierto lapso sin que pague, es factible que en el tiempo intermedio esa persona se transforme en adicta a dicha droga en algunos días, en pocas semanas, ni siquiera en un mes. Porque los alucinógenos son cada vez más potentes: drogas químicas, pasta base, cocaína, marihuana manipulada genéticamente, en fin.



Por consiguiente, me parece que la Comisión Mixta ha obrado correctamente. Porque, dada la dinámica que está adquiriendo el fenómeno de la droga, reviste gran significación, desde el punto de vista técnico, volver a entregarle al juez la facultad de insistir en la rehabilitación y en las labores en beneficio de la comunidad, para solo en última instancia hacer operar, por la vía sustitutiva, la pena de reclusión.



Me impactó -y quiero averiguar la fuente- la información de que en Chile 80 mil consumidores de drogas se hallan en la cárcel.



La verdad es que no me cuadran las cifras, señor Presidente.



Se señaló esa cantidad públicamente, en debates habidos durante la semana recién pasada, en circunstancias de que claramente la ley distingue entre consumo (el consumidor no es penalizado con reclusión, salvo en última instancia) y tráfico.



Aquí se da una señal. Porque conforme a la normativa vigente, por la vía sustitutiva, quien es multado y no paga termina en la cárcel. Pero con el nuevo escenario se restringe muchísimo la posibilidad de la reclusión al volver al juez la facultad de someter al condenado a programas de rehabilitación o de realización de trabajos en beneficio de la comunidad.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, a quien le asiste derecho preferente para intervenir.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, quiero poner en un contexto más amplio la materia que estamos debatiendo.



Este proyecto, primero, ha tenido una larga discusión, durante la cual ha recibido muchos aportes significativos en ambas ramas del Parlamento. Además, es relevante para la sociedad chilena.



Por un lado, se suprime la intervención que tienen actualmente los secretarios regionales ministeriales de justicia en el procedimiento de concesión de libertad condicional. De esta manera, estamos dejando que únicamente las comisiones de libertad condicional otorguen o denieguen tal beneficio.



Debo destacar que esas comisiones se hallan integradas por jueces con competencia en lo criminal y por ministros de Corte de Apelaciones. Por tanto, estamos garantizando un procedimiento más imparcial, sin eventuales influencias políticas.



De otra parte, esta iniciativa tiene por objeto evitar la injusticia consistente en que, por la aplicación de multas, personas carentes de recursos para pagarlas sean privadas de libertad. Y, al efecto, hemos introducido la alternativa de los trabajos comunitarios. Es un paso significativo en materia de igualdad de oportunidades.



Y con relación a esta materia, señor Presidente, que constituye un punto dentro del contexto global, surgió una diferencia entre ambas ramas del Congreso, principalmente porque los Senadores señor Orpis y señora Alvear han sostenido que debe apuntarse a que el juez, incluso habiendo dado ya una vez la misma posibilidad, recupere la opción de hacer factible que la persona, en definitiva, se someta a un tratamiento antidrogas y, de esa manera, la reclusión sea efectivamente una medida final.



La Comisión Mixta consideró -a nuestro juicio, acertadamente- la legítima preocupación por aquellos consumidores de drogas que presentan una condición médica de adicción. En virtud de ello, ha distinguido en términos explícitos la existencia de dos alternativas para sustituir la pena de multa: la primera, consistente en la asistencia obligatoria del condenado a un programa de prevención o de tratamiento o rehabilitación, según el caso, con relación al actual artículo 50 de la ley Nº 20.000; y la segunda, referida a la prestación de servicios comunitarios, cuando, a juicio del tribunal, el sujeto esté descartado de la posibilidad de someterse a un tratamiento médico.



Cualquiera que sea la situación, la aplicación de las medidas sustitutivas debe ser aceptada por el condenado, pues, de otro modo, debe recurrirse a la pena de reclusión.



Esto último también acontecerá si no se cumple con el tratamiento médico que disponga el tribunal y ello es revocado.



En cambio, si se infringe la pena sustitutiva de trabajos comunitarios, la revocación se regirá por los artículos 49 a 49 sexies del Código Penal, que el mismo proyecto integra.



Por eso, señor Presidente, estimamos que la definición adoptada por la Comisión Mixta importa contemplar una nueva posibilidad y que se refuerza la rehabilitación.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, como se ha explicado acá, para los condenados por la ley de drogas que cometan una falta, que sean consumidores, se establecen varias alternativas en la legislación: pagar una multa, someterse a programas de prevención y rehabilitación, efectuar trabajos comunitarios.



Y, efectivamente, la diferencia registrada con la Cámara de Diputados decía relación con la consecuencia del no pago de la multa y la salida inmediata, por vía de sustitución, de una pena de reclusión.



Esta última no es la solución, obviamente. Acá se ha dicho que se trata, en su mayoría, de personas enfermas, de adictos, a quienes nos pareció adecuado darles una segunda opción, naturalmente, como lo explicó muy bien el Senador señor Larraín, Presidente de la Comisión. Y, por lo tanto, el juez va a contar con una nueva instancia, con una nueva oportunidad, para poder contemplar las alternativas de multa, de prevención o rehabilitación y, también, de programas de trabajo comunitario. Es decir, la reclusión será de verdad la última posibilidad, no la primera ni la segunda.



Resulta claro que la adicción a las drogas no se resuelve con represión. Desde el punto de vista del consumidor, se enfrenta con prevención, con caminos distintos.



La mayoría de los delitos, en Chile -y hay cifras que así lo demuestran-, se cometen bajo los efectos de alguna de esas sustancias, sobre todo los más brutales. Es cosa de observar la violencia en los estadios; de advertir cómo se han desinhibido totalmente hoy día los delincuentes para cometer ilícitos.



Pero toda la normativa va a ser música, va a ser letra muerta, señor Presidente, si no se contribuye realmente por el Estado, por los municipios, por el Gobierno, con más recursos, con más programas de rehabilitación y prevención del consumo de droga, en especial, así como también respecto de los trabajos comunitarios, en lo cual se registra -y lo ha subrayado muchas veces mi Honorable colega Alvear- un déficit importantísimo, desde el punto de vista de infraestructura, de personal, para que estos sean efectivamente una solución.



Como muchas veces no existen tales alternativas, los jueces tienen que recurrir, finalmente, a la última instancia constituida por la reclusión, que no es, en forma clara, la salida deseable.



Sobre esa base, cabe reiterar, por intermedio del señor Ministro de Justicia, un llamado al Gobierno para que desarrolle una oferta con recursos, con programas, con capacitación, con personal adecuado, para poder disponer de programas de prevención, de rehabilitación y, en particular, de trabajos comunitarios adecuados.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, he manifestado en muchas ocasiones en la Sala mi convencimiento de que para abordar la seguridad y el problema de la delincuencia se requieren políticas integrales. Y ello implica una conveniente prevención del delito, una tarea eficiente y eficaz del Ministerio Público y del Poder Judicial, y una política penitenciaria adecuada.



En lo que estoy pensando cuando utilizo el término “adecuada” es en que en nuestro sistema penitenciario deben desplegarse todos los esfuerzos posibles para rehabilitar a quienes se encuentran privados de libertad. Y eso, lamentablemente, aún no es posible. Se han realizado experiencias; se han instalado algunas empresas al interior de los recintos carcelarios, pero no se ha llegado al nivel necesario para lograr un objetivo semejante.



Porque, en definitiva, la seguridad pública tiene que ver también con evitar la reincidencia de aquellos que han cumplido sus penas privativas de libertad. Si esas personas no son capacitadas, no van a estar preparadas para poder subsistir en el medio libre y es muy probable que vuelvan a delinquir y a caer en la cárcel.



En el caso que nos ocupa se trata de una cuestión muy especial, muy sensible, que es la de las drogas. Y, como lo han expresado algunos Honorables colegas, la ley en la materia sanciona en forma drástica el tráfico, como debe ser, y a los narcotraficantes.



Pero debemos distinguir qué ocurre con los consumidores, señor Presidente. No es posible que estos vayan a la cárcel si se les impone una multa y no pueden cancelarla. Si ello se hubiera mantenido en esos términos, provocaría un efecto discriminatorio tremendo. Porque las personas cuyos padres o ellas mismas pudieran pagar lo harían sin dificultad y evitarían la reclusión. Sin embargo, los jóvenes o la gente modesta, vulnerable o de sectores medios carentes de recursos no podrían eludir la medida. Y me parece que en uno y en otro caso, exista o no la posibilidad de cancelar, lo óptimo es disponer de un programa de rehabilitación para impedir el consumo de drogas. Eso es fundamental.



Si no abordamos el punto, vamos a experimentar crecientemente mayores dificultades. Represento comunas de la Región Metropolitana que en algunos sectores pasan a ser intransitables: los balazos en la noche, las riñas entre bandas, son el pan de cada día. Es por ello que requerimos políticas públicas de prevención eficiente para evitar el consumo.



Me alegro de la presencia del señor Ministro de Educación, porque es en esta última en la que debiéramos trabajar, y partir antes por las propias familias. Mas si una persona consume drogas y es objeto de una multa, lo mejor es que pueda recibir la rehabilitación adecuada para que deje de hacerlo. El 86 por ciento de los delitos son cometidos por jóvenes que se encuentran bajo los efectos de esas sustancias. Eso hace que los ilícitos sean mucho más violentos y, lamentablemente, que las tasas de victimización hayan subido, lo cual me duele. En ese contexto, dentro de una política general del Estado debiéramos incluir, entonces, la rehabilitación y la prevención del consumo.



Por ello, con el Senador señor Orpis fuimos muy categóricos en plantear que aquí debíamos jugarnos por el tratamiento de los jóvenes en tal situación y no por devolverlos a la cárcel. A mi juicio, este es el sentido fundamental de aquello que nos ocupa: es la primera iniciativa legal donde se está priorizando la rehabilitación de quienes consumen drogas y cometen faltas. Y eso significa contar con programas adecuados, a nivel de Gobierno, y con los recursos suficientes a fin de disponer de planes de tratamiento.



También deseo consignar -con esto termino- que he visitado la Fundación del Honorable señor Orpis. He compartido con los muchachos que allí permanecen. Y, en verdad, ojalá existieran muchas otras entidades así en nuestro país. Resulta incomprensible que haya tenido que cerrar en Iquique un centro donde se realizaba una rehabilitación juvenil estupenda, ya que no le derivaban a nadie. ¿Cómo es posible, señor Presidente, conociendo la situación de esa ciudad, que ello ocurra en el caso de un establecimiento de esa índole?



Insisto, entonces, en que la ley en proyecto puede ser letra muerta si no va acompañada de políticas apropiadas de implementación. Por ende, llamo a asumir la responsabilidad -en este caso será el Ejecutivo- de lograr los medios necesarios para que puedan existir instituciones, sean públicas o privadas, que se hagan cargo de la rehabilitación de las personas que caen en el consumo de drogas, especialmente la de los jóvenes, tanto para prevenir la comisión de delitos como para que no vuelvan a incurrir en faltas. Y cabe destinar a ese proceso en beneficio de ellos los recursos públicos, siempre escasos, en vez de invertirlos en la construcción de más cárceles.



Me alegro de que ahora, con el retiro del voto en contra del Senador señor Espina, hayamos alcanzado unanimidad en la Comisión de Constitución.



Pido a la Sala aprobar el proyecto, que significa dar un gran paso adelante.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el debate cobra vital importancia por un hecho político que deseo abordar, no desde la perspectiva de ser un Senador de Oposición, sino de lo que nos transmiten las organizaciones ciudadanas.



Enfrentamos un grave problema político-social: la delincuencia ha aumentado. Así lo señalan todas las estadísticas. Se ha armado un gran debate entre el Ejecutivo y los jueces, entre el Ejecutivo y los fiscales, porque las cifras arrojan un incremento de 10,1 por ciento en los delitos de mayor connotación social, de 17,9 por ciento en los asaltos y de 12 por ciento en todo tipo de ilícitos, como lo señala el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán.



Queremos que el sistema carcelario -ya lo habíamos dicho- se dedique a la reclusión de delincuentes. En nuestros penales, 23 por ciento de los internos son primerizos. Ahí está el joven imputado por robo con violencia, al arrancar con una chaqueta; el que lo está por robo con escalamiento, al saltar una reja y huir con un cajón de bebidas. ¿Y qué acarrea ello? Que el encierro no solo genera un agravamiento de su condición, sino que, además, cada uno de ellos le cuesta al Estado 523 mil pesos mensuales en las cárceles concesionadas. Y vuelvo a enfatizarlo: ni el Ministerio de Justicia ni Gendarmería de Chile han desmentido esa cifra.



¡Ese dinero debe gastarse en rehabilitación, ya sea por el Estado o por los privados!



Por mi parte, también conozco la Fundación del Senador señor Orpis. Es un aspecto que vale la pena rescatar. Lo hemos felicitado y cuenta con todo nuestro respaldo. Pero, en verdad, los fondos que se le generan desde el sector privado son insuficientes.



Me parece que es preciso traspasar los fondos desde dentro hacia fuera de la cárcel y de una manera preventiva. Porque esos 523 mil pesos al mes que cuesta un joven detenido no cumplen ninguna función.



Por lo tanto, señor Presidente, necesitamos que la ley en proyecto se aplique: que existan penas alternativas, pero financiadas. Porque la respuesta que vamos a obtener es que el joven delinquió por una condición social, por circunstancias objetivas, y si vuelve al mismo medio, lo más probable será que reincida. Necesita una red de apoyo familiar y social. Y aquí se halla aún inacabado, en consecuencia, el proceso de una red social que permita la rehabilitación y la reinserción. Esa es la clave.



Destacados Senadores, como el colega señor Espina, han demostrado, durante muchos años, que existe una preocupación transversal respecto de la delincuencia. Mas la verdad es que no solo ha sido derrotada la tesis del Gobierno, sino también “los buenos”, la sociedad completa. ¡Sigue creciendo la criminalidad! La varita mágica para resolver el problema no la tuvo la Concertación ni la tiene la Administración actual, de modo que es un problema de país.



En tal sentido, la iniciativa que nos ocupa apunta en la dirección correcta, en orden a no abarrotar las cárceles con quienes, habiendo delinquido, puedan ser objeto de rehabilitación y reinserción.



Pero ello es insuficiente.



Sigo afirmando que Gendarmería de Chile es el pariente pobre del triángulo en la seguridad pública: la policía detiene a los delincuentes; los tribunales de justicia los condenan por haber faltado a la sociedad, y Gendarmería debe preservarlos para que cumplan las penas, pero no se halla en condiciones de lograrlo. Digamos francamente que la política penitenciaria es un fracaso.



Las cárceles privadas no han logrado resolver la situación.



En consecuencia, vamos a votar a favor del proyecto, porque, efectivamente, los sentenciados pueden cumplir penas alternativas. Los jóvenes que cometen delitos a fin de conseguir dinero para comprar drogas pueden tener una oportunidad. ¡Pero no dentro de un presidio! ¡Si dentro no habrá una resolución del conflicto!



A quienes quieran visitar la cárcel El Manzano II puedo señalarles que hay dos grandes gimnasios -teóricamente, destinados a talleres laborales- vacíos. Solo los llena el eco. Porque no se ha podido invertir. Se mantiene una deficiencia que tiene que ser cubierta. Durante el terremoto del 27 de febrero, ese recinto sufrió daños e incendios. ¡Es preciso invertir, entonces, para poder rehabilitar! Porque ello es ahorro para el país e implica una lucha efectiva contra la delincuencia, pues esos jóvenes pueden ser sacados de la red que los condenará a convertirse en delincuentes de verdad.



Se da ahora un paso adelante, por lo tanto, pero ello es insuficiente si no aplicamos, en el contexto general, una política de rehabilitación y reinserción dirigidas.



La sustitución por la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad constituirá un instrumento, pero expongo de inmediato que se planteará un resguardo de parte de los jueces. Cuando estos quieran recurrir a la medida y resulte que un joven vuelva a delinquir a los días o a las horas de haber sido objeto de ella, se van a inhibir de inmediato.



Es lo mismo que pasa con las libertades condicionales; con la destinación de reos a los centros de educación y trabajo. Los secretarios regionales ministeriales son reticentes; el Consejo Técnico no da aprobaciones. Y de cien internos que se presentan, dos o tres de ellos pasan a los centros mencionados. Porque la verdad es que no quieren problemas, ya que se registran ejemplos en que la puesta en libertad o la pena alternativa han significado “un delincuente peligroso en la calle”.



Necesitamos, por lo tanto, un sistema mucho más ajustado, que permita determinar con claridad en qué casos se podrá aplicar la medida, a fin de que los jueces la dispongan con la plena certeza de que se trata de individuos capaces de rehabilitarse y reinsertarse.



Voy a apoyar -ya lo he señalado- la iniciativa. Y espero la sabiduría, la experiencia de los jueces, de los tribunales, que podrán eximir al condenado del pago de la multa o imponerle una inferior al mínimo establecido en la ley, debiendo dejar constancia en la sentencia de las razones que motivaron la decisión.



Fundaciones como la del Senador Orpis siguen siendo muy necesarias. El mundo evangélico continúa demandando mayor apoyo en la tarea de reinserción y rehabilitación.



Debemos llevar adelante una lucha transversal contra la delincuencia, porque, como se ha dicho más de una vez, si no nos unimos contra la delincuencia, esta nos va a derrotar a todos, a Gobierno y Oposición.



Por lo tanto, esta medida, que es un instrumento importantísimo, que logra consensuar a Gobierno y Oposición, ha de reflejarse en un conjunto de otras leyes, de otras acciones, que apunten básicamente a fortalecer esta política, que hoy no se está ejerciendo al interior de Gendarmería.



Existe un conjunto de normativas que debe asumir la Cartera de Justicia, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, tendientes a mejorar las condiciones de los gendarmes, la nueva calificación de ascenso, que permitirán que bajemos la tasa de suicidios en la Institución, que sigue siendo peligrosa, elevada y constante. Nuestros gendarmes están acabando con su vida porque muchas veces su situación en nada se diferencia de la de los reclusos.



Por consiguiente, tenemos que entrar a una política penitenciaria de fondo en Gendarmería. Hay una mesa de trabajo con los funcionarios a nivel nacional. Y yo espero que esta avance, para que se llegue a lo que ellos aspiran, que es subir de grado y producir el tiraje a la chimenea. Porque es la única rama de las fuerzas que usan armamento -podríamos denominarlas así- en donde la discrecionalidad del ascenso pasa por cuestiones políticas. Eso no ocurre ni en Carabineros ni en las Fuerzas Armadas. En Gendarmería, en cambio, la incidencia política es elevadísima. Tal es el caso -lo digo con respeto, pues quiero tener una política de diálogo con la Institución- de su Director Nacional, que no es de carrera. Esto lo vimos con la Policía de Investigaciones. De todas las fuerzas que integran el triángulo de la seguridad pública, en la única donde no existe un funcionario de carrera dirigiendo, en este caso, la política penitenciaria, es en Gendarmería. Y entonces llega un abogado, que podrá reunir muchas cualidades, pero que no es un funcionario de carrera y, en consecuencia, no se responsabiliza de lo que hay para atrás ni para delante, porque, salido el Gobierno, cambia el Director.



Siento que en esto tenemos que mejorar. Y la ley en proyecto, que permitirá estas penas alternativas y estas consideraciones, es un paso adelante. Pero será insuficiente si no se integran los planteamientos que varios señores Senadores y quien habla hemos formulado en la Sala, más otros consignados en numerosos estudios sobre el particular, que podrán hacernos enfrentar de manera conjunta esta lucha contra la plaga de la delincuencia. Si no, esto se transformará en un tema de campaña electoral. Y, de ser así, al final nos vamos a perder en quién tiene la culpa, quién es el responsable, sin preocuparnos de generar políticas de seguridad pública que permitan atacar de verdad el problema de fondo.



Votaré a favor, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en el país tenemos un problema de sobrepoblación carcelaria dramático. 



La Comisión de Derechos Humanos acaba de evacuar un informe. Y resulta evidente que los estudios anuales que efectúa el Instituto Nacional de Derechos Humanos tienden a ser coincidentes con aquel, el cual será conocido en su momento por la Sala. Existe hacinamiento, sobrepoblación, y lo que algunos a veces han calificado como una “escuela de delincuencia” al interior de las cárceles. Según todos los estudiosos, se produce una contaminación de los primerizos -los que tienen menos compromiso delictual- con quienes poseen más compromiso delictual.



En tal sentido, todo lo que permita transformar las políticas carcelarias del país y sus instrumentos de sanción resulta relevante. Hace poco aprobamos un marco legal tendiente a facilitar el uso de mecanismos tecnológicos para que ciertas personas pudieran permanecer extramuros, con brazalete electrónico o con elementos de georreferenciación que hagan posible su ubicación.



La iniciativa en análisis sin duda apunta en la misma dirección: que frente a acciones que la sociedad rechaza se establezcan sanciones que puedan aplicarse de diferente manera.



El proyecto que nos convoca evidentemente apunta en la línea correcta, pero presenta un déficit que -lo planteó ya la Senadora Alvear en las primeras instancias- no puedo dejar de mencionar: no contamos con un sistema para evaluar de forma efectiva el trabajo comunitario. Suena bien, sin embargo no existe la institucionalidad adecuada para aquello.



Eso no me lleva a votar en contra de la iniciativa, pero sí a indicar que tenemos ciertos vacíos. Lo digo para que no pensemos que la aplicación de estas normas estará exenta de dificultades. Yo creo que las habrá. Y ello ocurrirá cuando algunos quieran acusar al señor Ministro de Justicia -al actual o a uno futuro- porque alguien que estaba cumpliendo su pena con trabajo comunitario cometió alguna acción negativa, reprobable.



Hago presente de antemano que ese es un riesgo que entiendo que el Congreso Nacional asume. Mañana no podremos hacernos los desentendidos. Este tipo de política, que busca la rehabilitación, la reinserción, tendrá un porcentaje de fracasos. Y debemos entender que eso es parte de las consecuencias naturales de estas acciones. Pero, de la misma forma, generará la oportunidad para que no pasen otras cosas.



Voy a relatar un caso sin mencionar los nombres de los involucrados.



Un joven de apenas 18 años estaba con unos amigos en una comunidad rural. Quienes se encontraban con él eran menores de edad. Se meten en un conflicto, en una pelea con otro joven, también de la comunidad, mayor de edad. Se trenzan en una pelea a puños. El que no gana, por así decirlo, pierde su celular. 



Lo curioso es que al joven de 18 años -y mi colega de Región sabe de lo que estoy hablando- lo condenan a 15 años de presidio. No asesinó a nadie, no hubo lesiones graves, pero una fiscal consideró que ese hecho podía llegar a ser calificado como robo con violencia e intimidación. Y así terminamos con un joven de 18 años, sin ningún antecedente previo, que trabajaba en la comunidad cristiana de base de su localidad, condenado por un conflicto de ese tipo. 



Yo no estoy defendiendo las peleas ni tampoco que las personas se agarren a puñetes o a patadas -ahí se produjeron lesiones que deben ser sancionadas-, pero es evidente que normativas como esta, que generan una canalización distinta en el cumplimiento de las sanciones, resultan muy importantes.



Señor Presidente, espero que el señor Ministro, junto con la tremenda innovación que se está llevando adelante en otros ámbitos de la Justicia, pueda pensar en cómo generar tribunales de cumplimiento de penas que vayan evaluando las sanciones a que son sometidas las personas y revisando las diversas situaciones en forma más permanente, a fin de evitar una sobrepoblación o una estadía prolongada en las cárceles. Esto último, además de ser caro para el país y de no garantizar necesariamente la rehabilitación, genera daños que la sociedad no desea. Y así podríamos precaver que alguno de estos problemas termine en los informes del Instituto Nacional de Derechos Humanos o de algún organismo internacional, por una política carcelaria excesiva o poco adecuada. 



Voy a votar a favor, pero quiero dejar consignada mi convicción de que esta política conlleva riesgos y de que, frente a ellos, mi actitud no será la de culpar al actual o a un futuro Ministro de Justicia por las dificultades naturales que se nos presentarán al no contar con un sistema completo -como señaló la Senadora Alvear- que guíe el trabajo comunitario. Habrá inconvenientes. Sin embargo, bien vale la pena correr dichos riesgos si a través de una política como esta logramos la rehabilitación de muchos jóvenes. 



He dicho. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra al Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve. Solo quiero señalar que este proyecto, iniciado en mensaje y aprobado en la Comisión Mixta por cinco votos contra tres, se encuentra en perfecta sintonía con la idea de buscar la manera de sacar a los presos por delitos blancos de las cárceles, todas las cuales se hallan hoy sumamente excedidas en su capacidad.



Sin embargo, ambas ramas de nuestro Poder Legislativo difirieron en cuanto a la redacción del artículo que establece la reclusión de quienes han sido condenados al pago de multas por faltas a la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. 



En el curso de la discusión se acordó aceptar la propuesta del Senador Orpis en cuanto a facultar al juez para establecer una sanción que ayude a la rehabilitación del imputado: asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por 60 días, o de rehabilitación hasta por 180 días, o la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. 



Todos se preguntan cómo se puede controlar aquello. Bueno, hay que encontrar un sistema que permita una mejor vigilancia. No obstante, no cabe duda de que lo propuesto representa una buena terapia para que las personas puedan rehabilitarse, en lugar de proceder a su encarcelamiento por el no pago de una multa aplicada. 



Esto implica una segunda revisión de la sanción, pues procede cuando al imputado ya se le ha sancionado con el pago de una multa y no tiene la capacidad para su cancelación. Por eso, en vez de llevarlo a la cárcel, se proponen medidas con las que estoy totalmente de acuerdo. 



El Senador Orpis tiene mucha experiencia en rehabilitación de personas que han delinquido. Su opinión fue acogida en la Comisión Mixta y, por supuesto, nosotros también la acogemos aquí, por lo cual votaremos favorablemente el informe del órgano bicameral. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (33 votos a favor). 



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

INDULTO GENERAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre indulto general, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7533-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.



En tercer trámite, sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 36ª, en 20 de julio de 2011.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (tercer trámite): sesión 92ª, en 31 de enero de 2012.



Mixta: sesión 11ª, en 17 de abril de 2012.



Discusión:



Sesiones 19ª, en 18 de mayo de 2011 (queda para segunda discusión); 25ª, en 14 de junio de 2011 (se aprueba en general); 37ª, en 2 de agosto de 2011 (se aprueba en particular); 93ª, en 31 de enero de 2012 (pasa a Comisión Mixta).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite. El Senado rechazó la letra c) y el inciso tercero del artículo 5°, nuevo, incorporado por la Cámara de Diputados, y el inciso segundo, nuevo, del artículo 7°, que pasó a ser 6°.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, propone lo siguiente:



1.- Reemplazar el artículo 5°, nuevo, incorporado por la Cámara de Diputados, por una disposición que fija un plazo para que los extranjeros que serán destinatarios del indulto lo soliciten; sustituye el compromiso de no volver al territorio chileno por un lapso de diez años por una prohibición expresa en ese sentido, y regula la situación de los condenados que estén cumpliendo penas privativas de libertad en forma sucesiva por dos o más delitos.



2.- En cuanto al inciso segundo, nuevo, del artículo 7°, que pasó a ser 6°, reemplazarlo por una norma que establece que, salvo lo dispuesto en el artículo 5° (conmutación de la pena a los extranjeros por extrañamiento), no procederá el indulto en el caso de los condenados por tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.



3.- Consultar un artículo 8°, nuevo, que prescribe que la expulsión de los extranjeros respecto de quienes se verifique la procedencia del indulto se llevará a cabo dentro de 150 días, contados desde la entrada en vigencia de la ley.



La Comisión Mixta adoptó estos acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes.



Las disposiciones que fueron materia de discrepancias entre ambas Cámaras, así como el artículo 8°, nuevo, incorporado por la Comisión Mixta, son de quórum calificado y requieren para su aprobación de 20 votos favorables.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en la quinta y la sexta columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría de aprobarse el informe de esta Comisión, respectivamente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión el informe. 



Tiene la palabra al Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero referirme a este proyecto de ley sobre indulto general, informado por la Comisión Mixta, que me correspondió presidir. 



En primer lugar, debo solicitar que, tratándose de una iniciativa en la que en realidad hubo muy pocas discrepancias entre ambas Cámaras y que requiere quórum calificado, como se señaló, se toquen los timbres, con el propósito de avisar a los Senadores que ella está por votarse. 



Ahora, ¿por qué digo que esta normativa es muy sencilla? Porque, no obstante revestir cierta complejidad o tener una cantidad importante de artículos y de propuestas, las discrepancias fueron menores. 



Aquí ha habido mucha voluntad de parte del Congreso por avanzar en la solución del grave problema de hacinamiento que se vive en los recintos penales. Entre las propuestas del Ejecutivo estaba la que acabamos de ver, sobre modificación del régimen de libertad condicional y establecimiento, en caso de multas, de la pena alternativa de trabajos comunitarios, a la que ahora se suma esta, que busca otorgar un indulto conmutativo general en beneficio de personas cuya libertad se estima que no constituirá riesgo alguno para la seguridad pública.



No reiteraré el contenido del articulado, que esta Sala ya conoce, sino que solo me referiré a las discrepancias centrales enunciadas por el señor Secretario. 



La primera corresponde al artículo 5º, incorporado por la Cámara, que establecía la pena de extrañamiento especial en el país de origen para los extranjeros que no tengan permiso de permanencia en Chile, estén privados de libertad por sentencia ejecutoriada y hayan cumplido parte de su pena en un recinto carcelario nacional. 



En esta materia, lo que causó la discrepancia fue la redacción sugerida por la otra rama del Congreso en cuanto a que los extranjeros indultados debían suscribir un compromiso en orden a no regresar al territorio nacional en determinado lapso, cuyo cumplimiento quedaba entregado a su voluntad. El Senado era partidario de un mandato imperativo y no de un compromiso entregado al arbitrio del afectado. 



En definitiva, la Comisión Mixta acogió este último criterio y acordó consagrar una prohibición categórica para el ingreso de esas personas por un lapso de 10 años. 



Así, se zanjó en forma unánime la primera de las discrepancias producidas entre ambas ramas del Parlamento.



La segunda se debió a que en la Cámara de Diputados no prosperó una enmienda al inciso segundo, nuevo, del artículo 7º, que pasó a ser 6º, que habría posibilitado indultar a los extranjeros condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la Ley de Drogas. Por tratarse de una norma de quórum especial, no se contó con los votos suficientes, pero había voluntad en ese sentido.



En la Comisión Mixta hicimos notar la conveniencia que presentaba dicha modificación, particularmente por lo que ocurre en el extremo norte de nuestro país, en cuyos penales existen numerosos presos sancionados por ese tipo de ilícitos. Luego de debatir la materia, se acordó unánimemente acoger la enmienda que permite indultar a los extranjeros que hayan sido condenados por delitos contemplados en la Ley de Drogas.



Algunos plantearon que lo anterior pudiese generar una sensación de desigualdad ante la ley, por cuanto ese beneficio no se otorgaría a los condenados chilenos. Sin embargo, se precisó que, si bien estos no lo recibirán, tampoco se entregará a los condenados extranjeros que residan en el país. Esa enmienda solo se aplicará a extranjeros que se encuentren en Chile en forma ilegal y que hayan sido condenados por ilícitos consignados en la Ley de Drogas. Por lo tanto, el universo de personas se halla acotado. En ese sentido, la norma propuesta no plantea problemas de igualdad ante la ley.



La Comisión, junto con aprobar normas para resolver las dos discrepancias mencionadas, agregó otra tendiente a fijar un plazo de 150 días para llevar a cabo la expulsión de los extranjeros indultados, de manera que haya tiempo suficiente para que, una vez determinado el extrañamiento, se concrete la medida físicamente.



Por último, insisto en que la Comisión acordó dejar constancia de su claridad respecto de la igualdad ante la ley consagrada en la Constitución con relación a las normas propuestas, puesto que beneficiarán a un pequeño número de personas con características muy especiales: no solo ser extranjeros y haber cometido los referidos delitos, sino que, además, estar en Chile en forma ilegal. Cumplido cierto lapso de la condena, procederá el extrañamiento al país de origen, lo que constituye una especie de pena sustitutiva.



Por las consideraciones expuestas, la Comisión Mixta sugiere que el Senado ratifique, también por unanimidad, lo propuesto en el informe.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Recuerdo a Sus Señorías que las normas de este proyecto son de quórum calificado.



Se harán sonar los timbres para llamar a los señores Senadores, pues en este momento hay funcionando a lo menos dos Comisiones.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pido que abra la votación.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se cerrará el debate y se abrirá la votación.



--Así se acuerda.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El señor Ministro de Justicia había pedido intervenir, así que solicito la unanimidad de la Sala para permitirle hacerlo durante la votación.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, quiero señalar que la solución propuesta por la Comisión Mixta viene a resolver algunas discrepancias menores respecto de una iniciativa que durante su tramitación fue suscitando cada vez mayor consenso.



Este proyecto, en su esencia, establece la conmutación de penas para cuatro casos generales, la que, en definitiva, permitirá que alrededor de 6 mil personas abandonen el penal donde se encuentran privadas de libertad, algunas de ellas para dejar el país.



Durante el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un indulto para condenados extranjeros que no tuvieren residencia legal en Chile -lo reitero: extranjeros sin residencia legal en nuestro país-, consistente en la conmutación de la pena privativa de libertad que les reste por cumplir y las multas por la pena de extrañamiento especial a su país de origen. 



Para quienes no tienen formación jurídica, la pena de extrañamiento especial es lo que podríamos denominar, en un lenguaje más coloquial o comprensible, “la expulsión de dicho extranjero a su país de origen”.



El indulto procederá a favor de los extranjeros condenados que hayan cumplido: un tercio de la pena, si se tratara de una condena no superior  a cinco años; la mitad de la pena, si esta es de más de cinco años pero igual o inferior a diez años, o tres cuartas partes de la pena, si esta es superior a diez años. 



Además, se establece que deberán suscribir el compromiso de no volver a ingresar al país en un período de diez años; de lo contrario, tendrán que cumplir de manera efectiva el saldo de la pena conmutada. 



En resumen, según la penalidad recibida, el extranjero deberá tener cumplido un tercio, la mitad o dos tercios de la pena para ser indultado y, además,  firmar un compromiso de que no retornará a Chile en diez años. Y, en caso de no respetarlo, habrá de cumplir el resto de la pena original privativa de libertad.



Con relación a este punto específico, señor Presidente, contenido en el artículo 5° de la iniciativa, se generaron diferencias entre ambas Corporaciones. 



En el tercer trámite constitucional, el Senado cuestionó el sentido y los efectos de la suscripción del referido compromiso, en tanto esta medida solo procedería si el condenado declarara su voluntad de no regresar al país. Se estimó que, al momento de conceder dicho indulto, se requería un procedimiento en que quedara claro que se trata de una prohibición de regreso, a fin de que no tuviera tanto que ver su declaración de voluntad.



Complementando lo anterior, se incorporó un plazo para que los condenados extranjeros ilegales en Chile soliciten el indulto conmutativo. Con ello se pretende facilitar a Gendarmería la determinación exacta de las personas beneficiadas. Con un plazo muy corto, se dificultaba la gestión misma.



Asimismo, se clarifica que el indulto también procederá cuando el sujeto haya sido condenado a varias penas de privación de libertad, siempre que con la suma de ellas cumpla los respectivos tiempos mínimos para su concesión. 



¿Qué significa esto, señor Presidente? Que un individuo que fue condenado a dos penas de reclusión de cinco años cada una y que ya cumplió íntegramente la primera, pero no la segunda, puede verse beneficiado, dado que el total de ambas condenas llega a diez años y según el tramo correspondiente (entre cinco y diez años) se exige el 50 por ciento de cumplimiento. Por tratarse en este caso de penas distintas, que se cumplen una primero y otra después, no era posible implementar la norma propuesta por la Cámara Baja.



Respecto a la extensión del indulto conmutativo de penas a los extranjeros, en la Comisión Mixta se repuso la norma -inciso segundo, nuevo, del artículo 6°- que permite una única excepción a la concesión del indulto tratándose de condenados por delitos de la Ley de Drogas.



Esa disposición contó con el apoyo claro y manifiesto de los Senadores y Diputados del norte del país, quienes pudieron establecer, a través de antecedentes provenientes de Gendarmería de Chile que nosotros les proporcionamos, que existía un problema real: la ausencia de esta norma habría significado que el número de gente que podría ser expulsada del territorio fuera menor.



Por último y con el objeto de materializar el indulto de los extranjeros, en la Comisión Mixta se estimó que se requerirá un tiempo prudente para coordinar las acciones necesarias para su ejecución. Por ello, agregó un artículo 8°, en el cual se establece que dicho beneficio se llevará a cabo dentro de los 150 días posteriores a la entrada en vigencia de la ley. 



Tal medida, señor Presidente, es necesaria, porque tendremos que agrupar a extranjeros que se hallan en distintos penales y coordinarnos de alguna manera con los países hacia donde se procederá a extrañarlos.



Por ello, señor Presidente, agradezco al Senado por sus aportes en la materia y al Presidente de la Comisión por tratar el proyecto con la máxima urgencia.



Muchas gracias.

)----------(

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Patricio Walker me reemplace en la testera para poder hacer uso de la palabra.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Patricio Walker, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hace algunos minutos discutimos sobre un proyecto de ley que establece un régimen de trabajo comunitario a quienes estuvieran encarcelados, particularmente a primerizos.



La iniciativa que nos ocupa busca terminar con el hacinamiento en nuestras cárceles y, para ello, dispone claramente las condiciones para cambiar la pena impuesta a extranjeros por extrañamiento al país de origen.



El debate se centró en si convenía incluir o no en el indulto a los condenados por delitos tipificados en la ley N° 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; es decir, de drogas. La solución propuesta da cabida a que en los penales del norte se generen amplias condiciones de salida de extranjeros a sus lugares de origen.



Quiero preguntar al Ministro o al Presidente de la Comisión respecto de algunos elementos que pueden surgir en la aplicación de las disposiciones de la iniciativa.



Primero, consulto por los costos que implica devolver a sus países a los extranjeros beneficiados. Puede que algunos provengan de naciones lejanas. 



El gasto en traslado, según entiendo, debe ser asumido por el país que aprueba la legislación. Si se va a aplicar la pena de extrañamiento -para concretarla, se establece un plazo de 150 días, a contar de la fecha de publicación de la ley-, es muy importante determinar los costos involucrados, lo cual ha de pagarse con recursos correspondientes al Poder Judicial o a la Policía Internacional. En definitiva, se tiene que disponer de los fondos necesarios para un traslado en avión, si hay que viajar a países lejanos, o para uno por vía terrestre, si se trata de un extranjero proveniente de una nación vecina.



Esto es sumamente relevante, señor Presidente, porque el extrañamiento conlleva la movilización de funcionarios de la Policía de Investigaciones (Policía Internacional), quienes deberán acompañar a la persona indultada para verificar  que se dé cumplimiento a lo ordenado y mandatado por la ley.



Para la expulsión de un extranjero, la PDI -espero conversar con su Director General sobre el particular- cuenta con un procedimiento de acompañamiento. En efecto, si el viaje es hasta Finlandia, dos detectives irán hasta allá a dejar al deportado.



En mi opinión, ese sistema deberá ser revisado, pues muchas veces la deportación no es por haber cometido un delito, sino por ingresar ilegalmente al territorio nacional.



Señor Presidente, también deseo consultar qué ocurre en caso de una eventual negativa del país de origen, ya sea por la masividad de personas beneficiadas con la pena de extrañamiento o por la existencia de condiciones especiales en esa nación. 



Producido el traslado de la persona, el país receptor deberá autorizar su ingreso. Yo no sé si todos los extranjeros en condición de ser indultados cuentan con pasaporte. El primer trámite que habrá que realizar es revisar la legalidad del pasaporte u obtener la documentación que la nación de origen extienda.



Esto va a obligar a avisar al país de destino, para que la llegada de quienes reciban la pena de extrañamiento no sea intempestiva y, más bien, sea pactada. Así, dicha nación estará preparada: sabrá qué hacer y cómo regular la situación. Porque lo que estamos haciendo es enviar de regreso a personas que han delinquido. La calificación del delito pertinente puede variar allá. Por tanto, la advertencia o la información respectiva debe ser considerada con antelación en el listado de los beneficiados con la pena de extrañamiento.



Además, señor Presidente, cabe destacar que las cárceles del norte están llenas. Con esta iniciativa las vamos a vaciar, pero se volverán a llenar, porque efectivamente Chile en esa zona tiene un problema con los países limítrofes: es un corredor de droga.



Hemos hablado de las dificultades que enfrenta la policía de frontera para detener la migración ilegal y, particularmente, el tráfico intrafronteras; de la necesidad de dotar a nuestras policías de los elementos suficientes para impedir el ingreso de droga, y de las campañas de prevención.



Cuando uno visita las cárceles del norte, se sorprende de ver en ellas a muchas mujeres de Perú y Bolivia, de todas las edades -en especial, de edad avanzada-, que fueron utilizadas como burreras; es decir, para transportar droga. No tienen antecedentes penales. Pasaron de ser dueñas de casa a burreras de droga. Un número considerable de estas siguió ese camino bajo presión, buscando una salida económica para su familia.



En muchos casos se podrá decir: “Aprendieron la lección. No habrá reincidencia”. Pero ello obliga a que los países de origen emprendan acciones preventivas, de rehabilitación y de reinserción. Por eso es necesario entregarles la información adecuada respecto de quiénes serán beneficiados con esta ley. De ese modo, podrán dar espacio a una política de esa naturaleza.



He visitado dichos penales y he constatado no solo las condiciones de hacinamiento, sino también las dificultades propias de los procesos legales. Por tanto, los aspectos que he mencionado debieran estar debidamente aclarados antes de que se ponga en práctica la ley en proyecto.



Señor Presidente, voto a favor de lo propuesto por la Comisión Mixta.



El señor Ministro me ha pedido una interrupción, que concedo con todo gusto.

El señor ESCALONA (Presidente).- No puede otorgarla, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Correcto. No estoy facultado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Exactamente.

El señor NAVARRO.- Entonces, seguiré con mi intervención.



Señor Presidente, en el proceso de aprobación del proyecto -lo dijo el Senador Letelier- efectivamente todos hacemos una constricción, porque la responsabilidad de la liberación o de la aplicación de la pena de extrañamiento puede producir un efecto internacional no deseado.



Es cierto: Chile no enfrenta condiciones de extraordinaria buena relación, particularmente, con Perú y Bolivia. No tengo la estadística a mano, pero un porcentaje elevado de los beneficiados con esta iniciativa son ciudadanos de tales países. Y lo último que quisiéramos -puedo y debo representar el sentir de la mayoría del Senado en este punto- es que ellos interpreten esta medida como una acción agresiva. Es como decir: “Les devolvemos los presos; háganse cargo ustedes de ellos”. Porque entiendo que, una vez de regreso en sus naciones de origen, estos gozarán de libertad; no irán a la cárcel. Entonces tendrán la posibilidad de rehabilitarse y reinsertarse.



La Cancillería -según el informe, ha tomado contacto con las naciones vecinas- habrá de efectuar una tarea eficaz en torno a esta legislación. Lo mismo tiene que hacer la llamada “diplomacia parlamentaria”, toda vez que no quisiéramos -reitero- provocar el efecto colateral, indeseado, indirecto de que esto fuera visto como una medida de Chile para complicar a sus vecinos. Ello sería contradictorio con la esencia de esta iniciativa de ley.



En mi opinión, el Ministro de Justicia, el Canciller y las Comisiones de Relaciones Exteriores del Senado y de la Cámara de Diputados debieran hacer esfuerzos para que la medida de extrañamiento sea debidamente asimilada por los países destinatarios, a fin de que no se produzca ningún tipo de reacción que desvirtúe el sentido correcto del proyecto.



Voto a favor de las enmiendas propuestas por la Comisión Mixta.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Respecto a la intervención solicitada por el señor Ministro, no es que el Senador Navarro no esté facultado para darla, sino que el Reglamento establece que, abierta la votación, los Secretarios de Estado no tienen el derecho preferente a hacer uso de la palabra, excepto para rectificar alguna situación de hecho derivada de la exposición de un parlamentario.



Si ese es el caso, señor Ministro, le ofrezco la palabra.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, partiendo de la base de que la soberanía es infalible y de que el Senador señor Navarro la representa en esta Sala, me es imposible rectificar sus expresiones. Solo podría aclararlas, responderle o cualquier otra cosa.



Por tanto, paso por esta vez.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, entre las distintas disposiciones que contiene el proyecto, estimo que es fundamental, particularmente para el norte, la relativa a la pena de extrañamiento.



Hoy día las cárceles de esa región están completamente colapsadas con personas provenientes de terceros países, en particular, por tráfico de droga. En tal caso, se establece que, si cumplen ciertos años de presidio, dependiendo de la cuantía de la pena, estarán en condiciones de acceder al extrañamiento.



Lo importante es que no solo se fija una pena de extrañamiento, sino que también se hace de inmediato la advertencia, en las propias disposiciones, de que las personas no podrán volver al país dentro de un período de 10 años. Y, si lo hacen ilegalmente y son detectadas, tendrán que cumplir el saldo de la pena.



¿Por qué señalo lo anterior? Porque podría interpretarse que con el extrañamiento las personas simplemente continuarían operando en terceros países y que después regresarían a Chile para seguir cometiendo delitos. ¡No! Aquí hay una advertencia: no es posible ingresar dentro de 10 años y, de ser alguien detectado entrando en forma ilegal, deberá necesariamente cumplir el saldo de la condena.



Por eso, señor Presidente, es muy relevante, en especial para el norte, donde las cárceles están colapsadas por la reclusión de extranjeros, aplicar lo que plantea la Comisión Mixta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (30 votos a favor y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo).

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, si así lo desea, como ya no estamos en votación, puede hacer uso de la palabra para realizar las aclaraciones que estime pertinentes.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, quiero partir agradeciendo el alto apoyo que el Senado le ha dado a esta iniciativa y señalar que efectivamente los costos de envío se hallan considerados. Esto, toda vez que el Ministerio del Interior tiene por función la expulsión de los extranjeros ilegales, y estamos haciendo una mejor coordinación en lo referido a aquellos que cumplen sentencia en Chile y su posterior expulsión del país.



Ahora bien, con el fin de disminuir los costos del envío de estas personas hemos fijado un plazo de 150 días para poder agruparlas en algunos penales del norte. 



Pero me interesa señalar que este extrañamiento especial no podrá implementarse si no es con un debido recaudo de las formas. Ello implica, primero, tomar medidas para enlazar una información adecuada con las naciones que van a recibir a los extranjeros; segundo, transportarlos de la manera debida a la frontera; y tercero, buscar su traslado hasta la próxima ciudad más grande dentro del país respectivo.



Aquí no se está pensando, en definitiva, en colocarlos en la frontera; en dejarlos desguarnecidos, a su propia suerte, y en desarrollar una política que indudablemente nos pueda causar un daño internacional.



La Cancillería nos ha informado que, dado que los extranjeros van a cumplir una parte de la pena en Chile y luego van a sufrir esta pena de extrañamiento especial, y considerando las condenas que la gran mayoría debe cumplir, esto será visto por los países que los reciban más bien como una política de reunificación familiar. Personalmente, tomé contacto con la entonces Ministra de Justicia del Estado Plurinacional de Bolivia, y puedo decir que ella vio esta medida con buenos ojos.



Sin embargo, ahora debemos enfrentar un problema más complejo, que radica en el envío de extranjeros a naciones con las cuales no tenemos límites. Porque ahí el traslado será más difícil. Hay normas internacionales para el transporte de extranjeros. Normalmente tienen que viajar dos miembros de la policía por cada uno de ellos. Y los aviones no se pueden llenar con personas extrañadas, sino que debe guardarse una proporción adecuada, etcétera. Tendremos que analizar, en definitiva, cómo se concreta el traslado.



Por tanto, señor Presidente, quiero señalar que las acotaciones formuladas por el Senador Navarro, que demuestran además que se metió en la parte operativa de la ley en proyecto -es decir, en cómo la vamos a implementar-, las hemos tenido a la vista. Consideramos los efectos internacionales de la medida, y esperamos que se aplique bajo condiciones de dignidad y de resguardo para la integridad de las personas que abandonarán el país.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señor Ministro. 

REQUISITOS ALTERNATIVOS PARA OBTENCIÓN DE LICENCIA DE CONDUCTOR PROFESIONAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7319-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 92ª, en 31 de enero de 2012.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es autorizar a los conductores que acrediten haber aprobado un curso teórico y práctico especial, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología similar, en una escuela de conductores profesionales reconocida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para que puedan acceder a la licencia profesional clases A-3 y A-5.



La Comisión le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Prokurica.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las partes pertinentes del primer informe de la Comisión y del boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es un proyecto simple, que tiene por objeto enfrentar una realidad: la necesidad de choferes para distintas actividades.



En el norte del país, producto de las actividades mineras y de otras de desarrollo, se ha ido generando un requerimiento muy importante de choferes con licencias especiales, y es así como ha aumentado considerablemente. Por su parte, la tasa de reemplazo de conductores del Transantiago -a modo de ejemplo, debido a jubilación o a renovación por falta de capacidades- es también alta: se estima que se necesitan unos 1.500 nuevos choferes por año con licencia clase A-3.



¿Qué hace esta iniciativa de ley? No modifica el actual sistema, en donde para obtener licencias clases A-3 y A-5 se debe estar en posesión de una licencia profesional anterior con cierto período de antigüedad y haber cumplido 300 horas de capacitación, sino que establece un sistema alternativo.



Hoy, para obtener una licencia clase A-3, hay que estar en posesión de una A-1, A-2, A-4 o A-5 por un lapso de 2 años y contar con cursos de capacitación de 150 horas, lo que sumado a las capacitaciones necesarias para obtener la licencia anterior arroja un total aproximado de 300 horas.



En el caso de la licencia clase A-5, es preciso estar en posesión de una A-2, A-3 o A-4 por 2 años y aprobar cursos de capacitación de 150 horas, lo que sumado a las capacitaciones requeridas para conseguir la licencia anterior también da como resultado 300 horas.



En síntesis, el proyecto posibilita que aquellos conductores que no cuenten con licencias profesionales anteriores puedan obtener las de clases A-3 y A-5 si acreditan haber aprobado un curso teórico y práctico especial que contemple -y esta es la novedad- el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología equivalente en una escuela para conductores profesionales reconocida oficialmente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y autorizada para impartir el curso especial de capacitación. La duración de este se establecerá en el reglamento. Y el proyecto original habla de al menos 400 horas.



Por lo tanto, esta normativa no reemplaza el sistema vigente, sino que consagra una alternativa con la finalidad de que se pueda capacitar a los choferes con licencia profesional en un período de menor tiempo, pero exigiéndoles un requisito adicional: aprobar un curso especial que contemple el uso de simuladores de inmersión total, en línea con lo que hacen los países desarrollados hoy día.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el año pasado se vendieron en nuestro país 19 mil camiones para el transporte, cifra récord de ventas de tales vehículos. Y en los pocos meses que llevamos del 2012 ya se registra una cantidad bastante importante.



Estos camiones se destinan, por supuesto, al trabajo de la industria y la minería. Y los choferes profesionales que se requieren para estas labores no se encuentran hoy día en el mercado.



Por eso se presentó este proyecto de ley, iniciado en una moción de los Diputados Germán Becker, Mario Bertolino, José Manuel Edwards, René García, Joaquín Godoy, Cristián Monckeberg, Nicolás Monckeberg, Leopoldo Pérez, Marcela Sabat y Frank Sauerbaum. Y el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva con el objeto de agregar un sistema de sanciones.



La iniciativa en debate fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado. Ella tiene por objeto autorizar a los conductores que acrediten haber aprobado un curso teórico y práctico especial -se aumentan las 300 horas de duración exigidas en la actualidad-, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología similar que se asemeje a la realidad, en una escuela de conductores profesionales reconocida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que puedan acceder a las licencias profesionales clases A-3 y A-5, previo examen práctico y teórico aprobado en la municipalidad respectiva.



El proyecto se justifica en el alto crecimiento de la demanda -como ya señalé- de camiones de transportes.



Hoy en día, para obtener licencias profesionales es necesario acreditar haber estado en posesión de licencia clase B durante dos años; aprobar los cursos teóricos y prácticos, con una duración total de 300 horas, que imparten las escuelas de conductores profesionales acreditadas; y, en el caso de la licencia clase A-3, haber estado en posesión durante al menos dos años de la licencia profesional clases A-1, A-2, A-4 o A-5.



Cuando se trate de una licencia clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4 por dos años a lo menos.



En cuanto a lo que se propone, hay que tener en cuenta algunos riesgos.



El primero es que podría traducirse en un monopolio en las escuelas de conductores, por los altos costos de los equipos involucrados.



El segundo se relaciona con que resulta imprescindible garantizar que los aparatos que se utilicen para la educación de los futuros conductores los habiliten para enfrentar las condiciones de la conducción en la vía pública.



Y, finalmente, se podría generar un fuerte aumento de las licencias profesionales y, eventualmente, de las escuelas de conductores, lo que dificultaría aún más la ya difícil fiscalización del transporte de pasajeros y de carga.



En consecuencia, estimo que el proyecto es altamente útil y conveniente y, por supuesto, lo votaré a favor.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le corresponde intervenir al Senador señor Pizarro, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, las explicaciones de los dos colegas que me antecedieron en el uso de la palabra han sido suficientemente clarificadoras.



Quiero agregar que en el mundo agrícola esta escasez de conductores profesionales también se da. Esta no solo afecta a la industria y la minería, que, probablemente, son los sectores más demandantes en esta materia, sino además a la agricultura, por el arribo de nuevos camiones que, por fortuna, están llegando a distintos lugares del país.



Lo cierto es que este proyecto, para definirlo de un modo simple, se puede considerar como un adelantamiento en las condiciones para obtener este tipo de licencia. En él se reemplaza -tal vez la palabra no es exacta- el requisito de los dos años de experiencia por un esfuerzo mucho más desarrollado en el sentido de aprobar un curso teórico y práctico especial, que contempla el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología equivalente, en una escuela especial de conductores profesionales reconocida por el Ministerio de Transportes.



Además, se generarán opciones de trabajo a jóvenes que -así lo espero; esa es la idea- adicionalmente van a tener una preparación muy calificada, por cuanto aquí hablamos de alta tecnología.



Por otra parte, el Senador Sabag sostuvo -comparto plenamente sus dichos- que hay que tener mucho cuidado en que no se produzcan monopolios, como ha ocurrido en otras instancias vinculadas a estos temas.



Sin embargo, no cabe duda de que el proyecto va en el camino de la modernidad al ofrecer este tipo de actividades a jóvenes mediante cursos especiales de alta calidad -a eso aspiro-, en términos de incrementar la cantidad de conductores profesionales para atender su demanda y, también, de brindar una preparación de óptima calidad para la maniobrabilidad de estos medios de transporte pesados.



Por lo tanto, me parece que la iniciativa apunta en el sentido correcto, y nosotros, por lo menos, nos sumaremos a la aprobación de la idea de legislar.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Senador Pizarro, ¡cuando no lo vimos en la Sala nos preocupamos de no poder contar con su aporte, pero vemos que ya ha regresado...!



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Estoy seguro, señor Presidente, de que usted espera un enfoque un poco distinto del que han manifestado mis colegas, pero no le voy a dar en el gusto porque comparto el informe sucinto entregado por el Senador Prokurica, con quien analizamos esta iniciativa en la Comisión de Transportes. Y debo decir que, más allá de la información exacta que él entregó acerca de los requisitos que hoy día se exigen a los choferes profesionales, existe una real necesidad en el ámbito del transporte de contar con un nivel de profesionalismo mucho más contundente, más serio que el actual.



Cuando estudiamos este tema en la Comisión aprovechamos de conocer las necesidades tanto del transporte de carga y de pasajeros como de la minería. En el caso del Transantiago, este es uno de los sectores con carencia de choferes profesionales: hay mucha rotación y no siempre se cumple con los requisitos exigidos, lo cual va generando una escasez de personas especializadas.



Y a nosotros nos interesaban dos cosas:



La primera es que pudiéramos acceder a tecnología de punta en términos de preparación de conductores profesionales y, la segunda, lógicamente, que realizáramos una evaluación del rol desempeñado por las escuelas de conductores que hoy imparten estos cursos y que certifican la calidad de los profesionales de la conducción que se van formando.



Respecto al último punto, debemos decir, con todas sus letras, que tenemos un serio y grave problema. Porque las escuelas de conductores realmente no están garantizando que quienes aprueban sus cursos poseen la idoneidad, la capacidad profesional o la especialización requeridas en la actualidad.



Los vehículos de transporte, hoy por hoy, son verdaderas máquinas que se manejan de manera computarizada, y en donde todo es automático.



Por lo tanto, se requiere una serie de habilidades y conocimientos que no dicen relación alguna con las características de los choferes tradicionales o de lo que estamos acostumbrados a entender por manejo en un vehículo particular o liviano.



Y eso nos obliga como país a establecer normas, requisitos y condicionamientos mucho más estrictos y rigurosos respecto de los planes y programas que permiten la obtención de las certificaciones de las escuelas de conducir para alcanzar la calidad de conductor profesional.



Ese punto quedará claramente establecido en el reglamento, como se plantea en el texto de la iniciativa.



De otro lado, el Ministro del ramo se refirió al desafío de imponer una exigencia mucho mayor en la entrega de licencias de conductor. Y aquí volvemos nuevamente a la necesidad de contar con un sistema más acorde a nuestro objetivo como país, lo cual pasa, derechamente, por empezar a tratar en la Comisión las indicaciones formuladas al proyecto que crea el sistema de licencias de conductor con puntaje, que ha dado resultados efectivos en naciones más desarrolladas que Chile en esta materia.



Por último, se fijó un resguardo -por decirlo así- para los choferes que no están en condiciones de seguir cursos altamente tecnificados -como el basado en el simulador-, pero que sí cuentan con experiencia y tienen su profesión armada, a quienes resultaría muy difícil reconvertir para otras actividades.



En consecuencia, el riesgo de que pudieran perder las posibilidades de trabajo al privilegiarse a quienes se han formado con estas nuevas tecnologías, también quedó de lado. Porque este sistema no impide que sigan obteniendo su licencia profesional clases A-3 y A-5 aquellos conductores que, no habiendo hecho el curso, sí tienen la expertise, sí realizan el trabajo práctico, que es lo que les permite desarrollar dicha actividad.



Esas son fundamentalmente las razones por las cuales nosotros, de manera unánime, aprobamos este texto.



El Senador Prokurica ya hizo referencia a las necesidades que existen en el mercado. Las cifras son, en realidad, bastante impresionantes, por la especialidad que se les exige a los conductores y por las necesidades y las condiciones que están establecidas en la Ley de Tránsito y en las normas que permiten el otorgamiento de licencias de conducir profesional.



Así que estamos muy tranquilos y sumamente contentos de poder aprobar este proyecto, por cuanto va en beneficio de la calidad del transporte, sea de carga o público, y también de la capacitación de los propios conductores profesionales. Entendemos, además, que esto puede significar una alternativa, una oportunidad laboral que se refleje en mejores remuneraciones para quienes se desempeñen en ese sector de la economía, que es fundamental para el país.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Seré muy breve, señor Presidente.



Pido que se autorice a la Comisión de Agricultura al objeto de que, a partir de las 7 de la tarde, funcione paralelamente con la Sala para despachar un proyecto de ley muy importante: el relativo al abigeato, de lo que yo sé que usted también está muy preocupado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hubiere objeción, se accedería a ello.

--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Acordado.



--(Durante la votación). 
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que nos ocupa constituye una acertada medida para paliar el déficit de conductores profesionales, tanto de buses como de camiones, que en la actualidad experimenta nuestro país.



Su objetivo consiste, fundamentalmente, en introducir la realización de cursos especializados para aquellos choferes que no hayan estado en posesión, por un tiempo mínimo, de licencias que los habiliten para acceder a otras de más alta categoría, a fin de conducir vehículos de mayor complejidad en su manejo.



Si bien estamos plenamente de acuerdo con las modificaciones que se introducen en los artículos pertinentes de la Ley de Tránsito, consideramos que  es necesario ejercer una mayor fiscalización por parte del Ministerio de Transportes, tanto en los reglamentos que se deberán dictar en cumplimiento de esta ley en proyecto, cuanto en la fiscalización que se haga a las escuelas de conductores que efectuarán estos cursos.



A este respecto, es un hecho conocido que la realización de estos últimos, en la forma que actualmente se imparten, es de alto costo para quienes desean obtener licencia de conductor profesional, lo que en buena medida desincentiva a los trabajadores que podrían desempeñarse como choferes de buses o de camiones. Ello, indudablemente, incide en el déficit que actualmente se observa.



Por otra parte, se han detectado varias escuelas de conductores que no llevan a cabo de manera efectiva los cursos que para tal efecto se requieren, y solo se limitan a vender los certificados de realización y aprobación de un determinado curso, los que posteriormente se presentan en la Dirección de Tránsito de la municipalidad respectiva, donde no se efectúa el examen de rigor por el solo hecho de exhibir ese documento. Tal situación, sin duda, constituye una irregularidad que, además, entraña un peligro público al no haberse evaluado las capacidades pertinentes de quien aspira a conducir en forma profesional.



En virtud de lo anterior, es necesario que se cumplan en forma real y efectiva los exámenes que se establecen en esta ley en proyecto, lo que deberá hacerse en las correspondientes Direcciones de Tránsito por parte de quienes hayan realizado tales cursos. Y a las escuelas de conductores que los impartan tendrá que exigírseles el más alto estándar en la calidad de aquellos, a fin de que esta actividad no constituya un mero negocio, sino que se dimensione en su exacta medida la importancia que reviste para el transporte de carga y de pasajeros en nuestro país.



Finalmente, y aunque no constituye una materia propia de esta iniciativa legal, pero sí tiene íntima relación, creemos que debe tenerse conciencia, mediante una campaña informativa por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de la necesidad imperiosa de que los conductores de buses de pasajeros interprovinciales respeten realmente su descanso, tanto en la trayectoria de un determinado viaje como en los que les corresponda efectuar durante un mes de trabajo, para evitar así accidentes carreteros como los que han ocurrido en el último tiempo.



Hasta ahora, ha sido el Ministerio del Trabajo el que ha fiscalizado el cumplimiento de esa normativa. Sin embargo, estimamos que también le cabe a la Cartera de Transportes una participación en ello, ya que se ha tenido conocimiento de que conductores de algunas empresas de buses interprovinciales aparecen haciendo uso de sus días de descanso dentro del mes en forma normal -así se consigna en los documentos pertinentes de la respectiva ficha-, no obstante, durante ese período trabajan como choferes en empresas de buses comunales que prestan servicio local o intercomunal.



Tal situación, sin duda, incide en los múltiples accidentes que constantemente están afectando a buses interprovinciales, ya que dichos conductores, que se supone que han tenido su correspondiente descanso, no hacen uso de él. Y, obviamente, son presa de la fatiga cuando manejan buses que transitan por las distintas carreteras del país. Por ello, es indispensable, en nuestro concepto, que en la fiscalización participen los dos Ministerios de manera conjunta.



En ese sentido, doy mi voto favorable a este proyecto de ley, sobre la base de que se efectuarán aquellas fiscalizaciones, que son tan primordiales para erradicar esas malas prácticas. De este modo se contará con conductores de buses y de camiones que estén verdaderamente bien capacitados para ejercer dicha actividad, que es de mucha importancia para nuestro desarrollo.



No quiero terminar mi intervención sin antes señalar que tanto en el Transantiago como en el Transvalparaíso uno de los requerimientos más urgentes apunta justamente a la necesidad de tener conductores especializados, para lo cual se requiere contar con el personal suficiente en cantidad y calidad.



Ese es uno de los reclamos más insistentes.



La Inspección del Trabajo ha fiscalizado en el Transvalparaíso el cumplimiento de las horas de descanso de los choferes de la locomoción colectiva, y básicamente se ha encontrado con sorpresas complejas, porque efectivamente ese descanso no es respetado en la mayoría de los casos.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si uno hiciera un examen de fiscalización rigurosa a los buses y taxibuses de la locomoción colectiva del país, se encontraría con que la ley no se está cumpliendo; que de los dos conductores que se exige por máquina uno se halla excedido en las horas de trabajo. 



Efectivamente, existe un fuerte déficit de conductores profesionales. Y, por cierto, las explicaciones podrían ser las dificultades y el número de años para acceder a la licencia profesional, pero también las condiciones laborales y contractuales en que esos trabajadores desempeñan su tarea.



Como sabemos, se creó el Transantiago, que hoy día representa un costo de 800 millones de dólares para el país -se trata de recursos que están radicados en la Capital y son pagados por todo Chile-, y su objetivo era dignificar la tarea de los conductores. Sin embargo, ahora observamos que todos los días hay paros de choferes del Transantiago; que no se les ha dignificado su condición profesional; que no cuentan con remuneraciones suficientes, ni con la seguridad al trabajo, ni con derecho a indemnización. Porque cuando las empresas quiebran no se les paga. 



¡Y ahí están en huelga de hambre! ¡Ahí están en paro! Muchas veces estas paralizaciones se llevan a cabo fuera de la ley, dado que son determinadas por la ansiedad y la necesidad.



Señor Presidente, se habla de que más de 15 mil conductores del transporte público deben ser reemplazados y que se requieren 1.500 nuevos choferes por año. Y el que se nos propone es, por cierto, un interesante mecanismo de capacitación, de manejo de estrés, de comunicación y trabajo en equipo, de autocuidado y de aspectos sicológicos relacionados con la conducción.



Ello es coherente.



Cuando uno mira las tasas de accidentes, y particularmente de siniestros, que en Chile bordean los 50 mil al año -dentro de estos, 22 mil 755 son por imprudencia del conductor; 6 mil 273 por desobediencia de la señalización; aproximadamente 3 mil por alcohol en el chofer; más de 4 mil por pérdida de control; 1.514 por velocidad imprudente-, concluye que eso está asociado al conductor, a su capacidad de manejo.



Por lo tanto, necesitamos tener profesionales al volante. Pero si hay capacitación profesional, es preciso que haya un contrato digno para ese trabajador y una legislación que le permita que su labor tenga la dignidad suficiente. Porque hoy día yo diría que es el sector donde se da la peor fiscalización laboral, toda vez que, por su característica de movilidad, no existe un control que les garantice la debida protección social y laboral.



Señor Presidente, se plantea la realización de un curso de 300 horas, que comprende conocimientos y, también, cierta cantidad de horas dentro de un simulador, cuyo precio desconozco. Sin embargo, eso va a ser un lío tremendo. No más de 30 por ciento del total de horas de conducción tiene que efectuarse en el simulador. 



Yo no sé si la Comisión lo analizó, pero habría sido importante -ignoro si estamos a tiempo- agregar a todas esas exigencias que la persona que se formó mediante dicho sistema deba acompañar a un conductor profesional por un determinado número de horas y viajes. Es decir, ponerlo en la situación real como acompañante. Esto ocurre en muchos oficios y tareas profesionales. Cuando un médico egresa se desempeña como ayudante de otro que hace las veces de jefe y lo guía. También se da en el campo de la ingeniería y en todos los ámbitos profesionales.



A mi juicio, tal experiencia es necesaria. 



Para que maneje un camión con acoplado un chofer que conducía un camión pequeño (tres cuartos), o bien un taxi, no basta, en mi opinión, el simulador. Se requiere experiencia práctica y cumplir la exigencia de acompañar a un conductor profesional (cumpliendo un determinado número de horas), transitar por carreteras, experimentar la necesidad de estacionarse, subir cuestas pronunciadas, todo lo cual, en definitiva, contribuiría a realizar en mejores condiciones una práctica real. Y eso no significa mayor costo, porque puede estar certificado.



Señor Presidente, en la Región del Biobío hemos tenido la experiencia de incorporar a mujeres, quienes han demostrado en los hechos tener una mayor dedicación, certeza, cumplimiento. Sin embargo, no hemos logrado generar las condiciones. 



¿Quién paga el curso? Si una mujer, dueña de casa o que se encuentre en cualquier situación, adopta la decisión de ser una conductora profesional requiere pagar el curso. Por lo tanto, si queremos aumentar el número de conductores la pregunta que me hago es si el SENCE tendrá la capacidad de ofrecer becas para posibilitar que la gente se decida a seguir la profesión de chofer y adquiera un empleo.



La Asociación de Taxibuses del Biobío ofreció 500 cupos inmediatos para conductores siempre que el SENCE estableciera las becas necesarias para su perfeccionamiento. Y eso se hizo de manera dilatada, a través de consultoras que no cumplen los requisitos esenciales.



Yo siento que la posibilidad de incorporar a la mujer -aunque parezca extraño, están presentes en todos los oficios- puede ser una alternativa muy importante. Pero veo que podrían hacerse notar los riesgos de la discriminación, de la no accesibilidad por carecer de recursos. Y, en mi opinión, hay una enorme oportunidad de profesionalizar a muchas personas, en caso de que el SENCE otorgue becas o cubra los gastos.



Este es un llamado al sector privado, pero también al Estado, con el objeto de facilitar aún más el acceso a este carné profesional.



Señor Presidente, el reglamento a que alude el proyecto de ley -que va a establecer la duración del curso, los contenidos mínimos prácticos y teóricos del programa- debe estar listo a la brevedad.



Tenemos un problema con los reglamentos. En normativas como las que nos ocupa el reglamento pasa a ser algo vital, porque los detalles que hemos agregado (horas de acompañamiento, condiciones de accesibilidad a los cursos mediante becas, beneficios o la obligatoriedad y prioridad que debieran tener algunos empleadores en orden a capacitar a sus conductores) van a quedar establecidos ahí y no hay posibilidad de discutirlos en la ley.



Por ende, el reglamento determina el corazón, el espíritu esencial de una legislación. 



Yo confío en que el Ministro Pedro Pablo Errázuriz va a elaborar un buen reglamento, pero me gustaría que fuera discutido con los conductores profesionales. En realidad, he leído el último informe, que da cuenta de la forma en que hemos abordado esta ley en proyecto, y no logro constatar la presencia de las federaciones que agrupan a los conductores, ni de las indicaciones sugeridas en la fase final. Entonces, siento que podemos cometer algún error.



Cuando se dice que vamos a dotar de personal al mercado de conductores profesionales hay que calificar también sus responsabilidades como tales. Tanto Forestal Arauco como Forestal MININCO, en la Región del Biobío, han establecido que la carga de los rollizos es responsabilidad de los choferes. Por consiguiente, si se les desarma la carga ellos son los responsables. Además, les han puesto controles y medidores de velocidad -en mi opinión, fuera de la ley- en la carretera, generando informes alternativos a Carabineros. Y hemos sostenido que los conductores de camiones van a andar a la velocidad que fija la Ley de Tránsito cuando no tengan que preocuparse de la carga. Porque si esta se desestiba, o está mal distribuida, no es responsabilidad de quien conduce, sino de la empresa que transporta el material.



En mi concepto, la voz de los conductores resulta esencial, prudente y necesaria a la hora de elaborar el reglamento.



No está el señor Ministro de Transportes en la Sala. Pero creo que con buena voluntad se puede contar con la opinión de las asociaciones, de los sindicatos y de las federaciones de conductores de carga pesada y de transporte público de Chile, a fin de que sus puntos de vista queden incorporados en una reglamentación.



Así, señor Presidente, vamos a atacar un problema real y concreto que tiene que ver con la falta de conductores profesionales en un país donde hay mucha cesantía. 



Reitero: lamento que no se hallen presentes los Ministros correspondientes, pues considero que este proyecto es vital a la hora de enfrentar el desempleo y, particularmente, disminuir los índices de riesgos de accidentes debido a la mayor profesionalización de esta digna labor que muchas veces es mal mirada por ser chofer, ya sea de camión de carga pesada, o de transporte público.



Creo que dignificar la profesión también va a coadyuvar a que muchos jóvenes y no tan jóvenes puedan acceder -particularmente las mujeres, de manera decidida- a ocupar estos puestos de trabajo.



Voy a votar a favor, señor Presidente. 



Espero que las observaciones señaladas sean recogidas en el reglamento por el señor Ministro y que la voz de los trabajadores, profesionales, asociados en sindicatos y federaciones, se tenga presente al momento de elaborarse el reglamento.  



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- El último inscrito es el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este proyecto que se vota en general es muy importante. Establece, sobre todo, una regulación de segunda generación -por así decirlo- respecto a los conductores profesionales; hace suyas las normas de primera generación, en el sentido de que quienes deseen obtener licencias profesionales, que requieren de mayor especialización, cuenten con cursos especiales. Y ahora vamos a entrar en un proceso de regulación y reglamentación de aquellas.



Sin querer entrar al detalle del texto por el momento, y sin dudar de la facultad que asiste al Ministerio de Transportes para establecer, mediante un reglamento, las características y especificaciones técnicas que deben cumplir los simuladores que se van a utilizar para impartir los contenidos prácticos, quiero decir que como país enfrentamos un doble desafío. Y creo que lo mejor es asumirlo.



¡Existe carencia de conductores profesionales! ¡Tenemos un problema con los conductores profesionales! ¡Necesitamos una mayor cantidad de conductores profesionales! Pero hoy muchas personas que están interesadas en acceder a esta profesión no cuentan con los recursos para formarse como tales.



Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra lo indicó. Y el que no tengamos un mecanismo público para financiar dicho requisito, o que no existan sistemas más expeditos orientados a la formación de choferes profesionales, hace que a través de los subsidios que otorga el SENCE, y otros procedimientos, en la práctica se caiga en una forma de cooptar o captar conductores, que no necesariamente es lo más adecuado.



Estoy seguro de que no solamente en el Transantiago se observa una carencia de choferes profesionales, cuestión que salta a la vista. 



Uno podrá decir que las empresas son las principales responsables en formar a los choferes. Yo creo que aquí hay un interés público comprometido. Y para qué hablar de lo que pasa con las empresas de transporte interprovincial de pasajeros, donde hemos podido apreciar a la Ministra del Trabajo denunciar una tras otra situaciones de alta irregularidad que todos vemos con preocupación. Asimismo, hay muchos conductores profesionales de carga que trabajan horas excesivas por el sistema de pago que tienen y también porque faltan personas que realicen dicha labor.



Voy a votar a favor de la idea de legislar. Y espero que perfeccionemos el proyecto y que además de los cursos se establezcan períodos de práctica para los conductores, antes de que salgan a manejar solos por las carreteras. 



En el transporte interprovincial de pasajeros ocurre un hecho interesante: los estafetas muchas veces se transforman en choferes profesionales. Ahí se produce un proceso de aprendizaje muy importante. Para ser profesional del volante no solo hay que realizar cursos. Es necesario hacer algo más.



Señor Presidente, pido que durante la discusión con el Ministerio busquemos fórmulas para generar mecanismos a fin de que los interesados puedan financiar la carrera que les permita desarrollar la profesión en comento.



No solo se trata de que la licencia sea profesional: también el conductor debe ser reconocido como profesional. 



Probablemente precisaremos crear un instrumento de transición a los efectos de que muchos conductores de hecho existentes en nuestro país en razón de que su licencia profesional perdió vigencia cuenten con un procedimiento facilitador para la revalidación.



El Estado podría otorgarles créditos para que tomaran los cursos correspondientes, sobre la base de pagarlos después mediante un descuento en el sueldo.



Esa sería una manera de posibilitar en nuestro país la formación de choferes profesionales, que es el anhelo de muchos.



Conozco a varios jóvenes responsables que manejan vehículos menores y quieren ser conductores profesionales; pero carecen de recursos y no están dispuestos a incurrir en irregularidades para acceder a los cursos pertinentes.



Por eso, considero mejor generar mecanismos que permitan financiar la contratación de choferes profesionales que cumplan los nuevos requisitos, pero a partir de un sistema muy transparente y que no haga caer a la gente en situaciones indeseadas por todos.



Voy a votar a favor, señor Presidente. Y espero que en el Senado encontremos con el Ejecutivo fórmulas de financiamiento que les posibilite a los interesados acceder a los cursos respectivos, sobre la base de que posteriormente le reintegren al Estado el importe de su costo mediante imputaciones tributarias o descuentos en las remuneraciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos afirmativos).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Debemos fijar plazo para presentar indicaciones, pero, lamentablemente, en este momento no existe el quórum requerido para adoptar una decisión al respecto.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones está abocada al proyecto sobre televisión digital terrestre, cuyo análisis ocupará un tiempo prolongado.



Por tanto, propongo no fijar plazo para formular indicaciones mientras no sepamos cuándo se despachará dicha iniciativa. Ello, para realizar la discusión responsablemente.



Mi sugerencia, entonces, es dejar pendiente la decisión hasta la sesión próxima.

El señor ESCALONA (Presidente).- Estamos obligados a ello, señor Senador, porque no hay quórum para adoptar acuerdos.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Si no tenemos quórum, no quiero formular una propuesta. Pero la idea es fijar un plazo y después, de ser necesario, extenderlo. Eso, para cumplir el Reglamento.



Estimo que 15 días podrían ser un término adecuado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Mañana tomaremos la decisión, Su Señoría.



Por no haber quórum para adoptar acuerdos, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, solicitándole estudio que permita ADQUISICIÓN DE LOTES PARA POSTULACIÓN DE COMITÉS DE PUERTO AYSÉN A SUBSIDIOS DE VIVIENDA, y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole INSCRIPCIÓN PROVISORIA DE TAXIS HASTA DICTACIÓN DE REGLAMENTO (reiteración de oficio).


De los señores KUSCHEL y PROKURICA:



Al señor Ministro de Hacienda, planteándole CREACIÓN DE FONDO PARA FINANCIAMIENTO DE EXPROPIACIONES O AFECTACIONES POR INSTRUMENTOS QUE MENOSCABEN VALOR DE PROPIEDADES, y al señor Ministro de Educación, proponiéndole ATENCIÓN EN EDUCACIÓN ESPECIAL Y/O DIFERENCIAL HASTA 21 AÑOS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Educación, requiriéndole ANTECEDENTES SOBRE BECA MAGALLANES; al de Obras Públicas, a fin de que informe sobre REPARACIÓN DE PUENTES EN COMUNA DE ÑIQUÉN (OCTAVA REGIÓN), y al de Transportes y Telecomunicaciones, para que remita antecedentes y estadísticas sobre RECURSOS FISCALES INVERTIDOS EN SUBSIDIOS AÉREOS DE TRANSPORTE PARA ZONAS AISLADAS.



Del señor URIARTE:



A los señores Ministros de Hacienda y de Justicia, requiriéndoles CREACIÓN DE NOTARÍAS EN COMUNAS DE LA SERENA, COQUIMBO Y OVALLE.
)----------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Se levanta la sesión.

)-----------------(



--Se levantó a las 19:3.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE INDULTO GENERAL

(7533-07)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

- - -


El Senado, Cámara de Origen, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la misma Corporación, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


La Cámara de Diputados, Cámara Revisora, en sesión de fecha 6 de marzo de 2012, designó como miembros de la misma a los Honorables Diputados señores Jorge Burgos, Giovanni Calderón, Guillermo Ceroni, Edmundo Eluchans y Cristián Monckeberg.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 11 de abril de 2012, con la asistencia de sus miembros, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear y señores Alberto Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker, y los Honorables Diputados señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Edmundo Eluchans y Alberto Cardemil, en remplazo del Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg.


En dicha oportunidad, por unanimidad se eligió como Presidente al Honorable Senador señor Hernán Larraín.



Por el Ministerio de Justicia, participaron en la referida sesión la Subsecretaria de dicha Cartera de Estado, señora Patricia Pérez, y el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela.


Asistieron, asimismo, el abogado señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, y el señor José Francisco Acevedo, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Al tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del número 16 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, las disposiciones que integran esta iniciativa –incluidas las que fueron materia de discrepancias entre ambas Cámaras- tienen carácter de ley de quórum calificado. El mismo carácter tiene el artículo 8°, nuevo, que la Comisión Mixta propone incorporar al texto del proyecto.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS

DE LA COMISIÓN MIXTA


En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el proyecto de ley sobre indulto general.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados le introdujo diversas modificaciones, la mayoría de las cuales fueron, posteriormente, aprobadas por el Senado en tercer trámite constitucional. Se rechazaron, sin embargo, las enmiendas recaídas en parte del artículo 5°, nuevo, y en el inciso segundo, nuevo, del artículo 6° (según la numeración de la Cámara de Diputados).


En consecuencia, se produjeron discrepancias en torno a los señalados preceptos, que es necesario resolver, para lo cual se formó esta Comisión Mixta.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por iniciado el análisis de las divergencias producidas, de manera de buscar una fórmula de solución para las mismas.


Propuso llevar a cabo dicho estudio siguiendo el orden del articulado del proyecto, de manera de tomar los respectivos acuerdos también en ese orden. Este criterio fue acogido por los miembros presentes de la Comisión Mixta.

Artículo 5°, nuevo, de la Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó, como artículo 5°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 5°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la o las penas privativas de libertad que les restan por cumplir y las multas, por la pena de extrañamiento especial en su país de origen, a los extranjeros que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privados de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que no hayan contado, al momento de cometer el delito por el cual se encuentran cumpliendo condena privativa de libertad, con el permiso de permanencia definitiva a que se refiere el artículo 41 del decreto ley N° 1.094, de 1975.


b) Que tengan cumplida:


Un tercio de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad no superior a cinco años.


La mitad de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a cinco años e igual o inferior a diez años.


Tres cuartas partes de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a diez años.


c) Que suscriban un compromiso de no volver a ingresar al país en un período de diez años, contado desde su salida del territorio nacional.


El presente indulto no se aplicará a condenados a la pena de presidio perpetuo y presidio perpetuo calificado.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en la letra c) precedente, deberá cumplir el saldo de la pena privativa de libertad que se le hubiere conmutado.”.



El Senado, en tercer trámite constitucional, acogió la incorporación de este nuevo precepto, con excepción de la letra c) del inciso primero y del inciso tercero.


Cabe hacer presente que en el debate de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de dicha Corporación, se hizo notar la conveniencia de fijar de una manera categórica una prohibición para que dichas personas retornen al territorio nacional y no sujetar esta circunstancia a un compromiso por parte de éstas.



La Subsecretaria de Justicia, señora Pérez, hizo presente que, tomando en consideración los planteamientos anteriores, que también fueron expuestos en la Sala del Senado en tercer trámite constitucional, el Ejecutivo elaboró una fórmula para resolver la discrepancia suscitada respecto a esa norma, la cual, además, soluciona otros aspectos complementarios que es menester considerar. Ésta consiste en reemplazarla por la siguiente:



“Artículo 5°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la o las penas privativas de libertad que les restan por cumplir y las multas, por la pena de extrañamiento especial en su país de origen, a los extranjeros que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privados de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que no hayan contado, al momento de cometer el delito por el cual se encuentran cumpliendo condena privativa de libertad, con el permiso de permanencia definitiva a que se refiere el artículo 41 del decreto ley N° 1.094, de 1975.


b) Que tengan cumplida:


Un tercio de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad no superior a cinco años.


La mitad de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a cinco años e igual o inferior a diez años.


Tres cuartas partes de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a diez años.


El presente indulto no se aplicará a condenados a la pena de presidio perpetuo y presidio perpetuo calificado.


c) Que eleven la solicitud de indulto dentro de un plazo máximo de treinta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Queda absolutamente prohibido el ingreso al país de las personas que hubiesen sido beneficiadas por el presente indulto por un período de diez años, contado desde su salida del territorio nacional.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, deberá cumplir el saldo de la pena privativa de libertad que se le hubiese conmutado.


Asimismo, procederá la concesión de este indulto respecto de aquellos condenados a que se refiere este artículo, que se encontraren cumpliendo penas privativas de libertad en forma sucesiva por dos o más delitos que no figuren en el artículo 6°.  En tal caso, para el cálculo de la cantidad de tiempo de privación de libertad exigido en cada tramo previsto en la letra b), se considerará la suma de las penas impuestas.”.


Explicando el texto propuesto, la señora Pérez manifestó que una primera modificación se refiere a la fijación de un plazo para que los extranjeros que serán destinatarios del indulto, lo soliciten. Éste será de 30 días contados a partir de la entrada en vigencia de la ley.


En segundo lugar, indicó que se reemplaza el compromiso de estas personas de no volver al territorio chileno por un lapso de 10 años por una prohibición expresa en este sentido, tal como lo sugiriera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado al informar el proyecto en tercer trámite constitucional.


Señaló que, finalmente, la proposición regula la situación de aquellos condenados que estén cumpliendo penas privativas de libertad en forma sucesiva por dos o más delitos. Informó que, en tales casos, para el cómputo de los tramos contemplados por la letra b) de esta norma se considerará la suma de las penas impuestas.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó su acuerdo con que el indultado de nacionalidad extranjera tenga la prohibición de ingresar a Chile durante el plazo ya señalado.


Por otra parte, manifestó que aun cuando la última de las proposiciones expuestas por la señora Subsecretaria de Justicia no fue exactamente materia de controversia entre ambas Cámaras, es útil incluirla pues representa una buena solución para un aspecto que es complementario de la materia regulada por esta norma.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que las materias a que puede abocarse una Comisión Mixta son fundamentalmente aquellas que han sido objeto de controversia entre ambas Cámaras, pero que, sin embargo, también pueden acordarse enmiendas o complementos que coadyuven en la solución de las divergencias producidas, como ocurre en este caso.


Puesta en votación la proposición antes explicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni y Eluchans.

Artículo 7° del Senado,

6° de la Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló en el artículo 7°, que pasó a ser 6°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:


“No procederán los indultos respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en las leyes N° 20.000, N° 19.366 y N° 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”.



El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó este inciso.



La Subsecretaria de Justicia, señora Pérez, hizo presente la propuesta elaborada por el Ejecutivo para resolver la discrepancia suscitada respecto a este precepto, que consiste en reemplazarlo por el que sigue:


“Salvo el caso contemplado en el artículo 5° de esta ley, no procederán los indultos respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, en la ley N° 19.366 y en la ley N° 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”.


Expresó que, originalmente, la propuesta de indulto no contemplaba como grupo destinatario a los condenados extranjeros. Agregó que, luego, en segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó extenderles el indulto en los términos contemplados por el artículo 5°, e incluir a aquellos extranjeros que hubiesen sido condenados por ilícitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Explicó que este último criterio se adoptó en atención a que si no se consideraban los ilícitos de la indicada ley, los extranjeros beneficiados no excederían de 22, cifra que podría elevarse a unas 800 o 900 personas en caso de aplicarse el indulto a los extranjeros condenados por la ley N° 20.000. Indicó que, atendido lo expuesto, resultaba justificable que este grupo de extranjeros pudiera optar al beneficio en estudio.


Agregó que, sin embargo, en tercer trámite constitucional esta propuesta no prosperó, pues faltaron algunos votos para aprobarla. En consecuencia, se consideró necesario reponerla, tal como se sugiere en la redacción que se ha presentado a consideración de la Comisión Mixta.


El Honorable Diputado señor Burgos concordó con la disposición propuesta por el Ejecutivo, pues estimó que ella recoge un planteamiento que es muy atendible. Recordó que éste fue sometido a consideración de la Sala de la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional y que por una mínima falta de votos favorables, fue desechado.


Manifestó que, sin embargo, podrían surgir dudas acerca de si esta norma crearía una discriminación arbitraria al no incluirse en el indulto a los chilenos condenados por los mismos ilícitos.


Sostuvo que, en todo caso, dicha diferenciación no resultaría arbitraria si se considera que a los extranjeros serán expulsados del país, lo que no ocurrirá con los chilenos.


El Honorable Diputado señor Eluchans, don Edmundo, estuvo de acuerdo con la propuesta presentada por el Ejecutivo, la que consideró del todo justificada.


Hizo presente que el texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional excluía del indulto a todos los condenados por las figuras delictivas contempladas por la ley N° 20.000, sin hacer diferencia entre chilenos y extranjeros.


Agregó que, efectivamente, la fórmula que se está proponiendo importa una discriminación entre los condenados chilenos y los extranjeros, pero –resaltó- ella no es arbitraria pues abarca a todos los extranjeros que se encuentren en las condiciones que el proyecto establece.


El Honorable Senador señor Espina hizo notar que la iniciativa en estudio está consagrando la posibilidad del extrañamiento para extranjeros que hayan sido condenados por delitos consagrados en la ley N° 20.000 y que, a la vez, se encuentren en una situación de ilegalidad en nuestro territorio. Hizo notar que, en cambio, no cabe aplicar esta última circunstancia respecto de los condenados por estos delitos que sean chilenos.



La señora Subsecretaria de Justicia descartó que la disposición en estudio pueda dar lugar a una discriminación arbitraria, pues ella se aplicará a un universo integrado por personas que están en iguales condiciones, es decir, que sean extranjeras, que hayan sido condenadas por ilícitos contemplados en la Ley de Drogas y que estén en nuestro país en forma ilegal.


Agregó que lo anterior se encuadra dentro de los criterios consagrados por la doctrina del Tribunal Constitucional cuando se refiere a la igualdad esencial o tertium comparationis, pues se trataría de un universo de personas respecto de las cuales el proyecto no hace ninguna distinción entre ellas.


Frente al posible reparo que se ha reseñado, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que la disposición en análisis debía ser entendida en el sentido de que el indulto previsto por la norma en estudio se aplicará a un grupo de extranjeros que se encuentra dentro de un mismo conjunto de condiciones, sin que se haga diferenciaciones entre esas personas. En abono de lo anterior, connotó la jurisprudencia del Tribunal Constitucional a que se ha hecho referencia.


Destacó, además, que debe tenerse en consideración que el extrañamiento en el país de origen del condenado constituye una pena sustitutiva y no un perdón y que dicha sanción implica, además, la expulsión del territorio nacional del condenado extranjero, lo que no es procedente respecto de los chilenos.


Sostuvo que estos aspectos son esenciales para los efectos de interpretar adecuadamente el sentido de esta norma.


En consecuencia, para la historia de la ley, propuso dejar expresa constancia de dichos criterios en el presente informe.


Hubo coincidencia de parte de los miembros presentes de la Comisión Mixta en torno a las constancias propuestas por el señor Presidente respecto a la interpretación que debe darse a este precepto.


Luego, puesta en votación la proposición antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.

Artículo 8°, nuevo


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que, en último término, correspondía analizar una propuesta complementaria propuesta por el Ejecutivo, que incorpora el siguiente artículo 8°, nuevo:


“Artículo 8°.- La expulsión de los extranjeros respecto de quienes se verifique la procedencia del indulto a que se refiere el artículo 5°, se llevará a cabo dentro de un plazo de ciento cincuenta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.


La Subsecretaria de Justicia, señora Pérez, puso de manifiesto que la disposición que se ha sugerido guarda estrecha relación con las reglas que el proyecto destina al indulto para condenados extranjeros y que viene a complementarlas, pues establece un plazo para llevar a cabo la expulsión de estas personas.


Señaló que, para materializar la expulsión, es necesario desarrollar un proceso de coordinación con determinadas instituciones, lo que requiere de algún tiempo.


Es el caso, dijo, de los contactos que deben establecerse con la Policía de Investigaciones, con la Cancillería y con los distintos países a que los beneficiados extranjeros deberán dirigirse. Para ello, agregó, se propone un lapso de 150 días a partir de la entrada en vigor de la ley.


Hubo acuerdo de parte de la Comisión Mixta en torno a esta propuesta.


El Honorable Diputado señor Burgos preguntó si la posibilidad de obtener el indulto, en el caso de los extranjeros, se extingue de una sola vez, a lo que la mencionada señora Subsecretaria respondió que el beneficio en estudio tiene el carácter de conmutativo y no de extintivo, y que se solicita y se aplica una sola vez, tanto para nacionales como para extranjeros.


El Jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, ratificó que el indulto se aplicará una única vez y que así se consagra, para el caso de los extranjeros, en el encabezado del artículo 5° del proyecto.


Finalizado el debate y puesta en votación la proposición antes explicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.

- - -


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, lo siguiente:

Artículo 5°, nuevo, de la Cámara de Diputados


Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 5°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la o las penas privativas de libertad que les restan por cumplir y las multas, por la pena de extrañamiento especial en su país de origen, a los extranjeros que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privados de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que no hayan contado, al momento de cometer el delito por el cual se encuentran cumpliendo condena privativa de libertad, con el permiso de permanencia definitiva a que se refiere el artículo 41 del decreto ley N° 1.094, de 1975.


b) Que tengan cumplida:


Un tercio de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad no superior a cinco años.


La mitad de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a cinco años e igual o inferior a diez años.


Tres cuartas partes de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a diez años.


El presente indulto no se aplicará a condenados a la pena de presidio perpetuo y presidio perpetuo calificado.


c) Que eleven la solicitud de indulto dentro de un plazo máximo de treinta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Queda absolutamente prohibido el ingreso al país de las personas que hubiesen sido beneficiadas por el presente indulto por un período de diez años, contado desde su salida del territorio nacional.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, deberá cumplir el saldo de la pena privativa de libertad que se le hubiese conmutado.


Asimismo, procederá la concesión de este indulto respecto de aquellos condenados a que se refiere este artículo, que se encontraren cumpliendo penas privativas de libertad en forma sucesiva por dos o más delitos que no figuren en el artículo 6°.  En tal caso, para el cálculo de la cantidad de tiempo de privación de libertad exigido en cada tramo previsto en la letra b), se considerará la suma de las penas impuestas.”. (Unanimidad, 7 x 0).
Artículo 7° del Senado,

6° de la Cámara de Diputados

Inciso segundo, nuevo


Intercalar como tal, el siguiente, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Salvo el caso contemplado en el artículo 5° de esta ley, no procederán los indultos respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, en la ley N° 19.366 y en la ley N° 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”. (Unanimidad, 8 x 0).
Artículo 8°, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“Artículo 8°.- La expulsión de los extranjeros respecto de quienes se verifique la procedencia del indulto a que se refiere el artículo 5°, se llevará a cabo dentro de un plazo de ciento cincuenta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.”. (Unanimidad, 8 x 0).
- - -


A título meramente informativo, cabe hacer presente que, de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY.


“Artículo 1°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de las penas privativas de libertad que les resta por cumplir, y, en su caso, de la multa, por la sujeción a la vigilancia de la autoridad en los términos del artículo 4°, a las mujeres que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privadas de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Tener cumplidos dos tercios de la pena.


Tratándose de mujeres con hijos cuya edad no supere los dos años, se entenderá cumplido este requisito si les faltaren hasta seis meses para enterar los dos tercios de la pena;


Si la condenada hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción en su condena por indulto particular u otra causa, el cómputo de los plazos previstos en esta letra se efectuará respecto de la pena ya reducida.


b) Haber observado, durante los tres últimos bimestres, una conducta sobresaliente, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta, y


c) Suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 2°.- Concédese, respecto de la pena privativa de libertad y de la multa, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren beneficiados con el permiso de salida controlada al medio libre.


Para acceder a este indulto el condenado deberá suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 3°.- Concédese un indulto general respecto de la pena privativa de libertad y de la multa, a las personas que, por sentencia ejecutoriada, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren cumpliendo condena de reclusión nocturna.


Para acceder a este indulto, los condenados deberán suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 4°.- Los condenados a los que se les hubiere conmutado la pena en conformidad a los artículos 1°, 2° y 3°, quedarán sometidos a la vigilancia de la autoridad, consistente en fijar residencia en la oportunidad prevista en el artículo 7° de esta ley, y firmar una vez al mes por el lapso correspondiente al doble del tiempo que les reste para el cumplimiento de su condena, con un máximo de tres años siguientes a la concesión del indulto conmutativo, ante el Patronato de Reos más cercano a su domicilio o, en su defecto, ante el establecimiento de Gendarmería de Chile más cercano al domicilio que registre el condenado. El lugar en que se realizará este control y observación deberá ser precisado por el Jefe de la Sección Control Penitenciario de Gendarmería de Chile, en la oportunidad señalada en el artículo 7°.


El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar al cumplimiento efectivo del saldo de la pena conmutada.


En caso de ser condenados por crimen o simple delito cometido dentro del período señalado en el inciso primero, deberán cumplir de manera efectiva el saldo de pena que se les hubiere conmutado, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.


Para los efectos de esta ley, no será aplicable lo señalado en el artículo 45 del Código Penal.


Artículo 5°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la o las penas privativas de libertad que les restan por cumplir y las multas, por la pena de extrañamiento especial en su país de origen, a los extranjeros que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privados de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que no hayan contado, al momento de cometer el delito por el cual se encuentran cumpliendo condena privativa de libertad, con el permiso de permanencia definitiva a que se refiere el artículo 41 del decreto ley N° 1.094, de 1975.


b) Que tengan cumplida:


Un tercio de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad no superior a cinco años.


La mitad de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a cinco años e igual o inferior a diez años.


Tres cuartas partes de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a diez años.


El presente indulto no se aplicará a condenados a la pena de presidio perpetuo y presidio perpetuo calificado.


c) Que eleven la solicitud de indulto dentro de un plazo máximo de treinta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Queda absolutamente prohibido el ingreso al país de las personas que hubiesen sido beneficiadas por el presente indulto por un período de diez años, contado desde su salida del territorio nacional.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, deberá cumplir el saldo de la pena privativa de libertad que se le hubiese conmutado.


Asimismo, procederá la concesión de este indulto respecto de aquellos condenados a que se refiere este artículo, que se encontraren cumpliendo penas privativas de libertad en forma sucesiva por dos o más delitos que no figuren en el artículo 6°.  En tal caso, para el cálculo de la cantidad de tiempo de privación de libertad exigido en cada tramo previsto en la letra b), se considerará la suma de las penas impuestas.


Artículo 6°.- No procederán los indultos contemplados en esta ley respecto de los condenados por los delitos consumados previstos en los artículos 141 incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 372 bis; 390 y 391 números 1° y 2° del Código Penal; en los Párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II, cuando las víctimas fueren menores de edad; en el Párrafo 5 bis del Título VIII del Libro II, y en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código, ni respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.


Salvo el caso contemplado en el artículo 5° de esta ley, no procederán los indultos respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, en la ley N° 19.366 y en la ley N° 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Tampoco procederán estos indultos respecto de los condenados por los delitos contemplados en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad.


Artículo 7°.- Corresponderá al Jefe de la Sección Control Penitenciario verificar la procedencia de los indultos que establece esta ley, previa constatación de los requisitos pertinentes en cada caso. Para tal efecto, cada interesado deberá firmar ante el Alcaide del establecimiento en que esté cumpliendo su condena o ante la Dirección Regional de Gendarmería de Chile, según se tratare de una pena privativa o restrictiva de libertad, la respectiva solicitud, la que irá acompañada del compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


La procedencia del indulto respectivo deberá ser comunicada por Gendarmería de Chile al tribunal encargado de la ejecución de penas que corresponda dentro del plazo de cinco días.


Artículo 8°.- La expulsión de los extranjeros respecto de quienes se verifique la procedencia del indulto a que se refiere el artículo 5°, se llevará a cabo dentro de un plazo de ciento cincuenta días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

- - -



Acordado en sesión celebrada el día 11 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), y Patricio Walker Prieto y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera (Cristián Monckeberg Bruner), Guillermo Ceroni Fuentes y Edmundo Eluchans Urenda.


Sala de la Comisión, a 13 de abril de 2012.

(Fdo): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL SISTEMA DE ELECCIONES PRIMARIAS PARA LA NOMINACIÓN DE CANDIDATOS A PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, PARLAMENTARIOS Y ALCALDES

(7911-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa, asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señora Isabel Allende y señores Camilo Escalona y José Antonio Gómez.


Además, concurrieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet acompañado de sus asesores, señora Ana María Muñoz y señores Andrés Sotomayor y Andrés Tagle; el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García; la Presidenta del Partido por la Democracia, señora Carolina Tohá; el Presidente del Partido Demócrata Independiente, Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma; el Presidente del Partido Socialdemócrata, Honorable Senador señor José Antonio Gómez; el Presidente del Partido Humanista, señor Efraín Osorio; el Presidente del Partido Igualdad, señor Lautaro Guanca; el Presidente del Partido Regionalista de los Independientes, señor Carlos Olivares; el Presidente del Partido Ecologista Verde, señor Alejandro San Martín; el abogado del Partido Demócrata Cristiano, señor Jorge Claissac; el representante del Partido Comunista, señor Juan Andrés Lagos, y el representante del Partido Progresista, señor Camilo Lagos.

I. OBJETIVO


Regular un sistema de elecciones primarias a ser usado por los partidos políticos para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República, Senadores, Diputados y Alcaldes.

II. NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con los artículos 18 y 19, N° 15, ambos de la Constitución Política.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


a) Constitución Política de la República.


b) Ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos.


c) Ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios.


d) Ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral.


e) Ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.


f) Ley N° 19.884, orgánica constitucional sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

3.2. De Hecho


El mensaje con que se inició este proyecto de ley expresa que el país experimentó hace más de dos décadas un proceso de transición, desde el autoritarismo a la democracia, que ha sido objeto de orgullo más allá de nuestras fronteras. Dicho proceso se gestó mediante acuerdos que fueron cumpliéndose gradualmente, asegurando un desarrollo pacífico y ordenado en la nueva institucionalidad democrática. La aprobación de las leyes políticas a contar del año 1987, así como las reformas constitucionales aprobadas en el año 1989 y los procesos electorales (presidenciales y parlamentarias) de ese mismo año culminaron, en el año 1990, con la entrega del mando a un gobierno democrático.


Pero, continúa el mensaje, el proceso descrito no había concluido con la transición a la democracia, pues era evidente que aún faltaban reformas para que el sistema democrático operara plenamente. Un hito importante en su consolidación ocurrió el año 2005, cuando se aprobó, fruto de un nuevo acuerdo amplio y transversal, un importante conjunto de modificaciones constitucionales. Entre ellas menciona la que terminó con los Senadores institucionales y vitalicios; la que transformó el Consejo de Seguridad Nacional en un órgano asesor del Presidente de la República; la que cambió la forma de designación de los miembros del Tribunal Constitucional poniendo fin a la intervención en ella del Consejo de Seguridad Nacional, y la que eliminó la inamovilidad de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y del General Director de Carabineros. Sin perjuicio de lo anterior, el perfeccionamiento de la democracia es un proceso que no podría darse por concluido. 


Luego de veintiún años de funcionamiento democrático del país, continúa el mensaje, la evaluación es positiva, puesto que sus grados de estabilidad y de flexibilidad han permitido que éste evolucione y haya alternancia entre diferentes coaliciones gobernantes, encauzando de manera exitosa el progreso del país.


No obstante lo anterior, existe la necesidad de perfeccionar la institucionalidad democrática.


De acuerdo con el mensaje, los signos preocupantes son varios, siendo uno de los más relevantes la decreciente participación ciudadana en los procesos electorales. Recuerda que en el plebiscito del año 1988 votó el 88% de la población en edad de sufragar, en tanto que en las elecciones presidenciales y parlamentarias del año 2009 lo hizo sólo el 60%. Otro antecedente es el envejecimiento del padrón. Si en el año 1988 los menores de 30 años conformaban más de un tercio de los inscritos en los registros electorales, en el año 2009 habían pasado a menos de un décimo. Y, tal vez, el más inquietante de todos, el bajo nivel de confianza ciudadana hacia las diferentes instituciones políticas, muy especialmente hacia los partidos políticos. Sobre este último punto, la encuesta “Auditoría de la Democracia”, efectuada por el Consorcio de Centros de Estudios entre los meses de septiembre y octubre de 2010, demostró que sólo un 15% de los chilenos tiene mucha o bastante confianza en los partidos políticos, mientras que en la encuesta del Centro de Estudios de la Realidad Contemporánea (CERC) de mayo de 2001, esa cifra llegó apenas al 11%.


Agrega el mensaje que las recientes manifestaciones consolidan el sistema democrático logrado por una ciudadanía exigente y empoderada, aunque también exhiben un preocupante deterioro de la función de intermediación entre las demandas sociales y el Estado, que tradicionalmente han cumplido los partidos políticos. Esta pérdida de confianza en las instituciones políticas y en los partidos responde en buena medida a una cierta crisis de representatividad. En efecto, aunque los ciudadanos pueden tomar parte, a través de diferentes sistemas electorales en la elección del Presidente de la República, en la de Senadores y de Diputados y en la de los Alcaldes y Concejales, a menudo tienen la impresión de que sus opciones se restringen a aquellas que un reducido número de dirigentes políticos les presenta. Ello favorece la idea de una élite política más bien cerrada y con fuerte tendencia a la reproducción endogámica, a la que, a menudo injustamente, se le percibe más interesada en la preservación de su propio poder que en el progreso del país. Así, según la ya citada encuesta sobre Auditoría de la Democracia, un 46% cree que la mayoría de los políticos están en la política sólo por lo que puedan obtener personalmente de ella.


Por las razones expuestas -continúa el mensaje-, es fundamental entregar mayores niveles de participación y transparencia en los procesos electorales como herramienta para incrementar la confianza de los ciudadanos en materia de representatividad. Con tal objeto, el Ejecutivo ha dispuesto, entre otras medidas, una agenda de reformas políticas que incluye la inscripción automática de los electores y el voto voluntario, la elección directa de los consejeros regionales, la iniciativa ciudadana de ley y el incentivo a la realización de plebiscitos comunales.


Sin perjuicio de las medidas enunciadas, el Ejecutivo considera como una de las más relevantes la institucionalización de un sistema de primarias voluntarias y vinculantes para la selección de los candidatos a cargos de elección popular. Con ello se dará cumplimiento al número 15 del artículo 19 de la Carta Fundamental, al que la ley de reforma constitucional N° 20.414, de 28 de diciembre de 2009, incorporó una disposición que preceptúa que una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de primarias que podrá ser utilizado para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo.


Agrega el mensaje que las elecciones primarias permitirán que la selección de candidatos se haga de manera competitiva, transparente y participativa, facilitando la renovación de las autoridades y dirigentes políticos. Así, las primarias incrementarán la libertad de elección de los ciudadanos y fomentarán la igualdad de oportunidades en el acceso a los cargos, ofreciendo incentivos apropiados para el surgimiento de una nueva dirigencia política sintonizada con las demandas ciudadanas.


El sistema de primarias propuesto por el mensaje es voluntario, entregando a los partidos la forma y modo en que deberán realizarse, así como la decisión de someterse a ellas. Será, de ese  modo, la propia ciudadanía la que tendrá que evaluar cuánto pesará en la decisión de su voto el hecho de que algunos candidatos hayan sido seleccionados de modo cupular y otros en forma participativa. De esa manera la libertad de elección de los ciudadanos y la autonomía de los partidos resultarán perfectamente compatibilizadas.


Expresa el mensaje que el mecanismo de primarias para la elección de candidatos opera en otras legislaciones, distinguiendo entre aquellas que las reconocen de manera expresa y obligatoria de las que, sin establecerlas de manera expresa, las aplican en los procesos de elección de candidatos. En este último caso, es decisión de cada partido organizar estas elecciones como una forma de responder a ciertas demandas políticas o de orden interno de sus propias coaliciones, pero no existe una estructura orgánica contenida dentro de sus ordenamientos jurídicos. En el primer caso (reconocimiento expreso), la más conocida es la de los Estados Unidos de Norteamérica, cuyo ordenamiento considera para las elecciones presidenciales un sistema de elecciones primarias indirectas, esto es, aquellas en que los ciudadanos eligen representantes que posteriormente votan en una convención por un determinado candidato.


En América Latina, el mensaje distingue los siguientes casos:


a) Los países que ya han incorporado el sistema de primarias en su ordenamiento jurídico: Bolivia, Costa Rica, Honduras, Panamá, Paraguay, Uruguay, y recientemente Ecuador, Colombia y Argentina. En éste último caso, se incorporó el sistema mediante la ley N° 26.571, sobre Democratización de la Representación Política, la Transparencia y la Equidad, que regula el mecanismo de elecciones primarias, las que fueron implementadas por primera vez el 14 de agosto de 2011;


b) Los que no han incorporado la regulación relativa a las primarias en sus ordenamientos pero que, sin embargo, han organizado procesos de primarias en sus elecciones, como es el caso de Chile y, por último,


c) Aquellos cuya legislación no incluye el mecanismo de primarias, ni tampoco éstas se han organizado por voluntad de los partidos políticos, pero que se prevé que se realicen en los próximos procesos electorales, como es el caso de Venezuela.


Finalmente, en Europa países como Francia, el Reino Unido, España y Portugal, también han implementado este mecanismo pre-electoral.


Recuerda el mensaje que esta iniciativa legal no es la primera que se presenta para su estudio en el Congreso Nacional. La primera de ellas es un mensaje presidencial del año 1998 (Boletín N° 2.194-06). Posteriormente, con fecha 11 de noviembre de 2004, el Diputado señor Esteban Valenzuela Van Treek inició una moción (Boletín N° 3.720-06), que establecía la obligación de los partidos y los pactos políticos de efectuar primarias para la designación de candidatos a alcaldes, parlamentarios y Presidente de la República. El 9 de octubre del 2008, los entonces Diputados señores Gabriel Ascencio, Guillermo Ceroni, Francisco Chahuán, Marcelo Diaz, Alvaro Escobar, Guido Girardi, Tucapel Jiménez, Sergio Ojeda y Jorge Tarud formularon una nueva propuesta, que modificaba la ley N° 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios, estableciendo que la elección primaria es el procedimiento mediante el cual los partidos políticos o sus coaliciones nominan a sus candidatos (Boletín N° 6.150-06). Esta moción se encuentra en la Cámara de Diputados en su primer trámite constitucional para informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social. Con fecha 30 de mayo del 2008, se ingresó al Congreso Nacional un proyecto que establecía una nueva ley orgánica de partidos políticos (Boletín N° 5.887-06), que regula un sistema de elecciones primarias al interior de dichas colectividades. Por último, con fecha 29 de julio de 2009, continúa el mensaje, la anterior Administración propuso una iniciativa que establece elecciones primarias para alcaldes y concejales (Boletín N° 6.628-06), que se encuentra en primer trámite constitucional en la Honorable Cámara de Diputados. (Hace presente el mensaje que esta última iniciativa tiene su origen en el retiro del proyecto de ley que regula los partidos políticos, actualmente archivado).

IV. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROYECTO


Consignamos a continuación, en síntesis, una descripción general del proyecto despachado en el primer trámite constitucional por la Honorable Cámara, conformado con un título preliminar y tres títulos que contienen cuarenta y seis artículos permanentes y dos artículos transitorios.


El Título Preliminar, artículos 1° y 2°, incorpora a la institucionalidad electoral las elecciones primarias en las que podrá participar la ciudadanía, organizadas por los partidos políticos, para nominar los candidatos a los cargos de Presidente de la República, de Senador, de Diputado y de Alcalde.


El Título I, de las Elecciones Primarias, integrado a su vez con ocho párrafos, regula la organización y desarrollo de estos actos eleccionarios.


El Párrafo 1°, de la Realización de las Elecciones Primarias y su Fecha, artículos 3° al 6°, faculta al Servicio Electoral para organizar la elección primaria conjunta de Presidente de la República y de Parlamentarios y otra para los cargos de Alcaldes.


La primera, de carácter nacional, se realizará el vigésimo domingo anterior a la fecha de la elección de Presidente de la República y de Parlamentarios y la segunda el vigésimo domingo anterior a la fecha de las elecciones municipales; y todas tendrán lugar en los respectivos territorios electorales (todo el territorio nacional en el caso de la elección de Presidente de la República, el territorio de la circunscripción senatorial, en la de Senadores, en el territorio del distrito electoral, en las de Diputados y en el de la comuna, en el de Alcalde), cuando previamente un partido o pacto de partidos haya declarado candidatos para las elecciones en que se nominen candidatos para esas elecciones.


Agrega este párrafo (artículo 5°) que las elecciones primarias no procederán para la nominación de candidatos a Presidente de la República en el caso de que la elección sea convocada en virtud del artículo 26, inciso cuarto, y artículo 29, inciso cuarto, de la Constitución Política (Uno o ambos candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas o vacancia del cargo faltando dos años o más para la próxima elección, respectivamente).


Finalmente, declara que es legislación supletoria para regular las elecciones primarias, la preceptiva de la ley de votaciones populares y escrutinios; la ley de inscripciones electorales y Servicio Electoral y la ley orgánica municipal.


El Párrafo 2°, de la Decisión de Participar en las Elecciones Primarias, artículos 7° al 13, atribuye a los partidos políticos la facultad para participar en las elecciones primarias con el fin de nominar a los candidatos a los cargos ya mencionados, individualmente o en conjunto con otros partidos y candidatos independientes por medio de pactos electorales.


Los artículos 7° al 10 se refieren a las modalidades a que pueden optar los partidos para la nominación de los cargos: individualmente, sin suscribir pactos electorales para determinar sus dos candidatos; individualmente, dentro de un pacto, para determinar su propio candidato; con otros partidos en un pacto para determinar los dos candidatos de este último.


Agregan estos preceptos que para las elecciones conjuntas de Presidente de la República y de Parlamentarios, podrán haber pactos diferenciados para uno y otros; y que el pacto para Parlamentarios y Alcaldes ha de ser común y abarcar todas las circunscripciones, distritos y comunas, en cada caso.


A continuación, esta preceptiva (artículo 8°) declara que corresponde al consejo general de cada partido, a solicitud de su junta directiva o del 10% de los miembros del consejo, decidir su participación en una elección primaria para Presidente de la República individualmente o en un pacto electoral, y la nominación de los candidatos. Igualmente, compete al consejo general la decisión de participar en elecciones primarias para nominar candidatos a Parlamentarios y Alcaldes, a solicitud de la directiva central o del consejo regional respectivo. A su vez, compete al consejo regional solicitar al consejo general la participación del partido en elecciones primarias de Parlamentarios y de Alcaldes en el territorio de su jurisdicción, a petición de la directiva regional o, al menos, el 10% de los miembros del consejo regional.



Agrega el artículo 10 que la decisión de participar en primarias puede estar referida separadamente para la nominación de candidatos a cada cargo, sin que sea obligatorio someter al proceso de primarias a todos los cargos que se elijan en una misma elección. Dicho proceso comprenderá todo el territorio electoral que corresponda al cargo del candidato nominado.


Enseguida, este párrafo exige como condición para participar en las elecciones primarias que el partido proponga un número superior de candidatos al de los cargos a elegir (artículo 11) y la presentación ante el Servicio Electoral de las siguientes declaraciones: una suscrita por los partidos integrantes del pacto en que conste su decisión de apoyar en la elección definitiva de Presidente de la República al candidato nominado en la elección primaria, y otras relativa a las candidaturas para la nominación a ese cargo en la elección primaria.


Además, este párrafo dispone que los partidos que hubieren constituido un pacto para la elección de Presidente de la República (se estima por tal la fecha de su formalización) no podrán acordar otro a menos que dejen sin efecto el primero antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas (artículo 12).


Finalmente el artículo 13 de este párrafo regula los pactos de partidos para la nominación de los candidatos a Parlamentarios y a Alcaldes en elecciones primarias.


En tal evento, el pacto se formalizará ante el Servicio Electoral antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas de las primarias mediante la presentación de los mismos documentos previstos en el artículo anterior.


Enseguida, consigna el mismo mecanismo que el del artículo precedente para regular el derecho de los partidos a optar por un pacto y para dejarlo sin efecto.


El Párrafo 3°, artículos 14 al 19, de la Declaración de Candidaturas, establece el procedimiento para formalizar estas últimas.


Al efecto, (artículo 14) dispone que estas declaraciones sólo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del septuagésimo día anterior a la fecha de la elección primaria de Presidente de la República, de Parlamentarios y de Alcaldes. Los candidatos nominados (artículo 15) han de estar afiliados a un partido, pero podrán ser independientes en los casos de elecciones de Presidente de la República y de Alcaldes, cuando el partido haya suscrito el pacto sólo con independientes. En el caso de las elecciones parlamentarias, podrán ser independientes cuando el partido haya suscrito un pacto con otros partidos.


Enseguida, prohíbe a los independientes que no sean patrocinados por un partido participar en las elecciones primarias.


Este párrafo, finalmente, propone también normas para confeccionar el padrón electoral.


Al momento de la declaración de las candidaturas, el partido acompañará una norma que sirva para determinar el padrón electoral de cada elección (presidencial, parlamentaria o municipal). Además, este párrafo (artículo 17) dispone que la declaración de encargos de trabajos electorales y de nombramiento de apoderados podrá hacerse separadamente por cada candidato, aunque sean del mismo partido o pacto.


Agrega que los candidatos independientes no estarán obligados a requerir el patrocinio a que se refiere la ley de votaciones populares y escrutinios, al tiempo que entrega al Servicio Electoral la facultad de verificar el cumplimiento de los requisitos para optar a cada cargo. Dichos requisitos se evaluarán en relación con la elección definitiva; en ningún caso con relación a la fecha de las primarias.


El Párrafo 4°, artículos 20 a 22, de los Padrones Electorales, se refiere a la norma electoral ya mencionada, que tiene por objeto decidir las opciones de los partidos para conformar la mesa electoral en las primarias.


La primera opción posibilita la participación de electores afiliados al partido, inscritos con derecho a sufragio, que concurre individualmente;


La segunda, la de los afiliados al partido e independientes, inscritos con derecho a sufragio, que también concurra individualmente.


La tercera, a los afiliados a los partidos inscritos con derecho a sufragio, en el caso de un pacto electoral;


La cuarta, a los afiliados a los partidos integrantes del pacto e independientes, inscritos con derecho a sufragio, y


La quinta, todos los electores inscritos con derecho a sufragio.


Seguidamente, este párrafo (artículo 21) consigna normas para confeccionar el padrón electoral (lo hace el Servicio Electoral); señala las elecciones respecto de las cuales el padrón operará y dispone que este último reemplaza el libro de registro electoral por mesa receptora y el cuaderno de firmas a que se refiere el artículo 62 de la ley de votaciones populares y escrutinios.


En lo que respecta al padrón electoral, el citado precepto declara que éste contendrá los antecedentes del libro de registro electoral del elector y la circunstancia de que su inscripción esté o no vigente.


El Párrafo 5°, artículos 23 a 25, de las Cédulas Electorales y del Derecho a Sufragio de los Electores, distingue las cédulas para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Senadores y Diputados, que confeccionará el Servicio Electoral. El orden de los candidatos se determinará por sorteo.


A continuación, este párrafo regula la posibilidad de que un elector tenga derecho a sufragar en las primarias de más de un partido o pacto, caso en el cual deberá elegir la primaria en que quiere participar y recibirá una sola cédula para la primaria de Presidente de la República; otra para la de Senador, otra para la de Diputado y también otra para la de Alcalde, debiendo en cada una marcar preferencia por uno solo de los candidatos que aparezcan en la cédula.


El párrafo 6°, artículos 26 al 31, se refiere a las Inscripciones Electorales, Propaganda, Mesas Receptoras, Vocales, Acto Electoral y Apoderados.


Este párrafo apodera al Servicio Electoral para organizar las elecciones primarias (determinar las mesas receptoras, urnas, útiles electorales, normas sobre propaganda, votación, escrutinio) (artículo 26).


También previene que las juntas electorales suspenderán su funcionamiento desde el septuagésimo día anterior a una primaria hasta el tercer día hábil siguiente a esa elección (artículo 27).


Enseguida, el proyecto (artículo 28) faculta al Director del Servicio Electoral para ejercer la facultad que le confiere el artículo 37 de la ley de votaciones populares y escrutinios (reunir dos o más registros en una sola mesa receptora siempre que no se exceda de trescientos cincuenta inscripciones o reunir registros de varones y mujeres), transitoriamente para una elección primaria, que puede exceder de trescientos cincuenta inscripciones.


Los vocales de mesa serán designados (tres) por la junta electoral mediante sorteo, de entre los que se hayan desempeñado como tales en la última elección parlamentaria o municipal.


En este acápite, el proyecto también declara que el sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario, y no procederá a su respecto lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 60 y el artículo 139, ambos de la ley de votaciones populares y escrutinios (establecen la obligación de sufragar y la sanción por no hacerlo).


Los electores serán identificados mediante su cédula de identidad nacional o para extranjeros, que debe estar vigente. No procederá su identificación conforme al artículo 63 de la ley de votaciones populares. (Identificación del elector por un experto mediante el cotejo de su impresión digital con la estampada en su cédula de identidad).


Al concluir, este párrafo agrega que la facultad de los partidos para designar sedes y apoderados, se entienden también conferidas a los candidatos que participen en las primarias.


El Párrafo 7°, conformado por los artículos 33 a 37, regula la calificación de la elección primaria.


En las primarias de Presidente de la República y de Alcaldes será nominado el candidato que obtenga la mayor votación individual, y en las de Parlamentarios, la o las mayorías individuales, según corresponda (artículo 33).


Por otra parte, este párrafo faculta al Tribunal Calificador de Elecciones para proclamar a los candidatos nominados a Presidente de la República y a los Parlamentarios, En el caso de los Alcaldes, tal facultad corresponderá al Tribunal Electoral Regional (artículo 34).


Agrega el proyecto que el proceso de calificación, en el caso del Presidente de la República y de los Parlamentarios, concluirá dentro de los veinticinco días siguientes a la primaria, aun cuando se hayan formulado reclamaciones de nulidad o rectificación. En las elecciones de Alcaldes, la calificación de las primarias se finiquitará dentro de los quince días siguientes a la primaria de primera instancia y dentro de los veinticinco días siguientes de la primaria resultante de un recurso de apelación. En ambos casos tales plazos regirán aun cuando se hayan formulado reclamaciones de nulidad o rectificación. Las primarias de Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes no se repetirán aunque hayan sido declaradas nulas, caso en el cual no habrá candidatos nominados, debiendo procederse como se dirá al analizar el párrafo siguiente (artículos 35 y 36).


Concluye este párrafo declarando que el acuerdo del respectivo tribunal que proclame al candidato nominado se comunicará al Servicio Electoral, al partido que lo declaró candidato, a los partidos integrantes del pacto que hicieron lo mismo y al candidato nominado.


El Párrafo 8° trata de los efectos vinculantes de las elecciones primarias.


Dispone este párrafo, artículos 38 al 41, que los candidatos nominados serán considerados como candidaturas aceptadas para todos los efectos legales e inscritos en el registro a que se refieren el artículo 19 de la ley de votaciones populares (Registro Especial de Candidaturas) y el artículo 116 de la ley municipal. (Registro Especial de Candidaturas Municipales). Los candidatos a Presidente de la República o a Alcalde que no resulten nominados no podrán serlo en la elección definitiva para el mismo cargo y territorio electoral. Ni el partido ni el pacto, en este caso, podrán declarar otras candidaturas, salvo la excepción consignada en el artículo 41. Lo mismo ocurrirá con los candidatos no nominados que participaron en una primaria parlamentaria en la cual el partido o pacto hubiere obtenido la totalidad de los cargos a elegir (artículos 39 y 40).


Finalmente, el artículo 41 regula los casos en que un candidato nominado fallece o renuncia a su candidatura, antes de la fecha de la declaración de candidaturas (candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes).


Si se trata de un candidato a Presidente de la República o Alcalde, el partido, el pacto y los partidos que lo integren podrán designar a cualquier candidato de su preferencia, incluso a los que participaron en la primaria.


En el caso de que el candidato nominado sea Parlamentario, el partido o el pacto podrán designar en reemplazo del candidato faltante a cualquier persona, incluyendo los candidatos que participaron en la primaria.


El Título II (aparece como Título III en el texto despachado por la Honorable Cámara), trata del gasto electoral en los artículos 42 a 44.


En este acápite (artículo 42) el proyecto declara que a las elecciones primarias les serán aplicables, en lo que les sea pertinente, las normas de la ley sobre gasto electoral (ley N° 19.884), salvo en lo relativo al período de campaña electoral que este proyecto define como el comprendido entre el día que venza el plazo para declarar las candidaturas de las primarias y el de esa elección, y en lo que respecta al límite al gasto electoral, que en el caso de las primarias éste será el equivalente al 25% de los valores consignados en la ley N° 19.884, según el tipo de elección.


El Título III (Título IV en el texto de la Honorable Cámara), (artículos 45 y 46), sanciona las contravenciones a esta ley con las penas señaladas en la ley de votaciones populares y escrutinios, y a los partidos políticos infractores de esta ley, con las consignadas en los Títulos VIII y IX de la ley N° 18.603, en lo que corresponda.


El proyecto contiene, finalmente, dos artículos transitorios.


El primero establece la modalidad de su vigencia, esto es, a partir de su publicación siempre que a esa fecha faltaren, al menos, 210 días para la próxima elección general. En caso contrario, regirá desde el primer día del mes siguiente de celebradas esas elecciones. Agrega que si entre la publicación de esta ley y la elección municipal de 2012 mediaren menos de 240 días, la elección primaria de Alcaldes se realizará el décimoséptimo domingo anterior a esa elección.


El artículo segundo transitorio imputa el mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el primer año de su vigencia, a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior, y en lo que faltare, a la Partida Tesoro Público.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesión de 10 de enero del año en curso, al iniciarse el debate de este proyecto, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, señaló que de acuerdo a lo prescrito en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política, los partidos políticos podrán definir sus candidatos por la vía de las elecciones primarias, declarando de manera expresa que ésta es una opción voluntaria.


De acuerdo con lo dispuesto en la citada disposición, el proyecto en debate propone un sistema de primarias a través de elecciones nacionales organizadas por el Servicio Electoral (SERVEL) en una misma fecha, para todo el país, partidos políticos y pactos. Para este efecto regirán en lo que sea aplicable, salvo excepciones legales, los siguientes cuerpos normativos:

· Ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios.

· Ley N° 18.556, de inscripciones electorales.

· Ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos.

· Ley N° 19.884, sobre límite del gasto electoral.


Recordó que con motivo de la reciente aprobación de la ley sobre inscripción automática y voto voluntario, el proyecto de ley en informe deberá experimentar algunas adecuaciones con el objeto de que todas las normas que se refieran a materias electorales sean concordantes. 


Explicó, respecto de las fechas de las elecciones primarias, que el proyecto las unifica, con lo cual se distinguen dos situaciones:


Uno) para las elecciones presidenciales y parlamentarias será el vigésimo domingo anterior a la elección;


Dos) para las elecciones municipales (alcaldes) será el vigésimo domingo anterior a la elección. (No se consideran primarias para la elección de concejales, en razón de que no aparece necesario aumentar el número de candidatos por la posibilidad de presentar varias listas.).


Enseguida, expresó que en las elecciones primarias, tanto presidenciales como de alcaldes, se podrá participar en forma individual o en pacto con el objeto de nominar un candidato. Por otra parte, en las elecciones primarias para elegir candidatos al Parlamento se podrá participar en forma individual sin pacto para nominar dos candidatos; en forma individual con pacto para nominar un candidato, y en pacto electoral para nominar los dos candidatos del pacto. 


Recordó que las decisiones al interior de los partidos políticos deben ser adoptadas por los consejos generales, como lo dispone la ley orgánica constitucional de partidos políticos. Para asegurar la democracia interna y la participación activa de los militantes de un partido político se ha establecido un mecanismo de modo que dicha instancia se pronuncie obligatoriamente respecto de la realización de elecciones primarias. Es decir, además de la posibilidad que tiene la directiva de convocar al consejo, también podrá hacerlo un 10% de los miembros de éste para que el propio consejo se pronuncie. Para el caso de las elecciones primarias de parlamentarios y alcaldes, el consejo general deberá pronunciarse si lo solicita la directiva central o el consejo regional correspondiente. Con el objeto de asegurar la participación regional, el consejo correspondiente deberá pronunciarse respecto de la solicitud de elecciones primarias de la directiva regional o el 10% de los miembros del consejo general.


Los candidatos que se presenten a las elecciones primarias -continuó-, pueden ser militantes de los partidos o independientes que hayan pactado con los partidos, no pudiendo hacerlo (los independientes) sin pacto con algún partido político. 


Respecto de los independientes, destacó que se benefician con esta iniciativa legal pues no se exige firmas de patrocinios como lo es actualmente. Del mismo modo, si el independiente gana la primaria, tampoco deberá presentar las firmas de patrocinio para su candidatura definitiva pues se entiende que ha cumplido los requisitos de representatividad.


Por lo que hace a la declaración de candidaturas, explicó que no hay innovación, excepto que éste se realiza 70 días antes de las elecciones primarias y no los 90 días y el SERVEL acepta o rechaza las declaraciones antes de las primarias.


Enseguida, informó que el SERVEL confeccionará una cédula diferente por primaria de cada partido o pacto en la que el orden de candidatos y partidos se fijará por sorteos.


En materia de votación, el proyecto faculta al elector a votar en una primaria de Presidente, una de Senador, una de Diputado y una de Alcalde y precisa que sólo participa en una  primaria si está en más de un padrón. Lo anterior, tiene por  objeto de evitar que el elector participe en una primaria de su interés y, además, lo haga en otra primaria para votar al candidato que “más le conviene” de cara a la elección definitiva.


Hizo presente que en las primarias de Presidente y de Alcalde, el elector debe marcar una preferencia y, en las parlamentarias, dos preferencias si se nominan dos cargos, toda vez que un pacto puede hacer primarias para definir a sus dos candidatos.


Enseguida, explicó que para las primarias de Presidente habrá cédula común si todos los partidos y pactos optan por un padrón electoral completo: militantes e independientes.


A continuación, el señor Ministro hizo presente que el proyecto supone otras excepciones a las normas ya expuestas.


En efecto, se suspende el proceso de inscripción 70 días antes de la primaria y se reanuda el tercer día hábil siguiente, ya que en ese período se inscriben las candidaturas y se desarrolla la campaña.


En materia de propaganda, recordó que el proyecto original no permitía franja gratuita ni propaganda en televisión; sin embargo,  la Cámara de Diputados eliminó aquella prohibición por lo que proceden ambas cargas.


Respecto de las mesas, se faculta al SERVEL para juntarlas superando los 350 electores según la experiencia de participación en la primaria anterior.


En cuanto a los vocales de mesas, el proyecto opta por la fórmula de tres vocales sorteados por una junta electoral de entre los que ejercieron en la última elección general. Sobre el particular, previno que si bien se han planteado dudas respecto a la razonabilidad de este criterio, la fórmula asegura la transparencia  que debe tener un proceso financiado por el Estado y facilita la labor de los partidos para designar apoderados suficientes. Agregó que si bien es una carga considerable, la remuneración de los vocales aumenta al doble y asciende a $ 15.000.


Hizo presente, además, que el voto es personal, igualitario, secreto y voluntario.


Por otra parte, explicó que el Tribunal Calificador de Elecciones (TRICEL) es el encargado de practicar el escrutinio, calificar la elección y proclamar los nominados, excepto en la elección de alcaldes cuyas funciones le corresponde a los Tribunales Electorales Regionales (TER).


El proyecto contempla la posibilidad de reclamo por parte de los afectados, los cuales, en cualquier caso, deben quedar resueltos en 25 días después de la primaria.


Enseguida, recordó que de conformidad con la Constitución Política, los efectos de las primarias son vinculantes, de tal forma que si hay candidatos nominados, los perdedores de la primaria están inhibidos de presentarse para el mismo cargo y territorio electoral. Adicionalmente, la primaria es vinculante para el partido o pacto pues sólo pueden presentar otro candidato en caso de fallecimiento o renuncia. 


Para el efecto de que no haya candidatos nominados o faltan candidatos, continuó, el partido o pacto puede designarlos conforme a las reglas generales, pudiendo incluir a los que participaron en la primaria. Precisó también que los candidatos nominados por el TRICEL o el TER tienen la calidad de candidaturas aceptadas para todo efecto legal.


Por otra parte, recordó que el período de campaña es de 70 días previos a las elecciones primarias y en lo que respecta al gasto electoral, rige la ley N° 18.884 sobre límite del gasto electoral, salvo en lo relativo al financiamiento público, ya que si bien se financia el proceso, el Estado no financia las campañas. Destacó que se establece un límite al gasto electoral de la primaria y  sólo se puede gastar un 25% del límite fijado para la elección definitiva.


El señor Ministro también hizo presente que en el proyecto original  los aportes de privados se acumulaban para efectos de considerar el límite al aporte privado, circunstancia que fue eliminada durante su discusión en la Cámara de Diputados.


De acuerdo con lo expuesto y a las adecuaciones que hay que realizar para compatibilizarlo con el proyecto de ley sobre inscripción automática, se comprometió a formular a la brevedad las indicaciones que permitan el correcto funcionamiento del sistema electoral del país, toda vez que ambos proyectos apuntan a incentivar la participación ciudadana y al fortalecimiento de la democracia. 


Finalizada la exposición del señor Ministro, el Honorable Senador señor Rossi coincidió con el señor Ministro respecto de la relevancia de este proyecto, particularmente en lo que se refiere al funcionamiento de los partidos políticos en nuestro sistema político, y uno de los mecanismos que apunta a transparentar los procesos eleccionarios dentro de estas instituciones es, precisamente, las elecciones primarias. Manifestó ser partidario de primarias obligatorias, puesto que, a su juicio, es la única manera que los partidos políticos retomen el lugar que les corresponde en un sistema democrático, que, sumado a otras iniciativas como la elección directa de los consejeros regionales y el voto voluntario, no hacen sino afirmar la democracia como sistema en una sociedad que defiende sus derechos cada vez con mayor fuerza. 


El Honorable Senador señor Bianchi declaró estar de acuerdo con una institucionalidad partidaria transparente, más aún cuando, según dijo, las estadísticas arrojan una escasa participación e identificación con estas instituciones en el país. 


Respecto del proyecto, consultó por la aplicación de éste a las candidaturas independientes; y si las primarias se realizan de manera diferente de aquellas que están dirigidas a los partidos políticos, en el sentido de que deben cumplir el requisito previo de un determinado número de firmas. Si es así, continuó, el aumento del padrón electoral incluirá una nueva exigencia para las candidaturas independientes, pues se ampliaría el número de firmas requeridas de manera porcentual, por lo que se constituye una nueva barrera de entrada para estas candidaturas.


El Honorable Senador señor Sabag destacó el rol que juegan los partidos políticos dentro del sistema democrático, por lo que valoró la iniciativa en informe que fomenta la participación y la transparencia. Del mismo modo, recordó que la actual Administración retiró de trámite legislativo el proyecto de ley que reformaba la ley orgánica constitucional de partidos políticos, cuestión que, a su juicio, es fundamental para continuar el estudio de estas iniciativas. Solicitó por tanto la formulación de un nuevo proyecto sobre esta materia.

- - -


En sesión de 17 de enero pasado expuso el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García, quien expresó que el proyecto responde a las expectativas que los partidos políticos han señalado durante el debate. Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que es necesario realizar adecuaciones para que pueda implementarse de manera correcta de acuerdo con la nueva ley de inscripción automática; de otra forma no será posible ejecutarlo. Destacó además que la iniciativa debe compatibilizarse con un aspecto central que implica la entrada en vigencia de la nueva ley de inscripción automática, como es la construcción del nuevo padrón electoral que, a la fecha, no existe. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que el nuevo padrón estará listo para las elecciones municipales del año 2012. 


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que las observaciones del Director del Servicio Electoral son de la mayor importancia, e implican un llamado a legislar con cautela en un tema que ha sido motivo de orgullo para el país, como es el funcionamiento de nuestro sistema electoral. Por esa razón, estimó que este proyecto debe entrar en vigencia para las próximas elecciones parlamentarias y presidenciales; no para las elecciones municipales de este año. Lo anterior permitirá, dijo, construir el nuevo padrón considerando los cerca de cinco millones de nuevos electores que se incorporan de acuerdo con la nueva ley sobre inscripción automática.


La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que el contenido de este proyecto de ley es de la máxima relevancia para el fortalecimiento de la democracia, por cuanto introduce elementos que legitiman las elecciones primarias como un acto institucional (reconocido por la ley) de los partidos políticos, potenciando además el rol de éstos como interlocutores 


El Honorable Senador señor Escalona formuló una propuesta relativa a los independientes, tema que, a su juicio, no está bien resuelto por el proyecto en debate. La indicación apunta a una mayor transparencia, participación y fiscalización del procedimiento y funcionamiento de las directivas de los partidos políticos y de sus consejos generales en relación con este tipo de candidaturas, y es del siguiente tenor: 


- “Una vez constituido el o lo pactos electorales se procederá a conformar en el mismo acto un Consejo Directivo, el cual estará integrado por los Presidentes de los Partidos Políticos y Secretarios Generales que suscriben el o los pactos electorales. El Consejo Directivo se constituirá como tal para las elecciones primarias presidenciales, parlamentarias y de alcaldes.


La constitución del Consejo Directivo deberá notificarse por escrito y con la firma de cada integrante al Director del Servicio Electoral, en un plazo no superior a 3 días hábiles desde la constitución.”.


- Sustituir el inciso tercero del artículo 15 por el siguiente:


“La presentación de candidaturas independientes se efectuará por carta certificada dirigida a los integrantes del Consejo Directivo del Pacto Electoral, con copia al Director del Servicio Electoral, y requerirá el acuerdo de cada pacto electoral. Con tal motivo se convocará, previa notificación por escrito al Director del Servicio Electoral, una sesión del Consejo Directivo en que se procederá a definir la aceptación o rechazo de la candidatura, en sesión pública y con voto unipersonal, debiendo resolverse por mayoría simple.”.


Incorporar en el artículo 15 el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“La resolución del Consejo Directivo podrá ser reconsiderada por éste, a petición del mismo Consejo o del candidato independiente que lo requiera. Con todo, la nueva resolución deberá contar con el voto favorable de los 2/3 de los miembros del Consejo Directivo.”.”.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, señaló que para el caso de las elecciones presidenciales y parlamentarias, las candidaturas deberán presentarse suscritas por los presidentes y secretarios de partido que integren un pacto, como ha sido bajo la legislación vigente, quienes, además, pueden considerar la candidatura de un independiente. Además, existe otra facilidad para las candidaturas presidenciales independientes, cual es la de no exigir las firmas ciudadanas, de modo de suprimir una barrera de entrada a la competencia electoral.


La Honorable Senadora señora Allende valoró el contenido de este proyecto de ley, pues legitima las elecciones primarias reconociéndolas dentro de la institucionalidad, por lo que hay que ser rigurosos al momento de definir elementos tales como el padrón electoral, que fue uno de los asuntos más discutidos durante el debate del proyecto de ley sobre inscripción automática. Además, señaló que se han generado expectativas con este proyecto, por cuanto los partidos políticos ven en este tipo de elecciones (así como la ciudadanía) una nueva oportunidad de participación y transparencia en la elección de los candidatos que los representen. 


El Honorable Senador señor Sabag llamó la atención respecto de la correcta definición tanto de los padrones electorales como de quienes participen en las primarias, pues, dijo, puede presentarse el caso de que una misma persona vote en dos o más primarias el mismo día, cuestión que podría generar resultados adulterados en estas elecciones. 


El Director del Servicio Electoral explicó que estas elecciones primarias deben realizarse con todos los elementos  que implica una elección, esto es, padrón (en este caso de los partidos políticos), fuerza pública, vocales (que pueden ser de un partido distinto del pacto en que se realiza la primaria), Servicio Electoral, inscripciones y Tribunales Electorales Regionales, entre otros. Esto implica que aún existen asuntos pendientes, tal como es el caso de quién anuncia los resultados de las mismas, cuestión que no está considerada en el proyecto (como tampoco el gasto informático que se requiere). Por esas razones, sugirió que durante la discusión particular se incorporen por parte del Ejecutivo las indicaciones que sean necesarias para su correcta implementación. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, señaló que el Ejecutivo examinará las aprensiones que se han hechos presentes durante el debate, con el objeto de formular las indicaciones que sean necesarias para la ejecución de este proyecto. 

- - -


Enseguida, la Comisión escuchó las exposiciones de los presidentes de los siguientes partidos políticos inscritos ante el Servicio Electoral: 


Uno) Partido Progresista.


Dos) Partido Unión Demócrata Independiente. 


Tres) Partido Igualdad. 


Cuatro) Partido Radical Social Demócrata. 


Cinco) Partido Humanista. 


Seis) Partido Regionalista Independiente. 


Siete) Partido Ecologista Verde. 


Ocho) Partido Comunista. 


Nueve) Partido por la Democracia. 


Diez) Partido Demócrata Cristiano. 


En primer lugar, el Vicepresidente del Partido Progresista, señor Camilo Lagos, valoró que el proyecto institucionalice las elecciones primarias con financiamiento público, fiscalización del Servicio Electoral y con carácter vinculante. Manifestó que los aspectos señalados apuntan al perfeccionamiento de la democracia, particularmente al de los partidos políticos en su rol de nexo entre la sociedad civil y el Estado. 


Por otra parte, criticó el carácter voluntario de este mecanismo para los partidos políticos, toda vez que el artículo 2° de la iniciativa establece que estas instituciones podrán participar si así lo establecen sus órganos internos, lo que en su opinión potencia la opción de las cúpulas. Señaló ser partidario de la obligatoriedad de las elecciones primarias, puesto que, de lo contrario, los partidos simplemente pueden no acogerse a esta fórmula transformando la normativa en inaplicable. Para el caso de las candidaturas presidenciales, continuó, será el consejo general del partido el que decida si realizar o no elecciones primarias, que deberá pronunciarse, si así lo solicita la directiva o un 10% de los miembros del consejo. Lo anterior se traduce en la inexistencia de una instancia que permita a las bases de un partido político impulsar la realización de estas elecciones para el caso de las presidenciales, lo que reafirma, en su opinión, el carácter cupular de la norma. En el caso de las elecciones de alcaldes y parlamentarias existe mayor apertura, ya que la o las directivas regionales deberán solicitar al consejo regional  dicha posibilidad.  En cualquiera de los casos enunciados, lo único que se puede solicitar es que el consejo regional se pronuncie.


Por otra parte, indicó que el proyecto reafirma el contenido de la denominada ley “anti díscolos”, ya que los plazos que se contienen en la iniciativa se aplican conjuntamente para las primarias de elecciones parlamentarias y presidenciales y las de alcaldes se harán cinco meses antes de la elección respectiva, plazos que, en su opinión, dejan “capturados” a quienes renuncien a un partido político dentro de ellos. Los candidatos, por aplicación de la mencionada ley, deben renunciar un año antes de la elección respectiva. 


A continuación solicitó al Ejecutivo ocuparse de los siguientes asuntos que, dijo, deben ser objeto de indicaciones para mejorar el contenido del proyecto de ley: a) configuración del padrón electoral; b) apertura de cupos por género, edad o etnias; c) financiamiento; d) propaganda electoral, y e) representatividad.


El Presidente de la Unión Demócrata Independiente, Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma, expresó que esta iniciativa se enmarca dentro de una serie de reformas políticas impulsadas por este Gobierno, todas las cuales apuntan a un perfeccionamiento del sistema democrático, razón por la cual el partido al que representa las comparte.


Sobre el contenido del proyecto, se refirió, en primer lugar, al cambio que implica la iniciativa al trasladar el rol de los dirigentes de partidos, así como de sus instancias decisorias, a la ciudadanía, lo que, en su opinión, puede socavar la institucionalidad de los partidos, razón por la cual hizo un llamado a que se incorpore una norma que fomente el rol de estas instituciones con la debida cautela de promoción de la participación ciudadana. 


En segundo término, explicó que el objeto de la ley N° 19.884, sobre límite y control del gasto electoral, era acortar los períodos de campaña y asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso a campañas políticas por medio del financiamiento estatal. El proyecto en informe, continuó, va en un sentido diferente, toda vez que se aumenta de 90 a 170 días la campaña, a los que hay que sumar los 70 días previos a la elección primaria en que hay que declarar la candidatura, lo que arroja un total aproximado de 240 días. Sugirió revisar este asunto con el objeto de que el espíritu de la legislación electoral sea coherente. 


Explicó que pueden presentarse asimetrías para el caso de un candidato que concurra a elecciones primarias y el que no lo haga, puesto que el primero podrá hacer campaña mucho antes de la elección. Consultó al Ejecutivo acerca del destino de los aportes de los candidatos que pierdan una elección primaria, puesto que, de acuerdo con el proyecto, serán objeto de financiamiento, asunto que, según dijo, estaba despejado desde el acuerdo político que dio lugar a la mencionada ley sobre límite del gasto electoral. 


Finalmente, sugirió que esta iniciativa no entre en vigencia sino hasta las próximas elecciones parlamentarias y presidenciales, pues hay que realizar ajustes en el padrón electoral con motivo de la entrada en vigor de la ley que permite la inscripción automática.


El Presidente del Partido Igualdad, señor Lautaro Guanca, señaló ser el representante de una nueva generación de dirigentes y de partidos políticos que hace suya la lucha por una sociedad más justa y más participativa, generada al alero de la desconfianza y la poca transparencia en la toma de decisiones. En este sentido, destacó la importancia de los movimientos sociales de los últimos años, los que hay que considerar como la demostración fehaciente del descontento con las actuales estructuras de poder, por lo que llamó a estudiar nuevas formas de flexibilización que permiten enfrentar los desafíos que hoy ha hechos suyos la sociedad chilena. 


Arguyó que tanto la Constitución Política como las leyes electorales no son sino la verificación de preceptos de amarre heredados del gobierno autoritario, las cuales no han sido objeto de modificaciones por el acomodo que significan para la actual clase política. Llamó la atención por el actual papel que, a su juicio, se le conoce al Servicio Electoral, que no es sino el encargado de llevar adelante los procesos electorales. Fue de opinión que dicha institución debe ser efectivo garante del ejercicio democrático, por lo que debe reformularse su generación y funciones para que cumpla el rol que, en su opinión, debe ejercer. 


Afirmó que participar es compartir el poder, ejercicio que, según dijo, no se observa en la actual clase dirigente. En ese sentido, fue de opinión que el proyecto en debate sólo contribuye a fortalecer la actual arquitectura política que beneficia a quienes están hoy en el poder.


El Presidente del Partido Radical Social Demócrata, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, expresó que la iniciativa en debate debe estar unida a otro tipo de modificaciones, tal como ocurre con el caso del voto voluntario y la reforma del sistema binominal, en que la apertura a la participación debe ir acompañada de un sistema proporcional.


Apuntó que el proyecto va en la dirección de profundizar la representación democrática, cuestión que hoy no ocurre, tal cual lo han demostrado las diversas manifestaciones sectoriales que han puesto en la agenda diversos temas. Concordó con la falta de representación  a que se ha hecho alusión, toda vez que el sistema está construido para los grandes bloques políticos. En este sentido, señaló que deben impulsarse reformas tales como la inscripción automática, voto voluntario y elecciones primarias, todas las cuales avanzan en la profundización del sistema democrático.


Hizo un llamado a generar mayores espacios de participación en el ámbito comunal, particularmente por la implementación de plebiscitos participativos y vinculantes que ayuden a crear un escenario en que la comunidad sea partícipe de las decisiones que le incumben. 


El señor Efraín Osorio, Presidente del Partido Humanista, criticó que en el mensaje de este proyecto de ley, el Ejecutivo se refiriera al antiguo régimen como “autoritarismo”, en circunstancias que, en su opinión, se trató de una dictadura que vulneró los derechos fundamentales, lo que se traduce en una manipulación histórica que es importante constatar en la historia de la tramitación de este proyecto de ley. Continuando con el mensaje, recordó que éste señala que la iniciativa en informe obedece a una “cierta crisis de representatividad”, lo que, según dijo, no es más que un eufemismo para referirse a una profunda crisis que este proyecto no ayuda a resolver. 


También reprochó la actual institucionalidad democrática, por cuanto los nombramientos y financiamiento de los integrantes de algunos de los Poderes del Estado están supeditados al Ejecutivo y al Senado, lo que a su juicio deja en la indefensión a un número importante de ciudadanos. Además, esta situación genera intromisiones y presiones indebidas. Lo anterior se suma al lobby desarrollado por importantes grupos empresariales y a los resultados que arroja la aplicación del sistema binominal.


Todo lo anterior corrobora, según dijo, la profunda crisis de representatividad del actual sistema político, por lo que debe avanzarse en cambios profundos y sustanciales, como es el caso de la elección democrática de los jueces; la regulación del lobby; el reemplazo del sistema binominal por uno proporcional; limitación de la reelección de parlamentarios y alcaldes; la revocación del mandato; autonomía regional; modificación del sistema presidencial por uno parlamentario, y educación y salud gratuita y de calidad. 


Respecto del proyecto de ley en debate, sugirió introducir enmiendas en los artículos 2 (incluir a los concejales en las elecciones primarias); 8 y 9 (debe ser obligación del consejo general el pronunciamiento sobre la participación y el tipo de primarias, así como bajar los mínimos para la inscripción de candidaturas); 12 (corrección de redacción); 13 (inclusión de concejales) y 15 (incluir la posibilidad de que un partido fuera de pacto lleve candidaturas independientes).  


El Presidente del Partido Regionalista Independiente, señor Carlos Olivares, valoró el esfuerzo del Ejecutivo contenido en este proyecto de ley para transparentar la nominación de candidaturas alcaldicias, parlamentarias y presidenciales. Sin perjuicio de lo anterior, solicitó dejar constancia de que en su partido se ve esta iniciativa no como un incentivo a los partidos políticos como entes aislados de la sociedad, sino que, más bien, como un impulso a la ciudadanía para decidir los candidatos que postulan a cargos de elección popular, sean o no militantes de un partido político.


Destacó que el Partido Regionalista Independiente es partidario del sentido del proyecto de ley en informe, pues constituye un paso importante para entregar mayores grados de transparencia a los proceso electorales, dando además fluidez a la participación ciudadana en la política, todo lo cual redunda en una profundización democrática del sistema político chileno. 


Respecto del proyecto de ley, sugirió revisar los siguientes aspectos durante la discusión particular:


Uno) Facultar a los consejos regionales para decidir sobre elecciones primarias en el territorio de su competencia cuando la mayoría de sus miembros así lo estime. 


Dos) Los resultados de la primaria deben ser vinculantes, sin desconocer su resultado. 


Tres) La campaña electoral de una elección primaria es aquella comprendida desde el día que vence el plazo para declarar candidaturas y el de la propia elección primaria. Sugirió cambiar el plazo de término de la campaña, pues, a su juicio, puede levantar problemas de transparencia en el proceso que ésta dure hasta el mismo día de la elección.


El Presidente del Partido Ecologista Verde, señor Alejandro San Martín, explicó que el proyecto de ley sobre elecciones primarias se ubica dentro de un contexto nacional que abarca otras leyes que no van en el pretendido sentido de aumentar la participación en política, tal cual es el caso de la denominada “ley anti díscolos”, que no hace sino cerrar las oportunidades a quienes ya no se sienten representados por los partidos tradicionales. 


Además, indicó que el proyecto es contradictorio si no va acompañado de la reforma del sistema binominal, ya que el sentido de las primarias es, precisamente, elegir un número cerrado de candidatos en un sistema pluripartidista, más no uno que asegura a dos bloques políticos la elección de uno más cargos. Esta es la razón, según dijo, que no justifica una primaria presidencial con sistema binominal, por cuanto la primera vuelta funciona propiamente como elección primaria. 


Respecto del proyecto de ley, sugirió ocuparse de dos asuntos: el primero de ellos es el relativo al financiamiento de los partidos políticos (que hoy no cuentan con aporte estatal) y el acarreo de votantes para las primarias. En el primer caso, puede suceder que un militante o independiente financie una primaria con recursos propios, limitando la libertad del pacto o partido; en tanto que en el segundo se deben fijar sanciones claras; y también para quienes renuncien a sus candidaturas de manera injustificada. 


Afirmó que el contenido de la iniciativa atenta en contra del empoderamiento de las bases y la ciudadanía, asegurando la posición de la clase dirigente. Además, no considera la fórmula de designación de candidatos del partido ni del pacto ni de los independientes, por lo que no existe un modo claro para que un militante de base acceda a una candidatura. 


Finalmente, fue de opinión que se posibilita el hecho de que un candidato perdedor pueda ser reubicado en otra comuna, distrito o circunscripción donde no se hayan realizado elecciones primarias, vulnerando el derecho de autodeterminación de la ciudadanía.


La Presidenta del Partido por la Democracia, señora Carolina Tohá, valoró el sentido del proyecto en debate, pues entrega seguridad jurídica a una práctica que, al menos la Concertación de Partidos por la Democracia, ha desarrollado en reiteradas oportunidades y lo volverá a hacer en un próximo ejercicio para determinar los candidatos a las elecciones municipales de este año.


Explicó que, a su juicio, existen tres temas pendientes que deben ser resueltos para que esta iniciativa funcione de buena forma:


Uno) Reemplazar el sistema electoral, pues las elecciones primarias no suplen las falencias de éste. 


Dos) Profundizar la autodeterminación de los partidos y su democracia interna, dotando al Servicio Electoral de un mayor poder fiscalizador en esta materia. 


Tres) Mejorar el financiamiento en materia de campañas y precampañas electorales, de manera de terminar con las inequidades que pudieran provocarse respecto de las candidaturas. 


Sobre el contenido del proyecto, hizo presente que contiene una contradicción que, en su opinión, no resulta comprensible de acuerdo con el objetivo perseguido por la iniciativa legal. Esta consiste en que podrán llevarse a cabo elecciones primarias para la elección presidencial diferentes a las que se ejecuten para él o los pactos parlamentarios, mientras que para las elecciones municipales no pueden realizarse, lo que obliga a estar en un mismo pacto.


Criticó también la incongruencia que existe entre los plazos considerados en la “ley anti díscolos” y los contenidos en esta iniciativa, pues se debe permitir que los partidos definan sus propios mecanismos para resolver previamente (en tiempo y forma) quienes serán las personas que accederán a las candidaturas a las elecciones primarias. 


Solicitó al Ejecutivo considere indicaciones que mejoren la situación de las directivas regionales de los partidos políticos, con el objeto de que no sólo puedan proponer primarias, sino, también, definirlas como un mecanismo que ayude en la anhelada descentralización del país.


Hizo presente que el acarreo, tal cual se ha mencionado durante el debate, representa efectivamente una amenaza para el resultado de las elecciones primarias, por lo que sugirió que se implemente un subsidio al transporte público para las fechas de estas elecciones. 


El representante del Partido Comunista, señor Juan Andrés Lagos, expresó que el proyecto sobre primarias se inscribe en el contexto de la profunda crisis de representación política que afecta al país. Existe, a su juicio, un cuestionamiento de la sociedad civil a la institucionalidad política del Estado y, en ese marco, a los partidos políticos que han tenido a su cargo la Administración del país durante los últimos años. 


Manifestó que esta iniciativa no enfrenta el fondo de la situación, pues no considera un cambio total del sistema electoral vigente, ya que se pretende ampliar el procedimiento de elección de candidatos y de bloques políticos, sin introducir enmiendas al sistema general de participación ciudadana y al sistema binominal. Esto último, según dijo, agudizará la crisis institucional y enfrenta a las elecciones primarias a un contrasentido de lo que pretende: aumentar la participación de la sociedad en la definición de los candidatos. 


Sugirió incorporar en este proyecto el plebiscito vinculante como ejercicio de la soberanía popular y la posibilidad de revocar los cargos de representación ciudadana. En este último caso, argumentó que el fundamento radica en la incoherencia entre los programas propuestos y la ejecución de los mismos. 


Finalmente, el representante del Partido Demócrata Cristiano, señor Jorge Claissac, afirmó que el proyecto representa un importante avance para aumentar la participación de la ciudadanía en la selección de candidatos a los cargos de elección popular, abriendo la decisión más allá de los a veces estrechos círculos partidistas.


No obstante, expresó que no es este el proyecto que salvará las distancias que se aprecian entre la política y los ciudadanos; antes bien, es necesario incluir otras modificaciones que han sido recogidas en el reciente acuerdo entre los partidos Renovación Nacional y Democracia Cristiana, entre los cuales destacó los plebiscitos locales, la reforma de los gobiernos regionales, el cambio del sistema electoral binominal, la ley de partidos políticos o la transparencia en la actividad pública.


Respecto del contenido del proyecto de ley, sugirió que durante la discusión particular del mismo se analicen los siguientes aspectos:


1. En primer lugar, el artículo 5º debe ser aclarado en el sentido de que las primarias que no podrán realizarse en el caso de una elección extraordinaria de Presidente de la República, son aquellas regidas por “esta ley”, y que nada obsta a que se organicen otras diferentes en esos casos.


2. En el artículo 7º, debería incluirse en las elecciones primarias los pactos entre un partido e independientes, que con la actual redacción pareciera vedado “en conjunto con otros partidos y candidatos independientes”. En el mismo sentido debería revisarse el artículo 15, para consagrar los pactos de partidos e independientes en la elección presidencial. La determinación de los mecanismos y requisitos con los que se construye el pacto o se patrocinan candidaturas independientes al interior de él debe ser objeto de una determinación cuidadosa, de modo que no se impida en la práctica la participación de los no militantes.


3. El inciso segundo del artículo 8º consagra la posibilidad de que la directiva central de un partido o un 10% de sus militantes obliguen al consejo general a pronunciarse sobre la participación del partido en una primaria. La protección de la minoría ha de ser fortalecida, estableciendo mecanismos que, en determinadas circunstancias, obliguen al partido a participar conforme a ella.


4. Las normas del artículo 20, relativas a la conformación de los padrones electorales, debe reemplazarse por otra que garantice la participación de la ciudadanía y el secreto del sufragio. Es una mejor opción que exista un padrón único para todas las primarias que se realicen simultáneamente, que considere a todos los ciudadanos, utilizándose una cédula única con la que se puede votar en una cualquiera de las primarias que se están realizando, y no cédulas diferentes para cada elección, como dispone el artículo 23.


5. El artículo 27 debe revisarse para hacerlo concordante con la nueva institucionalidad electoral. Situación análoga ocurre con el artículo 30.


6. En materia de campañas electorales, las normas sobre gasto electoral, sus límites y el período de propaganda parecen razonables. Estimó que el límite que no debe cruzarse es, en materia de propaganda, el referido a la franja electoral televisiva, que no se justifica en una elección de esta naturaleza.


7. El artículo 45, relativo a las sanciones, no satisface los estándares mínimos de la potestad sancionatoria, toda vez que no indica cuáles son las conductas precisas que se juzgan infraccionales, ni asigna las sanciones pertinentes, haciendo remisión a normas contenidas en otro cuerpo legal.

- - -


Al concluir el debate en general de esta iniciativa, el Honorable Senador señor Sabag consultó por el costo que tendrán estas elecciones primarias, particularmente respecto de aquellas que no convoquen un gran número de electores, pues, según dijo, es una asignación importante de recursos que debe ser considerada en su mérito. 


Los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar solicitaron al Ejecutivo estudiar los mecanismos que sean pertinentes para evitar el acarreo de votos en este tipo de elecciones, lo que puede traducirse en una vuelta a la práctica del cohecho, por lo que es un tema que no puede soslayarse al momento de legislar sobre este tema.  


El Honorable Senador señor Rossi concordó con lo expresado por los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar, respecto de la ocurrencia del cohecho que puede presentarse en las comunas rurales, que constituyen buena parte del territorio del país. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larrolulet manifestó que este es un proyecto que ha sido solicitado por los distintos sectores políticos del país, por lo que es una necesidad aprobarlo a la brevedad, con el objeto de que la ciudadanía sepa que la política está preocupada de aumentar los grados de participación en el sistema democrático. Explicó que esta iniciativa debiera regir para las próximas elecciones parlamentarias y presidenciales, para lo cual hay que realizar adecuaciones, varias de las cuales han sido enunciadas por los señores Parlamentarios así como por los invitados a este debate. En el sentido indicado, anunció la presentación de indicaciones que, además de recoger las prevenciones a las que se ha hecho alusión, implican ajustes necesarios con la ley de inscripción automática y voto voluntario. 


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, explicó que el sentido de las indicaciones que serán presentadas durante la discusión particular estará determinado por los siguientes temas:


Uno) Adecuación de ciertas referencias y conceptos del proyecto a la nueva legislación sobre inscripción automática y voto voluntario. En este sentido se reemplaza la expresión “elector con derecho a sufragar” por la de “elector habilitado para sufragar” y se elimina la referencia a “registros electorales”.


Dos) Asimismo, las indicaciones tienen por objeto reincorporar las siguientes normas que fueron rechazadas en la Cámara de Diputados:


a) Límite al financiamiento privado de las campañas. En este sentido, para efectos de dichos límites, las elecciones primarias se considerarán parte de la elección definitiva.


b) Franja electoral. No obstante que no es necesario excluir especialmente la no aplicación de la franja electoral en las elecciones primarias, dado que hay otras leyes que las excluyen sin hacer ningún tipo de excepción legal (ley orgánica constitucional de municipalidades), es necesario evitar interpretaciones e incorporar la exclusión de la franja electoral de modo explícito.


c) Participación de los independientes. Aun cuando el proyecto de ley establece que los independientes pueden participar en las primarias a través de un pacto electoral en conjunto con uno o más partidos políticos, o siendo designados como candidatos por los consejos de los partidos, se formularán indicaciones que especifiquen claramente dichas circunstancias 


d) Fecha de las elecciones primarias. Eventualmente se modificará la fecha en que deban efectuarse las primarias. 


Respecto del tema del acarreo y del cohecho, señaló que está expresamente sancionado por la legislación actual, la que sin perjuicio puede ser perfeccionada. 


El Honorable Senador señor Rossi valoró que el Ejecutivo haya recogido las diversas observaciones que se hicieron al proyecto durante el debate en general. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que aún hay varios temas que quedan pendientes. Uno de ellos es la voluntariedad de las elecciones primarias, las que, a su juicio, debieren ser obligatorias, para lo que es necesaria una reforma constitucional. Además hay que precisar cuál y de qué forma se determinará la realización de primarias, simplificando los mecanismos para activarlas, ya que, de lo contrario, se va prestar para que las cúpulas decidan sin la participación ciudadana que persigue. 


También solicitó al Ejecutivo que se incluya una franja electoral gratuita por televisión para todos los procesos electorales, puesto que con la entrada en vigencia del voto voluntario la ciudadanía ha de tener mayor acceso a la información de las candidaturas a cargos de elección popular. 


Consultó también por el financiamiento público para las elecciones presidenciales.


El asesor señor Tagle explicó que no existe financiamiento público para las campañas primarias, sino que un límite al gasto electoral del 25% de la elección definitiva, asunto que no fue modificado en la Honorable Cámara.


El Honorable Senador señor Zaldívar sugirió estudiar un porcentaje mínimo de participación en las elecciones primarias con el objeto de que sean efectivamente vinculantes. 


El Honorable Senador señor Gómez recordó que este es un sistema voluntario por mandato constitucional, por lo que la reglamentación debe ir en ese sentido. Manifestó su preocupación por los independientes que quieran participar en una elección presidencial o parlamentaria, particularmente por el hecho de la entrada en vigencia de la ley sobre inscripción automática y voto voluntario, toda vez que incrementó el universo electoral en cerca de cuatro millones de personas, aumentando la recolección de firmas.  Solicitó al Ejecutivo estudiar la fórmula para enmendar este asunto. 


El Honorable Senador señor Bianchi solicitó que se distinga claramente entre los independientes que desean formar parte de un pacto y quienes no lo hagan, puesto que estos últimos tienen su propia regulación, mientras que los primeros deben someterse a las normas contenidas en el proyecto en debate. 


Requirió el compromiso del Ejecutivo para que regule el asunto del acarreo y el cohecho, con el objeto de que envíe un proyecto de ley para sancionar de manera drástica este tipo de prácticas que no hacen sino socavar el sistema democrático. 


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Bianchi, particularmente con la vigencia de la ley del voto voluntario. Solicitó incorporar también incorporar una norma que tienda a la igualdad en materia de financiamiento de la publicidad.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, apreció el valor del debate que se ha desarrollado respecto de este proyecto de ley, el que se ha recogido en buena parte en las indicaciones que presentará el Ejecutivo durante la discusión particular. Explicó que el sentido del proyecto apunta a la regulación de las primarias, por lo que otras observaciones, como es la función del Servicio Electoral, el cohecho y el financiamiento, deben ser abordadas en otros proyectos. Manifestó que el Ejecutivo está consciente de la nueva institucionalidad, definiendo un marco conceptual en las primarias, por lo que llamó la atención en la función que se les reconoce a los partidos políticos como entes fundamentales de la democracia. 

- - -

VI. ACUERDO


Habida consideración de la relación precedente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, acordó prestar su aprobación en general a la idea de legislar respecto de este proyecto de ley en los términos del texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR


Artículo 1°.- La presente ley establece y regula un sistema de elecciones primarias a ser usado por los partidos políticos para la nominación de candidatos a los cargos de elección popular que determina la ley, en virtud de lo dispuesto en el número 15° del artículo 19 de la Constitución Política. 


Artículo 2°.- Los partidos políticos, cuando así lo determinen sus organismos internos, en conformidad a sus estatutos y a las disposiciones de la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, podrán participar en procesos de elecciones primarias para la nominación de candidatos a cargos de Presidente de la República, Senador, Diputado y Alcalde en la forma y condiciones que establece esta ley. 

TÍTULO I

DE LAS ELECCIONES PRIMARIAS

Párrafo 1°

De la Realización de las Elecciones Primarias y su Fecha


Artículo 3°.- El Servicio Electoral deberá organizar una elección primaria conjunta para la nominación de los candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios, y otra para el cargo de Alcalde.


La elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios será de carácter nacional y deberá realizarse el vigésimo domingo anterior a la fecha de la elección de Presidente de la República.


La elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde deberá realizarse el vigésimo domingo anterior a la fecha de las elecciones municipales.


Las elecciones primarias se realizarán simultáneamente en las fechas indicadas para todos los candidatos de los partidos políticos y pactos electorales que participen en ellas.


Artículo 4°.- Lo señalado en el artículo anterior regirá siempre y cuando algún partido político o pacto electoral de partidos políticos, haya declarado candidaturas para las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República, de Parlamentarios o de Alcaldes, según corresponda, de conformidad a lo señalado en los artículos 14 y 15, y éstas hayan sido aceptadas por el Servicio Electoral.


Las elecciones primarias se realizarán sólo en los territorios electorales donde se hayan declarado candidatos.


Para efecto de esta ley, se entenderá como territorio electoral, en el caso de la elección de Presidente de la República, a todas las circunscripciones electorales existentes; en el caso de la elección de Senadores, al territorio comprendido por las circunscripciones senatoriales; en el caso de la elección de Diputados, al territorio comprendido por el distrito electoral; y en el caso de la elección de Alcaldes, al territorio de la comuna.


Artículo 5°.- No procederá la realización de elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República, cuando las elecciones presidenciales sean convocadas en virtud de las situaciones señaladas en el inciso cuarto del artículo 26, el inciso segundo del artículo 28 y el inciso cuarto del artículo 29 de la Constitución Política de la República.


Artículo 6°.- Para las elecciones primarias reguladas por esta ley, en todo lo que no sea contrario a ella y en lo que le sea aplicable, regirán las disposiciones de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Párrafo 2°

De la Decisión de Participar en las Elecciones Primarias


Artículo 7°.- Los partidos políticos podrán participar en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, en forma individual o en conjunto con otros partidos y candidatos independientes conformando un pacto electoral, y con el objeto de nominar un candidato para cada cargo en el territorio electoral que corresponda. 


En la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios, para cada territorio electoral, los partidos políticos podrán participar:


a) En forma individual, sin haber suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar sus dos candidatos.


b) En forma individual, habiendo suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar su propio candidato dentro del pacto.


c) En conjunto con otros partidos con los cuales ha suscrito un pacto electoral, y con el objeto de determinar los dos candidatos de dicho pacto. 


En la elección conjunta de Presidente y de Parlamentarios podrá haber un pacto electoral para las elecciones presidenciales y otro diferente para las elecciones parlamentarias. 


El pacto para las elecciones parlamentarias deberá ser común, abarcando todas las circunscripciones senatoriales y distritos.


El pacto para las elecciones de Alcaldes deberá ser común, abarcando todas las comunas.


Artículo 8°.- Corresponderá al Consejo General de cada partido político la decisión de participar en una elección primaria para la nominación de su candidato a Presidente de la República, el hacerlo en forma individual o por medio de un pacto electoral, y la nominación de los candidatos para dicha elección. 


El Consejo General deberá pronunciarse respecto de las decisiones señaladas en este artículo, cuando así lo solicite la Directiva Central del partido o un 10% de los miembros de dicho Consejo.


Artículo 9°.- Corresponderá al Consejo General de cada partido político la decisión de participar en elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios y de Alcaldes, los territorios electorales en que se participará, el hacerlo en forma individual o por medio de un pacto electoral, y la nominación de los candidatos para dichas elecciones.


El Consejo General deberá pronunciarse respecto de las decisiones señaladas en este artículo, cuando así lo solicite la Directiva Central del partido o el Consejo Regional que corresponda. 


El Consejo Regional deberá pronunciarse sobre solicitar al Consejo General del partido elecciones primarias de Parlamentarios o de Alcaldes en algún territorio electoral de su jurisdicción, si así lo solicita la Directiva Regional del partido o un 10% de los miembros del mismo Consejo Regional.


Artículo 10.- La decisión de realizar el proceso de elecciones primarias podrá hacerse en forma separada para la nominación del candidato o candidatos de cada cargo de elección popular, no siendo obligatorio someter al mismo proceso a todos los cargos que se elijen en una misma elección. 


El proceso de elecciones primarias deberá abarcar todo el territorio electoral que corresponda al cargo cuyos candidatos se quieren nominar.


Artículo 11.- Será requisito para participar en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, que el partido político o pacto electoral declare al menos un número superior de candidatos a los cargos a definir.


Será requisito para participar en una la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios, que el partido político o pacto electoral declare al menos un número superior de candidatos a los cargos a definir.


Artículo 12.- El pacto electoral para la elección de Presidente de la República deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias, mediante la presentación de los siguientes documentos:


a) Declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en pacto electoral para la elección primaria de Presidente de la República, de apoyar en la elección definitiva al candidato que resulte nominado de este proceso y las demás exigencias señaladas en el inciso cuarto del artículo 3° bis de la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y


b) Declaración de las candidaturas para la nominación al cargo de Presidente de la República para la elección primaria.


El pacto electoral para la elección de Presidente de la República se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización. Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Sólo se podrá dejar sin efecto este pacto electoral antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas, siempre y cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero, de la ley Nº 18.603, y exista acuerdo unánime entre ellos. Este acuerdo deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas.


El pacto electoral para las elecciones presidenciales también se podrá dejar sin efecto antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas señalado en el artículo 6° de la ley N° 18.700, a requerimiento de uno de los partidos políticos integrantes del mismo, presentado ante el Director del Servicio Electoral, siempre que se cumpla alguna de las circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 41.


Artículo 13.- En el caso que dos o más partidos políticos decidan participar en las elecciones de Parlamentarios o Alcaldes conformando un pacto electoral, y decidan resolver la nominación de alguno de sus candidatos a Parlamentario o Alcalde por elecciones primarias, el pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias, mediante la presentación de los siguientes documentos:


a) Declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en pacto electoral para la elección primaria, de apoyar en la elección definitiva a los candidatos que resulten nominados de este proceso y las demás exigencias señaladas en el inciso cuarto del artículo 3° bis de la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y


b) Declaración de las candidaturas para la nominación de los cargos de Parlamentarios o de Alcaldes para las elecciones primarias.


Los pactos electorales suscritos con ocasión de estas elecciones primarias de Parlamentarios o de Alcaldes, se entenderán constituidos a contar de la fecha de su formalización y tendrán validez hasta el término de la elección definitiva de Parlamentarios o de Alcaldes y concejales según se trate. No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N° 18.700, o al artículo 110 de la ley N° 18.695, con ocasión de la inscripción de candidatos a Parlamentarios o a Alcaldes y concejales, cuya nominación no se haya hecho por medio de elecciones primarias, bastando en tal caso la declaración de candidaturas suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos integrantes del pacto.


Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Sólo se podrá dejar sin efecto este pacto electoral antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas para las elecciones primarias, siempre y cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 29 de la ley Nº18.603, y exista acuerdo unánime entre ellos. Este acuerdo deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas.

Párrafo 3°

De la Declaración de Candidaturas


Artículo 14.- Las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, a Parlamentario y a Alcalde para participar en las elecciones primarias, sólo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del septuagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la elección primaria.


Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración de candidaturas.


Artículo 15.- Los candidatos nominados para participar en las elecciones primarias por un partido político que lo haga en forma individual, deberán estar afiliados al partido. Podrán ser también independientes sin militancia, en el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, cuando el partido haya suscrito un pacto sólo con independientes; y en el caso de las elecciones parlamentarias, cuando el partido haya suscrito un pacto electoral con otros partidos conforme al artículo 13.


Los candidatos nominados para participar en las elecciones primarias por un pacto electoral deberán estar afiliados a cualquiera de los partidos integrantes del pacto, o ser independientes sin afiliación política.


No podrán participar en las elecciones primarias las candidaturas independientes que no sean presentadas ni cuenten con el patrocinio de partidos políticos o de pactos electorales.


Artículo 16.- Junto con cada declaración de candidatura, el partido político o el pacto electoral deberá adjuntar una norma para determinar el padrón electoral que se señala en el artículo 20, que podrá ser diferente según se trate de elecciones presidenciales, parlamentarias o municipales.


Artículo 17.- La declaración de encargados de trabajos electorales y de nombramientos de apoderados, señalada en el artículo 7° de la ley N° 18.700, podrá hacerse en forma separada por cada candidato, aún en los casos en que ellos fueran del mismo partido político o pacto electoral.


Artículo 18.- Los candidatos independientes nominados para participar en las elecciones primarias por los partidos políticos o pactos electorales, no requerirán de los patrocinios señalados en los artículos 8° y 13 de la ley N° 18.700.


Artículo 19.- El Servicio Electoral deberá verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de las candidaturas para postular a cada cargo.


El cumplimiento de los requisitos para ser candidato se evaluará siempre en relación a la fecha de la elección definitiva y, en ningún caso, en relación a la fecha de la elección primaria. 


El plazo para que el Director del Servicio Electoral acepte o rechace las declaraciones de candidaturas para participar en las elecciones primarias de conformidad al artículo 17 de la ley N° 18.700, será de cinco días.

Párrafo 4°

De los Padrones Electorales


Artículo 20.- Cada partido político o pacto electoral que participe en las elecciones primarias, deberá presentar al Servicio Electoral para cada tipo de primaria, ya sea presidencial, parlamentaria o de alcalde, junto con la declaración de candidaturas, la norma de cómo se determinará el padrón electoral de los electores con derecho a sufragio en su caso.


La norma deberá contemplar una de las siguientes opciones de electores:


a) Sólo los afiliados al partido inscritos con derecho a sufragio, en el caso que el partido participe en forma individual.


b) Sólo los afiliados al partido, e independiente sin afiliación política, inscritos con derecho a sufragio, en el caso que el partido participe en forma individual.


c) Sólo los afiliados a los partidos integrantes del pacto inscritos con derecho a sufragio, en el caso de un pacto electoral.


d) Sólo los afiliados a los partidos integrantes del pacto e independientes sin afiliación política inscritos con derecho a sufragio, en el caso de un pacto electoral.


e) Todos los electores inscritos con derecho a sufragio.


Artículo 21.- El Servicio Electoral confeccionará el padrón electoral de cada mesa receptora de sufragios que contendrá a los electores inscritos en el registro de la mesa.


El padrón contendrá, para cada elector, los antecedentes del libro de registro electoral que corresponde a la mesa receptora de sufragios. Además, señalará si el elector se encuentra con su inscripción vigente y si está habilitado para sufragar. En caso contrario, indicará en forma destacada su inhabilidad para sufragar indicando la causal.


Respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos electorales en que tiene derecho a sufragio, conforme a la norma indicada por cada partido o pacto, según lo señalado en el artículo anterior. El padrón contemplará, además, un espacio para la firma y el número de serie de la cédula, respecto de cada una de las primarias que se realicen en el territorio electoral al que corresponde la mesa receptoras de sufragios. 


Artículo 22.- El padrón electoral de cada mesa receptora de sufragios reemplazará, en forma conjunta, al libro de registro electoral correspondiente a la mesa receptora de sufragios y al cuaderno de firmas que se señala en el artículo 62 de la ley N° 18.700.

Párrafo 5°

De las Cédulas Electorales y del Derecho a Sufragio de los Electores


Artículo 23.- Para la elección primaria conjunta para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente y de Parlamentarios, habrá cédulas electorales diferentes, existiendo una para la elección de Presidente de la República, y otra para la de Senadores y de Diputados.


Existirá una cédula electoral diferente para cada elección primaria de un partido político o pacto electoral.


Las cédulas electorales serán confeccionadas por el Servicio Electoral, en número suficiente para que puedan sufragar todos los electores indicados por los partidos políticos o pactos electorales en la norma señalada en el artículo 20. 


El orden de los candidatos y partidos políticos en la cédula y sus códigos de identificación serán determinados por el Servicio Electoral, mediante sorteo.


Artículo 24.- Cuando, de acuerdo con el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, un elector tenga derecho a sufragar en las elecciones primarias de más de un partido político o pacto electoral, deberá libremente elegir en cuál de ellas desea sufragar. 


En virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, el elector recibirá para emitir su sufragio una sola cédula electoral para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República; una sola para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Senador; una sola para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Diputado, y una para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde, siempre que estas elecciones primarias se realicen en la circunscripción electoral a que corresponde la mesa receptora de sufragios. 


Artículo 25.- En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República, de Parlamentario y de Alcalde, el elector deberá sufragar marcando la preferencia por uno solo de los candidatos que aparecen en la cédula electoral. 

Párrafo 6°

Inscripciones Electorales, Propaganda, Mesas Receptoras de Sufragios, Vocales de Mesas, Acto Electoral y Apoderados


Artículo 26.- El Servicio Electoral determinará el número de mesas receptoras de sufragios y el número de urnas que se instalarán por cada mesa; dispondrá los útiles electorales; y dictará las normas que rigen la propaganda electoral, la votación, el escrutinio y, en general, todo aquello relativo al acto eleccionario, en conformidad con las disposiciones que se establecen en este párrafo.


Artículo 27.- Las Juntas Inscriptoras señaladas en la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, suspenderán su funcionamiento y la inscripción de electores desde el septuagésimo día anterior a una elección primaria y lo reanudarán el tercer día hábil siguiente a esa elección.


Artículo 28.- El Director del Servicio Electoral podrá aplicar la facultad señalada en el artículo 37 de la ley N° 18.700, referente a reunir dos o más registros en una mesa receptora de sufragios, en forma transitoria y sólo para las elecciones primarias, cuando así lo considere necesario en base a la experiencia relativa a la participación y concurrencia de electores a votar en otras elecciones primarias. Las mesas fusionadas podrán superar los 350 electores.


La determinación del número de mesas receptoras de sufragios y los registros electorales que correspondan a cada una de ellas, conforme al artículo 38 de la ley N° 18.700, se realizará el quincuagésimo día anterior al de la elección primaria.


Artículo 29.- En las elecciones primarias las mesas estarán constituidas por tres vocales, que serán designados por la Junta Electoral respectiva, por medio de un sorteo, de entre aquéllos que se hayan desempeñado como vocal en la última elección general, ya sea de parlamentarios o municipal.


En el caso que se aplique lo señalado en el artículo anterior, la Junta Electoral procederá a elegir tres vocales por sorteo, de entre todos los que correspondan a las mesas o registros que se reunieron en una sola.


Artículo 30.- El sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario. No será aplicable a las elecciones primarias lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 60 y en el artículo 139 de la ley N° 18.700. 


Artículo 31.- En las elecciones primarias, para identificar a los electores con derecho a sufragio, se les requerirá la presentación de su cédula nacional de identidad o de su cédula de identidad para extranjeros, la que deberá encontrarse vigente.


No procederá la identificación de los electores conforme al artículo 63 de la ley N° 18.700.


Artículo 32.- La facultad conferida a los partidos políticos para designar sedes y apoderados, contenida en los artículos 157 y 159 de la ley N° 18.700, se entenderá también conferida a cada uno de los candidatos que participen en una elección primaria.

Párrafo 7°

De la Calificación de la Elección Primaria


Artículo 33.- Resultará nominada para la elección definitiva, en el caso de las elecciones Presidenciales o de Alcalde, aquella o aquellas candidaturas que hubieren obtenido la mayor votación individual.


En el caso de las elecciones parlamentarias, será elegida la o las mayores votaciones individuales, según corresponda.


Artículo 34.- El Tribunal Calificador de Elecciones proclamará como candidatos nominados para la elección definitiva de Presidente de la República o de Parlamentarios, en cada territorio electoral, a los candidatos de cada partido político o pacto electoral que haya participado en las elecciones primarias, en conformidad a lo señalado en el artículo anterior. En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde, dicha proclamación corresponderá al Tribunal Electoral Regional.


Artículo 35.- Para el caso de las elecciones primarias de Presidente de la República y Parlamentarios, el proceso de calificación y la determinación de los candidatos nominados deberá quedar concluido dentro de los veinticinco días siguientes de la elección primaria, aún en el caso que se hayan presentado reclamaciones de nulidad o solicitudes de rectificación, en virtud de lo señalado en los artículos 96 y 97 de la ley N° 18.700.


Para el caso de las elecciones primarias de Alcaldes, el proceso de calificación y la determinación de los candidatos nominados deberán quedar concluidos dentro de los quince días siguientes de la elección primaria en primera instancia, y dentro de los veinticinco días siguientes de la elección primaria en caso de apelación. Lo anterior, aún en el caso que se hayan presentado reclamaciones de nulidad o solicitudes de rectificación, en virtud de lo señalado en los artículos 96 y 97 de la ley N° 18.700.


Artículo 36.- En el caso que el Tribunal Calificador de Elecciones o el Tribunal Electoral Regional, según corresponda, declaren por cualquier causa la nulidad de una elección primaria, ya sea de Presidente de la República, de Parlamentarios o de Alcaldes, ésta no podrá repetirse. En tal caso, no habrá candidatos proclamados como nominados, debiendo los partidos políticos o pactos electorales proceder conforme a lo señalado en las letras a) o b) del artículo 41, según corresponda.


Artículo 37.- El acuerdo del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral Regional, según corresponda, por el que se proclame a cada candidato nominado, se comunicará por escrito al Servicio Electoral, al partido político que lo declaró como candidato, o a todos los partidos políticos integrantes del pacto electoral que lo declararon como candidato, si correspondiere, y al candidato nominado.

Párrafo 8°

De los Efectos Vinculantes de las Elecciones Primarias


Artículo 38.- Los candidatos nominados por el Tribunal Calificador de Elecciones o por el Tribunal Electoral Regional, según corresponda, en virtud de una elección primaria, serán considerados por el Servicio Electoral como candidaturas aceptadas para todos los efectos legales, deberán ser inscritos en el registro señalado en el artículo 19 de la ley N° 18.700 y en el artículo 116 de la ley N° 18.695, y no podrán ser objeto de reclamación alguna.


Artículo 39.- Si en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República o de Alcalde de un partido político o pacto electoral, hubiere resultado un candidato nominado de conformidad a lo señalado en el artículo 33, los demás candidatos que hubieran participado en dicha elección primaria y que no hubieren resultado nominados, no podrán presentarse como candidatos en la elección definitiva por el mismo cargo y territorio electoral, ni el partido político o pacto electoral podrá declarar otros candidatos. Lo anterior es sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 41.


Artículo 40.- Si en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de parlamentarios de un partido político o pacto electoral, hubieren resultado nominados como candidatos, según lo dispuesto en el  artículo 33, la totalidad de los cargos que se decidió someter a elecciones primarias, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 7°, los demás candidatos que hubieren participado en dicha elección primaria y que no hubieren resultado nominados, no podrán presentarse como candidatos en la elección definitiva por el mismo cargo y territorio electoral, ni el partido político o pacto electoral podrá declarar otros candidatos por el mismo territorio electoral. Lo anterior es sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 41.


Artículo 41.- Si un candidato nominado según lo dispuesto en el artículo 33, fallece, o renuncia a su candidatura por medio de una declaración ante notario, después de su nominación y antes de la fecha de la declaración de candidaturas señaladas en el artículo 6° de la ley N° 18.700, y en el artículo 107 de la ley N° 18.695, se procederá como sigue:


a) Si se trata de un candidato Presidencial o a Alcalde, el partido político, el pacto electoral y los partidos que lo integran, quedarán liberados para designar sus candidatos, en forma individual o en pacto electoral, de acuerdo a sus estatutos y a lo dispuesto en las leyes Nos. 18.603, 18.700 y 18.695, pudiendo en tal caso nominar a cualquiera de los candidatos que participaron en la elección primaria, o a otra persona si así lo deciden.


b) Si se trata de un candidato al Congreso Nacional, el partido político o el pacto electoral quedará liberado para designar al candidato faltante, de acuerdo a sus estatutos y a lo dispuesto en las leyes Nos 18.603 y 18.700, pudiendo en tal caso nominar a cualquiera de los candidatos que participó en la elección primaria, o a otra persona, si así lo deciden.

TÍTULO III

DEL GASTO ELECTORAL


Artículo 42.- A las elecciones primarias les serán aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 19.884, en todo lo que no sea contrario a esta ley y, en lo que le sea aplicable, salvo lo señalado en el párrafo 2° del Título II y en el Título Final de esa ley, y considerando las excepciones que se señalan en los artículos siguientes de este título.


Artículo 43.- Se entenderá por período de campaña electoral aquel comprendido entre el día que venza el plazo para declarar candidaturas para elecciones primarias y el de la elección primaria.


Artículo 44.- Los límites al gasto electoral que se aplicarán en el caso de las elecciones primarias, serán equivalentes al 25% de los valores señalados en el artículo 4° de la ley N° 19.884, según el tipo de elección.

TÍTULO IV

SANCIONES


Artículo 45.- Los actos en contravención a esta ley se sancionarán de conformidad a lo señalado en el Título VII de la ley N° 18.700, en lo que fuere procedente.


Artículo 46.- A los partidos políticos que no den cumplimiento a lo establecido en esta ley, o en sus estatutos, respecto de la realización de elecciones primarias, les serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos VIII y IX de la ley N°18.603, en lo que corresponda.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren, al menos, 210 días para la realización de la próxima elección general. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.


En el evento que entre la fecha de la publicación de la ley y la de la elección municipal correspondiente al año 2012 mediaren menos de 240 días, la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde se realizará el decimoséptimo domingo anterior a la fecha de dicha elección municipal.


Artículo segundo.- El gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente iniciativa durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Fulvio Rossi y Hosain Sabag; 17 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 30 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, y 10 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2012.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, EN LO RELATIVO A LA PROTECCIÓN DE LAS REMUNERACIONES

(5434-13)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.

Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión 25, ordinaria, de 10 de junio de 2009 y a su respecto se fijaron tres plazos para presentar indicaciones: el 13 de julio de 2009, el 3 de agosto de 2009 y el 12 de marzo de 2012.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, los asesores legislativos de dicho Ministerio, señorita Delia Escorza Pavez y señor Francisco del Río Correa; la Presidenta y la Secretaria General de la Federación de Sindicatos de AFP, señoras Mirta Rivera Muñoz y Marcia Montes Cornejo, respectivamente; la Presidenta, las Directoras y el asesor jurídico de la Federación de Sindicatos de Isapre, señoras Sandra Atensio, Mariela Contreras Espinoza, Jeanette Bernal Miranda y Elizabeth Soto Muñoz y señor Aníbal Rogel, respectivamente; el Presidente, el Secretario, el Tesorero y los Directores de la Federación de Vendedores de Chile, señores Rodrigo Muñoz Soto, Alejandro Silva, Héctor Álvarez, Alejandro Gutiérrez, Francisco Andreu, Michael Cevra, Luis Ramos y Carlos Peña, respectivamente; el Presidente y la asesora jurídica de la Asociación de Isapres de Chile, señor Hernán Doren y señora Gina Peri, respectivamente; el Gerente y el asesor jurídico de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señores Marcelo Mosso y Francisco Sequeira, respectivamente; la Especialista Principal de Normas Internacionales del Trabajo y Relaciones Laborales de la Organización Internacional del Trabajo, señora Kirsten-María Schapira; la directora del Sindicato de Consorcio Seguros de Vida, señora Pamela Walters y el Presidente del Sindicato de Interempresas de Consorcio, señor Fernando Escudero; la Presidenta, la Secretaria y Tesorera del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señoras Marjorie Sáez, Jessica Badilla y Jacqueline Gutiérrez, respectivamente; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez Droguett; el Coordinador Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente y la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Danielle Courtin.


El Diputado señor Osvaldo Andrade Lara asistió a la sesión celebrada el día 15 de noviembre de 2011.

- - -

El texto del proyecto de ley aprobado en general fue objeto de un total de 10 indicaciones, cinco del Presidente de la República, dos del Senador señor Muñoz Aburto, dos del Senador señor Navarro y una del Senador señor Larraín Fernández.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 b y 1C.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1a, 1A, 1, 4 y 5.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 2 y 3.

5.-
Indicaciones retiradas: 1 B.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El texto aprobado en general por el Honorable Senado es el siguiente:

TEXTO APROBADO EN GENERAL

Artículo único

Mediante dos numerales introduce modificaciones al Código del Trabajo. 

Número 1

Intercala, en el Código del Trabajo, un artículo 54 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 54 bis.- Las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador, teniéndose por no escrita cualquier cláusula que implique su devolución, reintegro o compensación  por parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que la remuneración se devengó.

Con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia  durante un tiempo determinado del cliente que ha contratado un servicio o producto a la empresa o bien la puntualidad del mismo en los pagos del referido servicio u otros.

El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo, a la suscripción de instrumentos representativos de obligaciones, tales como pagarés en cualquiera de sus formas, letras de cambios o compromisos de pago de cualquier naturaleza, para responder de remuneraciones ya devengadas.".

Número 2

Incorpora en el inciso primero del artículo 55, las siguientes oraciones a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.):

“En caso que la remuneración del trabajador se componga total o parcialmente de comisiones e independientemente de las condiciones de pago que la empresa pacte con el cliente, éstas deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones u ocurrieron los hechos que les dieron origen, salvo que, por razones técnicas ello no sea posible, caso en el cual deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las remuneraciones del mes siguiente. La cláusula que difiera el pago de comisiones al trabajador, sobrepasando los límites establecidos en este artículo, se tendrá por no escrita.".

El artículo 55 del Código del Trabajo, sobre el cual recae el numeral en estudio, se refiere a la periodicidad para el pago de las remuneraciones. Para una más adecuada comprensión de la modificación propuesta por la iniciativa legal en trámite, se transcribe a continuación la norma en comento:

“Artículo 55. Las remuneraciones se pagarán con la periodicidad estipulada en el contrato, pero los períodos que se convengan no podrán exceder de un mes.

Si nada se dijere en el contrato, deberán darse anticipos quincenales en los trabajos por pieza, obra o medida y en los de temporada.”.

Artículos transitorios

Artículo 1º

La norma del artículo 1º transitorio se refiere a los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la ley en proyecto. Dispone literalmente lo que sigue:

“Artículo 1°.- Los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus términos a contar del día primero del mes subsiguiente al de su publicación, en lo relativo a las condiciones y plazo del pago de las remuneraciones variables,  sin que dichos nuevos parámetros de pago puedan derivar en una remuneración inferior a la percibida por las mismas operaciones que le dieron origen.”.

Artículo 2º

Esta disposición transitoria regula el ajuste del sistema de comisiones en el evento que éste se encuentre establecido en un contrato colectivo. Su texto es el siguiente:

“Artículo 2°.- En caso que el sistema de comisiones se encuentre pactado en un contrato colectivo, los parámetros de plazo y condiciones de pago de las remuneraciones variables deberán ajustarse al término de la vigencia de éste. Con todo, si dicho contrato se renovare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste de los parámetros de pago.”.

AUDIENCIAS

La Comisión resolvió escuchar, en forma previa al tratamiento de las indicaciones, a la Presidenta y a la Secretaria de la Federación de Sindicatos de AFP, señoras Mirta Rivera Muñoz y Marcia Montes Cornejo, respectivamente; a la Presidenta de la Federación de Sindicatos de ISAPRE, señora Sandra Atensio; al Presidente y al Director de la Federación de Vendedores de Chile, señores Rodrigo Muñoz Soto y Francisco Andreu, respectivamente; al Presidente y la asesora jurídica de la Asociación de Isapres de Chile A.G., señor Hernán Doren y señora Gina Peri, respectivamente; al Gerente y al asesor jurídico de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señores Marcelo Mosso y Francisco Sequeira, respectivamente; a la Directora del Sindicato de Consorcio Seguros de Vida, señora Pamela Walters y al Presidente del Sindicato Interempresas de Consorcio, señor Fernando Escudero, y a la Especialista Principal de Normas Internacionales del Trabajo y Relaciones Laborales de la Organización Internacional del Trabajo, señora Kirsten-María Schapira, quienes acompañaron a sus exposiciones una serie de documentos en que se consigna el contenido de sus presentaciones.
Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

---





Cabe dejar constancia que las audiencias mencionadas se llevaron a efecto con anterioridad al último plazo fijado para presentar indicaciones correspondiente al día 12 de marzo de 2012, período este último en que se formularon las indicaciones del Ejecutivo y la indicación del Senador señor Larraín Fernández.

 



Posteriormente, en sesión celebrada el día 4 de abril de 2012, se recibió en audiencia a la directiva del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señoras Marjorie Sáez, Presidenta, Jessica Badilla, Secretaria y Jacqueline Gutiérrez, Tesorera, que acompañó a su intervención un conjunto de documentos en el que se detalla la situación laboral de los trabajadores del referido call center.

FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE ISAPRE

El asesor jurídico de la Federación de Sindicatos de ISAPRE, señor Aníbal Rogel, inició su exposición dando cuenta de las observaciones que a su respecto le merecen las indicaciones presentadas al proyecto de ley en análisis. (El texto de las indicaciones se consigna en este informe a continuación de las audiencias).

En relación a la indicación número 1A, del Senador señor Muñoz Aburto, sostuvo que persigue diferenciar el incentivo que recibe el trabajador por un hecho futuro, distinto de la venta. Enfatizó que, en su opinión, la referida norma debe evitar el detrimento que supondrá para las remuneraciones que percibe el trabajador supeditar su exigibilidad a un hecho futuro que depende de la voluntad o de un hecho de un tercero. 

Con miras a ello, recalcó que el acuerdo en cuya virtud el trabajador tiene derecho a recibir premios como consecuencia de la permanencia del afiliado en la respectiva ISAPRE no puede, bajo ningún respecto, importar una disminución de la comisión que éste recibe como contraprestación por la afiliación de un cliente a dichas instituciones, toda vez que esa operación constituye la más importante de sus funciones dentro de la empresa. Destacó que ello es un asunto de enorme trascendencia, habida cuenta que, en algunas ISAPRE, cerca del 90% de la remuneración que percibe el trabajador está compuesta por bonos variables, los que por su naturaleza deberían tener un carácter accesorio en relación a la remuneración total del trabajador y sólo un 10% equivale a la comisión por afiliación. Sostuvo que ello debe ser resuelto, considerando que se funda en una decisión arbitraria del empleador que genera, en definitiva, una disminución en las remuneraciones que perciben los trabajadores. 

En ese contexto, agregó que el riesgo implícito que este tipo de operaciones significa para las ISAPRE no puede ser soportado por el trabajador mediante una disminución significativa de sus remuneraciones, toda vez que dichas instituciones cuentan con los mecanismos administrativos internos que le permiten mejorar su gestión.

En relación a la indicación número 1, del Senador señor Navarro, explicó que ésta no señala los elementos necesarios que permitan determinar el momento en que la remuneración se devenga como, asimismo, no regula qué ocurre con remuneraciones cuyo devengo se encuentra establecido en leyes especiales. En ese sentido, opinó que deben establecerse parámetros uniformes, toda vez que ello genera consecuencias para una serie de materias de relevancia, tales como el derecho a semana corrida. Señaló que la principal obligación del trabajador consiste en vender los planes y programas de salud que las Instituciones de Salud Previsional ofrecen al público, operación que se perfecciona en el evento de la ocurrencia de las hipótesis que la ley contempla. Añadió que sólo de dicho perfeccionamiento emana el devengo de la remuneración en favor del trabajador, por lo que no resulta procedente la exigencia de requisitos adicionales por parte de las empresas.

En relación a la indicación número 1B, del Senador señor Muñoz Aburto, señaló que tiene por finalidad ajustar el ingreso mínimo mensual a la comisión mínima que puede recibir el trabajador por sus funciones en el respectivo período.

En cuanto a la indicación número 2, del Senador señor Navarro, reiteró que, para su correcta aplicación, debe definirse con precisión el concepto de devengo de la remuneración, toda vez que ello permite proteger los derechos de los trabajadores, particularmente a recibir la remuneración estipulada sin supeditar su exigibilidad a la ocurrencia de un hecho de un tercero ajeno al vínculo laboral, como asimismo, evita la modificación unilateral de los parámetros conforme a los cuales ésta debe ser calculada.

En lo tocante a los artículos transitorios que contiene el proyecto de ley en análisis, manifestó que debe establecerse que las modificaciones al Código del Trabajo deben operar desde el momento de su entrada en vigencia, sin afectar los derechos adquiridos de los trabajadores.

A continuación, la Presidenta de la Federación de Sindicatos de ISAPRE sostuvo que, en relación al perfeccionamiento del contrato de afiliación entre dichas instituciones y sus clientes, ha de estarse a lo que, sobre el particular, ha dispuesto la Superintendencia de Salud, que ha indicado que éste se configura sin necesidad de la aprobación, por parte de la ISAPRE, de la declaración de salud que se acompaña al referido acuerdo. 

CONSULTAS

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, coincidió en que efectivamente resulta de gran relevancia determinar el momento en que se produce el devengo de la remuneración, con miras a evitar la ocurrencia de hipótesis en que el pago de ésta se produzca con excesiva posterioridad en relación al servicio que le sirve de fundamento. Indicó que, en el caso en particular de los trabajadores de las ISAPRE, sin perjuicio de la debida protección de la remuneración que debe percibir el trabajador por el desarrollo de su función principal, consistente en la venta de planes de salud, hay ciertas actividades que éste puede desarrollar y que permiten garantizar la fidelidad del afiliado con la respectiva institución, resultando frecuente, en la práctica, que los trabajadores reciban una suma por realizar dichas funciones.

Con todo, explicó que, en ocasiones, la permanencia del afiliado en dichas instituciones no depende exclusivamente de las labores que al efecto pueda desarrollar el trabajador, sino que, incluso, depende de empresas externas o circunstancias totalmente ajenas a su voluntad, tales como el fallecimiento del afiliado, un alza del plan que hubiere contratado o deficiencias en las prestaciones que reciba. Consultó si, en su opinión, dicha problemática ha sido resuelta convenientemente por la iniciativa de ley en estudio.

El asesor jurídico de la Federación de Sindicatos de ISAPRE manifestó que el derecho del trabajador a recibir su remuneración no se encuentra íntegramente protegido por la iniciativa de ley en estudio, habida cuenta que, como se ha señalado, la contraprestación que opera como fundamento de ésta consiste preferentemente en las operaciones de venta que debe celebrar, y no en una conducta que deba desarrollar con posterioridad a dicha transacción. En ese sentido, reiteró que las normas que al efecto se puedan dictar deben proteger el derecho a la remuneración, con total prescindencia de la conducta futura del trabajador, sin perjuicio de la relevancia que ésta puede tener para otros efectos tales como los bonos o premios accesorios a la remuneración principal a que éste puede acceder, los que, en todo caso, constituyen una proporción menor dentro de la remuneración total que debe percibir. Indicó que, de lo contrario, se produciría una vulneración del derecho del trabajador a recibir su remuneración, con el consecuente detrimento económico que ello significa.

El Diputado señor Andrade consultó si, en ese contexto, la Federación que asesora promueve la eventual eliminación de los premios y bonos por permanencia de los afiliados en sus respectivas ISAPRE, con el objeto de concentrar todos los ingresos que perciben los trabajadores sólo en la comisión por operaciones de venta que éstos realicen.

El asesor jurídico de la Federación de Sindicatos de ISAPRE sostuvo que, sin perjuicio de la existencia de bonos o premios adicionales, debe protegerse preferentemente la remuneración por concepto de comisión por venta.

En ese sentido, la Senadora señora Rincón acotó que efectivamente la principal función que desarrollan los trabajadores de ISAPRE dice relación con las operaciones de venta que suscriben, por lo que la contraprestación que reciben por tales servicios, denominada comisión, no es asimilable a los bonos adicionales que perciben por otros conceptos, por lo que dicha comisión debe ser objeto de una especial protección.

La Presidenta de la Federación de Sindicatos de ISAPRE señaló que se debe tener presente que existen una serie de circunstancias que impiden que se cumplan los requisitos necesarios para proceder al pago de bonos o premios, la mayoría de las cuales escapan a la voluntad del trabajador, por lo que, en suma, es éste quien debe soportar, en definitiva, el riesgo de pérdida implícito en este tipo de operaciones. Explicó que ello es particularmente complejo en algunas ISAPRE en que la remuneración de los trabajadores está compuesta en un 90% por bonos o premios, y sólo en un 10% por ingresos provenientes de comisión por venta. Agregó que, en el evento que tal problemática no sea resuelta prontamente, existe el riesgo de que dicha práctica pueda ser generalizada hacia todas las ISAPRE, con el consecuente perjuicio que ello implicaría para los trabajadores de dicho sector.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social sostuvo que efectivamente es preciso establecer un mecanismo destinado a proteger la remuneración que el trabajador recibe por concepto de comisión por venta y, a propósito del establecimiento de premios o bonos, debería evitarse que el hecho que genera tales ingresos esté constituido por la decisión de un tercero que escapa totalmente a la voluntad y al ámbito de acción del trabajador.

Al respecto, la Directora de la Federación de Sindicatos de ISAPRE, señora Mariela Contreras, agregó que, a partir de su experiencia como dirigente sindical, ha podido constatar cómo, en muchas ocasiones, dichas empresas modifican unilateralmente los contratos de trabajo suscritos con sus trabajadores, con la finalidad de aplicar distintos sistemas de base de cálculo para sus remuneraciones, como, asimismo, para establecer altos porcentajes de premios y bonos variables y bajos montos por comisión fija, los que, en ciertos casos, equivalen a sólo el 10% del total de la remuneración total del trabajador, lo que les genera una serie de perjuicios económicos, además de una serie de consecuencias negativas en el ámbito de la seguridad social.

El Senador señor Bianchi sostuvo que las referidas prácticas abusivas se verifican no sólo en el ámbito de los trabajadores de ISAPRE, sino, también, en otros sectores del giro de venta de intangibles, en que se descuenta a los trabajadores ciertos porcentajes de su remuneración en el evento que se produzcan una serie de hechos que se encuentran fuera del ámbito propio de sus funciones, incluso ante ciertas hipótesis que dependen únicamente del servicio de post venta que debe proveer la empresa a sus clientes, lo que constituye una arbitrariedad evidente.

La Presidenta de la Federación de Sindicatos de ISAPRE coincidió con la necesidad de resolver dicha problemática, toda vez que, aun cuando tales instituciones perciben una gran cantidad de utilidades, ofrecen sueldos bajos y no otorgan un porcentaje de gratificaciones proporcional a dichos ingresos, sin perjuicio de los altos requisitos que establecen para que los trabajadores puedan acceder a tales beneficios.

Finalmente, el asesor jurídico de la Federación de Sindicatos de ISAPRE comentó que existen una serie de prácticas abusivas por parte de dichas instituciones, las que han sido expuestas ante la Dirección del Trabajo, con el objeto de que ésta ejerza sus facultades fiscalizadoras, teniendo en consideración las modificaciones unilaterales que ciertas empresas empleadoras han introducido a los contratos de trabajo. Indicó que dicha petición fue atendida, despachándose al efecto los oficios necesarios para dar inicio a la requerida fiscalización. Con todo, las necesidades de los trabajadores en este ámbito aún no han podido ser resueltas, por lo que se requiere, en suma, de una normativa legal que así lo disponga.

ASOCIACIÓN DE ISAPRES DE CHILE A.G.

A continuación, el Presidente de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G., señor Hernán Doren, formuló sus observaciones a las indicaciones presentadas al proyecto de ley en discusión. En primer término, sostuvo que no procede que la remuneración por concepto de la venta que realiza un vendedor sea pagada en el momento mismo de su perfeccionamiento, toda vez que ello podría incentivar una mayor rotación en la cartera de clientes de las instituciones del rubro y porque, además, se debe tener en consideración que el plazo que trascurre entre la suscripción del contrato de venta y la primera cotización que recibe la ISAPRE es de alrededor de cuatro meses. 

Posteriormente, la asesora jurídica de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G., señora Gina Peri, explicó que, en relación a la indicación 1 A, las bonificaciones que se pagan al trabajador dicen relación preferentemente con circunstancias de hecho que, en ningún caso, pueden depender de la sola voluntad del trabajador, por lo que la frase que pretende incorporar la referida indicación tornaría inaplicable, en la práctica, el pago de bonos o premios adicionales a la comisión por venta.

En este ámbito, el Presidente de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. agregó que el sistema actualmente aplicable, consistente en el pago de comisiones por venta y bonos adicionales, permite que tanto la empresa como el trabajador compartan la responsabilidad por los contratos que éstos suscriben. Ello implica que, de establecerse que la remuneración total se debe pagar una vez suscrito el contrato de venta, las ISAPRE dilatarían el proceso de revisión de los antecedentes del afiliado, demorando su ingreso al sistema privado de salud, perjudicando, en definitiva, el acceso a las prestaciones que éste provee.

CONSULTAS

La Senadora señora Rincón sostuvo que, en rigor, la problemática que afecta a los trabajadores en este aspecto dice relación con una serie de circunstancias que impiden que éstos accedan a sus remuneraciones no sólo por la tardanza en los trámites administrativos internos que tales instituciones deben cumplir, sino, además, por una serie de eventos que, en ningún caso, se relacionan con las funciones de los trabajadores, tales como el fallecimiento o renuncia del afiliado.

A continuación, el Senador señor Uriarte consultó la opinión de la Asociación de ISAPRES A.G. en relación al momento en que se produce el devengo de la remuneración en favor del trabajador.

El Presidente de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. indicó que, en rigor, el devengo se produce en el momento en que se firma el contrato de afiliación del cotizante a la respectiva ISAPRE. Con todo, sostuvo que se debe distinguir el momento en que se firma dicho contrato de aquél momento posterior en que la ISAPRE recibe la primera cotización que deriva de ello, lo que debe tenerse presente al momento de establecer, en definitiva, cuándo se produce la exigibilidad de la remuneración.

La asesora jurídica de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. sostuvo que el devengo de la remuneración debería generarse al momento de perfeccionarse el contrato, no obstante que dicho acto no implica, por sí solo, el ingreso del afiliado al sistema de ISAPRE, de manera que la exigibilidad de la remuneración se produce en un momento posterior al devengo, consistente en el ingreso formal del cotizante a dicho régimen.

A continuación, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó en relación a la proporción del riesgo de venta que, en opinión de la Asociación de ISAPRES A.G., debe soportar el trabajador por la pérdida de clientes.

El Presidente de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. respondió que ello depende, en gran medida, de las particularidades de cada caso, aun cuando coincidió en que debe evitarse que el devengo de las remuneraciones accesorias a la comisión dependan de hechos ajenos al ámbito propio de las funciones del trabajador.

En ese sentido, la asesora jurídica de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. agregó que resulta correcto establecer un sistema de remuneraciones que consagre tanto una comisión por venta como bonos o premios por hechos posteriores a ella, sin perjuicio de que, en su opinión, no resulta viable que la totalidad de la remuneración se pague al momento de suscribirse el contrato de venta.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que, con todo, debe tenerse presente que las ISAPRE cuentan con sofisticados mecanismos de selección de personal, auditorías de carteras de clientes y sistemas que les permiten mejorar su gestión interna. Por ello, enfatizó que el riesgo que deriva de los procesos de elección y contratación de trabajadores debe ser asumido por las respectivas empresas y no puede afectar, bajo ningún respecto, la remuneración que debe recibir el trabajador por cumplir con las funciones para las que fue contratado, tal como ocurre si, en efecto, se supedita su pago a eventos futuros que no dependen de su voluntad.

El Presidente de la Asociación de ISAPRES de Chile A.G. señaló que en la práctica se verifican una serie de hipótesis excepcionales que deben ser tenidas en cuenta, tales como aquellos casos en que los vendedores de ISAPRE cometen errores que impiden que los afiliados puedan ingresar a dicho sistema, por lo que, en su opinión, resulta pertinente que el vendedor asuma ciertos grados de responsabilidad por las labores que realiza en el ejercicio de sus funciones.

FEDERACIÓN DE VENDEDORES DE CHILE y FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE CCU

La Comisión recibió en audiencia a las entidades de la referencia, a propósito de la iniciativa en análisis, para oír sus inquietudes por tratarse de trabajadores que se dedican al rubro de ventas.

El Presidente de la Federación de Vendedores de Chile, señor Rodrigo Muñoz, indicó que la organización que representa agrupa a trabajadores del área de ventas de empresas de consumo masivo. Señaló que dichos trabajadores han sido afectados por la problemática relativa a la fijación de metas de venta que deben cumplir, las que en algunos casos constituye el 60% del total de su remuneración. Sostuvo que, aun cuando dicho porcentaje permite que la remuneración mensual dependa en gran medida del desempeño laboral de los trabajadores, genera un problema consistente en la fijación de metas mensuales que son modificadas unilateralmente por las empresas empleadoras. Agregó que los razonamientos conforme a los cuales se fijan esas metas y sus modificaciones son desconocidos por los trabajadores, lo que genera dudas acerca de los criterios que permiten determinar tales montos, incluyendo casos en los que las empresas disponen que se deben cumplir ciertos niveles de venta que la producción propia de éstas no puede satisfacer. 

Manifestó que, al establecerse que la meta de un trabajador puede ser modificada unilateralmente, resulta imposible, en la práctica, que pueda percibir un aumento en sus remuneraciones, aun cuando se produzca un incremento en las ventas que genere. Por ello, deben desarrollar, progresivamente, cada vez más labores, siendo remunerados de la misma manera, o incluso peor. Reiteró, en ese sentido, que resulta pertinente que las empresas transparenten los criterios conforme a los cuales proceden a fijar las metas cuyo cumplimiento genera el pago de ingresos variables.

Agregó que, sin perjuicio del derecho de las empresas a ejercer sus facultades de administración, ello no debe afectar el ejercicio de los trabajadores a percibir su remuneración. Insistió en que esta materia debe ser resuelta mediante una norma que, por un lado, favorezca el crecimiento de las empresas y su derecho de administración interna y, por otra parte, proteja las remuneraciones de los trabajadores, sobre todo considerando que el sistema de metas tiene por objeto, en ocasiones, afectar su derecho la sindicalización, mediante la imposición de metas más altas a aquellos trabajadores que forman parte de un sindicato. Indicó que ello produce un perjuicio económico injusto que debe ser corregido.

FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE AFP.

La Presidenta de la Federación de Sindicatos de Administradoras de Fondos de Pensiones, señora Mirta Rivera, señaló que esta entidad representa a todos los trabajadores del sector, quienes en el tema de sus remuneraciones han pasado por numerosos cambios, desde el inicio del nuevo sistema previsional en que se establece una comisión única para el trabajo de venta, labor que incluye a los trabajadores administrativos que también realizan ventas, sistema en el que se les anticipa un dinero por el trabajo efectuado independiente del número de afiliados que consigan, del número de traspasos que efectúen y del número de negocios que se llevan a efecto. Dicho anticipo se reliquida contra la primera cotización que se entere en la correspondiente cuenta individual. Posteriormente, se han introducido una serie de modificaciones a los contratos de los trabajadores, en atención a cómo se comporta el mercado en el área de las AFP, para lo cual se han establecido comisiones diferenciadas.

Remuneraciones contra recaudación

Agregó que una materia de la mayor importancia y que se relaciona con el proyecto en análisis es la denominación que reciben las remuneraciones de los trabajadores de AFP, agentes de venta y agentes que comisionan, porque al catalogarlas de remuneraciones contra recaudación se consagra el anticipo, en el mes siguiente al de la realización del negocio, de un porcentaje de la comisión. Tiempo atrás dicho anticipo se dividía en cuotas, al mes siguiente, al sexto mes y al duodécimo mes. En el año 2005 se introdujeron enmiendas a los contratos disponiendo que toda la comisión se anticipa al mes siguiente de efectuado el negocio, para ser reliquidada al mes subsiguiente contra la cotización que efectúe el afiliado, esto es, se trata de una situación suspensiva que depende de un tercero ajeno a la remuneración del trabajador. Si el afiliado hace uso de una licencia, el empleador declara y no paga la cotización o el afiliado pierde su trabajo o fallece, al trabajador de la AFP que realizó la venta se le descuenta la comisión completa, previo plazo que se le concede para revertir la situación con el afiliado. En resumidas cuentas el riesgo lo asume el trabajador.

La Secretaria de la Federación de Sindicatos de AFP, señora Marcia Montes acotó que el hecho de no devengarse la remuneración durante el mismo mes significó que los tribunales resolvieran que estos trabajadores no tienen derecho a la semana corrida.

CONSULTAS

Ante una consulta del asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, respecto al plazo determinado para el pago de los premios o bonos, las representantes sindicales manifestaron que se puede dilatar en algunos casos hasta veinte meses. Asimismo, aclararon que en la actualidad la comisión ha adoptado distintos nombres, por lo que existe la comisión propiamente tal y los bonos, los premios por permanencia, los bonos por fidelidad, incentivos, etcétera. Cada administradora de fondos de pensiones les adjudica un nombre a estos incentivos.

Contestando una pregunta de la Senadora señora Rincón, respecto de la justificación de las entidades empleadoras para establecer distintas clases de comisiones, en los casos de colusiones que se producirían entre los vendedores para trasladar clientes o quitarse clientes, las representantes de la Federación señalaron que los empleadores son los que colocan las condiciones de los contratos de trabajo y las reglas del juego para captar afiliados.

Finalmente, expresaron su preocupación por el resultado que puede tener la aprobación de esta iniciativa, en cuanto signifique un ajuste de los contratos de trabajo que menoscabe a los trabajadores comisionistas.

ASOCIACIÓN DE ASEGURADORES DE CHILE A.G.

El asesor legal de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señor Francisco Serqueira, manifestó que se referiría a las indicaciones presentadas a la iniciativa en discusión. (El texto de las indicaciones se consigna en este informe a continuación de las audiencias).

 Respecto de la indicación número 1 A, del Senador señor Muñoz Aburto, que relaciona directamente los bonos o premios a sucesos que dependan en forma sustantiva del trabajador, indicó que no sería atinente al espíritu del inciso segundo aprobado en general que regula el pago de remuneraciones lícitas por hechos de terceros que benefician al empleador, es decir, se trata de ingresos eventuales que puede percibir el trabajador y cuya causa es la relación laboral. En consecuencia, opinó que el texto aprobado en general del inciso segundo del artículo 54 bis que se agrega al Código del Trabajo es suficiente, porque regula el pago de premios o bonos por hechos que no dependen del trabajador, pagándosele a éste una remuneración contractual.

En cuanto a la indicación número 1, del Senador señor Navarro, que tiene por finalidad precisar que las remuneraciones del trabajador se encuentran devengadas desde que pueden hacerse exigibles por aquel dentro del mes en que se efectuó la venta o la prestación de servicios, comentó que no sería apropiado someter el “devengo” a la “exigibilidad”, porque las remuneraciones se devengan cuando ingresan al patrimonio del trabajador y siempre hay un período de pago. La exigibilidad ocurre cuando se ha vencido dicho período y el acreedor podrá demandar su cumplimiento. Además, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 510 del Código del Trabajo, referido a la prescripción de los derechos regidos por dicho cuerpo legal, la redacción de la indicación podría debilitar los derechos adquiridos de los trabajadores.

Seguidamente, el asesor legal de la Asociación de Aseguradores de Chile A. G., consideró que la indicación número 1 B, del Senador señor Muñoz Aburto, que estipula la retribución de toda venta o gestión realizada por el trabajador mediante las comisiones, bonos o estímulos y que prohíbe toda cláusula que condicione el pago de comisiones a un nivel de ventas equivalente al ingreso mínimo mensual, es una materia ya resuelta en los artículos 42 y 44 del Código del Trabajo. 

Añadió un comentario sobre las disposiciones transitorias en el sentido de que el plazo establecido puede resultar insuficiente para el ajuste de los contratos de trabajo, precisando, asimismo, que debería agregarse explícitamente al sujeto que debe cumplir la obligación, tal como se consideró en la norma transitoria de la ley N° 20.281.

CONSULTAS

El asesor legal del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, preguntó cuál es el momento en que un vendedor de seguros devenga su comisión.

El abogado de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G. expresó que el contrato de seguros, que en la actualidad es un contrato solemne, se perfecciona en el momento en que se suscribe la propuesta del asegurable y se acepta ésta por la compañía de seguros. En ese período mensual debe ser pagada la comisión que corresponde al trabajador. Otra cosa son los incentivos o premios por persistencia, muy propios de la industria aseguradora, en atención a que la fidelidad del cliente es una cualidad apreciada en esta industria. Dichos premios o incentivos no constituyen comisión por venta. Reiteró que el trabajador devenga su comisión en el momento en que se perfecciona la venta.

El Diputado señor Osvaldo Andrade solicitó una opinión del abogado señor Serqueira acerca de los premios o bonos que perciben los trabajadores, que están sujetos a la conducta del asegurado, esto es, a la voluntad de un tercero, en el sentido de si es razonable que lo pagado por comisiones tenga alguna relación de montos con lo pagado por bonos o premios y, por tanto, por esa vía pudiera eludirse el pago de la comisión difiriendo su monto en bonos o premios.

El abogado señor Serqueira expresó que es de mayor interés para una compañía de seguros los sucesos que siguen a la suscripción de un contrato, es decir, la recaudación, la fidelidad y la persistencia del cliente dentro de la empresa. 

ESPECIALISTA PRINCIPAL DE NORMAS INTERNACIONALES DEL TRABAJO Y RELACIONES LABORALES DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

La Especialista Principal de Normas Internacionales del Trabajo y Relaciones Laborales, señora Kirsten-María Schapira, señaló que la OIT tiene una visión muy específica consagrada en las distintas normas internacionales del trabajo respecto a no promover o apoyar un trabajo desprotegido. En relación a la materia que busca regular el proyecto de ley en estudio, indicó que Chile sólo ha ratificado un antiguo instrumento denominado Convenio 26, que data del año 1928, sobre los métodos para la fijación de salarios mínimos.

A título informativo para los integrantes de Comisión, informó sobre la existencia del Convenio N° 95, del año 1949, sobre la protección del salario, que se refiere a tres temas: la necesidad de pago de las remuneraciones de manera periódica (cada 15 días o mensual); la protección del salario en caso de la quiebra del empleador y la protección del salario mínimo. 

Precisó que en el Convenio N° 95 se consigna un reconocimiento de una forma de pago que involucre una comisión y un salario básico y que tratándose de trabajadores que deben cumplir un horario siempre debe garantizarse el pago del salario mínimo, sobre todo tratándose de aquellos que son comisionistas, porque están sujetos a vaivenes que le significan meses buenos y otros meses en que prácticamente no reciben remuneración.

PRESIDENTE DEL SINDICATO INTEREMPRESAS DE CONSORCIO

El Presidente del Sindicato Interempresas de Consorcio, señor Fernando Escudero Zúñiga manifestó que las remuneraciones de los ejecutivos de venta de seguros están sujetas a variables todos los meses, contando con un sueldo base que no alcanza el monto del ingreso mínimo. Esto último significa que algunas compañías de seguros agregan un suplemento para coincidir con el ingreso mínimo, denominado en algunos casos como “complemento ingreso mínimo”. (El expositor acompañó una copia de su propia liquidación de remuneraciones).

Agregó que las mencionadas remuneraciones contemplan una gratificación legal, un ítem de comisiones por venta, correspondiendo ésta a un porcentaje de la prima que paga el cliente y que se consigna al trabajador en la liquidación de sueldo del mes siguiente. Estas comisiones se incorporan en un anexo del contrato y son de carácter variable. Asimismo, existe la comisión por mantención, también ubicada en el anexo, que se origina mes a mes y que corresponde a un porcentaje de la prima que paga el cliente por su póliza. En las liquidaciones de sueldo aparece vinculada a la cantidad de años o período asociado a un capital pactado en el producto.

Respecto de la semana corrida, indicó que algunas compañías la pagan y en otras, como es el caso de Consorcio Nacional de Seguros S.A., se debió negociar la disminución del monto de las comisiones contenidas en el anexo del contrato para subsidiar la semana corrida. 

Añadió que en forma excepcional se entregan unos premios, denominados también bonos o incentivos, que están consignados en una Tabla que a su vez se detalla en otro anexo. Dichos premios son variables, acorde a los vaivenes del mercado. Informó que, además, existe un concepto que se denomina “La Persistencia”, que mide por 36 meses la recaudación de cada póliza, considerando la empresa en esa medición un porcentaje de las pólizas morosas o caducadas, de manera que los trabajadores, en muchas ocasiones, no pueden ganar sus incentivos. El trabajador cumple con la venta del seguro, pero debe -durante los 36 meses- preocuparse que el cliente pague la póliza y si ello no ocurre se descuentan del incentivo del trabajador.

CONSULTAS

El Senador Bianchi manifestó que conforme a la situación relatada se evidencia una irregularidad, puesto que los trabajadores son contratados para vender intangibles, pero no para la cobranza. La empresa al castigar a los vendedores, por medio del descuento de las pólizas no pagadas del incentivo, se libera de la obligación de perseguir esa venta y no asume la pérdida, sino que se la traspasa al trabajador que hizo esa venta.

Por su parte, la Senadora señora Rincón respecto del concepto “persistencia” quiso saber si está contemplado en el contrato, informándole el Presidente del Sindicato Interempresas de Consorcio que era tratado en forma interna por la administración. La Senadora estimó que esta materia debería ser consultada a la Dirección del Trabajo por los trabajadores sujetos a dicha modalidad.

DIRECTORA DEL SINDICATO CONSORCIO SEGUROS DE VIDA

En su intervención, la Directora del Sindicato Consorcio Seguros de Vida, señora Pamela Walters Gastelu expresó que este Sindicato representa a más de 900 trabajadores, de los cuales el 80 por ciento corresponde a vendedores de intangibles, cuyas remuneraciones se ven afectadas por diversos mecanismos que utilizan las compañías de seguros para descontarles el costo que se desprende del no pago de la póliza por los clientes.

Explicó que los vendedores tienen dos tipos de comisiones, una que está relacionada con el valor mensual que va a pagar el cliente y que dura hasta cuatro años y la otra que se denomina bono o incentivo, constituyendo ambas el sueldo del trabajador. En caso de bajar el concepto “persistencia”, esto es, al disminuir la permanencia de las ventas de los seguros el trabajador pierde el derecho a recibir el incentivo, que corresponde a la mitad de su remuneración. La persistencia se mide de acuerdo a la permanencia de las ventas por al menos 36 meses y la compañía endosa a los vendedores la responsabilidad de hechos imprevistos que le ocurran al cliente, que no le permiten continuar pagando la póliza. Al trabajador se le castiga en sus nuevas ventas por lo que ocurrió con las efectuadas en el pasado. 

Puso término a su intervención sugiriendo la idea de que las compañías de seguros incorporaran en el costo de las pólizas un porcentaje de amortización por los 36 meses, cantidad que iría a un fondo que beneficiaría a la empresa en caso de no pago de la póliza o al cliente que cumple con lo pactado. Asimismo, propuso agregar al inciso segundo del artículo 54 bis aprobado en general, una oración que relacione el pacto de premios o bonos a la póliza ya vendida y a su permanencia, pero que en ningún caso condicione o afecte el pago del bono o incentivo mensual correspondiente a la venta de nuevos seguros. 

SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES CALL CENTER MULTISERVICIO

  

Tal como se indicó en la página 7 de este informe, las representantes del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio fueron recibidas en audiencia el día 4 de abril de 2012. 

 

La Presidenta del referido Sindicato, señora Marjorie Sáez, inició su exposición explicando que la organización sindical que representa reúne a 300 trabajadores aproximadamente, los que prestan servicios para el Banco Santander. Dichos trabajadores son agrupados por la empresa entre aquéllos que reciben por la prestación de sus servicios una renta fija o una renta variable. Tales grupos se dividen, a su vez, en los Departamentos de Telemárketing, de Retenciones y de Servicio de Atención al Cliente. Explicó que, tratándose de los trabajadores remunerados según un sistema de renta variable, se verifica la problemática relativa a los anexos que se incorporan a sus contratos de trabajo, toda vez que en éstos se consigna que, transcurrido un año desde su suscripción, sus cláusulas pueden ser modificadas unilateralmente por el empleador, particularmente en lo tocante a la forma en que se determina la remuneración que deben recibir como contraprestación al cumplimiento de sus labores. Ello implica que, en la práctica, el empleador impone la cantidad de las comisiones, los requisitos para que éstas se generen y los montos devengados, sin que las organizaciones sindicales puedan negociar tales cláusulas en igualdad de condiciones con el empleador.

 

La Tesorera del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jacqueline Gutiérrez, agregó que la situación reseñada precedentemente genera que, en algunos casos, los trabajadores remunerados bajo un sistema de renta variable dejan de percibir comisiones u bonos adicionales, por lo que sólo reciben, en consecuencia, una renta fija equivalente a su ingreso base mensual.

 

La Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, explicó, por otra parte, que los trabajadores de dicho rubro sufren a su vez una serie de descuentos improcedentes en sus remuneraciones, específicamente en aquellos casos en que el cliente desiste de algún servicio que hubiere contratado. Añadió que, habida cuenta de ello, los trabajadores deben ofrecer a los clientes una serie de beneficios o prestaciones a objeto de asegurar su permanencia como clientes de la empresa, los que deben ser financiados por el trabajador mediante el mismo mecanismo.

  

La Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, expuso que dicho sistema consiste en que es el trabajador quien, en definitiva, debe pagar los beneficios que se le otorgan al cliente de la empresa para que no abandone el servicio que hubiere contratado, mediante el descuento en la comisión que tiene derecho a recibir por las ventas que hubiere celebrado en el respectivo período. Sostuvo que tal procedimiento aparece consignado en los anexos al contrato de trabajo que los trabajadores deben firmar, sin que en éste se especifiquen los parámetros conforme a los cuales se verifican tales operaciones de descuento en las remuneraciones ni los montos a que ellos equivalen. Agregó que, en tales hipótesis, se han interpuesto denuncias ante la Inspección del Trabajo, la que ha cursado las sanciones correspondientes.  

CONSULTAS

 

La Senadora señora Rincón indicó que, en ese sentido, se debe estudiar la situación relativa a los anexos de los contratos de trabajo, particularmente en lo que se refiere a sus efectos sobre los contratos.

 

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, agregó que, en tal contexto, resulta improcedente que el empleador no informe adecuadamente al trabajador respecto de los montos que recibe por concepto de remuneraciones ni los procedimientos que permiten acceder a los diversos rubros adicionales que hubiere convenido con el empleador, tales como comisiones o bonos. Sostuvo que, en todo caso, se debe garantizar que el descuento en las remuneraciones no puede afectar el sueldo base que recibe, sino sólo tales comisiones, bonos u otros incentivos adicionales.

 

La Senadora señora Rincón añadió que efectivamente ello debe recaer sobre los bonos por incentivos adicionales, los que deben equivaler a un premio por el buen desempeño del trabajador. Asimismo, sostuvo que las empresas deben establecer parámetros claros que permitan que el trabajador pueda conocer con certeza el tipo y cantidad de remuneraciones que va a recibir. 

 

El Senador señor Prokurica consultó sobre los tipos de comisiones que reciben los trabajadores del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio.

 

 La Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, explicó que se debe distinguir entre las diversas áreas, que según sus distintas funciones, generan comisiones por rubros tales como venta de créditos, venta de seguros, retenciones, etcétera. Sin perjuicio de ello, señaló que desconocen cuáles son los mecanismos que permiten determinar la remuneración final que reciben.

 

El Senador señor Prokurica agregó que ello constituye una problemática que debe ser resuelta, toda vez que, además de lo reseñado precedentemente, impide que los trabajadores puedan conocer con certeza cuáles son las funciones que deben cumplir para mejorar sus ingresos mediante el sistema de bonos o estímulos.

 

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó en relación al régimen jurídico aplicable una vez que expira el plazo en el que rigen las cláusulas contenidas en el anexo al contrato de trabajo, esto es, si éste se renueva automáticamente o se renueva en virtud de un acuerdo entre el empleador y el trabajador.

 

La Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, indicó que, vencido el plazo por el cual rige el anexo, éste es renovado de forma unilateral, esto es, dichas cláusulas son impuestas a los trabajadores, los que son despedidos en el evento de no aceptar las condiciones contenidas en dicho documento. Agregó que tales despidos ocurren con frecuencia, toda vez que las cláusulas contenidas en las renovaciones de anexo frecuentemente implican un detrimento en las remuneraciones, lo que no es aceptado por los trabajadores.

 

Por otra parte, expuso que, en ocasiones, las empresas realizan modificaciones a los contratos de trabajo en forma verbal, sin que quede constancia de ello en un documento, lo que, atendida la informalidad que ello supone, imposibilita que los trabajadores conozcan con seguridad las funciones que deben cumplir para desempeñar correctamente sus labores. Por ello, explicó que, ante cualquier incumplimiento del trabajador de las nuevas condiciones impuestas verbalmente por el trabajador, se les envía una carta de amonestación –denominadas cartas correctoras-, las que en definitiva pueden llevar a que el empleador despida al trabajador invocando la causal relativa al incumplimiento grave de las obligaciones que impone el contrato de trabajo. 

 

A continuación, agregó que, tratándose de los mecanismos conforme a los cuales se procede a la fijación de metas para los trabajadores, se han presentado una serie de problemáticas, principalmente en el ámbito del telemárketing, toda vez que en los respectivos contratos de trabajo se exige la práctica de una serie de conductas cuya ocurrencia depende en gran medida de las condiciones de trabajo que debe proveer el empleador. En tal contexto, reseñó que tales condiciones frecuentemente son entregadas en forma tardía o incompleta, lo que, en la práctica, imposibilita que el trabajador pueda cumplir oportunamente con sus labores y, con ello, impide que pueda acceder a la comisión o bono que hubiere pactado.

 

La Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, añadió que las metas para acceder a comisiones o bonos adicionales siguen vigentes aun cuando el trabajador se encuentre haciendo uso de su feriado anual o en estado de enfermedad debidamente comprobada, lo que genera graves consecuencias al realizarse el proceso de calificación anual del desempeño de los trabajadores. Agregó que ello afecta la movilidad laboral dentro de la empresa, sobre todo en aquéllos casos en que las metas impuestas por el empleador son inalcanzables para la gran mayoría de los trabajadores. 

 

A su vez, la Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, acotó que también se producen situaciones abusivas relativas a la imposición de funciones no contempladas en el contrato de trabajo sin que por su realización perciban remuneración alguna. Indicó que ello es de frecuente ocurrencia tratándose de los trabajadores de renta fija, en cuyo caso se les impone la ejecución de una serie de labores sin que por ello reciban una comisión en dinero. Sostuvo que, en el evento que no cumplan con tales funciones no convenidas con el trabajador reciben una carta de amonestación, lo que puede generar posteriormente un despido de sus labores.

 

En ese sentido, la Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, explicó que, con miras a evaluar el desempeño laboral de los trabajadores, las empresas cuentan con un sistema denominado panel de calidad, que contiene una serie de indicadores sobre conductas que no forman parte de las obligaciones contenidas en los contratos de trabajo, pero que, de igual manera, influyen al momento de determinar si el trabajador tiene derecho a una comisión o ingreso adicional por su buen desempeño.

 

La Tesorera del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jacqueline Gutiérrez, agregó que ello resulta aún más complejo en aquellos casos en que las metas que se imponen a los trabajadores no son cumplidas por un margen muy estrecho, en cuyo caso los trabajadores no reciben ningún tipo de comisión.

 

La Senadora señora Rincón sostuvo que, sin perjuicio de la pertinencia de las observaciones reseñadas precedentemente en relación a la iniciativa legal en estudio, resulta necesario estudiar las modificaciones que pudieren promoverse en el ámbito específico de los trabajadores comisionistas de call center, particularmente en lo relativo a los descuentos indebidos de que son objeto, la fijación de metas arbitrarias y la imposición de funciones sin retribución.

---

Finalmente, se deja constancia que la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, y la Confederación de Sindicatos Bancarios y Afines, enviaron a la Comisión documentos en que se consignan sus observaciones a las indicaciones presentadas al proyecto de ley en estudio.

Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores en la Secretaria de la Comisión.

---

TRATAMIENTO DE LAS INDICACIONES

Respecto del numeral 1, fueron presentadas cuatro indicaciones.

La indicación número 1a, de S. E. el Presidente de la República, para agregar, en el inciso primero del artículo 54 bis que se propone, a continuación del vocablo “devengó”, la frase: “, salvo que dichos hechos posteriores sean imputables al trabajador”.

En un primer examen de la indicación, la Senadora señora Rincón consultó a los representantes del Ejecutivo acerca de la pertinencia de ubicar una norma de ese tenor dentro de aquéllas relativas a la terminación del contrato de trabajo, toda vez que, ante la ocurrencia de un hecho grave e imputable al trabajador que faculte al empleador a poner término a dicho contrato, se debería establecer un mecanismo que permita proceder al reembolso de las remuneraciones que  hubiere recibido el trabajador con anterioridad a tales hechos. 

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el propósito fundamental del inciso primero del artículo 54 bis radica en evitar que se produzca el descuento de la remuneración que sido pagada por el empleador, particularmente en aquellos casos en que tiene lugar un hecho ajeno a la responsabilidad del trabajador. Por ello, agregó que la indicación busca precisar que sólo se puede permitir tal descuento en la remuneración cuando se verifiquen conductas que impidan la permanencia del cliente en el servicio que ha contratado y siempre que tales hechos se encuentren comprendidos dentro de la esfera de las obligaciones del trabajador, que se hayan verificado por su exclusiva responsabilidad, y que carezcan de la entidad necesaria para que el empleador pueda poner término a la relación laboral por alguna de las causales que, al efecto, establece el Código del Trabajo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que, en ese sentido, la indicación en estudio pretende establecer que sólo puede tener relevancia para efectos del reembolso de las remuneraciones que recibe el trabajador la ocurrencia de hechos que le sean imputables en el marco de las obligaciones propias del contrato de trabajo.

La Senadora señora Rincón manifestó la necesidad de analizar una modificación a la indicación en análisis, particularmente en lo relativo a la expresión “imputables” que ésta contiene, toda vez que puede ocurrir que, en tal categoría, se incluyan una serie de hechos que, aún cuando escapan al ámbito propio de responsabilidad del trabajador, le podrían ser atribuidos al verificarse en el contexto de una operación de venta. Añadió que ello permitiría, en definitiva, que se proceda al descuento de remuneraciones pagadas, lo que contraviene el objetivo del proyecto de ley en estudio.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, coincidió en la pertinencia de analizar una modificación a la expresión “imputables” que utiliza la indicación en estudio. Con todo, añadió que se debe evitar que, como consecuencia del referido ajuste, se posibilite la generación de bonos o comisiones sobre la base de operaciones fallidas que luego no podrían ser reembolsadas por el trabajador al empleador.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, propuso una nueva redacción de la indicación en estudio, la que quedaría en los siguientes términos: “salvo que dichos hechos posteriores se originen en el incumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.

El Senador señor Muñoz Aburto manifestó su conformidad con la nueva redacción que se propone para la indicación en análisis, toda vez que permite evitar que se produzca un descuento a las remuneraciones del trabajador como consecuencia de un hecho ajeno a su responsabilidad. Con todo, destacó que, con el objetivo de detectar las irregularidades que pudieren ocurrir durante los procesos de venta de bienes intangibles, las empresas debieran adoptar las medidas conducentes a evitar su ocurrencia.

Puesta en votación la indicación número 1 a, con la modificación reseñada precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

La indicación número 1A, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, en el inciso segundo del artículo 54 bis propuesto, a continuación de la palabra “otros”, la frase “, siempre que dichos sucesos dependan en forma sustantiva del trabajador”.

Al respecto, el Senador señor Muñoz Aburto explicó que su indicación persigue determinar qué hechos pueden permitir el descuento a las remuneraciones que hubiere recibido el trabajador. Para ello, señaló, es preciso determinar el grado de diligencia que debe desplegar el trabajador con miras a garantizar, por ejemplo, el cumplimiento por parte del cliente de las obligaciones que hubiere contraído con la empresa.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, manifestó que debe especificarse que sólo podrá generarse una comisión o bono adicional ante la ocurrencia de los hechos que la propia norma designa, siempre que ello derive del cumplimiento de las obligaciones laborales por parte del trabajador.

La Comisión acordó precisar la redacción de esta indicación, de conformidad a la idea contemplada en la indicación número 1 a, intercalando en el inciso segundo del artículo 54 bis, a continuación de la expresión “u otros”, la frase “, siempre que la ocurrencia de estos hechos dependa del cumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.
Puesta en votación la indicación número 1 A, fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Muñoz Aburto, Prokurica y Uriarte.

La Comisión, en sesión celebrada el día 11 de abril de 2012, teniendo en consideración el tenor de las indicaciones 1 a y 1 A aprobadas en forma unánime, que subrayan la diligencia del trabajador en el cumplimiento de sus obligaciones y, además, las observaciones formuladas por las entidades de trabajadores que concurrieron a expresar su opinión, estimó necesario darle coherencia al texto de la norma, proponiendo otra enmienda al artículo 54 bis, nuevo, contenido en el numeral 1 del artículo único. Dicha enmienda consiste en proporcionar un instrumento a los trabajadores que les permita reclamar en caso de que las comisiones, bonos, premios u otros incentivos estén mal pagados o mal calculados.

La Comisión, en relación con las indicaciones 1 a y 1 A, y de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto, acordó incorporar al artículo 54 bis que se agrega al Código del Trabajo el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y conforme a lo señalado en los incisos precedentes, las liquidaciones de remuneraciones deberán contener en un anexo, que constituye parte integrante de las mismas, los montos de cada comisión, bono, premio u otro incentivo que recibe el trabajador, junto al detalle de cada operación que le dio origen y la forma empleada para su cálculo.”.

La indicación número 1b, de S.E. el Presidente de la República, para sustituir en el inciso tercero del artículo 54 bis que se propone, la frase “El empleador no podrá condicionar  la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo,”, por “El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador, su permanencia, la renovación de su contrato, o la promoción o movilidad en su empleo,”. 

En cuanto a la indicación número 1 b, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que pretende ampliar el ámbito de protección que consagra la norma aprobada en general en favor del trabajador, con miras a prohibir que éste deba suscribir instrumentos representativos de obligaciones a objeto de favorecer su estabilidad o su promoción en el empleo.

Puesta en votación la indicación número 1 b, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Navarro, es para incorporar, en el artículo 54 bis que este numeral propone, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Se entenderá que las remuneraciones del trabajador se encuentran devengadas desde que ellas se pueden hacer exigibles por parte del trabajador, dentro del mes en que se efectuó la venta o prestó el servicio.”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, manifestó que, tratándose de la venta de bienes intangibles, no es posible que se produzca el devengo o la exigibilidad de la remuneración dentro de un mes, contado desde el momento en que se suscribe dicho contrato, toda vez que es frecuente que se requiera la realización de una serie de trámites posteriores a su suscripción, los que retardan su perfeccionamiento. Habida cuenta de ello, sostuvo que el período de tiempo que contempla la indicación resultaría ser insuficiente. 

El Senador señor Bianchi consultó, en ese sentido, en relación al momento en que se perfecciona el contrato que realiza el vendedor, particularmente en lo relativo a la ocurrencia de hechos posteriores a su suscripción, los que, en ocasiones, no dependen de la sola voluntad del trabajador.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que se debe distinguir entre los distintos tipos de bienes de que se trate a objeto de determinar el momento en que se perfecciona el contrato de venta, lo que genera, a su vez, el devengo de la remuneración del trabajador. Asimismo, afirmó que la referida problemática puede ser resuelta por la norma introducida en el inciso primero del artículo 55 del texto aprobado en general por el Senado, toda vez que dicha norma prescribe que, por regla general, la liquidación y pago se debe verificar durante el período en que se efectuaron las operaciones correspondientes, el que generalmente corresponde a un mes, salvo que, por razones técnicas, ello no fuere posible, en cuyo caso se deberán liquidar y pagar conjuntamente con las remuneraciones del mes siguiente.

La Senadora señora Rincón indicó que, con todo, se debe favorecer el conocimiento por parte del trabajador del momento en que se produce el devengo de sus remuneraciones, por lo que recomienda introducir modificaciones en la indicación en estudio con el objeto de regular dicha materia.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, agregó que, recogiendo esa observación, resultaría pertinente subsumir la indicación en análisis con las oraciones introducidas en el inciso primero del artículo 55, aprobadas en general por el Senado, que se refiere a la hipótesis en estudio.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, en rigor, la figura del descuento en las remuneraciones tiene lugar en aquellos casos en que se acuerda el pago de una remuneración que se devenga con posterioridad al servicio que presta el trabajador. Explicó que, en tanto no se produce el pago de ésta, se le entregan al trabajador ciertas sumas por concepto de anticipos, las que luego son descontadas de la remuneración final que recibe, en el caso que el cliente abandone el servicio que ha contratado, sin importar si dicho abandono se debe al desempeño laboral del vendedor. Por ello, sostuvo que la modificación introducida al artículo 55, en el proyecto aprobado en general por el Senado, apunta a determinar el momento preciso en que se produce el devengo, toda vez que establece que ello tiene lugar una vez que el trabajador cumple las labores para las cuales fue contratado.

La Comisión, atendidos los razonamientos expresados precedentemente, acordó subsumir la indicación número 1, del Senador señor Navarro, en el texto que se incorpora al inciso primero del artículo 55 aprobado en general, sustituyendo el vocablo “éstas”, por la frase “aquéllas se entenderán devengadas y”.

Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada, con las modificaciones señaladas y para ser incorporada al texto agregado al inciso primero del artículo 55, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Muñoz Aburto, Prokurica y Uriarte.

En relación al numeral 2 del proyecto de ley en análisis fueron presentadas tres indicaciones.

La indicación número 1B, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar en el texto que este numeral propone para el inciso primero del artículo 55, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “Las comisiones, bonos o estímulos deberán retribuir toda venta o gestión realizada por el trabajador y no podrán, en caso alguno, establecerse a partir de aquellas que superen el ingreso mínimo mensual.”, y, a continuación de la expresión “artículo,”, la frase “o las condicione a un nivel de ventas equivalente al ingreso mínimo mensual,”.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que la indicación propone establecer que, sin importar el número de operaciones de venta que realice el vendedor, de igual manera debe recibir, al menos, una suma equivalente al ingreso mínimo mensual, además de una comisión o bono por las ventas u otras operaciones que hubiere realizado. Indicó que ello podría generar una serie de problemas que podrían afectar gravemente la forma de pago de tales remuneraciones.

La Senadora señora Rincón explicó que la indicación pretende resolver la problemática de aquellos trabajadores a quienes se les deduce de la comisión correspondiente a las ventas realizadas durante un mes una suma equivalente al ingreso mínimo mensual, lo que provoca un detrimento en la remuneración final que perciben los trabajadores. Agregó que ello constituye una situación injusta que debe solucionarse, debiendo reconocerse, en definitiva, el derecho de los trabajadores a percibir una suma equivalente al ingreso mínimo mensual, junto a los demás incentivos que reciba, tales como bonos o comisiones.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que, en ocasiones, quienes se desempeñan como vendedores realizan simultáneamente otras actividades laborales en los más diversos rubros, dedicando, en definitiva, muy pocas horas de su jornada a las actividades de venta. Añadió que, por ello, no resulta correcto que tales trabajadores reciban una suma equivalente al ingreso mínimo mensual, además de comisiones y bonos por las operaciones que hubieren realizado, sobre todo en aquellos casos en que su productividad es muy baja. 

La Senadora señora Rincón sostuvo que se debe distinguir entre el derecho del trabajador a recibir el ingreso mínimo mensual, que consiste en una suma fijada por ley, y las comisiones o bonos adicionales a dicha suma que el empleador acuerda pagar al trabajador. Agregó que, en todo caso, se debe respetar el derecho del trabajador a recibir el referido ingreso mínimo legal.

El Senador señor Muñoz Aburto explicó que las empresas cuentan con mecanismos de auditoría y control del desempeño de sus trabajadores, mediante los que pueden determinar si un trabajador cumple o no con sus obligaciones, pudiendo, por tanto, separar a los trabajadores que no realizan bien su labor. Por ello, indicó que no resulta admisible que sea sólo el trabajador quien deba soportar el riesgo implícito del negocio en cuyo contexto se desarrollan las operaciones de venta. Destacó que se trata de un sector en el cual quienes se dedican a dicha labor deben sortear una serie de mecanismos de control, por lo que el empleador debe cumplir con la obligación de pagar el ingreso mínimo sin perjuicio de las comisiones o bonos adicionales que acuerde con el trabajador.

El Senador señor Uriarte sostuvo que, sin perjuicio de los propósitos que persigue la indicación en estudio, su aprobación podría generar un desincentivo a la contratación de vendedores de bienes intangibles, lo que originaría una disminución en el número de trabajadores de dicho rubro. Por ello, manifestó que la regulación legal que a este respecto se dicte no debe originar una sobre protección que, en definitiva, perjudique a los trabajadores del referido sector.

El Senador señor Bianchi destacó que, en esta materia, se han verificado una serie de abusos tanto por parte de los empleadores como por parte de los trabajadores. Con todo, las empresas que se dedican a la venta de intangibles cuentan con mecanismos que les permiten controlar sus procedimientos internos, lo que, en definitiva, origina que permanezcan en éstas sólo aquéllos trabajadores que cumplen satisfactoriamente con sus labores.

El Senador señor Muñoz Aburto insistió en que, en rigor, el riesgo implícito propio de las operaciones de venta de bienes intangibles debe ser asumido, en primer lugar, por la empresa, toda vez que cuenta con los mecanismos internos que le permiten conocer y evaluar con precisión el desempeño de sus trabajadores. Por ello, destacó que no es efectivo que la normativa que se dicte sobre el particular pueda afectar la contratación futura de trabajadores en este rubro.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, indicó que, en todo caso, se debe tener presente que hay trabajadores que no están sujetos al régimen del ingreso mínimo mensual, por lo que se debe considerar tal diferenciación al momento de establecer una normativa sobre el particular. 

- La Comisión, en sesión de 21 de marzo de 2012, acordó continuar el análisis de la indicación número 1 B en una reunión posterior, con la finalidad de revisar la redacción de la misma.

En sesión celebrada el día 4 de abril de 2012, el Senador señor Prokurica expuso que, con el propósito de resolver adecuadamente esta circunstancia, se debía analizar la procedencia de establecer parámetros conforme a los cuales se determine la proporción de los bonos adicionales que puede recibir el trabajador, toda vez que no resulta correcto que éste sólo reciba una comisión o bono una vez cumplidas metas muy exigentes, pero que no reciba suma alguna en el evento que tal requisito no se cumpla por un estrecho margen. En tal contexto, reiteró la necesidad de proceder al estudio de una iniciativa legal que establezca parámetros o tramos que permitan que el trabajador pueda acceder a la comisión u otros bonos adicionales de manera proporcional a las funciones que realiza.

Al respecto, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que, en este ámbito se verifican una serie de prácticas abusivas por parte de los trabajadores y por parte de los empleadores. Por ello, indicó que resulta pertinente estudiar las modificaciones legales que pudieren promoverse a objeto de solucionar dicha problemática, particularmente en lo relativo a la fijación de metas mínimas que permitan devengar bonos o comisiones adicionales.

El Senador señor Muñoz Aburto expresó que luego de efectuar una revisión del contenido de la indicación número 1 B, había llegado a la conclusión de que su aprobación podría poner en riesgo las remuneraciones que recibe el trabajador, toda vez que cabría la posibilidad de establecer que el rubro de los premios o bonos por desempeño podría ser el único que origine la remuneración del trabajador, con lo que, en el evento de no cumplirse la meta acordada, el trabajador no recibiría ingreso alguno.

En consecuencia, y atendidas las consideraciones señaladas precedentemente, señaló que retiraba la indicación número 1 B.

La indicación número 1 B fue retirada por su autor, el Senador señor Muñoz Aburto.

La indicación número 1C, de S.E. el Presidente de la República, para reemplazar en el texto que se propone incorporar al inciso primero del artículo 55, la palabra “sobrepasando” por “infringiendo”.

Al analizar la indicación número 1 C, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que se trata de una precisión semántica que introduce tan sólo una corrección formal al texto aprobado en general por el Senado.

Puesta en votación la indicación número 1 C, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del texto que este numeral propone para el inciso primero del artículo 55, la siguiente oración final: “Lo dispuesto se aplicará a los trabajadores que se dediquen a la venta de toda clase de bienes, tanto tangibles como intangibles.”.

Puesta en discusión, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, indicó que ésta tiene por objeto establecer que las disposiciones del proyecto de ley en análisis operen para la venta de toda clase de bienes, tanto tangibles como intangibles. Agregó que, con todo, se debe diferenciar entre bienes tangibles e intangibles,  atendido que, dependiendo del tipo de bienes de que se trate, las operaciones de venta que se verifiquen a su respecto quedan sujetas a una regulación legal distinta. Subrayó que, por ejemplo, ello resulta evidente tratándose de la venta de bienes tangibles, en cuyo caso se aplica el régimen que establece la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, que contempla la posibilidad de proceder al retracto de la operación de venta que se hubiere realizado, incluso sin necesidad de expresión de causa por parte del comprador. Explicó que ello debe considerarse al momento de evaluar la eventual pertinencia de extender el ámbito de aplicación de la iniciativa de ley en estudio a los vendedores comisionistas de bienes tangibles.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que la aprobación de la indicación en los términos en que fue formulada podría prestarse para situaciones abusivas, particularmente en el ámbito de las ventas de bienes tangibles, toda vez que generaría un incentivo para la celebración de operaciones de venta simuladas, con el consecuente perjuicio que ello podría provocar para el empleador.

La Senadora señora Rincón sostuvo que, habida cuenta de tales consideraciones, y de que el proyecto de ley en estudio dice relación con las remuneraciones que percibe el trabajador por la venta de bienes intangibles, no resulta pertinente exceder el ámbito de su aplicación a otras hipótesis. No obstante, expresó la voluntad de la Comisión de estudiar, junto con el Ejecutivo, la problemática de los vendedores de bienes tangibles, con el objeto de analizar la eventual pertinencia de las modificaciones legales que a su respecto pudieren promoverse.

Puesta en votación la indicación número 2, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Ugarte.

En cuanto al artículo 1° transitorio, fueron presentadas dos indicaciones.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para suprimirlo.

El Senador señor Uriarte indicó que ella persigue evitar que la redacción que contempla el artículo 1° transitorio del texto aprobado en general por el Senado contravenga las disposiciones de la Ley sobre efecto retroactivo de las leyes, toda vez que podría afectar derechos adquiridos que emanan de contratos celebrados con anterioridad a la entrada en vigencia del proyecto de ley en estudio. 

La Senadora señora Rincón opinó que la primera disposición transitoria no produce un quebrantamiento de la Ley sobre efecto retroactivo de las leyes, porque solamente establece el deber de ajustar una serie de situaciones jurídicas actualmente vigentes.

Puesta en votación la indicación número 3, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Ugarte.

La indicación número 4, de S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 

"Artículo 1°.- Con excepción de lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 54 bis que se incorpora al Código del Trabajo por esta ley, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus términos, en lo relativo a las condiciones y plazos del pago de las comisiones, en el plazo fatal de seis meses, a contar de su publicación en el Diario Oficial.

Corresponderá al empleador efectuar dichos ajustes, sin que pueda realizar otras modificaciones que signifiquen menoscabo para el trabajador, tal como una disminución de la comisión. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la comisión cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración variable que la que habría percibido por las mismas operaciones que le dieron origen, antes del ajuste.".

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, explicó que la sustitución del artículo 1° transitorio propone establecer un plazo de seis meses para ajustar los contratos de trabajo a la situación que derive de la aprobación de la iniciativa de ley en estudio. Añadió que recae en el empleador la obligación de efectuar tales rectificaciones, las que, en ningún caso, pueden generar un menoscabo en los derechos adquiridos del trabajador.

Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada, con modificaciones de carácter formal, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

En cuanto al artículo 2° transitorio, fue presentada la indicación número 5, de S.E. el Presidente de la República, para reemplazar dicho artículo por el siguiente: 

"Artículo 2°.- Las condiciones y plazos previstos en esta ley para el pago de comisiones, no modificarán aquellas condiciones y plazos que se hubiesen pactado en un instrumento colectivo vigente a la fecha de publicación de esta ley. Con todo, si dicho instrumento se modificare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste.".

Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada con modificaciones de carácter formal, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo único

Número 1

Artículo 54 bis

inciso primero

 
Ha agregado, a continuación del vocablo “devengó”, la frase “, salvo que dichos hechos posteriores se originen en el incumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 1 a y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

inciso segundo

 
Ha intercalado, a continuación de la expresión “u otros”, la frase “, siempre que la ocurrencia de estos hechos dependa del cumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 1A y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

OOOO


Ha incorporado un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y conforme a lo señalado en los incisos precedentes, las liquidaciones de remuneraciones deberán contener en un anexo, que constituye parte integrante de las mismas, los montos de cada comisión, bono, premio u otro incentivo que recibe el trabajador, junto al detalle de cada operación que le dio origen y la forma empleada para su cálculo.”.

(Unanimidad 4x0. En relación con las indicaciones 1 a y 1 A, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

inciso tercero

 
Ha pasado a ser inciso cuarto, sustituyéndose la frase “El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo” por “El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador, su permanencia, la renovación de su contrato, o la promoción o movilidad en su empleo”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 1b).

Número 2

Al texto que se incorpora en el inciso primero del artículo 55

 
-Ha sustituido el vocablo “éstas” por la frase “aquéllas se entenderán devengadas y”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 1 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).


-Ha reemplazado la palabra “sobrepasando” por “infringiendo”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 1 C y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículos transitorios

Artículo 1º
Lo ha sustituido por el siguiente:

 



"Artículo 1°.- Con excepción de lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 54 bis que se incorpora al Código del Trabajo por esta ley, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus disposiciones, en lo relativo a las condiciones y plazos para el pago de las comisiones, en el término fatal de seis meses, a contar de su publicación en el Diario Oficial.

Corresponderá al empleador efectuar dichos ajustes, sin que pueda realizar otras modificaciones que signifiquen menoscabo para el trabajador, tal como una disminución de la comisión. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la comisión cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración variable que la que habría percibido por las mismas operaciones que le dieron origen, antes del ajuste.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación número 4).

Artículo 2º


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 



"Artículo 2°.- Las condiciones y plazos previstos en esta ley para el pago de comisiones, no modificarán aquellas condiciones y plazos que se hubieren pactado en un instrumento colectivo vigente a la fecha de publicación de esta ley. Con todo, si dicho instrumento se modificare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste.".

(Unanimidad 5x0. Indicación número 5).

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente forma:

1. Intercálase el siguiente artículo 54 bis nuevo:

“Artículo 54 bis.- Las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador, teniéndose por no escrita cualquier cláusula que implique su devolución, reintegro o compensación  por parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que la remuneración se devengó, salvo que dichos hechos posteriores se originen en el incumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo.
 
Con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia  durante un tiempo determinado del cliente que ha contratado un servicio o producto a la empresa o bien la puntualidad del mismo en los pagos del referido servicio u otros, siempre que la ocurrencia de estos hechos dependa del cumplimiento por parte del trabajador de las obligaciones contenidas en su contrato de trabajo.

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y conforme a lo señalado en los incisos precedentes, las liquidaciones de remuneraciones deberán contener en un anexo, que constituye parte integrante de las mismas, los montos de cada comisión, bono, premio u otro incentivo que recibe el trabajador, junto al detalle de cada operación que le dio origen y la forma empleada para su cálculo.

El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador, su permanencia, la renovación de su contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, a la suscripción de instrumentos representativos de obligaciones, tales como pagarés en cualquiera de sus formas, letras de cambios o compromisos de pago de cualquier naturaleza, para responder de remuneraciones ya devengadas.”.

2. Incorpórase en el inciso primero del artículo 55, las siguientes oraciones a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.):

“En caso que la remuneración del trabajador se componga total o parcialmente de comisiones e independientemente de las condiciones de pago que la empresa pacte con el cliente, aquéllas se entenderán devengadas y deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones u ocurrieron los hechos que les dieron origen, salvo que, por razones técnicas ello no sea posible, caso en el cual deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las remuneraciones del mes siguiente. La cláusula que difiera el pago de comisiones al trabajador, infringiendo los límites establecidos en este artículo, se tendrá por no escrita.”.

Artículos transitorios

Artículo 1°.- Con excepción de lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 54 bis que se incorpora al Código del Trabajo por esta ley, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus disposiciones, en lo relativo a las condiciones y plazos para el pago de las comisiones, en el término fatal de seis meses, a contar de su publicación en el Diario Oficial.

Corresponderá al empleador efectuar dichos ajustes, sin que pueda realizar otras modificaciones que signifiquen menoscabo para el trabajador, tal como una disminución de la comisión. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la comisión cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración variable que la que habría percibido por las mismas operaciones que le dieron origen, antes del ajuste.

Artículo 2°.- Las condiciones y plazos previstos en esta ley para el pago de comisiones, no modificarán aquellas condiciones y plazos que se hubieren pactado en un instrumento colectivo vigente a la fecha de publicación de esta ley. Con todo, si dicho instrumento se modificare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 15 de noviembre de 2011, 18 de enero, 21 de marzo, 4 de abril y 11 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Baldo Prokurica Prokurica), Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera.

Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.539, PERMITIENDO A LOS PENSIONADOS DE LA DIRECCIÓN DE PREVISIÓN DE CARABINEROS DE CHILE Y DE LA CAJA DE PREVISIÓN DE LA DEFENSA NACIONAL, INCORPORARSE A CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR

(7441-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que el numeral 1 del artículo 1° del proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado, por cuanto regula el ejercicio del derecho a la seguridad social, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, N° 18, de la Constitución Política de la República, en relación a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de esa Carta Fundamental.

ASISTENTES


A una o más sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, y el asesor legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río. Asimismo, concurrieron la Superintendenta (S) de Seguridad Social señora Lucy Marabolí, y el Jefe del Subdepartamento Actuarial de dicha Superintendencia, señor Emilio Torres. Del Ministerio de Defensa Nacional, asistió el asesor legislativo, señor Andrés Tavolari.


Del mismo modo, asistieron, especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista en torno al proyecto de ley en estudio, las siguientes entidades, representadas del modo que sigue:


El Ejército de Chile, representado por el Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería, General de División, señor José Pedro Valdivieso Laso, y por el Mayor (J), Jefe de la Asesoría Jurídica del Comando General del Personal, señor Ramón Huidobro Salas.


La Armada de Chile, representada por el Vicealmirante, Director del Personal, señor Jorge Ibarra Rodríguez, y por el Capitán de Navío, señor Jorge Terzago Cuadros.


La Fuerza Aérea de Chile, por intermedio del Comandante del Comando de Personal, General de Aviación, señor Hugo Peña Leiva; del Director de Personal, Coronel de Aviación (AD), señor Luis Araya Anders, y del abogado asesor, señor Jorge Guajardo Quintero.


La Asociación Gremial Nacional de Pensionados de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile en Retiro y Montepíos, representada por su Presidente, señor César Cereceda, acompañado por el Secretario General, señor Mario Alvarado, por el Tesorero, señor Reinaldo Silva, y por los Directores, señores Jaime Uribe y José García. 

OBJETIVO DEL PROYECTO

En lo fundamental, permitir que los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, se incorporen a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, dándoles acceso a los regímenes de la ley N° 18.833, en materia de prestaciones de crédito social, esto es, créditos en dinero, prestaciones adicionales, consistentes en dinero, especies y servicios y prestaciones complementarias o beneficios de bienestar social. 
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La ley N° 19.539, que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica, a pensionados que señala.


2.- La ley N° 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (C.C.A.F.).

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

MENSAJE DEL EJECUTIVO

 
El Mensaje que origina esta iniciativa, fundamenta su propuesta legislativa en las siguientes consideraciones.


En primer término, se refiere al rol de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, indicando que desde su creación, mediante la dictación del decreto con fuerza de ley N° 245, de 1953, hasta la entrada en vigencia de la ley N° 18.833, han evolucionado permanentemente, de ser entidades que se limitaban a compensar asignaciones familiares pagadas por los empleadores con las cotizaciones previsionales que éstos debían enterar en aquéllas, a las actuales administradoras de prestaciones seguridad social, entre las que destacan las denominadas prestaciones legales y aquellas que apuntan al bienestar social, como las de crédito social, adicionales y complementarias.


Entre las prestaciones legales que estas entidades brindan, el Mensaje menciona las asignaciones familiares, el subsidio de cesantía del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y los subsidios por incapacidad laboral de trabajadores cotizantes de FONASA. 


Además, entre las prestaciones sociales destinadas al bienestar social, se refiere al régimen de crédito social en virtud del cual las Cajas de Compensación otorgan créditos en dinero a sus afiliados; al régimen de prestaciones adicionales, que les permite brindar a sus beneficiarios prestaciones en dinero, especies y servicios, vía por la cual les es posible otorgar bonos por fallecimiento, matrimonio, nacimiento, escolaridad, becas de estudio y convenios médicos, y al régimen de prestaciones complementarias, de adscripción voluntaria, que permite a las Cajas otorgar beneficios de bienestar social para sus afiliados, mediante aportes convenidos.


Expresa, asimismo, que las Cajas de Compensación de Asignación Familiar son entidades de previsión social, constituidas como corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro, que tienen por objeto administrar prestaciones de seguridad social. 


Enseguida, el Mensaje detalla las modificaciones que ha experimentado el régimen de afiliación a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. Sobre el particular, señala que estas entidades, con el paso del tiempo, no sólo han ampliado las prestaciones que brindan, sino que también el universo de sus usuarios y beneficiarios, en virtud de las diversas modificaciones legales introducidas a su respecto.


En la actualidad, agrega, las referidas Cajas pueden dar cobertura a trabajadores de las empresas del sector privado, de las empresas autónomas del Estado, de aquéllas en que éste o las entidades del sector público tengan una participación mayoritaria, y del personal de las Municipalidades que tenga el carácter de profesionales de la educación, en los términos de los artículos 1°, 2º y 19 de la ley N° 19.070 y del regido por la ley N° 19.378. 


Señala que mediante la ley N° 19.539 se autorizó a los pensionados de cualquier régimen previsional para afiliarse individualmente a dichas entidades para el sólo efecto de acceder a los regímenes de prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias, con exclusión de los de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. 


Con posterioridad, en virtud de las modificaciones introducidas por la ley N° 20.233, puede concurrir a la constitución de una Caja de Compensación de Asignación Familiar cualquier entidad empleadora del sector público. Asimismo, dichos organismos pueden afiliarse a una Caja de Compensación.


A este respecto, precisa que la afiliación de los trabajadores que se desempeñan en entidades empleadoras del sector público, sólo fue consagrada para los efectos de acceder a los beneficios de los regímenes de prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias que estas corporaciones otorgan, de acuerdo con la ley N° 18.833, sus reglamentos y sus estatutos particulares.


Hace presente que, conforme a las disposiciones de la ley N° 20.255, que estableció la reforma previsional, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud, también podrán afiliarse individualmente a las referidas entidades, con la sola finalidad de acceder a las prestaciones de los regímenes de crédito social, adicionales y complementarias, siempre que dichos trabajadores provisionen mensualmente las cotizaciones, en el respectivo año calendario, en la Administradora de Fondos de Pensiones correspondiente. Acota que, también de acuerdo a la reforma previsional, la obligación de cotizar de los trabajadores independientes entra en vigencia el 1 de enero de 2012.


Destaca, por último, que el conjunto de beneficios que otorgan las Cajas de Compensación ha determinado que, mediante las modificaciones legales antes reseñadas, se haya ampliado el universo de personas habilitadas para afiliarse a ellas, no obstante lo cual han permanecido al margen de este proceso los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA.


A continuación, el Mensaje describe los objetivos tenidos en vista al presentar a trámite la iniciativa. Sobre el particular, indica que, como lo señala el Programa de Gobierno, para construir una auténtica sociedad de seguridades, también se requiere de una mayor cobertura y una mejor calidad en la educación, en la salud, en la previsión social y en la vivienda. Agrega que, considerando la importancia de ampliar el universo de beneficiarios de los programas de seguridad social existentes en el país, que han contribuido al bienestar de miles de chilenos, el presente proyecto de ley propone extender el universo de posibles afiliados a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, permitiendo que los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile se incorporen a ellas, a fin que tengan acceso a los regímenes de la ley N° 18.833, relativos a prestaciones adicionales, complementarias y de crédito social. 


Subraya que esta medida significará que la cobertura de los beneficios antes aludidos, se extenderá a todos los pensionados de los distintos regímenes previsionales del país, incluidos los titulares de Pensiones Básicas Solidarias, haciendo presente que sólo los pensionados por gracia, atendida la naturaleza de dicho beneficio, no podrían afiliarse a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.


Añade que, por tanto, esta propuesta legislativa beneficiará a un importante sector de nuestra población, esto es, los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA, quienes, al mes de marzo de 2010, sumaban 164.874 personas, y que, gracias a esta iniciativa, podrán unirse a los actuales beneficiarios de las Cajas de Compensación. Hace presente también que, excluidos los anteriores, a igual fecha, existían en el país 2.186.588 personas pensionadas, de las cuales, 768.442 corresponden a pensionados del decreto ley N° 3.500, de 1980; 770.643 a pensionados del antiguo Sistema de Pensiones; 614.697 a pensionados básicos solidarios, y 32.806 a pensionados de la ley N°16.744. A esa misma fecha, apunta, 1.180.065 se encontraban afiliados al sistema de Cajas de Compensación de Asignación Familiar.


Finalmente, el Mensaje se refiere al contenido del proyecto de ley. Al respecto, expresa que se propone modificar la ley N° 19.539 para permitir que los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA puedan afiliarse a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.


Agrega que, de acuerdo a la referida ley, respecto de los pensionados afiliados, son las respectivas entidades pagadoras de pensiones las que deben descontar de aquéllas lo adeudado por concepto de crédito social contraído con las referidas Cajas de Compensación, enterando tales sumas en la institución que corresponda, materia respecto de la cual se aplican las disposiciones de la ley N° 17.322, sobre pago y cobro de las cotizaciones previsionales.


Por otra parte, expresa, de acuerdo a la ley N° 18.833, los créditos de las mencionadas Cajas, derivados de las prestaciones de seguridad social de los regímenes que administran, son de aquellos de primera clase a que se refiere el número 6 del artículo 2.472 del Código Civil.


En tal consideración, y de acuerdo a la especial naturaleza de estos regímenes previsionales y las atribuciones de los organismos que los administran, DIPRECA y CAPREDENA, la iniciativa propone limitar la naturaleza de crédito de primera clase que tendrían los créditos sociales que obtengan de las Cajas de Compensación dichos pensionados, determinando que gozará de tal privilegio la parte de la cuota del crédito social que no exceda del 15% de la pensión líquida mensual.


De esta forma, concluye, se garantizará el pago armónico de las acreencias de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar y de DIPRECA o CAPREDENA, según corresponda, respecto de sus pensionados, en concordancia con la normativa existente y previniendo eventuales conflictos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

EXPOSICIÓN DE LA SUPERINTENDENTA (S) DE SEGURIDAD SOCIAL


Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión escuchó a la señora Superintendenta (S) de Seguridad Social, señora Lucy Marabolí, quien explicó los principales aspectos de la iniciativa y los fundamentos que la sustentan.


Acompañó su intervención con un documento, en formato power point, en el que se consignan los temas abordados en su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer lugar, destacó que el proyecto de ley tiene por finalidad permitir la afiliación de los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA) y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA), a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (C.C.A.F.), para que éstos puedan acceder a las prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias, que son beneficios de seguridad social que, entre otros, dichas entidades administran. Hizo hincapié en que se trata de una afiliación voluntaria -y no obligatoria- por parte de estos pensionados. Para tales efectos, acotó, la iniciativa contempla una modificación a la ley N° 19.539, que es la normativa legal que autorizó la afiliación individual a estas Cajas de Compensación de los pensionados de cualquier régimen previsional, con excepción de los pertenecientes a DIPRECA y CAPREDENA. 


Agregó que las referidas Cajas de Compensación de Asignación Familiar, cuyo origen se remonta al año 1953, han experimentado una importante evolución a lo largo de su historia, tanto respecto de los beneficios que ellas otorgan como en relación al universo de sus beneficiarios.


Como se dijo, añadió, la ley N° 19.539 autorizó la afiliación individual de los pensionados a las C.C.A.F., pero sólo para efectos de acceder a las prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias, con exclusión, además, de los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA. Posteriormente, la ley N° 20.233 permitió la afiliación a las Cajas de Compensación de las entidades empleadoras del sector público, en tanto que la ley N° 20.255 dio lugar a la de los trabajadores independientes, en forma individual.


Por su parte, reiteró, la iniciativa en estudio persigue aumentar el universo de beneficiarios en este ámbito de la seguridad social, proponiendo que los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA puedan afiliarse individualmente a las C.C.A.F., sólo para acceder a prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias.


Enseguida, reseñó las principales características de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. Al respecto, explicó que son entidades de previsión social constituídas como corporaciones de derecho privado sin fines de lucro, cuyo objeto es la administración de prestaciones de seguridad social.


Pueden concurrir a la constitución de una C.C.A.F. las empresas del sector privado, las empresas autónomas del Estado y aquéllas en que éste o las entidades del sector público tengan participación mayoritaria y cualquiera otra entidad empleadora del sector público.


Son administradas por un directorio constituido por un número variable de miembros, no inferior a tres ni superior a siete. Asimismo, dicho directorio debe estar integrado por trabajadores y empleadores.


Están sometidas a la supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social.


Actualmente, apuntó, son cinco las Cajas de Compensación de Asignación Familiar existentes en el país, esto es, Los Andes, Gabriela Mistral, La Araucana, Los Héroes y 18 de Septiembre.


Agregó que, hoy día, la situación de los pensionados respecto a las C.C.A.F. está regulada por el artículo 16 de la ley N° 19.539, publicada en el Diario Oficial el 1 de diciembre de 1997.


La afiliación, en tal caso, es individual por cada uno de ellos y debe ser solicitada al Directorio de la respectiva C.C.A.F., el que debe pronunciarse en su primera sesión ordinaria, operando desde el día primero del mes subsiguiente al de la fecha en que fue adoptado el acuerdo. El monto del aporte correspondiente, apuntó, depende de los estatutos particulares de cada Caja de Compensación, pero, en todo caso, no debe exceder del 2% de la pensión. Hoy día está fijado, en general, en el 1%. La afiliación en este caso, además, es permitida sólo para efectos de acceder a los regímenes de prestaciones adicionales, de crédito social y prestaciones complementarias. Las cuotas del crédito social deben ser descontadas de la respectiva pensión por el organismo pagador de la misma. 


Sin embargo, recalcó, lo señalado no rige para los pensionados de la Caja Nacional de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, quienes están excluidos de esta normativa.

Conforme a lo anterior, añadió, se explica la propuesta del proyecto de ley. En efecto, puntualizó, la iniciativa persigue modificar la ley N° 19.539, permitiendo a los pensionados de CAPREDENA y de DIPRECA afiliarse a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. 

Esta afiliación será individual y voluntaria, y sólo para efectos de acceder a las prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias.


Por otra parte, agregó, teniendo en cuenta la especial naturaleza de estos regímenes previsionales, y considerando las atribuciones de los organismos que los administran -DIPRECA y CAPREDENA-, el proyecto de ley propone limitar la calidad de créditos de la primera clase que tendrán los créditos sociales que obtengan de las Cajas de Compensación los pensionados que puedan acogerse a esta iniciativa. En consecuencia, gozarán de ese privilegio en la parte en que la cuota del crédito social no exceda del 15% de la pensión líquida mensual. Subrayó que esta norma particular garantizará el pago armónico de las acreencias de las referidas C.C.A.F. y de CAPREDENA o DIPRECA, según corresponda, respecto de sus pensionados, armonizando la normativa existente y previniendo eventuales conflictos. Puso énfasis en señalar que este resguardo no se contempla en la actualidad respecto de los créditos otorgados a los pensionados pertenecientes a los restantes regímenes previsionales de nuestro país.


Luego, la señora Superintendenta (S) de Seguridad Social informó algunos datos estadísticos sobre la materia.


Señaló que el número total de pensionados, a enero del presente año, alcanza las 2.426.064 personas, de las cuales, el 31,30% pertenece al antiguo sistema de pensiones, en tanto que el 34,57% corresponde al nuevo régimen previsional. Asimismo, en dicho universo total, el 25,73% percibe Pensión Básica Solidaria (PBS), el 1,38% recibe pensión conforme a la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y el 7,01% es pensionado de DIPRECA y CAPREDENA.


Agregó que, el número promedio anual de pensionados en las C.C.A.F., de 918.464 registrados en el año 2006, se incrementó a 1.357.274 en el presente año.


En cuanto al número de trabajadores y pensionados afiliados a las C.C.A.F., señaló que, al año 2011, 4.062.540 trabajadores han adscrito a dicho sistema, representando un 74,96% del total de afiliados, en tanto que, entre los segundos se registran 1.357.274 personas, lo que constituye un 25,04% del universo completo.


Respecto al número de préstamos otorgados por el sistema de las Cajas de Compensación, expresó que 1.702.616 fueron concedidos a trabajadores, lo que equivale al 81.02%, mientras que, 398.899 fueron otorgados a pensionados, lo que representa un 18,98%.


En relación al monto de los préstamos, añadió que, durante el año 2010, los recursos fueron otorgados en un 76,58% para los trabajadores y en un 23,42% para los pensionados.


Concluyó su intervención reiterando que la importancia de la iniciativa legal en trámite radica en que ella ofrece a los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA la posibilidad de incorporarse -voluntariamente- a una Caja de Compensación de Asignación Familiar que al efecto elijan y, así, acceder a las prestaciones de crédito social, adicionales y complementarias que dichas entidades tienen a su cargo. Esto los dejaría en similares condiciones a la de los demás pensionados de nuestro país.

COMENTARIOS


El entonces Senador señor Longueira consultó la razón por la cual, en su oportunidad, los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA quedaron excluidos de la normativa de la ley N° 19.539.


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que mucho se debatió en su momento en torno a permitir o no la incorporación de los pensionados de las Fuerza Armadas y de Orden y Seguridad a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar y, cuando se dictó la ley N° 19.539, quedaron finalmente excluidos de dicha regulación. Por consiguiente, anotó, su incorporación a esta normativa es una aspiración de larga data, la cual ha sido recogida en este proyecto de ley, autorizando la afiliación de estos pensionados a las mencionadas Cajas, pudiendo así acceder a determinados beneficios que estas entidades administran.

INTERVENCIÓN DEL COMANDANTE GENERAL DEL PERSONAL Y DE INDUSTRIA MILITAR E INGENIERÍA DEL EJÉRCITO DE CHILE


A continuación, intervino el señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile, quien expresó que la institución a la que representa tiene una opinión favorable respecto del proyecto de ley en estudio, en cuanto autoriza la afiliación individual de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA) a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, permitiéndoles de esa forma acceder a beneficios de seguridad social de innegable trascendencia para el bienestar de las personas. Con ello, añadió, se recoge una aspiración que tienen los pensionados acerca de una posibilidad para acceder a ciertos beneficios de seguridad social que ofrecen las Cajas de Compensación.


Sin embargo, advirtió, el Ejército de Chile tiene una aprensión respecto de la normativa propuesta y que dice relación con el orden de prelación que se contempla para el pago de los respectivos créditos. Sobre el particular, explicó que en el caso de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) existe una amplia gama de pensiones y, entre ellas, hay algunas que son muy bajas, por lo que resulta pertinente resguardar ciertos descuentos que hoy día afectan a tales pensiones. Añadió que, de un total de 103.000 pensiones que paga dicha Caja de Previsión, 42.900 de ellas -equivalente al 41%-, corresponden al Ejército de Chile, y de esa cifra, 26.000 personas están bajo la cobertura del sistema de salud de dicha institución castrense. Los restantes 17.000 están adscritos ya sea al régimen de FONASA, al sistema propio de CAPREDENA, o a alguna ISAPRE. En ese contexto, agregó, es muy importante garantizar que los descuentos correspondientes a deudas generadas en el sistema de salud institucional de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad tendrán prioridad en la prelación, respecto a las deducciones que se practiquen en las pensiones en razón de los créditos otorgados por las Cajas de Compensación, a fin de asegurar su pago, resguardando con ello la sobrevivencia del sistema de salud en cuanto tal. Señaló que hay personas que a veces quedan en la imposibilidad de atender y cumplir todos sus compromisos económicos dado el bajo monto de sus pensiones. Además, si bien la Caja de Previsión no está sujeta a un límite en materia de descuentos, la verdad es que se preocupa de no rebajar en demasía la respectiva pensión, porque naturalmente ello dejaría al afectado sin recursos para sobrevivir. Por otra parte, estas personas han adscrito voluntariamente tanto al servicio de bienestar de la propia institución militar, como al de la Mutualidad de Ejército y Aviación, lo que les permite no sólo contar con instalaciones donde pueden departir con quienes han compartido por años su servicio activo, sino que también acceder a importantes beneficios, como por ejemplo, créditos o seguros de vida. En ese marco, sin perjuicio de estimar que ofrecer la posibilidad de incorporar a estos pensionados a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar es, sin duda, una alternativa atractiva y beneficiosa, solicitaron reconsiderar el orden de prelación que se contempla en la iniciativa en estudio, y dar prioridad a las deudas generadas en el sistema de salud institucional y en los de bienestar que se han mencionado y para cuya subsistencia y mantención es de vital importancia que dicha deudas se paguen oportuna y debidamente, con preferencia a las obligaciones contraídas con otras entidades, entre ellas, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

COMENTARIOS


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social explicó que, ante la inquietud manifestada, es necesario recordar que el régimen de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar tiene normas uniformes que son aplicables a todos sus afiliados y, entre ellas, está la disposición que establece un privilegio en favor de los créditos otorgados por estas entidades. Ahora bien, según dijo, atendida la especial naturaleza de que se trata en el caso de CAPREDENA y DIPRECA, y considerando además que las personas efectivamente pueden tener otros compromisos económicos ante los cuales responder -entre ellos, con la propia Caja de Previsión o el sistema de salud o el de bienestar institucional- el proyecto de ley contempla un límite del 15% a la referida preferencia, generando así una norma de resguardo. 


El señor Subsecretario de Previsión Social añadió que este tema fue latamente discutido en su oportunidad con DIPRECA, CAPREDENA y con el Ministerio de Defensa y, tras revisar las distintas alternativas, se optó por la solución que contempla el proyecto de ley, toda vez que ella parecía ser la que mejor protegería tanto a la calidad del crédito como a los intereses de las instituciones de previsión de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Ahora bien, como se señaló antes, hoy en día no existe un tope para los descuentos efectuados en las pensiones que pagan DIPRECA y CAPREDENA, pero, en general, el monto de los mismos no excede del 50% de la pensión, de tal manera que, coincidiendo absolutamente con la necesidad de evitar el endeudamiento excesivo, no habría riesgo de quedar sobrepasada la capacidad de pago del pensionado, en relación a los descuentos que actualmente le están siendo aplicados.

Capacidad de pago de los pensionados


El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál ha sido el comportamiento de la capacidad de pago de estas personas, especialmente en cuanto a cómo y cuándo se ha producido el colapso de la misma y qué montos ha involucrado, así como también qué niveles ha alcanzado dicha capacidad en los momentos en que ha sido óptima. Señaló que las circunstancias individuales, sociales o económicas cambian y, con ellas, también se afectan las posibilidades de las personas para responder a los compromisos contraídos.


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile señaló que, actualmente, el aporte que hacen los pensionados por concepto de cotizaciones de salud, alcanza una cifra algo superior a los 12.000 millones de pesos al año, lo cual, sumado al aporte fiscal de 2.000 millones de pesos anuales, arroja un total de 14.000 millones de pesos. Por otra parte, el copago que efectúan los pensionados, alcanza los 3.800 millones de pesos al año. No obstante todo lo anterior, informó, al mes de abril de 2011, se mantiene una deuda asociada a este copago de aproximadamente 3.000 millones, cantidad que es adeudada, por tanto, por estos pensionados y que, peor aún, se va acumulando e incrementando mes a mes porque se trata de personas de tercera edad que, normalmente, están afectadas por diversos problemas de salud, los cuales les generan un constante gasto en dicha área.


El ex Senador señor Longueira consultó cuándo estas deudas son consideradas incobrables.


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile respondió que dichas deudas nunca son consideradas incobrables, por cuanto en tal caso opera el seguro de desgravamen contratado a su respecto. Sin embargo, advirtió, el seguro no cubre el cien por ciento de lo adeudado, sino que sólo una parte, toda vez que contempla ciertos topes. De esta manera, si una persona fallece, un porcentaje importante de la deuda es solucionada por el seguro, pero otra parte queda impaga. Añadió que recientemente dicho seguro incrementó su costo, al tiempo que también ha aumentado su cobertura, incluyendo, por ejemplo, a la cónyuge del pensionado, quien hasta ahora no estaba contemplada.


A continuación, el señor Comandante del Comando de Personal de la Fuerza Aérea de Chile, graficando la situación de dicha institución en esta materia, señaló que, actualmente, hay 26.000 pensionados que están afiliados al sistema de salud institucional, y la deuda que algunos de ellos sostienen para con éste alcanza hoy en día a los 480 millones de pesos, cifra que mes a mes se incrementa por diversas razones, entre ellas, primero, porque el pensionado se enferma más y, por consiguiente, hace mayor uso del sistema. Segundo, porque el pensionado efectivamente muere en el hospital institucional y los costos de la atención hospitalaria son los más altos. Sin embargo, añadió, el descuento máximo que CAPREDENA hace sobre las pensiones de estas personas es de un 20% del monto de éstas. Por tanto, prosiguió, aun cuando resulta atractiva la posibilidad de incorporar a estos pensionados a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar para acceder a determinados beneficios que dichas entidades administran, es muy importante también analizar detenidamente la preferencia que se contempla respecto de los descuentos en favor de estas Cajas por sobre los descuentos a practicar por concepto de las deudas en salud. Si estas últimas, agregó, no se pagan, irán en progresivo aumento y, finalmente, se afectará el sistema de salud completo y la atención que reciben sus usuarios, entre ellos, los propios pensionados. En consecuencia, concluyó, la petición que se formula es que no se establezca tal preferencia en la ley. 


Enseguida, el señor Director del Personal de la Armada de Chile indicó que tratándose de dicha institución naval la situación es similar a la ya descrita. Explicó que en este caso la aprensión también pasa por el orden de prelación que se atribuye a los créditos en referencia con motivo de la incorporación de los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. Recordó que la historia de la regulación que aquí se propone revela que ya en el año 2009 se hizo presente esta misma preocupación al entonces Ministro de Defensa Nacional -señor Francisco Vidal-, quien comprometió la revisión del asunto. Posteriormente, se reiteró esta inquietud ante el siguiente titular de dicha Cartera de Estado -señor Jaime Ravinet- quien, respondió por escrito al Comandante en Jefe de la Armada de Chile, señalando que sería estudiada la preferencia de las obligaciones vinculadas a los sistemas de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Hizo presente, asimismo, que la mayor parte de los pensionados se mantienen adscritos al sistema de salud de la Armada de Chile, y sólo un reducido número de ellos ha emigrado acogiéndose al régimen de CAPREDENA. Esta situación genera una gran carga en los sistemas de salud institucionales y para que éstos puedan sostenerla, deben tener la posibilidad de efectuar los descuentos correspondientes en forma oportuna. Las prestaciones que ofrecen las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, sin desconocer su trascendencia, están referidas a créditos sociales y a prestaciones adicionales y complementarias, por lo que no parece que deban postergar el pago de las deudas contraídas en materia de salud. Finalmente, indicó que también se ha enviado un documento al actual señor Ministro de Defensa Nacional, haciendo presente esta preocupación en torno a la prelación de todos estos descuentos en las pensiones.


El Honorable Senador señor Kuschel indicó que, cualquiera que sea el orden de prelación que se establezca en definitiva, el punto a revisar aquí es quién soportará el costo final de la deuda, la cual, más aún, es probable que se acumule con el transcurso del tiempo, a pesar de los seguros que podrían eventualmente operar. Consultó, entonces, la opinión del Ejecutivo sobre el particular.

Concepto de pensión líquida mensual


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que, al tenor del proyecto de ley, se establece una preferencia en los descuentos a efectuar para el pago de los créditos otorgados por las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, pero con un límite a dicho privilegio del 15% de la pensión líquida mensual. Preguntó, enseguida, qué se entenderá para estos efectos por tal “pensión líquida mensual”.


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social contestó que el concepto de pensión líquida ya está definido en Circulares de dicha Superintendencia, conforme a las cuales tal noción corresponde al monto bruto de la pensión, menos los descuentos legales, esto es, los impuestos y las cotizaciones de salud. Dicho concepto se aplicará también, por tanto, en el caso que estudiamos. Tras ese cálculo, apuntó, para determinar la respectiva capacidad de pago del pensionado, se aplica un porcentaje preestablecido al efecto.


La Honorable Senadora señora Rincón consultó, entonces, si es posible o no que, en este caso particular, se considere un criterio distinto al efecto. Ello, acotó, en razón de las inquietudes que aquí se han planteado. 


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social explicó que las normas son de aplicación general para todo el sistema y, por consiguiente, respecto de todos los pensionados rige esta fórmula para determinar su capacidad de endeudamiento, incluyendo a quienes perciben las Pensiones Básicas Solidarias.

Fundamento del orden de prelación


Por su parte, el entonces Senador señor Longueira señaló que no resulta claro el fundamento del orden de prelación contemplado a este respecto.


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social indicó que, en un principio, el proyecto originalmente no contemplaba el referido tope del 15% de la pensión. Posteriormente, revisado el tema, y considerando que los créditos derivados de las prestaciones que otorgan las Cajas de Compensación ya cuentan, por ley, con la preferencia del numeral 6 del artículo 2.472 del Código Civil, se consideró pertinente establecer un límite a dicho privilegio como una norma de resguardo, toda vez que, de acuerdo a ello, la preferencia en el descuento ya no será por el total de lo adeudado, sino sólo hasta el mencionado máximo del 15%. Reiteró que se trata, entonces, de una norma de protección en razón de, precisamente, las restantes obligaciones económicas del pensionado y que se cumplen con cargo a su pensión. De no ser así, apuntó, estos créditos quedarían afectos a las normas generales sobre prelación, conforme a las cuales la preferencia, hoy ya vigente, no tendría límite alguno.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que la norma que establece el referido límite va en resguardo de los demás compromisos pecuniarios de estos pensionados, entre ellos, las deudas derivadas de los sistemas institucionales de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.


El señor Subsecretario de Previsión Social coincidió con que este 15% genera un tope que delimita la preferencia establecida actualmente en la ley, permitiendo que los otros créditos sean pagados en el saldo disponible. Si esa norma no existiera, agregó, la Caja igualmente cobraría primero su acreencia, pero podría hacerlo sin límite, en su monto total, lo que iría en desmedro de los restantes acreedores. La propuesta del proyecto, añadió, es la solución intermedia a la que se arribó y representa una norma de resguardo. Por otra parte, de no existir la prelación, la ley no tendría aplicación práctica alguna, toda vez que las Cajas de Compensación no captarán como clientes a los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, porque en tal evento el riesgo de crédito asociado a los mismos será tan alto, que no será atractivo afiliarlos. La ley, entonces, no sería más que un texto vacío.


El ex Senador señor Longueira subrayó que el orden de prelación concebido es lo que, precisamente, afectaría a las deudas contraídas en el ámbito de la salud institucional. 


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile indicó que, efectivamente, es la preferencia antedicha el punto de preocupación, ya que pondría en situación de privilegio a las obligaciones asumidas con las Cajas de Compensación frente a los demás compromisos económicos del pensionado. Sobre esta materia, explicó que CAPREDENA, mediante Resolución Exenta N° 712, de fecha 5 de abril de 2000, estableció un orden de los descuentos por planilla, conforme al cual, en primer lugar, están los descuentos legales, los previsionales y las retensiones judiciales; en segundo término, están las deudas de Estado y las contribuciones de bienes raíces; en tercer orden, están las deudas con CAPREDENA y las deudas institucionales, y en cuarto lugar, figuran los descuentos de terceros, como por ejemplo, las deudas con cooperativas de consumo o vivienda, mutualidades, entidades aseguradoras y servicios médicos o de bienestar. Este orden, recalcó, se vería superado por la preferencia que contempla el proyecto de ley.


El entonces Senador señor Longueira, atendido lo señalado, consultó la opinión del Ejecutivo sobre el particular.


El señor Subsecretario de Previsión Social recordó que esta propuesta legislativa tiene su origen en una petición formulada por los propios pensionados del sector, quienes expresaron que, ingresar al sistema de las Cajas de Compensación, les permitiría obtener una serie de beneficios sociales a los cuales hoy día no acceden. Ahora bien, la estructura de la deuda de los pensionados es un asunto que han de decidir ellos mismos, es decir, ellos deberían tener la posibilidad de optar y resolver en cuanto a su endeudamiento, decidiendo ante qué entidad asumen un determinado compromiso económico. En ese sentido, esta propuesta se configuró de manera tal de minimizar y prácticamente evitar el riesgo financiero para las instituciones previsionales de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, tanto así, agregó, que el impacto fiscal final ha sido estimado por el Ministerio de Hacienda como igual a cero, y eso es porque la capacidad de pago se mantiene y es suficiente para atender las distintas obligaciones pecuniarias que pesan sobre el pensionado. Es por ello, añadió, que si no se contempla la preferencia en cuestión, la ley no tendría efecto práctico, toda vez que las Cajas de Compensación no buscarán a esos pensionados como sus clientes, dado el alto riesgo que en tales circunstancias involucrarían, a diferencia de lo que ocurre con los restantes pensionados -los pertenecientes a los otros regímenes previsionales-, respecto de los cuales la ley ya contempla el privilegio en referencia. La única manera, prosiguió, que tienen las Cajas de Compensación para cobrar lo que se les adeuda, es mediante la retención de la respectiva cuota en la pensión del deudor. El 15%, por otra parte, restringe este privilegio, en resguardo de otras acreencias.


El ex Senador señor Longueira advirtió que es preciso distinguir en esta materia dos asuntos diferentes. Por un lado, acotó, está la preferencia que asigna un determinado orden de prelación a los créditos y, por la otra, está el límite del 15% que acota el privilegio. Señaló que es comprensible que, para estos efectos, se aplique el mecanismo de la retención, como forma de asegurar el pago íntegro y oportuno de lo adeudado, pero, agregó, un tema distinto es el orden en que habrán de practicarse los respectivos descuentos.


La Honorable Senadora señora Rincón aclaró que este límite del 15% está concebido en beneficio de las restantes obligaciones del pensionado, entre ellas, las que tenga respecto de los servicios de salud de las instituciones armadas. De lo contrario, apuntó, las Cajas de Compensación gozarían de un privilegio respecto del total adeudado, sin tope que lo restrinja. Por consiguiente, esta no es una norma de resguardo para dichas entidades, sino que más bien para las restantes acreencias que se hacen efectivas en la pensión.


Por su parte, la señora Superintendenta (S) de Seguridad Social citó el artículo 69 de la ley N° 18.833 -que establece el nuevo estatuto general de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar-, norma conforme a la cual “Los créditos de las Cajas de Compensación derivados de las prestaciones de seguridad social de los regímenes que administren y contra cualquier persona, quedarán comprendidos en la sexta causa del artículo 2472 del Código Civil.”. Es decir, anotó, la ley efectivamente en la actualidad otorga una preferencia a estos créditos en razón de su vinculación al sistema de seguridad social. Sin embargo, continuó, en el caso que se estudia, se está contemplando, además, un límite sin el cual la preferencia sería tan amplia como lo es hoy en día respecto de los demás afiliados a las Cajas de Compensación. Desde esta perspectiva, subrayó, la norma propuesta viene a ser una excepción ante la regla general en esta materia.

Situación de los otros afiliados a las Cajas de Compensación


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó por la situación de los demás afiliados a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, tanto trabajadores como pensionados. Preguntó cómo opera el sistema a su respecto en materia de descuentos y pagos.


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social explicó que, hoy en día, el sistema funciona regularmente. Cada afiliado decide cómo se endeuda y compromete. A su turno, las Cajas de Compensación evalúan la situación del afiliado cuando otorgan un beneficio y, luego, aplica el mecanismo de descuento por planilla. En el caso de los trabajadores, es el empleador quien efectúa dicho descuento, en tanto que, respecto de los pensionados, lo hace la respectiva entidad pagadora de la pensión. Ahora bien, la preferencia que aquí se analiza, dice relación con el evento que no haya capacidad de pago, pues entonces opera el mecanismo de prelación de créditos para definir cuáles deudas se pagan primero y cuáles después. Tratándose de las obligaciones con las Cajas de Compensación, la preferencia es la del N° 6 del artículo 2.472 del Código Civil, y eso rige tanto para trabajadores como pensionados. Este es, apuntó, el sistema general y, a la fecha, según dijo, no ha conocido casos en que dicho sistema no haya funcionado a cabalidad. 


El entonces Senador señor Longueira expresó que el tema central aquí, el que genera la aprensión principal es, precisamente, el relativo a la prelación de créditos, toda vez que, con esta normativa, las obligaciones para con las Cajas de Compensación serán preferentes -aunque sea con un límite-, respecto de las obligaciones contraídas con las instituciones de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Sugirió, entonces, estudiar la posibilidad de otorgar una preferencia también a estas últimas, por cuanto, hasta aquí, no tienen privilegio alguno y, con ello, se les estaría traspasando el riesgo del incumplimiento, con lo cual, a la postre, es posible que éste termine siendo de cargo del Fisco, como quiera que las instituciones armadas son, finalmente, entidades públicas. Además, se está privilegiando una deuda asumida con una Caja de Compensación a costa de una obligación generada, por ejemplo, por la prestación de un servicio hospitalario con motivo de una enfermedad. Ello, apuntó, no parece del todo razonable.


La señora Superintendenta (S) de Seguridad Social advirtió que dicha propuesta de privilegiar las referidas obligaciones asumidas con las instituciones de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, se apartaría del objetivo y de la idea matriz del presente proyecto de ley.


El señor Subsecretario de Previsión Social, coincidiendo con lo anterior, añadió que si se estableciera un orden diferente, se generaría un proyecto diverso y con un resultado práctico cuestionable -por decir lo menos-, porque ello no sólo se alejaría de la idea matriz de esta iniciativa legal, sino que también se apartaría del objetivo final de permitir a estos pensionados el acceso a ciertos beneficios que otorgan las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. Recalcó que acá se ha calculado el impacto en el riesgo y éste es perfectamente posible de asumir. Más aún, pensando en acotar ese impacto, se ha contemplado el referido límite de la preferencia en el 15% de la pensión líquida.

Probables situaciones de insolvencia o de falta de capacidad de pago


El Senador señor Muñoz Aburto señaló que, de acuerdo a lo que se ha expresado, no se registrarían casos de insolvencia entre los trabajadores y restantes pensionados adscritos al sistema de las Cajas de Compensación, por lo que, consultó, cuál es la razón para temer que respecto de este universo de pensionados sí se generarán situaciones de insolvencia o de falta de capacidad de pago, como para tener que aplicar estas normas sobre prelación de créditos.


El señor Comandante del Comando de Personal de la Fuerza Aérea de Chile sobre el particular señaló que, actualmente, CAPREDENA tiene una deuda con el sistema de salud institucional de la Fuerza Aérea de Chile que no es factible solucionar y que, más aún, se incrementa mes a mes. Recordó que, según se ha explicado ya, el descuento máximo que se puede efectuar en las pensiones por este concepto es del 20% de la respectiva pensión y, con ese porcentaje, es prácticamente imposible extinguir la deuda en su totalidad. Así, por ejemplo, a una persona enferma que es atendida por dicho servicio de salud, sólo se le puede descontar de su pensión hasta un 20% de la misma con motivo de dicho pago y, si además fallece, lo más probable es que la deuda no sea finalmente saldada.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si, en tal caso, opera algún seguro de desgravamen.


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile respondió que, si bien efectivamente opera un seguro de desgravamen -el cual recientemente ha sido modificado-, éste no alcanza a cubrir el monto total de la deuda, el cual supera con creces la cantidad máxima asegurada.


La Honorable Senadora señora Rincón apuntó que, si una persona mantiene deudas con el sistema institucional de salud, no debería calificar como habilitada o como sujeto de crédito respecto de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, y ello por cuanto para acceder a tal crédito, la Caja previamente hace una evaluación financiera del solicitante y analiza su capacidad de endeudamiento. Ahora bien, agregó, la ley actualmente contempla una preferencia en favor de los créditos adeudados a las Cajas de Compensación, norma que rige tanto para los trabajadores como para los pensionados que hoy en día están afiliados a tales entidades. Lo que hace este proyecto de ley, acotó, es poner un límite a dicha preferencia, del 15% de la pensión, respecto de los pensionados pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que se integren al sistema. Ese tope, subrayó, no existe en relación a los restantes afiliados a dicho régimen, por lo que es una norma que hace excepción a la regla general sobre la materia, y representa un resguardo precisamente para las instituciones armadas. Reiteró que si esta disposición no existiera, las Cajas de Compensación gozarían del referido privilegio respecto del total adeudado, tal como acontece respecto de quienes hoy son sus beneficiarios. 


Por lo demás, recalcó, no hay que olvidar que los demás afiliados a las Cajas de Compensación, también tienen otras obligaciones económicas que cumplir y, entre ellas, no sólo figuran las contraídas con casas comerciales o con el sistema bancario y financiero, sino que también están las que asumen con los servicios de salud en los cuales se atienden, como por ejemplo, los hospitales públicos o los hospitales de las mutualidades. Sin embargo, respecto de estas personas, las Cajas de Compensación tienen una preferencia sin tope y, por tanto, alcanza al total de lo adeudado, sin excepción. En cambio, anotó, la norma que el Ejecutivo ahora propone limita esta preferencia al 15% de la pensión, sólo tratándose de los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, permitiendo, justamente, el cumplimiento de las restantes obligaciones a las que éstos puedan estar sujetos.


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile aclaró que las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad no otorgan créditos, en dinero, a sus integrantes. Las entidades que otorgan tales préstamos en dinero son la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Mutualidad Ejército y Aviación. Ello, por tanto, es distinto a las deudas generadas en prestaciones de salud y de bienestar, que son las que aquí se aluden como deudas con la institucionalidad militar.

Preferencia para el pago de deudas con los servicios de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad


El ex Senador señor Longueira planteó que parece razonable que las deudas asumidas con los servicios de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad también gocen de preferencia para su pago, particularmente respecto de las acreencias de que sean titulares las Cajas de Compensación, a fin de que esta nueva normativa que aquí se propone no resulte en perjuicio de aquéllas. Para tales efectos, insistió, debería establecerse tal privilegio respecto del 20% que como máximo hoy es permitido descontar de las pensiones para realizar dicho pago. De esta forma, añadió, las Cajas de Compensación podrán decidir si otorgan o no crédito a un pensionado, pero a sabiendas de que existe esta preferencia en beneficio de las referidas instituciones de salud y tras analizar la capacidad de pago del pensionado solicitante. Lo anterior, recalcó, adquiere especial importancia si se considera que, con o sin el señalado límite del 15%, las Cajas de Compensación podrán cobrar sus créditos preferentemente al tenor de la normativa en estudio.


El señor Director del Personal de la Armada de Chile indicó que, si bien la iniciativa legal en análisis considera como norma de resguardo un tope a la preferencia del 15% de la pensión, ello no resulta del todo suficiente como tal protección, toda vez que un gran número de pensionados permanece en los sistemas de salud institucionales de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, lo cual genera deudas que no logran ser solventadas con los descuentos regulares que se practican en las pensiones de estas personas. 


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió, tal como en el caso señalado, los restantes servicios de salud del sistema general y común, tampoco resultan protegidos, ya que respecto de los trabajadores y pensionados hoy adscritos al régimen de las Cajas de Compensación, si bien existe la preferencia de estas últimas, no se aplica límite alguno a su respecto. Por consiguiente, añadió, el tema debe ser analizado en su conjunto, teniendo en vista todas las aristas que revela la materia. Así, ejemplificó, si los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, tras acogerse a retiro, optaran por sustraerse de los servicios de salud de las instituciones armadas y traspasarse al sistema público de salud, éste último estaría igualmente desprotegido en este aspecto, tal como se encuentra hoy por los trabajadores y pensionados que contraen obligaciones con las Cajas de Compensación en razón de la preferencia legal que a éstas asiste. De esta suerte, añadió, en tal evento, respecto de la salud pública pasaría lo mismo que ahora se teme respecto de la salud institucional de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Por consiguiente, la inquietud manifestada implica plantear una protección adicional para estas últimas, y que hoy día el sistema común y general no tiene.

INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN GREMIAL NACIONAL DE PENSIONADOS DE LAS FFAA, CARABINEROS DE CHILE EN RETIRO Y MONTEPÍOS


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Presidente de la Asociación Gremial Nacional de Pensionados de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile en Retiro y Montepíos, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto al proyecto de ley en análisis.


Acompañó su intervención con un documento, en formato power point, en el cual se consignan los principales aspectos de su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Sobre el particular, señaló que, al tenor del debate sostenido, parece ser que el asunto medular en esta materia fuera el interés de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar que otorga un crédito y la capacidad de pago del pensionado que lo recibe. Sin embargo, advirtió, el problema de fondo dice relación con la posibilidad de acceder a ciertos beneficios que permitan a los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad mejorar su calidad de vida. 


Recordó que desde que se dictó la ley N° 19.539 -el año 1997-, quedó sin respuesta la interrogante de por qué fueron excluidos de dicha normativa los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Con el transcurso de los años, anotó, los afectados han llegado al convencimiento de que ello obedeció a que se priorizó el interés de las Cajas de Compensación por sobre el bienestar de las personas. Con ello, añadió, se han transformado en un cliente cautivo de los sistemas institucionales, de los cuales no les es posible sustraerse sin grave desmedro de su ya difícil situación, a pesar de existir otras alternativas que les permitirían mejorar su realidad.


Agregó que, de acuerdo a la experiencia registrada, el aporte del 6% que efectúan los pensionados al sistema de salud, más el aporte voluntario del 2,5%, generan recursos para financiar las prestaciones y el seguro. Sin embargo, añadió, el otorgamiento de tales prestaciones se ha incrementado en un 35% en los últimos años, por lo que los fondos no parecen resultar suficientes como lo eran antes al efecto.


Recordó que durante el Gobierno anterior esta inquietud de los pensionados del sector fue recogida por el Ejecutivo y, tras su análisis, dio lugar al consenso en virtud del cual se arribó a esta solución que propone limitar la preferencia de los créditos de las Cajas de Compensación, disponiendo que los respectivos descuentos no podrán superar al 15% de la pensión. Señaló que esta propuesta surgió como una alternativa para estos pensionados que, al contrario de la creencia generalizada, no cuentan con todos los beneficios en los sistemas institucionales. Así, por ejemplo, cuando el personal activo se acoge a retiro, deja de percibir una serie de prestaciones sociales propias del servicio de bienestar. En ese contexto, añadió, acceder a ciertos beneficios ofrecidos por las Cajas de Compensación de Asignación Familiar representa una oportunidad para mejorar las condiciones y la calidad de vida de estas personas.


Subrayó que los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad son chilenos y ciudadanos y, como tales, están protegidos por las normas de nuestra Constitución Política de la República, entre ellas, la que garantiza la igualdad ante ley. Conforme a lo anterior, añadió, no advierten razón alguna para ser excluidos de una regulación que se aplica a los restantes pensionados del país. La actual situación que les afecta, recalcó, significa decidir por ellos en torno a su capacidad de endeudamiento, a pesar de que se trata de gente responsable y a quienes se ofrecerán prestaciones sólo en cuanto sus reales circunstancias económicas lo permitan. Recordó que el tema ha sido analizado también con las propias Cajas de Compensación, las que se encuentran contestes en dicha apreciación.


De acuerdo a lo señalado, el señor Presidente de la Asociación Gremial en referencia, formuló a la Comisión dos peticiones concretas sobre esta materia:


Por un lado, que se analice la posibilidad de que la ley establezca respecto de los descuentos que se efectúen en las pensiones por concepto de obligaciones contraídas con los servicios de salud institucionales de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, una preferencia que les permita cobrarse prioritariamente en el orden de prelación, dando a las mismas el carácter de créditos privilegiados.


Por otra parte, que se estudie la factibilidad de que, una vez incorporado al régimen de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar un número superior a 10.000 afiliados pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, éstos puedan tener un representante que integre el directorio de tales entidades, permitiéndoles así una clara participación en el sistema por intermedio de un personero que sea garante de sus derechos, de sus intereses, de sus necesidades y de su aporte.


El señor Comandante General del Personal y de Industria Militar e Ingeniería del Ejército de Chile subrayó que existe plena coincidencia en torno a las ventajas que representan para el personal en retiro de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad la posibilidad de adscribir al sistema de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, pudiendo considerarse, incluso, que un tema de justicia social fundamenta esta legítima aspiración.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, lo que se quiere resguardar, además, es que los servicios de salud pertenecientes a las instituciones armadas de nuestro país, no se vean afectados por este tipo de normativa, para lo cual es de suyo importante garantizar su oportuno y cabal financiamiento. Dichos servicios no deben menguar su operación, lo que, en definitiva, beneficiará a los propios pensionados que son unos de los principales usuarios de los mismos. Ellos, apuntó, se encuentran en total libertad de elegir el sistema de salud al cual pertenecer -al de CAPREDENA, al de FONASA, al de las ISAPRES, o a los institucionales de las Fuerzas Armadas-, sin embargo, la gran mayoría prefiere y opta por estos últimos. Dada esa realidad, enfatizó, es un deber cautelar porque dichos sistemas institucionales de salud cuenten con los recursos necesarios para brindar la mejor atención, de ahí entonces la preocupación aquí manifestada. En consecuencia, y entendiendo la relevancia de la afiliación de estos pensionados a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar dados los beneficios que ello les significa, es necesario reconsiderar el orden de prelación de créditos que contempla la iniciativa legal en trámite.


El señor Director del Personal de la Armada de Chile coincidiendo con lo anterior, apuntó que, para los efectos mencionados, el tope del 15% podría no ser suficiente para generar el resguardo esperado, toda vez que los sistemas institucionales de salud -que albergan a un universo importante de pensionados-, no logran solventar por esa vía las prestaciones que otorgan y, por consiguiente, no quedan del todo protegidos ante la preferencia de las acreencias de que tratamos.

Petición para que se presente indicación


El ex Senador señor Longueira consultó la opinión del Ejecutivo sobre el tema, particularmente respecto a la solicitud planteada para dar prioridad al pago de las obligaciones derivadas de prestaciones de salud otorgadas por las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.


La Honorable Senadora señora Rincón preguntó al Ejecutivo si existe la posibilidad de revisar la materia y presentar una indicación que aborde la petición formulada. Los restantes miembros de la Comisión estuvieron contestes con dicha propuesta.


El señor Subsecretario de Previsión Social explicó que las solicitudes elevadas no corresponden a la idea matriz y al objetivo del proyecto de ley en estudio. Sin embargo, añadió, el Ejecutivo asume el compromiso de analizar nuevamente la materia.


El ex Senador señor Longueira expresó que su voto favorable a la iniciativa quedaría supeditado a la presentación de una indicación por parte del Ejecutivo que, de alguna manera, se haga cargo de la preocupación aquí manifestada y ofrezca una alternativa para superar dicha inquietud. Señaló que la incorporación de los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad al régimen de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, en verdad, no es un tema puesto en duda, por cuanto existe pleno consenso en torno a las ventajas que ello representa para estas personas. Sin embargo, agregó, parece asimismo de toda lógica resguardar el debido cumplimiento de las obligaciones existentes para con los sistemas de salud pertenecientes a las instituciones armadas, los cuales también atienden a esos mismos pensionados. De hecho, apuntó, permanecer en estos sistemas institucionales es igualmente importante para el personal en retiro, ya que acceden a una atención médica de calidad que, como tal, se debe preservar, y prueba de ello es que, pudiendo marginarse de dichos servicios para incorporarse a otros -ya sea de la red pública o privada de salud- optan, en su gran mayoría, por continuar en los mismos. En ese contexto, reiteró, es necesario revisar la posibilidad de dar preferencia a los créditos originados en las prestaciones médicas otorgadas por estos sistemas institucionales, al menos en lo que respecta al 20% que, como máximo, es actualmente posible a las entidades previsionales del sector de la Defensa Nacional descontar de las pensiones para tales efectos. Establecida dicha preferencia, las Cajas de Compensación podrán decidir si otorgan o no sus créditos, atendidas las circunstancias económicas del solicitante, el riesgo asumido y, más aún, su propia preferencia para el pago, la que operaría tras aplicar el privilegio anterior. Asimismo, los pensionados podrán decidir dónde endeudarse según lo que les resulte más conveniente. Recordó que las Cajas de Compensación cuentan con un mecanismo de resguardo adicional que consiste en la posibilidad de descontar de las remuneraciones o de las pensiones, según corresponda, las sumas que les son adeudadas por los trabajadores o los pensionados afiliados a las mismas, facultad que no tiene cualquier acreedor. Insistió, finalmente, en la importancia de formular desde ya una propuesta que aborde esta materia -con su correlativa indicación-, para dar lugar a la idea de legislar.


Conforme a lo anterior, la Honorable Senadora señora Rincón reiteró la solicitud de la Comisión al Ejecutivo para revisar este tema y presentar una indicación que recoja los planteamientos formulados y resuelva las aprensiones manifestadas.


Finalmente, el señor Presidente de la Asociación Gremial Nacional de Pensionados de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile en Retiro y Montepíos insistió en la importancia que reviste para los pensionados a quienes representa, la posibilidad de incorporarse al régimen de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, dados los beneficios a que podrán acceder en razón de ello. Destacó que se trata de personas responsables que dedicaron su trabajo y esfuerzo al servicio del país y que, ahora, tras su retiro, sólo aspiran a mejorar su calidad de vida, a pesar de todos los problemas que enfrentan, ya que, como siempre lo han hecho, se han abnegado por surgir, progresar y sacar adelante a sus familias.

Indicación presentada por el Ejecutivo


En sesión celebrada el día 11 de abril de 2012, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una indicación mediante la cual propone sustituir el número 2 del artículo 1° del proyecto de ley en informe, agregando al artículo 16 de la ley N° 19.539 dos incisos nuevos. 


En el primer inciso -que se agrega como inciso cuarto-, se considera establecer que los créditos otorgados por las instituciones previsionales y las deudas de salud que los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA posean con estas entidades y con los sistemas de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, así como las primas de seguros de vida y créditos otorgados por las mutuales, se descontarán en forma previa a los aportes, créditos sociales, prestaciones adicionales y complementarias de las Cajas de Compensación, con un tope del 60 % de la pensión líquida mensual respectiva.


El segundo inciso –que se agrega como inciso quinto- repite el texto contenido en el número 2 aprobado por la Cámara de Diputados.


Los integrantes presentes de la Comisión coincidieron en considerar la propuesta del Ejecutivo como un antecedente importante para la discusión en particular de esta iniciativa, la que, en todo caso, debe ser analizada en general por la Sala, para luego –en caso de ser aprobada la idea de legislar- fijar el correspondiente plazo de indicaciones que permitirá formular las enmiendas que recojan las observaciones manifestadas en las diversas intervenciones consignadas en este primer informe.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Kuschel, y Muñoz Aburto.

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, y que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 16 de la ley N°19.539:


1. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra "excluidos" por "incluidos". 


2. Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


"Las cuotas por prestaciones de crédito social adeudadas a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar por uno de sus afiliados que sea pensionado de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, constituirán créditos de la primera clase, en conformidad al artículo 2472 N° 6 del Código Civil, sólo en aquélla parte en que no excedan del 15% de la pensión líquida mensual respectiva.".


Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo transitorio.- Las Cajas de Compensación de Asignación Familiar dispondrán de un plazo de 6 meses, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, para realizar las adecuaciones normativas que puedan requerir sus estatutos particulares para darle aplicación.".

- - -

 
Acordado en sesión celebrada el día 1 de junio de 2011, con asistencia de los Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto; y en sesión celebrada el día 11 de abril de 2012, con asistencia de los Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL CONTRATO DE SEGURO

(5185-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los diputados señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda, Sergio Ojeda Uribe, Patricio Vallespín López y Mario Venegas Cárdenas, y de los ex diputados señores Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Renán Fuentealba Vildósola y Eduardo Saffirio Suárez.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Kuschel.

Del mismo modo, concurrieron los siguientes invitados:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín, y los Coordinadores de Mercado de Capitales, señora Rosario Celedón y señor Pablo Correa; el asesor Mercado de Capitales, señor Jorge Timermann; y el asesor legislativo, señor Francisco Moreno.

De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Intendente de Seguros, señor Osvaldo Macías, y el Fiscal de Seguros, señor Gonzalo Zaldívar.

De la Superintendencia de Salud, el Superintendente, señor Luis Romero, y el Fiscal, señor Fernando Riveros.

De la Asociación Gremial de Aseguradores A.G., el Presidente, señor Fernando Cámbara; el Gerente General, señor Jorge Claude; y el asesor legal, señor Francisco Serqueira.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Egle Zavala y señor señor Omar Pinto.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Coordinadora Área Economía, señora María Soledad Larenas.

El profesor de Derecho Comercial, señor Osvaldo Contreras.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalva.

Los asesores de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

- - -

Cabe señalar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Regular el contrato de seguro, modernizando y adecuando la legislación vigente a las actuales exigencias de contratación.

- - -

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que, de aprobarse, el artículo 543 contenido en el artículo 1° del proyecto de ley, debe serlo con quórum orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental. 

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Código de Comercio.

· Código Civil.

· Código Penal.

· Decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a la presente iniciativa refiere, en primer lugar, el contenido del mensaje del proyecto de ley sobre Código de Comercio, en el que a propósito del título VIII de su libro II, hizo presente el entonces Presidente de la República, don José Joaquín Pérez, la novedad que revestía contar con leyes regulatorias de los seguros, incluso en comparación con el concierto internacional. 

Habiendo transcurrido desde aquella oportunidad  más de ciento cuarenta años, sin embargo, dichas normas continúan aún rigiendo, sin haber experimentado modificación ni actualización alguna, a pesar de que el seguro ha experimentado una notable evolución a escala nacional y mundial, determinada por la distancia entre la realidad contractual y el contenido de las normas del Código de Comercio, las que en algunos casos se convirtieron en insuficientes, erróneas o decididamente inaplicables.

Llevado de la mano por la libertad contractual que preside todo el derecho privado, añade la moción, el contrato de seguro fue supliendo sus carencias sobre la base de las estipulaciones contenidas en las cláusulas de las pólizas, hasta que llegó un momento en que se formó una realidad jurídica al margen de las normas del Código. Por ello, desde hace muchos años los agentes del mercado de seguros y los especialistas han venido propiciando la urgente necesidad de actualizar su preceptiva, poniendo de relieve que en esta materia el divorcio entre la ley y la realidad económica es de una magnitud tal, que se han ido formando costumbres que van, incluso, contra el texto expreso de la ley, pero que son estrictamente observadas por las partes, por obedecer a una necesidad económica práctica imperativa.

En abril de 1990, prosigue la moción, la Superintendencia de Valores y Seguros se hizo eco de la opinión generalizada y formó una comisión de especialistas presidida en un comienzo por el profesor Sergio Baeza Pinto, y a su muerte por el profesor Osvaldo Contreras Strauch. Dicha comisión evacuó un anteproyecto de nueva ley sobre contrato de seguro que, a través del Ministerio de Justicia, fue enviado al Congreso en 1993. Sin embargo, el proyecto no registró avance legislativo alguno, hasta que en el año 2000 fue retirado por el Ejecutivo en el marco de un reordenamiento de la agenda legislativa.

En el año 2003, el Ministerio de Justicia decidió reimpulsar esta iniciativa, nombrando una comisión para la revisión y actualización del referido anteproyecto, teniendo en cuenta los últimos avances registrados por la disciplina del derecho de seguros en el mundo, que finalizó sus labores en agosto de 2004. Esta nueva versión comenzó a ser revisada en el seno de la Superintendencia de Valores y Seguros, mas la iniciativa no progresó posteriormente.

En consideración de todos estos antecedentes, el antes citado especialista Contreras Strauch, profesor de Derecho Comercial y Presidente del Comité Iberolatinoamericano de AIDA (Asociación Internacional de Derecho de Seguros), elaboró un nuevo anteproyecto de ley que incorpora los últimos avances en la doctrina y la legislación mundial, sobre la base del cual se estructura, esencialmente, la moción en análisis. Este proyecto viene, así, a continuar el camino abierto por otras iniciativas legales en materias propias del derecho comercial y económico que ya se han materializado, como las modificaciones a la ley de protección al consumidor, a la ley de defensa de la libre competencia, la ley sobre arbitraje comercial internacional y la ley sobre la competencia desleal.

Da cuenta la moción, asimismo, de la creencia de sus autores de que la actualización constante de la legislación debe ser, en general, preocupación prioritaria en países como Chile, regidos por el sistema "continental" de la ley escrita, sobre todo en aquellas materias que guardan relación con el ejercicio de actividades económicas relevantes para el desarrollo de sus instituciones. En particular, se ha hecho indispensable que la legislación de seguros se ponga a tono con la de los países con los que Chile se vincula en sus crecientes relaciones económicas internacionales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, expresó que al modernizar el contrato de seguro, que no ha sido reformado desde que fuera introducido en la legislación el año 1865, el proyecto de ley en estudio pretende brindar protección a los pequeños asegurados, que son quienes se encuentran más expuestos en sus operaciones, otorgando amplia libertad, por otra parte, a los grandes asegurados, de quienes se entiende se encuentran en condiciones de contratar directamente con las aseguradoras.

Dispone, con tal fin, un marco claro y objetivo que facilitará a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) el diseño y aplicación de las normas que imparte respecto de asegurados masivos, así como la estandarización de los requisitos, obligaciones y derechos de los asegurados, simplificando los mecanismos de resolución de controversias y reclamos.   

En lo que se regula, especificó, se establece que no se puede modificar unilateralmente un contrato en perjuicio de los asegurados, en consonancia con los principios que rigen la protección de derechos de los consumidores. De esta manera, será posible obtener un mayor equilibrio en las relaciones entre los aseguradores y sus contrapartes, a saber, especialmente personas naturales y pequeños y medianos empresarios.

Del mismo modo, se establece un marco de garantías mínimas que, respetando la libertad contractual y el desarrollo del mercado, facilita la negociación y el cumplimiento de los contratos, propiciando además la difusión y comprensión del instrumento del seguro. Hizo ver, al respecto, que tal como se hiciera con la aprobación del proyecto de ley sobre mercado de capitales conocido como MKIII, que estableció el crédito universal para los créditos hipotecario, de consumo y de tarjetas, en esta ocasión se actúa con una orientación similar, al consagrar categorías de seguros que protejan a los pequeños asegurados.

El Honorable Senador señor Novoa indicó que habida consideración de la complejidad técnica que reviste el contrato de seguro, resulta pertinente escuchar la opinión, en relación con el proyecto de ley, de la Superintendencia del ramo, de académicos y de otros actores vinculados a la materia.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, la Coordinadora Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señora Rosario Celedón, dio a conocer que el origen más remoto del proyecto se encuentra en el trabajo de una comisión de especialistas constituida el año 1990 en la SVS para la elaboración de un anteproyecto de ley que perfeccionara la regulación del contrato de seguro del Código de Comercio. Éste fue presentado a tramitación legislativa en 1993, y no habiendo prosperado, fue retirado el año 2000. Posteriormente, el 2003 fue reestudiado por el Ministerio de Justicia y más tarde presentado, nuevamente, como proyecto de ley por los autores de la moción que hoy se analiza. En los años 2010 y 2011, el Ejecutivo se interiorizó nuevamente en el contenido de la iniciativa (entre otras, en materia del delito de fraude al seguro, de responsabilidad civil y de seguros colectivos), dando lugar a un debate profundo que culminó en su aprobación en el trámite seguido en la Cámara de Diputados. 

En general, prosiguió, el proyecto contribuye a precisar las reglas del contrato de seguro, a actualizar prácticas del mercado y tipos de seguros que hoy en día se comercializan con frecuencia, a establecer un marco de garantías mínimas en protección de los asegurados y a otorgar certeza jurídica. Para ello se propone, primeramente, un capítulo relativo a toda clase de seguros, y a continuación se desarrollan de manera específica los seguros de daños, de responsabilidad civil, de caución y de personas (abordando los seguros de vida, las rentas vitalicias, los accidentes personales, las prexistencias, el reconocimiento de los riesgos en las declaraciones de salud, etc.). 

Añadió que se distingue, por una parte, entre seguros colectivos, respecto de los que se entiende que los asegurados se encuentran en una posición asimétrica de información en relación con los aseguradores, lo que amerita contar con estándares de protección superiores que establezcan ciertas cláusulas imperativas; y, por otra, seguros contraídos por personas jurídicas o asegurados con mayor capacidad de negociación y nivel de instrucción, en cuyo ámbito habrá mayor espacio para el principio de libertad contractual.

Además, se introduce una cláusula general por la que el asegurado pueda siempre poner término anticipado al contrato de seguro; la aseguradora, por su parte, sólo podrá hacerlo previa expresión de causa. 

En relación con el reaseguro, agregó, se ha previsto una regulación expresa que reconoce la relevancia de esta industria, que tras el terremoto de febrero del año 2010 resultó altamente requerida. Se precisa, al efecto, que por tratarse de contratos independientes, el asegurador debe siempre responder al asegurado, sin perjuicio que pueda después exigir el cumplimiento de lo que a la empresa de reaseguro corresponda.

De esta manera, concluyó, se configura un proyecto de ley que actualiza ciertas regulaciones actualmente recogidas por circulares de la SVS, que debiera ser un aporte y que aparece como necesario ante el diagnóstico de que, no obstante la masividad de los contratos de seguros, existe un desconocimiento generalizado acerca de sus alcances e implicancias. 

La Honorable Senadora señora Rincón consultó si ha sido tenida en cuenta la opinión de la Superintendencia de Salud sobre los alcances que pueda tener la iniciativa sobre los seguros de salud privada.

El Honorable Senador señor Novoa observó que si, como se ha señalado, por la vía de circulares de la SVS ha sido posible la reglamentación de determinados aspectos del mercado de seguros, puede resultar contraproducente, y provocar una rigidez indeseada del sistema, tratar de recoger en la ley toda la regulación sobre la materia.  

Enseguida, el Intendente de Seguros, señor Osvaldo Macías, expresó que, en su momento, en 1865 el Código de Comercio de Chile constituyó una de las primeras codificaciones del mundo que incluyeron normas destinadas a regular el contrato de seguro de manera sistemática. Durante mucho tiempo permaneció vigente casi sin reformas, con excepción de las relativas al seguro marítimo.

Con el transcurso de los años, sin embargo, las necesidades de la modernidad, la aparición de nuevas contingencias que amenazan a las personas y la incorporación de nuevos y grandes sectores de la población en su uso, han dado lugar al surgimiento de legislaciones especiales o a la inclusión de cláusulas particulares en las pólizas de los contratos, que en algunos casos se han ido distanciando del contenido de las normas del Código, que se han visto superadas o devenido en inaplicables, forzando incluso interpretaciones que permitan recoger nuevas realidades.

El proyecto propuesto, enfatizó, responde a los desafíos actuales, al hacerse cargo, por ejemplo, del hecho de haberse transformado el contrato de seguro en un contrato de adhesión para gran parte de los asegurados, cuya voluntad y poder de negociación se reduce a aceptar las condiciones prestablecidas por el asegurador. Dichos asegurados, que se encuentran en una categoría de Riesgo Masivo, disponen de menos medios para negociar y hacer valer sus derechos ante el asegurador, lo que exige una protección que el actual Código de Comercio no recoge suficientemente. De ahí que una iniciativa de ley como la que se está tramitando, deba propender a equilibrar la situación de los pequeños asegurados frente a las compañías de seguros, con base en normas mínimas obligatorias que provean un marco de certeza jurídica que no pueda ser modificado contractualmente. Todo esto mientras, por otra parte, para la categoría de Grandes Riesgos, sobre todo los empresariales, sí deba prevalecer la libertad contractual, por tratarse de asegurados que poseen una capacidad negociadora importante frente a los aseguradores.

El reconocimiento de esta dualidad en el tratamiento de los seguros, culminó, facilitará el acceso del público masivo a los beneficios de la cobertura de riesgos, junto con garantizar la necesaria flexibilidad para la contratación de los grandes riesgos. Más allá, por cierto, de los perfeccionamientos de orden técnico y de especificidad a que haya lugar en el presente proyecto de ley.

El Fiscal de Seguros de la SVS, señor Gonzalo Zaldívar, explicó que los seguros de salud privada se encuentran sujetos a las disposiciones de la ley de medicina curativa, por lo que no forman parte del ámbito de acción de la SVS, que fiscaliza a las compañías de seguros comerciales. Sin perjuicio de ello, ya por años en la práctica se han venido introduciendo, por la vía reglamentaria, ciertas regulaciones mínimas a los contratos de seguro, que recogen algunos de los principios que inspiran a los seguros de salud. Así, por ejemplo, en el tratamiento de las prexistencias, donde las compañías de seguros solían establecer causales de exclusión genéricas que les permitían eximirse de la obligación de pago. Esta problemática, que ya había sido resuelta en el ámbito de los seguros de salud privada, ha sido reglamentariamente abordada también en el caso de los seguros regidos por el Código de Comercio, en el sentido que el asegurador debe ser el responsable de preguntar si un asegurado tiene prexistencias, pues, de no hacerlo, no puede posteriormente eximirse de cumplir el contrato.  

En lo concerniente al alcance de las facultades de regulación por la vía administrativa con que cuenta la SVS, indicó que el decreto con fuerza de ley N° 231, de 1931, ley de seguros, contempla efectivamente una atribución para normar aspectos contractuales. Dicha atribución, empero, es solamente genérica, de manera que si se ejerciera con amplitud y habitualidad podría suponer una amenaza contra la garantía constitucional del derecho de propiedad. De ahí la cautela en el uso que de ella ha hecho la SVS.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García, explicó que es de común ocurrencia que un asegurado con arreglo a la ley de medicina curativa contrate, por sobre la cobertura que le otorga ese seguro, otro distinto, conforme a las disposiciones del Código de Comercio. Es respecto de esta última clase de seguro que la SVS, ejerciendo sus facultades, ha introducido ciertas limitaciones a la autonomía de la voluntad, estableciendo que no se pueden hacer exclusiones de prexistencia sin que previamente se haya consultado a las personas por ellas. De esta manera se previene que cláusulas incorporadas a las pólizas sin una deseable publicidad, puedan terminar afectando el derecho de los asegurados a acceder a las prestaciones.

El ámbito de la medicina curativa, recalcó, es distinto del regido por el Código de Comercio, y la adopción en este último de algunos principios de aquél, obedecen a la constatación que ha hecho la SVS de ciertas prácticas que precisan ser enmendadas.   

La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente la necesidad de escuchar la opinión de la Superintendencia de Salud sobre el particular, pues ante la evidente relación entre los seguros de salud privada y los que se rigen por el Código de Comercio, debiese existir algún grado de coordinación entre ella y la SVS en la definición de los parámetros aplicables en uno y otro caso, de manera que no queden espacios para la libre interpretación de las compañías aseguradoras. 

Consultó, del mismo modo, por el funcionamiento de los seguros de salud que ofrecen las clínicas.

El Fiscal de Seguros de la SVS, señor Zaldívar, señaló que las clínicas denominan, a esos seguros que ofrecen, Convenios de Salud. Respecto de ellos se ha alegado que debieran, en rigor, ser solamente ofrecidos por compañías de seguros, pues la regulación aplicable es la propia de esta clase de contratos. Al efecto, la SVS ha delimitado jurisprudencialmente, por ya casi 30 años, que los referidos convenios, otorgados por clínicas, hospitales o profesionales, que importan el pago de una suma periódica por parte del usuario, no constituyen un seguro propiamente tal, en la medida que la obligación que asume el prestador de salud se condice con las prestaciones que ordinariamente otorga. 

Un elemento central del comercio de los seguros, profundizó, es tomar sobre sí los riesgos que pesan sobre otros, que son ajenos al control de la compañía de seguros, para efectos de compensar pecuniariamente el daño provocado por un siniestro. Esto permite comprender que si una clínica, por ejemplo, se compromete a prestaciones que dependen únicamente de su patrimonio y del desempeño de sus funcionarios, lo que en realidad está ofreciendo es un servicio prepagado, que puede ser eventual, y no estrictamente un seguro. 
La Honorable Senadora señora Rincón llamó la atención sobre la necesidad de efectuar una revisión de los convenios de salud que ofrecen las clínicas a los usuarios, porque, en la práctica, se están asociando a la existencia de otros seguros comerciales y de los contratados con las instituciones de salud previsional (isapres).

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Superintendente de Salud, señor Luis Romero, expresó que la institución que encabeza sigue con preocupación que distintas disposiciones del presente proyecto de ley pudieran conducir al equivocado entendido que su aplicación se hace también extensiva a los seguros privados que ofrecen las isapres. Para evitar esta confusión, agregó, debiera dejarse claramente establecido que la iniciativa en estudio no guarda relación con la administración del seguro de salud privado. No proceder de esta manera podría significar la entrega de un nuevo argumento a los litigantes de una industria, como la de las isapres, que ya se encuentra altamente judicializada. 

Enseguida, la Comisión escuchó los planteamientos de la Asociación Gremial de Aseguradores A.G. Su Presidente, señor Fernando Cámbara, luego de resaltar la importancia y necesidad de un proyecto de ley como el presente, modificatorio de la regulación vigente en el Código de Comercio, dio a conocer algunos antecedentes generales acerca de la industria de seguros en Chile. 

Las compañías que participan en ella se dividen en dos grupos: el primero, que cubre los riesgos de las personas o que garanticen a éstas, dentro o al término de un plazo, un capital, una póliza saldada o una renta para el asegurado o sus beneficiarios (compañías de vida); el segundo, que asegura los riesgos de pérdidas o deterioro en las cosas o el patrimonio (seguros generales). Dentro de estas últimas se sitúan las que cubren los riesgos procedentes del crédito, que pueden, además, cubrir los de garantía y fidelidad.

Actualmente, agregó, el mercado está compuesto por 21 compañías de seguros generales, 6 de seguros de riesgo de crédito y garantía, y 30 de seguros de vida. Entre todas, emplean directamente a más de 15 mil personas, y requieren servicios de otros miles en funciones anexas.

El año 2011, la prima total del mercado ascendió a US$ 9.641 millones (equivalentes al 4,2% del PIB del país), y el pago de indemnizaciones y prestaciones, a US$ 6.143 millones. Calculadas al mismo año, las aseguradoras mantienen reservas obligatorias por US$ 37.302 millones y patrimonio por US$ 5.340 millones al año 2011 (sumas, ambas, que representan el 18% del PIB, aproximadamente), para hacer frente a los compromisos asumidos con los asegurados.

La comparación internacional del mercado asegurador, prosiguió, da cuenta de una densidad de seguros, que indica la prima per cápita que se gasta al año, muy importante en el concierto latinoamericano:
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Enseguida, destacó que la industria de los seguros decidió, hace ya 10 años, someterse a una autorregulación. Con ese fin se constituyó el Consejo de Autorregulación de las Compañías de Seguros, encargado de velar por la plena aplicación del Compendio de Buenas Prácticas Corporativas que se han comprometido a respetar las aseguradoras (disponibles en el sitio web www.autorregulación.cl), y de recomendar la mejor forma de satisfacer el objetivo de prestar un servicio adecuado a sus clientes, en un ambiente de sana competencia. Las normas de dicho compendio, a su vez, persiguen perfeccionar el desempeño del mercado de seguros, con sujeción a los principios de libre competencia y de buena fe que deben existir tanto entre las empresas de seguros como con los asegurados.

A la fecha, la totalidad de las compañías que forman parte de la Asociación se encuentran adheridas al citado Consejo. Entre las contribuciones que esta entidad ha efectuado, se encuentra la introducción de la figura del Defensor del Asegurado, institución autónoma orientada a resolver los reclamos que formulen y problemas o dudas que presenten los asegurados, en relación con los contratos de seguro o de prestación de servicios relacionados que hayan celebrado con alguna de las compañías que integran el sistema. Las resoluciones de este Defensor, resaltó, son vinculantes para las compañías de seguros, no así para los asegurados, quienes, si no están de acuerdo, pueden de todos modos presentar su reclamo por otra vía distinta.





Refirió, del mismo modo, el índice de competitividad de la industria, en el que Chile se encuentra muy bien posicionado:

Índice de Competitividad

(Índice de Herfindahl (Fuente: LatinoInsurance), año 2010)
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El índice de Herfindahl es una medida de concentración de mercado que calcula el tamaño de las empresas en relación a la industria a la cual estas pertenecen, indicando además la cantidad de competencia existente entre ellas. 

Este índice puede encontrarse en valores desde 0% (competencia perfecta) hasta 100% (monopolio) y sus resultados pueden clasificarse de la siguiente manera: altamente competitivo (entre 0% y 10%), no concentrado (entre 10% y 15%), concentración moderada (entre 15% y 25%) y alta concentración (mayor igual a 25%).

Finalmente, destacó el papel desempeñado por la industria a raíz del terremoto de 2010, que en comparación con el de 1985, fue el siguiente:
	
	Terremoto 1985
	Terremoto 2010
	Relación

	Daños Totales País (*)
	MMUS$ 1.046
	MMUS$ 30.000
	28 Veces

	Pago de Aseguradoras por indemnizaciones y prestaciones contratadas 
	MMUS$ 85
	MMUS$ 7.519 
	88 Veces

	Pago de Aseguradoras/ Daños totales País
	8,13%
	25%
	3 Veces

	Penetración de seguros
	1,8%
	4,1%
	

	Densidad de Seguros
	US$ 68,8
	US$ 528
	


La Honorable Senadora señora Rincón observó que no se advierte, en la presentación efectuada por el señor Presidente de la gremial de aseguradores, ninguna mención sobre el desempeño de las compañías de seguros en el sistema de pensiones.

El señor Cámbara indicó que sin perjuicio de la desagregación de información que se puede realizar, los montos correspondientes a seguros previsionales (rentas vitalicias, seguros de invalidez y seguros generales), se insertan dentro de los US$ 6.143 millones que, como ya señalara, las compañías de seguros pagaron en 2011 por concepto de indemnizaciones y prestaciones.    

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó el envío, en detalle, de la información sobre los pagos realizados por las compañías de seguros en materia previsional.

El Honorable Senador señor García consultó cuál es el capital asegurado por las compañías.

El señor Cámbara señaló que, sin perjuicio del dato preciso requerido por Su Señoría, es posible analizar la relación que se verifica, entre seguro y primaje, en el caso de los seguro de daños. Así, por ejemplo, a raíz del terremoto del año 2010, los aseguradores indemnizaron por alrededor de US$ 7.500 millones, que implicaron, aproximadamente, una pérdida del 6,5% de la retención de las compañías aseguradoras. Este porcentaje, llevado a cifras, asciende a cifras extremadamente altas, en la especie, de muchísimos billones dólares en exposición al riesgo.   

A continuación, el asesor legal de la Asociación Gremial de Aseguradores A.G., señor Francisco Serqueira, puso de manifiesto la trascendencia de llevar a cabo una modernización del Título VIII del Código de Comercio, cuestión que hace muy valorable el trabajo legislativo desarrollado en la Cámara de Diputados, que tuvo como resultado, a su juicio, un buen proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, es posible advertir ciertas disposiciones que ameritarían, con miras a su perfeccionamiento,  una segunda revisión.

Desde una perspectiva formal,  hizo ver que en el nuevo Título VIII que se propone, en la enumeración de los 9 párrafos que conforman la sección segunda, se utiliza el símbolo “&” (por ejemplo, “&3. De los seguros de robo, hurto y otras sustracciones”), en circunstancias que no se advierte justificación para su inclusión.

En relación con aspectos más sustanciales de la iniciativa, observó que el párrafo &9, relativo al contrato de reaseguro, se inserta exclusivamente en la sección segunda, correspondiente a los seguros de daños. Esto, en su opinión, resulta erróneo, por cuanto el contrato de raseguro tiene lugar tanto respecto de dichos seguros de daños, como de los seguros de personas.

 Del mismo modo, consignó que la sección primera se denomina “Normas Comunes a todo tipo de seguros”, entregando, en el artículo 512, un concepto de seguro. Si bien, en general, se trata de una buena conceptualización, son objetables, entre otros, los siguientes aspectos: 

- Se define al asegurador como quien acepta el riesgo que se le “transfiere”. Si bien se comprende el sentido de esta definición, una armónica utilización de la terminología jurídica aconsejaría realizar una modificación, por cuanto la voz “transfiere”, de acuerdo con los códigos Civil y de Comercio, proviene de la “tradición”, modo de adquirir el dominio que implica transferencia de propiedad. Lo cierto, sostuvo, es que el asegurado no vende ni transfiere al asegurador el dominio de los riesgos. Lo que el asegurador asume, en realidad, son las consecuencias de un siniestro.

- La referencia “al patrimonio como un todo”, que parece redundante si se tiene en cuenta que, jurídicamente, el patrimonio es, precisamente, un todo.

- El establecimiento de que las normas de este título serán aplicables a la totalidad de los seguros privados, no así a los sociales ni al de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Tanto el Código del Trabajo como la ley N° 16.744, indicó, definen la protección de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales como seguros sociales, por lo que agregarlos expresamente dentro de los seguros a los que será inaplicable esta nueva preceptiva, que son justamente los seguros sociales, parece, asimismo, redundante.

Reflexionó, a propósito del concepto de seguro, acerca de los contratos de salud privada que celebran las isapres, que por la especial legislación que los rige, claramente no se encuentran sometidos al decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio, ni al Título VIII del Código de Comercio. 

En la misma sección segunda, el artículo 513 contempla diversas definiciones sobre la normativa del ramo. No todas ellas, empero, resultan aplicables a todo tipo de seguros, razón por la que, para evitar confusiones, debieran quedar situadas antes de las normas comunes a todo tipo de seguros, porque no tienen esta cualidad. 

Se habla en este último artículo, añadió, de la “normativa” de seguros. Probablemente, sugirió, sería más adecuada una referencia a que las definiciones se dan para todos los efectos legales y contractuales que procedan.  





Otros perfeccionamientos podrían ser la utilización de la expresión “informar” en lugar de “notificar” (artículo 517 y otros), reconocer la actuación de los contratantes colectivos en los seguros de la misma índole, y perfeccionar el artículo 527, relativo a la prima, de acuerdo a las prácticas del mercado. En relación con el los artículos 580y 581, en particular, dio a conocer las siguientes sugerencias:

	Art 580 y 581. Seguros de Caución (Garantía)


	Recomendamos hacer algunas modificaciones, para equilibrar las obligaciones del asegurado.


	1. Proponemos cambiar el término “caución” por “garantía”

2. Se propone modificar el inciso 1° del artículo 581 por lo siguiente: 

“Las partes del contrato de seguro de garantía podrán establecer que tan pronto el tomador o afianzado incurra en una acción u omisión que pueda dar lugar a una obligación que deba ser cubierta por el asegurador, el asegurado debe tomar todas las medidas pertinentes para impedir que dicha obligación se haga más gravosa y para salvaguardar su derecho a reembolso, en especial, interponer las acciones judiciales correspondientes.”

3. Proponemos modificar el Inciso 2° del artículo 581 por lo siguiente:

“De pactarse lo anterior, el incumplimiento de tales obligaciones será sancionado con la reducción de la indemnización o la resolución de la póliza, todo según se establezca en el contrato”



Posteriormente, el profesor de Derecho Comercial, señor Osvaldo Contreras, se refirió al proyecto de ley resaltando, en primer lugar, la enorme trascendencia que tendría para nuestro país contar con una nueva ley sobre contratos de seguros. Según ha podido constatar en su experiencia profesional y en su calidad de vicepresidente a nivel mundial de los abogados de seguros, afirmó, se puede sostener que la chilena se encuentra entre las peores legislaciones de contratos de seguros del mundo, por la casi absoluta obsolescencia de sus disposiciones. Incluso Cuba, graficó, país en el que existe escasa actividad de seguros privados, cuenta desde hace dos años con una nueva ley sobre la materia.    

En la mayoría de los países, reseñó, la industria de los seguros se aborda legislativamente desde una doble perspectiva: por una parte, la que reglamenta el objeto de la actividad, es decir, el contrato de seguros; por otra, la que regula la actividad en sí misma, esto es, el comercio de seguros. En Chile, de la primera se hace cargo el Código de Comercio; de la segunda, el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda. Sólo este último cuerpo legal, empero, debido a las modificaciones que se le han introducido, cumple en la actualidad con su objetivo.

Dicho diagnóstico, prosiguió, fue realizado ya en los años 90, luego que el entonces Superintendente de Valores y Seguros, don Hugo Lavados, impulsara la conformación de una comisión para la elaboración de un proyecto de ley iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, don Patricio Aylwin. Sólo después de todos estos años ese proyecto, ciertamente actualizado y gracias al patrocinio de diversos diputados el año 2007, ha alcanzado un grado de avance tal que permite vislumbrar que su aprobación final es cercana. Se trata, en general, de un buen proyecto de ley, al que ya se han realizado enmiendas y, desde luego, se pueden agregar otras, en materias que en su oportunidad habrá lugar a hacer presente.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuáles son los asuntos de la regulación del contrato de seguros que mayor atraso sufren, que hacen que la necesidad del proyecto de ley revista urgencia.

El profesor Contreras manifestó que prácticamente nada de la regulación del contrato de seguros se encuentra en condiciones de ser utilizado, pues su desuso es casi absoluto. En los hechos, dicha clase de contratos opera al margen de la normativa legal que la rige.

A mayor abundamiento, consignó que por razones como la especialización de la industria, la inseguridad jurídica a que contribuye el mismo Código de Comercio, el retraso en la tramitación judicial de las causas o la ausencia de conocimientos específicos por parte de la judicatura, en Chile, desde 1928, se ha privilegiado el arbitraje para la resolución de conflictos en materia de seguros.       

La Honorable Senadora señora Rincón preguntó, a propósito de los pagos que debieron efectuar los aseguradores como consecuencia del terremoto que afectó al país en febrero de 2010, si existen casos cuyo finiquito se encuentre pendiente. 

El señor Cámbara informó que en materia habitacional, el 100% de los casos se encuentra cerrado. En lo concerniente a seguros de empresas por siniestros industriales, en tanto, cerca del 80% se encuentra, al día de hoy, liquidado.

El Honorable Senador señor Frei resaltó el hecho que, ante las graves falencias de la regulación del contrato de seguros que han quedado en evidencia, haya sido la perseverancia de un grupo de diputados la que, por medio de la moción que en su oportunidad presentaron, haya posicionado e impulsado la conveniencia de una restructuración legal como la que se ha propuesto.

De otro lado, hizo ver que más allá de la necesidad de legislar sobre esta materia, sigue quedando pendiente abordar seriamente la realidad de los seguros de las isapres, respecto de los que, ha quedado también demostrado, existen diversos reparos. Con este fin, puso de manifiesto que sería de bastante utilidad conocer la opinión de los usuarios de los seguros.

La Comisión tuvo presente, al efecto, que para la sesión celebrada el día 10 de abril de 2012, fue especialmente invitada a participar la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS). Ésta, sin embargo, se excusó de asistir, ante la imposibilidad de su Presidente, señor Hernán Calderón.

La Honorable Senadora señora Rincón sostuvo que deben ser igualmente analizadas, con motivo del presente proyecto, las posibilidades que existan de perfeccionar, sin incidir sobre materias propias de seguridad social, aquellas cláusulas abusivas de los contratos de seguros de las isapres. Esto pues, muchas veces, ocurre que según convenga a quien lo argumente, se defiende que se trata de seguros privados o que en realidad forman parte de la seguridad social, dando espacio a situaciones arbitrarias que, a la larga, sólo afectan a los usuarios.

Constituye esta una oportunidad, recalcó, para no descartar a priori las opciones que pueda haber de introducir, dejando a salvo lo que importa a la seguridad social, mejoras a los contratos de seguros de las isapres, haciendo aplicables algunos principios que se utilizan en los seguros generales. 

En votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Tuma.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1º.- Reemplázase el Título VIII del Libro II del Código de Comercio por el siguiente:

"TITULO VIII

DEL CONTRATO DE SEGURO

Sección Primera. Normas comunes a todo tipo de seguros

Art. 512. Contrato de seguro. Por el contrato de seguro se transfieren al asegurador uno o más riesgos a cambio del pago de una prima, quedando éste obligado a indemnizar el daño que sufriere el asegurado, o a satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones pactadas.

Los riesgos pueden referirse a bienes determinados, al derecho de exigir ciertas prestaciones, al patrimonio como un todo y a la vida, salud e integridad física o intelectual de un individuo. No sólo la muerte sino que también la sobrevivencia constituyen riesgos susceptibles de ser amparados por el seguro. Las normas de este título rigen a la totalidad de los seguros privados. No son aplicables a los seguros sociales, ni al seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

Art. 513. Definiciones. Para los efectos de la normativa sobre seguros se entenderá por:

a) Asegurado: aquel a quien afecta el riesgo que se transfiere al asegurador.

b) Asegurador: el que toma de su cuenta el riesgo. 

c) Beneficiario: el que, aún sin ser asegurado, tiene derecho a la indemnización en caso de siniestro.

d) Certificado de cobertura o certificado definitivo: documento que da cuenta de un seguro emitido con sujeción a los términos de una póliza de seguro flotante.

e) Certificado provisorio: documento que da cuenta de los términos de un contrato de seguro cuya celebración está sujeta a la condición de que el asegurado cumpla con los requisitos estipulados, dentro de un plazo.

f) Contratante, contrayente o tomador: el que celebra el seguro con el asegurador y sobre quien recaen, en general, las obligaciones y cargas del contrato. 

g) Deducible: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan en que este último soportará a todo evento hasta el monto de la pérdida que se hubiere pactado.

h) Dejación: la transferencia del objeto del seguro en favor del asegurador, en caso de pérdida total.

i) Endoso: la modificación escrita de la póliza, a menos que aparezca que dicho término ha sido empleado en su acepción común.

j) Franquicia: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan que aquél soportará la totalidad del daño cuando éste exceda del monto que se hubiere pactado.

k) Garantías: los requisitos destinados a circunscribir o disminuir el riesgo, estipulados en un contrato de seguro como condiciones que deben cumplirse para que haya lugar a la indemnización en caso de siniestro.

l) Infraseguro o seguro insuficiente: aquél en que la cantidad asegurada es inferior al valor del objeto asegurado al momento del siniestro.

m) Interés asegurable: aquel que tiene el asegurado, o el beneficiario si es distinto de aquél, en la no realización del riesgo.

n) Pérdida total asimilada o constructiva: el abandono razonable del objeto asegurado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca ineludible o porque no es posible evitarla sin incurrir en gastos que excedan las tres cuartas partes de su valor después de efectuado el desembolso.

ñ) Pérdida total real o efectiva: la que destruye completamente o priva irremediablemente del bien asegurado, o de tal modo lo daña que lo hace perder definitivamente la aptitud para el fin a que estaba destinado. Constituirá pérdida total del bien asegurado el siniestro que ocasione un daño de a lo menos tres cuartas partes de su valor.

o) Póliza: el documento justificativo del seguro. Propuesta: la oferta escrita de contratar el seguro, formulada al asegurador por el contratante, el asegurado o por un tercero a su nombre. Cotización: la oferta escrita del asegurador para celebrar un contrato de seguro.

p) Póliza de seguro flotante: el contrato normativo que da cuenta, en términos generales, de estipulaciones pactadas para relaciones específicas de seguros que van a ser objeto de formalización posterior.

q) Prima: la retribución o precio del seguro.

r) Riesgo: la eventualidad de un suceso que ocasione al asegurado o beneficiario una pérdida o una necesidad susceptible de estimarse en dinero.

s) Seguro a primera pérdida: aquél en el que se estipula que, aún cuando exista infraseguro, el asegurado no soportará parte alguna de la pérdida, salvo en el caso que ésta exceda de la suma asegurada.

t) Seguro celebrado a distancia: aquél que se ha convenido entre las partes mediante cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

u) Seguros colectivos: aquellos que mediante una sola póliza cubren contra los mismos riesgos, a un grupo determinado o determinable de personas.

v) Siniestro: la ocurrencia del riesgo o evento dañoso contemplado en el contrato.

w) Sobreseguro: aquél en que la cantidad asegurada excede del valor del objeto asegurado al momento del siniestro.

Art. 514. Propuesta. La proposición de celebrar un contrato de seguro deberá expresar la cobertura, los antecedentes y circunstancias necesarios para apreciar la extensión de los riesgos.

Art. 515. Celebración y prueba del contrato de seguro. El contrato de seguro es consensual.

La existencia y estipulaciones del contrato se podrán acreditar por todos los medios de prueba que contemplen las leyes, siempre que exista un principio de prueba por escrito que emane de cualquier documento que conste en telex, fax, mensajes de correo electrónico y, en general, cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

No se admitirá al asegurador prueba alguna en contra del tenor de la póliza que haya emitido luego de la perfección del contrato.

 Cuando el seguro conste de un certificado de cobertura definitivo, se entenderá que forman parte de éste, los términos y condiciones de la respectiva póliza de seguro flotante.

Art. 516. Modos de contratar el seguro. Seguro por cuenta ajena. El seguro puede ser contratado por cuenta propia, o por la de un tercero en virtud de un poder especial o general, y aún sin su conocimiento y autorización.

Se entiende que el seguro corresponde al que lo ha contratado, toda vez que la póliza no exprese que es por cuenta o a favor de un tercero.

En los seguros por cuenta ajena, si el tomador se encuentra en posesión de la póliza, tiene el derecho a cobrar la indemnización, pero el asegurador tiene derecho a exigir que el tomador acredite previamente el consentimiento del asegurado o demuestre que obra por mandato de éste o en razón de una obligación o interés legal.

Art. 517. Contratación colectiva de seguros. Hay contratación colectiva de seguros en aquellos casos en que mediante una sola póliza se cubra a un grupo determinado o determinable de personas vinculadas con o por el tomador.

En este caso llámase tomador o contratante, a quien celebra el contrato por el grupo asegurado.

A través del tomador, el asegurador deberá entregar a cada uno de los asegurados que se incorporen al contrato de seguro colectivo, una copia de la póliza, o, al menos, un certificado que acredite la cobertura. En el último caso, tanto el asegurador como el tomador y el corredor del seguro, deberán mantener a disposición de los interesados una copia de la póliza.

El asegurador deberá, también, notificar a los asegurados a través del tomador, todas las modificaciones del seguro, las que sólo podrán efectuarse y regir, a partir de la siguiente renovación del contrato. Las modificaciones no informadas serán inoponibles al asegurado.

En tal evento, el asegurado podrá renunciar al contrato mediante comunicación escrita dirigida al asegurador, dentro de los diez días siguientes de recibida la notificación, en cuyo caso deberá restituirse la prima que se hubiere abonado desde la modificación.

Si la comunicación de renuncia se hubiere presentado ante el tomador o el intermediario, se presumirá su conocimiento por el asegurador a contar de la fecha de su presentación.

El tomador es responsable de los daños causados por su actuación en las pólizas colectivas en que intervenga, sin perjuicio de la responsabilidad del asegurador por las gestiones que hubiere encomendado. El asegurador no podrá oponer al asegurado los errores, omisiones o deficiencias del tomador.

En este tipo de contratos de seguro, la indemnización de los siniestros cede a favor del asegurado afectado por ellos, o del beneficiario, en su caso.

Art. 518. Menciones de la póliza. La póliza de seguro deberá expresar, a lo menos:

1. La individualización del asegurador, la del asegurado y la del contratante si no fuere el mismo asegurado. Si se hubiere designado beneficiario, se indicará su individualización o la forma de determinarlo;

2. La especificación de la materia asegurada;

3. El interés asegurable;

4. Los riesgos que se transfieren al asegurador;

5. La época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador;

6. La suma o cantidad asegurada, o el modo de determinarla;

7. El valor del bien asegurado, en caso de haberse convenido;

8. La prima del seguro, y el tiempo, lugar y forma de su pago;

9. La fecha en que se extiende y la firma material o electrónica del asegurador, y

10. La firma del asegurado en aquellas pólizas que lo requieran de acuerdo con la ley.

Se presume que actúan en representación del asegurador, quienes firman las pólizas o documentos que las modifiquen, y que sus firmas son auténticas.

Art. 519. Entrega de la póliza. El asegurador deberá entregar la póliza, o el certificado de cobertura, en su caso, al contratante del seguro o al corredor que la hubiera intermediado, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la perfección del contrato.

El corredor deberá entregar la póliza al asegurado dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recepción.

El incumplimiento de la obligación de entrega de la póliza dará derecho al asegurado a reclamar daños y perjuicios al asegurador, o al corredor en su caso.

Si el contenido de la póliza difiere de lo pactado, el asegurado dispondrá de un plazo de un mes para reclamar, expirado el cual se estará a lo que señale la póliza; pero para que rija esta norma será preciso que el asegurador advierta al contratante o asegurado sobre su derecho a reclamar, mediante una cláusula debidamente destacada de la póliza.

Art. 520. Interés asegurable. El asegurado debe tener un interés asegurable, actual o futuro, respecto al objeto del seguro. En todo caso es preciso que tal interés exista al momento de ocurrir el siniestro.

Si el interés no llegare a existir, o cesare durante la vigencia del seguro, el contrato terminará y el asegurado tendrá derecho a la restitución de la parte de la prima no ganada por el asegurador correspondiente al tiempo no corrido.

Art. 521. Requisitos esenciales del contrato de seguro. Nulidad. Son requisitos esenciales del contrato de seguro, el riesgo asegurado, la estipulación de prima y la obligación condicional del asegurador de indemnizar.

La falta de uno o más de estos elementos acarrea la nulidad absoluta del contrato.

Son nulos absolutamente también, los contratos que recaigan sobre objetos de ilícito comercio y sobre aquellos no expuestos al riesgo asegurado o que ya lo han corrido.

Art. 522. Cesión de la póliza. La póliza de seguro puede ser nominativa o a la orden.

La cesión de la póliza nominativa o de los derechos que de ella emanen, requiere de la aceptación del asegurador.

La cesión de la póliza a la orden puede hacerse por simple endoso.

Sin embargo, el crédito del asegurado por la indemnización de un siniestro ya ocurrido, podrá cederse conforme a las normas generales sobre la cesión de créditos.

El asegurador podrá oponer al cesionario o endosatario las excepciones que tenga contra el asegurado o beneficiario.

La cesión de la póliza transfiere al cesionario todos los derechos que para el asegurado emanan del contrato y la ley.

Art. 523. Vigencia de la cobertura. Los términos de la vigencia del contrato serán fijados en la póliza.

En defecto de estipulación sobre el inicio de la cobertura, los riesgos serán de cargo del asegurador a partir del momento en que se perfeccione el contrato.

A falta de estipulación sobre su extinción, corresponderá al tribunal competente determinar hasta cuándo correrán los riesgos por cuenta del asegurador, tomando en consideración la naturaleza del seguro, las cláusulas del contrato, los usos y costumbres y las demás circunstancias pertinentes.

Art. 524. Obligaciones del asegurado. El asegurado estará obligado a:

1º Declarar sinceramente todas las circunstancias que solicite el asegurador para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión de los riesgos;

2° Informar, a requerimiento del asegurador, sobre la existencia de otros seguros que amparen el mismo objeto;

3° Pagar la prima en la forma y época pactadas;

4° Emplear el cuidado y celo de un diligente padre de familia para prevenir el siniestro;

5° Dar cumplimiento a las garantías requeridas por el asegurador, estipuladas en la póliza y que sean de su cargo;

6° No agravar el riesgo y dar noticia al asegurador sobre las circunstancias que lleguen a su conocimiento y que reúnan las características señaladas en el artículo 526;

7° En caso de siniestro, tomar todas las providencias necesarias para salvar la cosa asegurada o para conservar sus restos;

8° Notificar al asegurador, dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia, de la ocurrencia de cualquier hecho que pueda constituir o constituya un siniestro, y

9° Acreditar la ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar fielmente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.

El asegurador deberá reembolsar los gastos en que razonablemente haya incurrido el asegurado para cumplir las obligaciones expresadas en el número 7° y en caso de siniestro inminente, también la que prescribe el número 4º. El reembolso no podrá exceder la suma asegurada.

Si el tomador del seguro y el asegurado son personas distintas, corresponde al tomador el cumplimiento de las obligaciones del contrato, salvo aquellas que por su naturaleza deben ser cumplidas por el asegurado.

Las obligaciones del tomador podrán ser cumplidas por el asegurado.

Art. 525. Declaración del estado de riesgo. Para prestar la declaración a que se refiere el número 1 del artículo anterior, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.

Convenido el contrato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración del estado de riesgo, éste no podrá alegar los errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos hechos o circunstancias que no estén comprendidos en tal solicitud, salvo que sean inexcusables.

El asegurador podrá solicitar la rescisión del contrato, si el contratante incurre inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes sustanciales en la información que otorgue. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten el carácter de inexcusables y sustanciales, el contrato será válido, pero la indemnización o prestación, en caso de siniestro, se reducirá en proporción a la diferencia entre la prima convenida y la que habría correspondido.

Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, antes de celebrar el contrato, ha conocido los errores, reticencias o inexactitudes de la declaración o hubiere debido conocerlos; o si después de su celebración, se allana a que se subsanen o los acepta expresa o tácitamente.

Art. 526. Información sobre agravación del riesgo. El asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Art. 527. De la prima. El asegurador gana la prima desde el momento en que los riesgos comienzan a correr por su cuenta, y tendrá derecho a percibir o retener su totalidad en caso que fuera procedente la indemnización por un siniestro de pérdida total o finalizase la vigencia de acuerdo con el artículo 523. Convenida la vigencia de la cobertura por un plazo determinado, la prima se devengará proporcionalmente al tiempo transcurrido.  

La prima puede consistir en una cantidad de dinero, en la entrega de una cosa o en un hecho estimable en dinero.

Salvo pacto en contrario, el pago de la prima se hará al entregarse la póliza, el certificado de cobertura o el endoso, según corresponda, y deberá hacerse en el domicilio del asegurador o en el de sus representantes, agentes o diputados para el cobro.

Art. 528. No pago de la prima. La falta de pago de la prima producirá la terminación del contrato a la expiración del plazo de quince días contado desde la fecha de envío de la comunicación que, con ese objeto, dirija el asegurador al asegurado y dará derecho a aquél para exigir que se le pague la prima devengada hasta la fecha de terminación y los gastos de formalización del contrato.

Producida la terminación, la responsabilidad del asegurador por los siniestros posteriores cesará de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial alguna.

Art. 529. Obligaciones del asegurador. Además de la contemplada en el artículo 519, el asegurador contrae las siguientes obligaciones:

1) Cuando el seguro fuere contratado en forma directa, sin intermediación de un corredor de seguros: prestar asesoría al asegurado, ofrecerle las coberturas más convenientes a sus necesidades e intereses, ilustrarlo sobre las condiciones del contrato y asistirlo durante toda la vigencia, modificación y renovación del contrato y al momento del siniestro. Cuando el seguro se contrate en esta forma, el asegurador será responsable de las infracciones, errores y omisiones cometidos y de los perjuicios causados a los asegurados.

2) Indemnizar el siniestro cubierto por la póliza.

Art. 530. Riesgos que asume el asegurador. El asegurador responde de los riesgos descritos en la póliza, con excepción de las situaciones expresamente excluidas por ella.

A falta de estipulación, el asegurador responde de todos los riesgos que por su naturaleza correspondan, salvo los excluidos por la ley.

Art 531. Siniestro. Presunción de cobertura y excepciones. El siniestro se presume ocurrido por un evento que hace responsable al asegurador.

El asegurador puede acreditar que el siniestro ha sido causado por un hecho que no lo constituye en responsable de sus consecuencias, según el contrato o la ley.

Art. 532. Época del siniestro. Si el siniestro se iniciare durante la vigencia del seguro y continuare después de expirada, el asegurador responderá del importe íntegro de los daños. Pero si principiare antes y continuare después que los riesgos hubieren comenzado a correr por cuenta del asegurador, éste no será responsable del siniestro.

Art. 533. Pluralidad de causas de un siniestro. Si el siniestro proviene de varias causas, el asegurador será responsable de la pérdida si cualquiera de las causas concurrentes corresponde a un riesgo cubierto por la póliza.

Art. 534. Subrogación. Por el pago de la indemnización, el asegurador se subroga en los derechos y acciones que el asegurado tenga en contra de terceros en razón del siniestro.

El asegurador no tendrá derecho a la subrogación contra el causante del siniestro que sea cónyuge o pariente consanguíneo del asegurado en toda la línea recta y hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral, y por todas aquellas personas por las que el asegurado deba responder civilmente. Sin embargo, procederá la subrogación si la responsabilidad proviene de dolo o se encuentra amparada por un seguro, pero sólo por el monto que éste haya cubierto.

El asegurado será responsable por sus actos u omisiones que puedan perjudicar el ejercicio de las acciones en que el asegurador se haya subrogado.

El asegurado conservará sus derechos para demandar a los responsables del siniestro.

En caso de concurrencia de asegurador y asegurado frente a terceros responsables, el recobro obtenido se dividirá entre ambos en proporción a su respectivo interés.

Art. 535. Casos de dolo y culpa grave. El asegurador no está obligado a indemnizar el siniestro que se origine por dolo o culpa grave del asegurado o del tomador en su caso, salvo pacto en contrario para los casos de culpa grave.

Art. 536. Extinción y modificación de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.

Sólo en los seguros contra daños y cuando se hubiere pactado  expresamente, el asegurador puede poner fin al contrato si el riesgo asegurado se agrava sustancialmente por eventos imprevisibles; pero, en tal caso, la cobertura del seguro no se extinguirá antes que transcurran treinta días contados desde el envío al asegurado de una comunicación escrita informando la terminación del seguro.

Si disminuye el riesgo asegurado en un seguro contra daños, la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que tome conocimiento de ello. 

Art. 537. Terminación anticipada. Las partes podrán convenir que el asegurador pueda poner término anticipadamente al contrato, con expresión de las causas que lo justifiquen, salvo las excepciones legales.

En todo caso, la terminación del contrato se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.

El asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, salvo las excepciones legales, comunicándolo al asegurador.

La prima se reducirá en forma proporcional al plazo corrido, pero en caso de haber ocurrido un siniestro de pérdida total se entenderá devengada totalmente.

Art. 538. Retracto de un contrato de seguro celebrado a distancia. En los contratos de seguro celebrados a distancia, el contratante o asegurado tendrá la facultad de retractarse dentro del plazo de diez días, contado desde que reciba la póliza, sin expresión de causa ni cargo alguno, teniendo el derecho a la devolución de la prima que hubiere pagado.

Este derecho no podrá ser ejercido si se hubiere verificado un siniestro, ni en el caso de los contratos de seguro cuyos efectos terminen antes del plazo señalado en el inciso precedente.

Art. 539. Otras causales de ineficacia del contrato. El contrato de seguro es nulo si el asegurado, a sabiendas, proporciona al asegurador información sustancialmente falsa al prestar la declaración a que se refiere el número 1° del artículo 524 y se resuelve si incurre en esa conducta al reclamar la indemnización de un siniestro.

En dichos casos, pronunciada la nulidad o la resolución del seguro, el asegurador podrá retener la prima o demandar su pago y cobrar los gastos que le haya demandado acreditarlo, aunque no haya corrido riesgo alguno, sin perjuicio de la acción criminal.

En todo caso habrá lugar a solicitar la resolución del contrato, conforme a las reglas generales, por el incumplimiento de las obligaciones legales y contractuales que recaen sobre las partes.

Art. 540. Situaciones en caso de quiebra. Declarada la quiebra del asegurador estando pendiente los riesgos, el asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, en cuyo caso tendrá derecho a la devolución proporcional de la prima, o bien a exigir que el concurso afiance el cumplimiento de las obligaciones del fallido.

El asegurador tiene la misma opción si ocurriere la quiebra del asegurado antes de pagarse el total de la prima.

Si el concurso o el síndico no otorgaren la fianza dentro de los cinco días siguientes a la solicitud judicial respectiva, terminará el seguro.

En el caso de quiebra del asegurador, los créditos de los asegurados por siniestros ocurridos con anterioridad a la quiebra gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2472 del Código Civil.

Con todo, los pagos por concepto de reaseguros beneficiarán a los asegurados, cuyos créditos por siniestros preferirán, a cualesquiera otros que se ejercieren en contra del asegurador, sin perjuicio de contribuir a los gastos de administración de la quiebra o liquidación, en su caso.

Art. 541. Prescripción. Las acciones emanadas del contrato de seguro prescriben en el término de dos años, contado desde la fecha en que se haya hecho exigible la obligación respectiva.

Fuera de otras causales legales, la prescripción que corre en contra del asegurado se interrumpe por la denuncia del siniestro, y el nuevo plazo regirá desde el momento en que el asegurador le comunique su decisión al respecto.

En el seguro de vida el plazo de prescripción para el beneficiario será de cuatro años y se contará desde que conoce la existencia de su derecho, pero en ningún caso excederá de diez años desde el siniestro.

El plazo de prescripción no puede ser abreviado bajo ninguna forma de caducidad o preclusión contractual.

Art. 542. Carácter imperativo de las normas. Las disposiciones que rigen al contrato de seguro son de carácter imperativo, a no ser que en éstas se disponga otra cosa. No obstante, se entenderán válidas las estipulaciones contractuales que sean más beneficiosas para el asegurado o el beneficiario.

Exceptúanse de lo anterior, los seguros de daños contratados individualmente, en que tanto el asegurado como el beneficiario, sean personas jurídicas y el monto de la prima anual que se convenga sea superior a 1.000 unidades de fomento, y los seguros de casco y transporte marítimo y aéreo.

Art. 543. Solución de conflictos. Cualquier dificultad que se suscite entre el asegurado, el contratante o el beneficiario, según corresponda, y el asegurador, sea en relación con la validez o ineficacia del contrato de seguro, o con motivo de la interpretación o aplicación de sus condiciones generales o particulares, su cumplimiento o incumplimiento, o sobre la procedencia o el monto de una indemnización reclamada al amparo del mismo, será resuelta por un árbitro arbitrador, nombrado de común acuerdo por las partes cuando surja la disputa. Si los interesados no se pusieren de acuerdo en la persona del árbitro, éste será designado por la justicia ordinaria y, en tal caso, el árbitro tendrá las facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, debiendo dictar sentencia conforme a derecho.

En ningún caso podrá designarse en el contrato de seguro, de antemano, a la persona del árbitro.

En las disputas entre el asegurado y el asegurador que surjan con motivo de un siniestro cuyo monto sea inferior a 10.000 unidades de fomento, el asegurado podrá optar por ejercer su acción ante la justicia ordinaria.

El tribunal arbitral u ordinario a quien corresponda conocer de la causa, tendrá las siguientes facultades:

1° Admitir, a petición de parte, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba.

2° Decretar de oficio, en cualquier estado del juicio, las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes.

3° Llamar a las partes a su presencia para que reconozcan documentos o instrumentos, justifiquen sus impugnaciones, pudiendo resolver al respecto, sin que ello implique prejuzgamiento en cuanto al asunto principal controvertido.

4° Apreciar la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, debiendo consignar en el fallo los fundamentos de dicha apreciación.

Será tribunal competente para conocer de las causas a que diere lugar el contrato de seguro, el del domicilio del beneficiario.

Art. 544. Clasificación de los seguros. Los seguros son de daños o de personas. Los de daños, son reales o patrimoniales.

Sección Segunda. De los seguros de daños.

& 1. Normas generales

Art. 545. Objeto. Los seguros de esta especie tienen por objeto la indemnización de los daños sufridos por el asegurado y pueden recaer sobre cosas corporales, derechos o sobre un patrimonio.

Art. 546. Interés asegurable. Toda persona que tenga un interés patrimonial, presente o futuro, lícito y estimable en dinero, puede celebrar un contrato de seguros contra daños.

Si carece de interés asegurable a la época de sobrevenir un siniestro, el asegurado no podrá reclamar la indemnización; pero en todo caso tendrá el derecho que le otorga el inciso segundo del artículo 520.

Art. 547. Concurrencia de intereses asegurables. Sobre el mismo objeto asegurado pueden concurrir distintos intereses asegurables, los que podrán cubrirse simultánea, alternativa o sucesivamente hasta concurrencia de su valor.

Art. 548. Aseguramiento de universalidades. Los establecimientos industriales, mineros, agrícolas, comerciales, los cargamentos terrestres, marítimos y aéreos y, en general, las universalidades o conjuntos de bienes que por su ubicación u otra circunstancia sean materia de un mismo seguro, se podrán asegurar con o sin designación específica de los bienes que los contengan o compongan.

Los muebles que constituyen el menaje de una casa pueden ser también asegurados en esa misma forma, salvo los que tengan un gran precio, como las alhajas, cuadros de alto valor, objetos de arte u otros análogos, los cuales serán asegurados con designación específica.

En uno y otro caso el asegurado deberá individualizar los objetos asegurados y justificar su existencia y valor al tiempo del siniestro.

Art. 549. Vicio propio. El asegurador no responderá de la pérdida o daño proveniente de vicio propio de la cosa asegurada, a menos que se estipule lo contrario.

Se entiende por vicio propio el germen de destrucción o deterioro que llevan en sí las cosas por su propia naturaleza o destino, aunque se las suponga de la más perfecta calidad en su especie.

Art. 550. Principio de indemnización. Respecto del asegurado, el seguro de daños es un contrato de mera indemnización y jamás puede constituir para él la oportunidad de una ganancia o enriquecimiento.

Art. 551. Aseguramiento de lucro cesante. Para que el lucro cesante del asegurado esté cubierto, deberá ser pactado expresamente.

Art. 552. Suma asegurada y límite de la indemnización. La suma asegurada constituye el límite máximo de la indemnización que se obliga a pagar el asegurador en caso de siniestro y no representa valoración de los bienes asegurados.

En los seguros reales la indemnización no excederá del valor del bien ni del respectivo interés asegurado al tiempo de ocurrir el siniestro, aun cuando el asegurador se haya constituido responsable de una suma que lo exceda.

Si la cantidad asegurada consistiere en una cuota, se entenderá que ésta se refiere al valor que tenga el objeto asegurado al momento del siniestro.

En los seguros patrimoniales la indemnización no podrá exceder, dentro de los límites de la convención, del menoscabo que sufra el patrimonio del asegurado como consecuencia del siniestro.

Art. 553. Regla Proporcional. Si al momento del siniestro la suma asegurada es inferior al valor del bien, el asegurador indemnizará el daño a prorrata entre la cantidad asegurada y la que no lo esté.

Sin embargo, las partes podrán pactar que no se aplique la regla proporcional prevista en el inciso anterior, en cuyo caso el asegurado no soportará parte alguna del daño en caso de siniestro a menos que éste exceda la suma asegurada.

Art. 554. Valoración de la cosa asegurada. En los seguros reales el valor de las cosas aseguradas puede ser establecido mediante una estimación expresamente pactada al momento de celebrarse el contrato.

No constituye valoración convenida la sola enunciación de la suma asegurada, ni la declaración relativa al valor de los bienes hecha unilateralmente por el asegurado en la propuesta o en otros documentos.

Existiendo valoración pactada, la determinación del daño indemnizable se hará a partir de tal valor, no teniendo aplicación el artículo 552.

El valor pactado sólo podrá ser impugnado por las partes cuando la estipulación adolezca de un vicio del consentimiento.

Establecida la procedencia de la impugnación, la suma asegurada y la prima serán reducidas hasta concurrencia del verdadero valor de la cosa asegurada.

Art. 555. Seguros a valor de reposición. En los seguros reales, al tiempo de contratar el seguro, las partes podrán estipular que el pago de la indemnización se hará sobre la base del valor de reposición o de reemplazo del bien asegurado, sin exceder del límite de la suma asegurada. Tratándose de mercaderías, podrán acordar que la indemnización corresponda a su precio de venta en el mercado.

Art. 556. Efectos de la pluralidad de seguros. Cuando se hubiere contratado más de un seguro que cubra la misma materia, interés y riesgo, el asegurado podrá reclamar a cualquiera de los aseguradores el pago del siniestro, según el respectivo contrato, y a cualquiera de los demás, el saldo no cubierto. El conjunto de las indemnizaciones recibidas por el asegurado, no podrá exceder el valor del objeto asegurado.

Si el asegurado ha recibido más de lo que le correspondía, tendrán derecho a repetir en su contra aquellas aseguradoras que hubieren pagado el exceso. Asimismo, tendrán derecho a cobrar perjuicios si mediare mala fe del asegurado.

Al denunciar el siniestro, el asegurado debe comunicar a todos los aseguradores con quienes hubiere contratado, los otros seguros que lo cubran.

El asegurador que pagare el siniestro, tiene derecho a repetir contra los demás la cuota que les corresponda en la indemnización, según el monto que cubran los respectivos contratos.

Art. 557. Coaseguro. Existe coaseguro cuando, con el consentimiento del asegurado, dos o más aseguradores convienen en asegurar en común un determinado riesgo. En tal caso, cada asegurador es obligado al pago de la indemnización en proporción a su respectiva cuota de participación.

Si se emite una sola póliza, se presumirá que el coasegurador que la emite es mandatario de los demás para todos los efectos del contrato.

Art. 558. Sobreseguro. Si la suma asegurada excede el valor del bien asegurado, cualquiera de las partes podrá exigir su reducción, así como la de la prima, salvo el caso en que se hubiere pactado dicho valor conforme al artículo 554.

Si ocurriere un siniestro en tales circunstancias, la indemnización cubrirá el daño producido, de acuerdo con el valor efectivo del bien.

Si el sobreseguro proviene de mala fe del asegurado, el contrato será nulo, no obstante lo cual el asegurador tendrá derecho a la prima a título de pena, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.

Art. 559. Transmisión del seguro. Transmitida la propiedad de la cosa asegurada por título universal o singular, el seguro correrá en provecho del causahabiente desde el momento en que los riesgos le correspondan, a menos que el seguro hubiere sido consentido por el asegurador en consideración a la persona del causante. Terminado el seguro por esta causa, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 520.

Art. 560. Transferencia del seguro. Si el objeto del seguro o el interés asegurable fueren transferidos, cesará el seguro de pleno derecho al expirar el término de quince días, contado desde la transferencia, a menos que el asegurador acepte que éste continúe por cuenta del adquirente o que la póliza sea a la orden.

Sin embargo, si el asegurado conservare algún interés en el objeto del seguro, éste continuará a su favor hasta concurrencia de su interés.

Art. 561. Pérdida de la cosa asegurada. La pérdida o destrucción de la cosa asegurada o sobre la cual recae el interés asegurable, provocado por una causa no cubierta por el contrato de seguro, producirá su terminación e impondrá al asegurador la obligación de devolver la prima conforme a lo establecido en el inciso segundo del artículo 520.

Si la pérdida o destrucción fuere parcial, se reducirán la cantidad asegurada y la prima en la proporción que corresponda.

Art. 562. Asegurados obligados a llevar contabilidad. Si los asegurados fueren personas obligadas legalmente a llevar contabilidad, deberán acreditar sus existencias con sus inventarios, libros y registros contables, sin perjuicio del mérito de otras pruebas que las partes pudieren rendir.

Art. 563. Forma de indemnizar. El asegurador deberá indemnizar el siniestro en dinero, a menos que se haya estipulado que pueda hacerlo mediante la reposición o reparación de la cosa asegurada.

Art. 564. Dejación. El asegurado no podrá hacer dejación de las cosas aseguradas, salvo pacto en contrario.

Art. 565. Ejercicio de derechos de terceros sobre la indemnización. La cosa que es materia del seguro será subrogada por la cantidad asegurada para el efecto de ejercitar sobre ésta los privilegios e hipotecas constituidos sobre aquella. 

Para ello, los respectivos acreedores deberán notificar al asegurador de la existencia de sus privilegios o hipotecas.

Las mismas reglas se aplicarán cuando la cosa asegurada haya sido objeto de medida precautoria, embargo, o esté afecta a derecho legal de retención.

& 2. Del seguro contra incendio

Art. 566. Concepto. Por el seguro contra incendio, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran los objetos asegurados por la acción directa del incendio y los que sean una consecuencia inmediata del mismo, como los causados por el calor, el humo, el vapor o por los medios empleados para extinguirlo o contenerlo; y las demoliciones que sean necesarias u ordenadas por la autoridad competente. También podrán contratarse, como una extensión o ampliación a la cobertura de incendio, seguros adicionales que protejan al asegurado contra otros riesgos.

Art. 567. Contenido de la póliza. Además de las enunciaciones que exige el artículo 518, la póliza deberá expresar la ubicación, destino y uso de los inmuebles asegurados, y de los edificios colindantes, en cuanto estas circunstancias puedan influir en la estimación de los riesgos.

Iguales menciones deberá contener la póliza respecto a los inmuebles en que se encuentren colocados o almacenados los bienes muebles, cuando el seguro verse sobre estos últimos.

& 3. De los seguros de robo, hurto y otras sustracciones

Art. 568. Perjuicios asegurables por este tipo de seguros. Podrán asegurarse los perjuicios causados por la sustracción de cosas, mediante la comisión de los delitos u otras conductas ilegítimas que la póliza señale.

Podrán también cubrirse por este seguro los daños que resulten por destrucción o deterioro del objeto asegurado o del lugar en que éste se encuentre, siempre que ellos hayan sido ocasionados durante la ejecución del hecho.

Art. 569. Pérdida del derecho a la indemnización. Si el riesgo asegurado consiste en un delito, el asegurador podrá repetir la indemnización pagada si se declara judicialmente que no hubo tal delito.

& 4. Del seguro de responsabilidad civil

Art. 570. Notificación. El asegurado deberá dar aviso inmediato al asegurador, de toda noticia que reciba, sea de la intención del tercero afectado o sus causahabientes de reclamar indemnización, o de la amenaza de iniciar acciones en su contra; de las notificaciones judiciales que reciba, y de la ocurrencia de cualquier hecho o circunstancia que pudiere dar lugar a una reclamación en su contra.

Art. 571. Extensión de la cobertura. A menos que estén amparados por una cobertura especial, el monto asegurado comprende tanto los daños y perjuicios causados a terceros, como los gastos y costas del proceso que éstos o sus causahabientes promuevan en contra del asegurado.

Salvo pacto en contrario, la póliza no cubre el importe de las cauciones que deba rendir el asegurado, ni las multas o sanciones pecuniarias a que sea condenado.

Art. 572. Transacción. Se prohíbe al asegurado aceptar la reclamación contraria o transigir judicial o extrajudicialmente con el tercero afectado, sin previa aceptación del asegurador. El incumplimiento de esta obligación, exime al asegurador de la obligación de indemnizar.

No constituye incumplimiento la circunstancia de que el asegurado, en las declaraciones que formule, reconozca hechos verídicos de los que se derive su responsabilidad.

Si el asegurador se negare a acordar una transacción con el tercero perjudicado que esté dentro de la cobertura, será de su cargo el mayor monto a que sea condenado el asegurado en el proceso. Si fuere el asegurado quien se negare a aceptarla, será de su cargo dicho exceso.

& 5. Del seguro de transporte terrestre

Art. 573. Concepto y extensión de la cobertura. Por el seguro de transporte terrestre, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran las mercaderías y los medios utilizados para embalarlas, durante su carga, descarga o conducción por vía terrestre.

Salvo pacto en contrario, la cobertura del seguro comprenderá el depósito transitorio de las mercaderías y la inmovilización del vehículo o su cambio durante el viaje, cuando dichos eventos se deban a circunstancias propias del transporte y no hayan sido causados por algunos de los acontecimientos excluidos por la póliza.

Art. 574. Formas y vigencia de la cobertura. El seguro de transporte terrestre puede contratarse por viaje o por un tiempo determinado.

Salvo pacto en contrario, el seguro comienza desde que se entregan las mercaderías al porteador y termina cuando se entregan al consignatario en el punto de destino.

A menos que el seguro sea por viaje, la entrega al consignatario debe efectuarse dentro del plazo previsto en la póliza.

Art. 575. Normas supletorias. En los casos no previstos en el presente párrafo se aplicarán las disposiciones contenidas en el Título VII del Libro III de este Código, "De los Seguros Marítimos".

& 6. Del seguro de pérdida de beneficios

Art. 576. Concepto y alcances. Por el seguro de pérdida de beneficios, el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado la disminución de ingresos y utilidades que hubiera alcanzado en la actividad descrita en la póliza, de no haberse producido el siniestro.

El asegurador puede, además, cubrir los gastos generales que haya de seguir desembolsando el asegurado cuando el establecimiento quede paralizado total o parcialmente a consecuencia del siniestro y los gastos extraordinarios realizados con la finalidad de reanudar las actividades.

& 7. Del seguro de crédito

Art. 577. Concepto. Por el seguro de crédito el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado las pérdidas que experimente por el incumplimiento de una obligación de dinero.

Art. 578. Procedencia del reclamo de indemnización. Habrá lugar al pago del seguro:

a) Cuando el deudor haya sido declarado en quiebra mediante resolución judicial firme.

b) Cuando haya celebrado con sus acreedores, convenios regulados por la Ley de Quiebras que le otorguen condonaciones.

c) Cuando habiendo sido demandado ejecutivamente, se establezca que el deudor no posee bienes suficientes para solucionar la deuda o que, por su ocultamiento, se haga imposible la prosecución del juicio.

d) Si el asegurado y el asegurador acuerdan que el crédito resulta incobrable.

e) En los demás casos que acuerden las partes.

Art. 579. Gastos de cobranza. Las partes podrán convenir que, además del monto de la deuda impaga, la suma asegurada cubra también los gastos originados por las gestiones de cobranza y cualesquiera otros.

& 8. Del seguro de caución

Art. 580. Concepto. Por el seguro de caución el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado los daños patrimoniales sufridos en caso de incumplimiento por el tomador del seguro o afianzado, de sus obligaciones legales o contractuales. Todo pago hecho por el asegurador deberá serle reembolsado por el tomador del seguro.

Art. 581. Obligaciones del asegurado. Tan pronto el tomador o afianzado incurra en una acción u omisión que pueda dar lugar a una obligación que deba ser cubierta por el asegurador, el asegurado deberá tomar todas las medidas pertinentes para impedir que dicha obligación se haga más gravosa y para salvaguardar su derecho a reembolso, en especial, interponer las acciones judiciales correspondientes.

El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar, según su gravedad, a la reducción de la indemnización o la resolución del contrato.

Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento o ejecución inmediata, en cuyo caso deberá ser pagado al asegurado dentro del plazo que establezca la póliza, sin que el asegurador pueda diferir el pago por la oposición de excepciones fundadas en la obligación garantizada por parte del afianzado.

& 9. Del contrato de reaseguro

Art. 582. Concepto. Por el contrato de reaseguro el reasegurador se obliga a indemnizar al reasegurado, dentro de los límites y modalidades establecidos en el contrato, por las responsabilidades que afecten su patrimonio como consecuencia de las obligaciones que éste haya contraído en uno o más contratos de seguro o de reaseguro.

El reaseguro que ampara al reasegurador toma el nombre de retrocesión.

En estos contratos, servirán para interpretar la voluntad de las partes los usos y costumbres internacionales sobre reaseguros.

Art. 583. Autonomía. El reaseguro no altera en forma alguna el contrato de seguro. No puede el asegurador diferir el pago de la indemnización de un siniestro al asegurado, en razón del reaseguro.

Art. 584. Acciones del asegurado en contra del reasegurador. El reaseguro no confiere acción directa al asegurado en contra del reasegurador, salvo que en el contrato de reaseguro se disponga que los pagos debidos al asegurado por concepto de siniestros se hagan directamente por el reasegurador al asegurado o, en caso que producido el siniestro el asegurador directo ceda al asegurado los derechos que emanen del contrato de reaseguro para cobrarle al reasegurador.

Ninguna de estas convenciones exonerará al asegurador directo de su obligación de pagar el siniestro al asegurado.

Art. 585. Normas imperativas del reaseguro. Las disposiciones de los artículos 583 y 584 son de carácter imperativo.

Sección Tercera. De los seguros de personas

Art. 586. Conceptos. Son seguros de personas los que cubren los riesgos que puedan afectar la existencia, la integridad física o intelectual, la salud de las personas y los que garantizan a éstas, dentro o al término de un plazo, un capital o una renta temporal o vitalicia.

Por el seguro de vida el asegurador se obliga, conforme a la modalidad y límites establecidos en el contrato, a pagar una suma de dinero al contratante o a los beneficiarios, si el asegurado muere o sobrevive a la fecha estipulada.

Se denomina renta vitalicia a la modalidad del seguro de vida mediante la cual el asegurador recibe del contratante un capital y se obliga a pagarle a él o sus beneficiarios una renta hasta la muerte de aquél o de éstos.

Por el seguro de accidentes personales el asegurador se obliga, conforme a las modalidades estipuladas, a indemnizar al asegurado o a sus beneficiarios, las lesiones corporales, la incapacidad o la muerte que éste sufra a consecuencias de un accidente.

Por el seguro de salud, o las modalidades de otros seguros que incluyan dicha cobertura, el asegurador se obliga a pagar, en la forma estipulada en el contrato, los gastos médicos, clínicos, farmacéuticos, de hospitalización u otros en que el asegurado incurra, si éste o sus beneficiarios requiriesen de tratamiento médico a consecuencia de enfermedad o accidente.

Art. 587. Interés asegurable en los seguros de personas. Los seguros de personas pueden ser contratados por el propio asegurado o por cualquiera que tenga interés. El seguro de vida puede estipularse sobre la vida propia o la de un tercero, tanto para el caso de muerte como para el de sobrevivencia o ambos conjuntamente.

En los seguros para el caso de muerte, si son distintas las personas del tomador del seguro y del asegurado, será preciso el consentimiento escrito de este último, con indicación del monto asegurado y de la persona del beneficiario. No se podrá contratar un seguro para el caso de muerte, sobre la cabeza de menores de edad o de incapacitados.

Los seguros contratados en contravención a estas normas serán absolutamente nulos y el asegurador estará obligado a restituir las primas percibidas, pudiendo retener el importe de sus gastos, si ha actuado de buena fe.

Art. 588. Declaraciones y exámenes de salud. El asegurador sólo podrá requerir antecedentes relativos a la salud de una persona en la forma establecida en el artículo 525, pudiendo solicitar la práctica de exámenes médicos de acuerdo a lo establecido en la ley.

Art. 589. Enfermedades y dolencias preexistentes. Sólo podrán considerarse preexistentes aquellas enfermedades, dolencias o situaciones de salud diagnosticadas o conocidas por el asegurado o por quien contrata en su favor.

Art. 590. lndisputabilidad. Transcurridos dos años desde la iniciación del seguro, el asegurador no podrá invocar la reticencia o inexactitud de las declaraciones que influyan en la estimación del riesgo, excepto cuando hubieren sido dolosas.

Art. 591. Designación de beneficiario. La designación del beneficiario podrá hacerse en la póliza, en una posterior declaración escrita comunicada al asegurador o en testamento.

Si al momento de la muerte real o presunta del asegurado no hubiere beneficiarios ni reglas para su determinación, se tendrá por tales a sus herederos. Los beneficiarios que sean herederos conservarán dicha condición aunque repudien la herencia.

La misma disposición se aplicará cuando el asegurado y el beneficiario único mueran simultáneamente, o se ignore cuál de ellos ha muerto primero.

La designación del cónyuge como beneficiario se entenderá hecha al que lo sea en el momento del fallecimiento del asegurado.

Art. 592. Pluralidad de beneficiarios. Si la designación se hace en favor de varios beneficiarios, la prestación convenida se distribuirá, salvo estipulación en contrario, por partes iguales. Cuando se haga en favor de los herederos, la distribución tendrá lugar en proporción a la cuota hereditaria, salvo pacto en contrario. La parte no adquirida por un beneficiario acrecerá a los demás.

Art. 593.Revocación del beneficiario. El contratante del seguro puede revocar la designación de beneficiario en cualquier momento, a menos que haya renunciado a ésta facultad por escrito. En este último caso, para cambiar al beneficiario designado deberá obtener su consentimiento.

La revocación deberá hacerse en la misma forma establecida para la designación.

Art. 594. Derechos del beneficiario. El monto de las indemnizaciones de los seguros sobre la vida cede exclusivamente en favor del beneficiario.

Para todos los efectos legales, el derecho del beneficiario nace en el momento del siniestro previsto en la póliza, y a partir de él podrá reclamar del asegurador la prestación convenida.

En la póliza de seguro se regularán, cuando procedan, los derechos de rescate y de reducción de la suma asegurada, de modo que el asegurado pueda conocer en todo momento el correspondiente valor de rescate o de reducción.

También deberá quedar regulada en la póliza, la concesión de anticipos al tomador sobre la prestación asegurada.

Art. 595. Cesión y prenda. Excepto si se ha designado beneficiario irrevocable, el contratante podrá ceder o pignorar la póliza. La cesión o la prenda solo serán oponibles al asegurador siempre y cuando éste haya sido notificado de ellas por escrito y por medio de un ministro de fe. La cesión y la pignoración de la póliza implican la revocación de la designación de beneficiario.

Art. 596. Provocación del siniestro y suicidio. El siniestro causado dolosamente por el beneficiario, privará a éste del derecho a la prestación establecida en el contrato, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.

Salvo pacto en contrario, el riesgo de suicidio del asegurado sólo quedará cubierto a partir de dos años de la celebración del contrato, o de haber estado vigente el seguro por igual plazo en virtud de sucesivas renovaciones.

Art. 597. Ausencia o desaparición del asegurado. Salvo estipulación en contrario, la mera ausencia o desaparición del asegurado no hacen exigibles la prestación convenida.

Art. 598. Revocación del contrato. En los seguros de vida le estará prohibido al asegurador poner término anticipado al contrato a su sola voluntad.

Art. 599. Coberturas Patrimoniales. Las modalidades de seguro que cubran gastos médicos, clínicos, quirúrgicos, farmacéuticos u otros que tengan carácter de daño patrimonial, se regularán por las normas de los seguros de daños, a menos que sean contrarias a su naturaleza.".

Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Título VII del Libro III del Código de Comercio:

1) Reemplázase su artículo 1158, por el siguiente:

"Art. 1158. Se aplicarán a los seguros de que trata este Título, salvo en las materias que regule de otra manera, las disposiciones de las secciones primera y segunda del Título VIII del Libro II de este Código.".

2) Incorpórase en su artículo 1160 el siguiente número 3°, nuevo, pasando los actuales números 3º y 4º , a ser 4º y 5º , respectivamente:

"3° Instalaciones y maquinarias destinadas a cumplir faenas de carga, descarga, estiba y atención de naves y cualquier otro bien que las partes estimen expuesto a riesgos relacionados con el mar;".

3) Reemplázase su artículo 1164, por el siguiente:

"Art. 1164. Puede tomar un seguro marítimo toda persona que tenga interés en la conservación de la cosa asegurada mientras corra los riesgos de esa clase, sea que ese interés afecte directamente a su patrimonio o a determinadas obligaciones suyas con relación a la cosa asegurada.

Se entiende que una persona tiene interés en evitar los riesgos marítimos, cuando ella está en cualquier relación legal o de hecho respecto a los bienes expuestos a estos riesgos y que, como consecuencia de esa relación, pueda ser afectada por los daños, pérdida, detención o demora en la llegada de dichos bienes, o por incurrir en una responsabilidad con respecto a los mismos.".

4) Derógase su artículo 1168.

5) Derógase su artículo 1170.

6) Reemplázase su artículo 1173, por el siguiente:

"Art. 1173. La celebración y prueba del contrato de seguro marítimo se regirá por lo dispuesto en el artículo 515 de este Código.".

7) Reemplázase su artículo 1176, por el siguiente:

"Art. 1176. En el caso de las obligaciones señaladas en el artículo 525 de este Código, el asegurado deberá informar cabalmente al asegurador, antes de perfeccionarse el contrato, de toda circunstancia relativa a los riesgos que se propone asegurar y que sea conocida por él.

Se presume conocida del asegurado toda circunstancia que no pueda ignorar en el curso ordinario de sus negocios.

La obligación de informar no está limitada a responder los cuestionarios del asegurador.

La reticencia, inexactitud o falsedad de información que se juzgue importante para determinar la naturaleza y extensión del riesgo, produce la nulidad del seguro.".

8) Sustitúyese su artículo 1177 por el siguiente:

"Art. 1177. Para tener derecho a la indemnización, el asegurado deberá acreditar:

1° La existencia del contrato de seguro;

2° El embarque de los objetos asegurados, en su caso;

3° La pérdida, gastos o perjuicios reclamados, o la responsabilidad, en su caso, y

4° La ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar sinceramente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.".

9) Reemplázase el inciso primero de su artículo 1189, por el siguiente:

"Salvo que la póliza disponga otra cosa, existirá pérdida total asimilada, cuando el objeto asegurado sea razonable y definitivamente abandonado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca inevitable o porque no es posible evitar su pérdida, sin incurrir en un gasto que exceda del valor de dicho objeto después de efectuado el desembolso.".

10) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 1200, por el siguiente:

"En los seguros de responsabilidad, el asegurado deberá poner en conocimiento del asegurador cualquier reclamo de que sea objeto y que pueda comprometer la responsabilidad de éste. Estará además obligado a adoptar todas las medidas de defensa que fueren procedentes.".

11) Elimínase en el inciso primero de su artículo 1201 la palabra "Sólo", iniciando con mayúscula el vocablo “en” que sigue a continuación. 

12) Reemplázanse en el número 5 de su artículo 1203, el guarismo "5.000" por "10.000", y la expresión "unidades de cuenta" por "unidades de fomento".

Articulo 3°. Agrégase en el artículo 470 del Código Penal el siguiente númeral 10°, nuevo:

"10° A los que maliciosamente obtuvieren para sí, o para un tercero, el pago total o parcialmente indebido de un seguro, sea simulando la existencia de un siniestro, provocándolo intencionalmente, presentándolo ante el asegurador como ocurrido por causas o en circunstancias distintas a las verdaderas, ocultando la cosa asegurada o aumentando fraudulentamente las pérdidas efectivamente sufridas.

Si no se verifica el pago indebido por causas independientes de su voluntad, se aplicará el mínimo o, en su caso, el grado mínimo de la pena.

La pena se determinará de acuerdo con el monto de lo indebidamente solicitado.”. 

Artículo 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda:

a) Reemplázase en la letra e) de su artículo 3°, la cifra "200" por "1.000".

b) Derógase su artículo 26.

c) Agrégase en su artículo 29, el siguiente inciso segundo:

"No obstante, producida una controversia sobre reaseguros, las partes podrán acordar que ella se resuelva conforme a las normas sobre arbitraje mercantil internacional previstas en la ley chilena.".

d) Sustitúyese en su artículo 36, el guarismo "200", por "1.000".

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 6 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jovino Novoa Vásquez;  29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jovino Novoa Vásquez; 4 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Jovino Novoa Vásquez; y 10 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon y Eugenio Tuma Zedán.  


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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